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El actual marco de recesión económica, incentivado por la crisis de la deuda sobe-
rana, obliga a los gobiernos más afectados a realizar un severo ajuste fiscal con el 
objetivo de reducir sus niveles de déficit público y endeudamiento lo que, de forma 
generalizada, ha implicado un recorte sustantivo en la financiación tradicional al 
desarrollo a través de la Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) hacia los países más 
empobrecidos. Este retroceso y la creciente necesidad de movilizar recursos locales 
para la financiación del desarrollo convergen ante la necesidad de reforzar la buena 
gobernanza a favor del desarrollo en los países en los que subsisten importantes 
problemas de pobreza y desigualdad. 

Desde una perspectiva de ampliación del concepto de AOD, en este libro se revisa 
la interrelación que existe entre la agenda de desarrollo internacional y su finan-
ciación en el actual contexto internacional, las conexiones que existen entre las es-
trategias de desarrollo de los diversos países y su capacidad para movilizar fondos 
propios con tal finalidad y las estrategias dirigidas a mejorar su fiscalidad. Todo 
ello, con el propósito último de determinar si la Política española de Cooperación 
Internacional al Desarrollo cumple con los requisitos para desarrollar una AOD de 
calidad en el ámbito de la fiscalidad y de las reformas tributarias en la región de 
América Latina y Caribe (ALC). Con este objetivo, se han seleccionado y anali-
zado ocho países prioritarios para España; cuatro países de Centroamérica –Gua-
temala, El Salvador, Honduras y Nicaragua– y cuatro países de la región andina 
latinoamericana y Sudamérica –Colombia, Ecuador, Bolivia y Paraguay–.

FI
SC

A
LI

D
A

D
 Y

 F
IN

A
N

CI
A

CI
Ó

N
 D

EL
 D

ES
A

RR
O

LL
O

 E
N

 L
A

 P
O

LÍ
TI

C
A

 E
SP

A
Ñ

O
LA

D
E 

CO
O

PE
RA

CI
Ó

N
 IN

TE
RN

A
CI

O
N

A
L:

 A
m

ér
ic

a 
La

ti
na

 y
 C

ar
ib

e





FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN 
DEL DESARROLLO EN 

LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL: 

América Latina y Caribe

Autores

Jesús Ruiz-Huerta (Dir.)
Kattya Cascante 

Daniel Gayo 
Carlos Garcimartín 
Erika Rodriguez P. 



Primera edición: julio 2014

Investigación Financiada por la Convocatoria Abierta y Permanente 
para actividades de cooperación y ayuda al desarrollo de la AECID 
(convocatoria 2011) y la Fundación Alternativas.

© Los autores
© Fundación Alternativas

ISBN: 978-84-15860-30-3
Depósito legal: M-19651-2014

Quedan rigurosamente prohibidas, sin autorización escrita de los 
titulares de “Copyright”, bajo las sanciones establecidas en las leyes, 
la reproducción total o parcial de esta obra por cualquier medio o 
procedimiento, comprendidos la reprografía y el tratamiento informático, y 
la distribución de ejemplares de ella mediante alquiler o préstamo públicos.



5

ÍNDICE

Índice

I. INTRODUCCIÓN ...................................................................... 7

II. LA AYUDA AL DESARROLLO: ALGUNAS 
CONSIDERACIONES CONCEPTUALES ................................ 13

III. CONTEXTO Y CARACTERÍSTICAS 
DE LA AYUDA AL DESARROLLO ............................................ 25

1. Evolución de la ayuda internacional ............................................ 27

2. Contexto actual de la ayuda y la financiación al desarrollo ......... 38

3. Contexto regional: la ayuda al desarrollo en la Unión Europea... 42

4. Contexto nacional: la política española 
de cooperación al desarrollo ............................................................ 50

IV. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN 
SOCIOECONÓMICA DE LOS PAÍSES SELECCIONADOS 
EN CENTROAMÉRICA Y SUDAMÉRICA ............................... 55

1. La agenda internacional del desarrollo: los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (ODM) en los países seleccionados ....... 57

2. El contexto económico y social de los países seleccionados ....... 63

V. FISCALIDAD Y DESARROLLO ............................................ 85

VI. SISTEMA FISCAL Y ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA EN LOS PAÍSES SELECCIONADOS 
DE AMÉRICA DEL SUR .............................................................. 95

1. Presión Fiscal en los países elegidos ........................................... 97

2. Principales ingresos impositivos .................................................. 103

3. Las administraciones tributarias en Bolivia, Colombia, 
Ecuador y Paraguay ......................................................................... 117



6

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

4. Fortalezas y debilidades de los sistemas fiscales 
y las administraciones tributarias en los países estudiados .............. 131

VII. FISCALIDAD EN AMÉRICA CENTRAL, PANAMÁ, 
COSTA RICA Y REPÚBLICA DOMINICANA ......................... 135

1. Introducción ................................................................................. 137

2. Caracterización de los sistemas fiscales 
de los países centroamericanos ........................................................ 139

3. El diseño de los sistemas fiscales 
centroamericanos ............................................................................. 147

4. Las cuestiones distributivas ......................................................... 161

5. La Administración Tributaria en América Central........................ 164

VIII. CAPACIDADES E INSTRUMENTOS DE LA 
COOPERACIÓN ESPAÑOLA HACIA CENTROAMÉRICA Y 
SUDAMÉRICA PARA MEJORAR LA FISCALIDAD EN EL 
CAMINO DE LA FINANCIACIÓN AL DESARROLLO ......... 185

IX. CONSIDERACIONES FINALES ......................................... 193

X. ANEXOS .................................................................................... 201

A1. Estudio de caso: Análisis específico del sistema 
impositivo de Nicaragua .................................................................. 203

A2. Estudio de caso: Análisis específico de la fiscalidad y 
financiación del desarrollo en Ecuador ............................................ 230

XI. BIBLIOGRAFÍA ..................................................................... 259



I

INTRODUCCIÓN





9

INTRODUCCIÓN

“La caída de la AOD es una fuente de gran preocupación, que viene en 
un momento en que los países en desarrollo se han visto afectados por 
el efecto dominó de la crisis y más lo necesitan. La ayuda es sólo una 
fracción de los flujos totales hacia los países de bajos ingresos, pero es-
tos tiempos económicos difíciles también significa una menor inversión 
y la reducción de las exportaciones. Felicito a los países que mantienen 
sus compromisos, a pesar de duros planes de consolidación fiscal. Ellos 
muestran que la crisis no debe utilizarse como excusa para reducir las 
contribuciones de cooperación al desarrollo”. (Secretario General de 
la OCDE, Ángel Gurría, 2012).

La crisis financiera ha generado una grave restricción de liquidez en 
los países desarrollados, especialmente en el sur de Europa. El adverso 
contexto económico-financiero de bajo crecimiento, con una drástica 
caída en la recaudación de los ingresos públicos y un significativo au-
mento de las cifras de desempleo, con el consiguiente crecimiento del 
gasto en concepto de seguro y subsidio de desempleo, ha generado un 
elevado y creciente nivel de déficit público en buena parte de ellos. El 
actual marco de recesión económica, incentivado por la crisis de la deu-
da soberana, obliga a los gobiernos más afectados a realizar un severo 
ajuste fiscal con el objetivo de reducir sus niveles de déficit público y 
endeudamiento lo que, de forma generalizada, ha implicado un recor-
te sustantivo en la financiación tradicional al desarrollo a través de la 
Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) hacia los países más empobrecidos. 
Paralelamente, buena parte de los países en desarrollo han experimen-
tado en los últimos años un crecimiento económico positivo, aunque no 
necesariamente equitativo. El retroceso de la AOD y la creciente nece-
sidad de movilizar recursos locales para la financiación del desarrollo 
convergen ante la necesidad de reforzar la buena gobernanza a favor del 
desarrollo en los países en los que subsisten importantes problemas de 
pobreza y desigualdad. 

La pobreza, medida por medio de los indicadores monetarios 
tradicionales,1 no solo se concentra en los países menos adelantados 
(PMA) sino también en los países de renta media (PRM) donde el au-
mento de la desigualdad agranda la brecha entre ricos y pobres. Según 

1 Los índices convencionales para medir la pobreza, basados en datos de renta han ido 
transformándose paulatinamente en otros más orientados a medir la pobreza desde una 
perspectiva multidimensional. Véanse, por ejemplo, los trabajos del Banco Mundial y, 
más específicamente, los indicadores propuestos por Alkire y Foster (2011).
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la información disponible, actualmente, el 70% de las personas más 
pobres residen en los PRM2. Una nueva geografía de la pobreza donde 
conviven la desigualdad y la pobreza extrema en países muy distintos y, 
en muchos casos, al margen de los procesos de crecimiento económico 
que están experimentando buena parte de ellos a lo largo de los últimos 
años. Esta tendencia, a su vez, coincide con una reducción del número 
de países de renta baja y de renta media baja (PRMB) que se despla-
zan, en la clasificación del Banco Mundial3, hacia categorías más altas, 
como países de renta media y de renta media alta (PRMA4). 

El propósito último de este documento es determinar si la Política Es-
pañola de Cooperación Internacional al Desarrollo (en adelante PECID) 
cumple con los requisitos para desarrollar una AOD de calidad en el ám-
bito de la fiscalidad y de las reformas tributarias en la región de América 
Latina y Caribe (ALC) con la que coopera, en el nuevo contexto men-
cionado en el párrafo anterior. Desde una perspectiva de ampliación del 
concepto de AOD, se revisa la interrelación entre la agenda de desarrollo 
internacional (Objetivos de Desarrollo del Milenio -ODM-, aunque no 
solamente) y su financiación (Conferencias de Monterrey y Doha). No 
podemos olvidar que esta interrelación se enmarca en un contexto in-
ternacional y regional (esto es, de AOD de la Unión Europea) de crisis 
económica (de diferente intensidad) entre los principales donantes, que 
reducen los fondos destinados a la política de ayuda al desarrollo, mien-
tras se mantienen, aunque también afectadas de distinta manera por la 
crisis, otras líneas de financiación externa hacia los países en desarrollo 
(inversiones extranjeras directas, comercio, remesas de emigrantes, etc.). 

Posteriormente, en el documento se revisan las conexiones que existen 
entre las estrategias de desarrollo de los diversos países, hasta ahora 
objeto de la AOD, y su capacidad para movilizar fondos propios con 
tal finalidad. En concreto, nos referimos a las estrategias dirigidas a 
mejorar la fiscalidad, como son la capacidad recaudatoria del sistema 

2 Para profundizar en el papel de los países de renta media en el actual sistema interna-
cional de cooperación al desarrollo véase Alonso, J.A. (2013) y Alonso, J.A. y Ocampo 
J.A. (2012).
3 La clasificación del Banco Mundial de los países por nivel de renta per capita está 
disponible en http://datos.bancomundial.org/quienes-somos/clasificacion-paises.
4 Lista de clasificación del Comité de ayuda al Desarrollo (CAD) de la OCDE de países 
en vías de desarrollo según su nivel de renta per capita disponible en: http://www.stu 
dyinsweden.se/upload/studyinsweden_se/Documents/DAC-countries.pdf.



11

INTRODUCCIÓN

impositivo, la eficiencia en la obtención de recursos tributarios, o los 
mecanismos de redistribución de ingresos entre los ciudadanos, como 
herramientas esenciales para fortalecer una visión del Estado como ga-
rante de derechos ciudadanos y de buena gobernanza. 

Con la finalidad de centrar el análisis en la realidad de la región de ALC, 
hemos seleccionado cuatro países de Centroamérica –Guatemala, El Sal-
vador, Honduras y Nicaragua– y cuatro países de la región andina latinoa-
mericana y Sudamérica –Colombia, Ecuador, Bolivia y Paraguay–. Seis 
de ellos siguen integrando el grupo de Países de Renta Media Baja5, mien-
tras que todos ellos han sido elegidos por ser prioritarios en la PECID6. 

Como se señalaba más arriba, la financiación al desarrollo integra todos 
los fondos o actividades –públicos y privados, remesas o donaciones–, 
que permiten cubrir los gastos de los planes, programas y proyectos de 
desarrollo económico y social. Ello implica la presencia de una amplia 
variedad de proyectos, actores y nuevos mecanismos de financiación 
que para los países en desarrollo suponen, en la mayoría de los casos, 
alternativas financieras mucho más interesantes que la progresivamente 
limitada AOD. En este sentido, por ejemplo, la orientación de los países 
de renta baja hacia el comercio internacional y el fortalecimiento de su 
capacidad productiva tiene cada vez más peso en el compromiso que 
comparten los donantes tradicionales con las estrategias nacionales de 
los países receptores de la ayuda. Sin duda, la conciliación de los obje-
tivos propios de las distintas políticas económicas de los donantes con 
las de desarrollo de los países socios, se hace obligada.

Los objetivos más generales de la ayuda al desarrollo en el campo de la 
fiscalidad se refieren, por un lado, al aumento de la capacidad financiera 
del sector público para satisfacer las necesidades básicas de la pobla-
ción; por otro, al fortalecimiento institucional del sistema impositivo 
y de la gestión pública tributaria. En ese sentido, sería deseable que la 
ayuda se vincule, de algún modo, al incremento de las fuentes de finan-
ciación propias (básicamente a través de la recaudación tributaria) en el 
marco de los programas nacionales de desarrollo (PND), evitando, en 

5 Se consideran países de Renta Media Baja aquellos con una renta per cápita entre 
1.005 $-3975 $ en 2010, según la lista del CAD de la OCDE. Colombia y Ecuador, 
han sido recientemente catalogados como PRMA (Países de Renta Media Alta, esto es, 
según la lista CAD, con una renta per cápita entre 3976$ - 12.275$ en el 2010).
6 Según el IV Plan Director (2013-16) de la Cooperación Española.
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la medida de lo posible que la incorporación de la AOD al presupuesto 
general del gobierno receptor pueda generar mayores dependencias fi-
nancieras o desincentivos para lograr un aumento de los recursos tribu-
tarios del país, especialmente, en el caso de los PRM. En este sentido, 
a los ciudadanos de los países donantes les cuesta comprender que se 
mantenga en el tiempo la entrega de recursos de ayuda al desarrollo 
sin que se observe un compromiso de los países receptores para con el 
esfuerzo recaudatorio. Se trata, en todo caso, de una cuestión delicada 
en la que debe evitarse cualquier manifestación de injerencia externa 
en los asuntos del país receptor respecto a su lícita soberanía fiscal. Por 
otro lado, como la ayuda bilateral se impone como principal modali-
dad de canalización de la cooperación (frente a la ayuda multilateral) y 
tiende a promover, en buena parte de los casos, los intereses políticos y 
económicos de los donantes hacia los países “preferidos”, los PMA van 
quedando desplazados por los PRM y PRMB. 

Para la UE, las reformas en el campo de la fiscalidad se integran en las 
directrices políticas de la gobernabilidad democrática y de desarrollo hu-
mano sostenible. En este sentido, que se consideren como finalidad de la 
ayuda implica que se generen estímulos para conseguir que los gobiernos 
receptores dispongan de los recursos suficientes para financiar sus polí-
ticas de gasto que contribuyan al crecimiento económico y la cohesión 
social. La mayor parte de esos recursos deberían tener un origen impo-
sitivo, de ahí que las reformas tributarias deban orientarse a aumentar la 
capacidad financiera, sin olvidar una mejora en los niveles de la equidad.

En este marco, hay que señalar que la PECID carece del atractivo técnico 
para producir una demanda real de los países socios con los que coopera 
y con quienes ha establecido prioridades en el terreno de la fiscalidad y 
la tributación. Los ocho países seleccionados en esta investigación acu-
den a organismos especializados en materia de fiscalidad y con probada 
capacidad financiera, para cubrir este tipo de necesidades. Los actuales 
instrumentos de la cooperación española no presentan grandes ventajas 
comparativas para tal fin, a la vez que la condicionalidad en este sentido 
resulta banal. Pero la cooperación española puede suponer un recurso 
útil y demandado, en aquellos aspectos en los que los colectivos más 
vulnerables quedan excluidos de los procesos de cambio, lo que limita 
los avances en materia de desigualdad de la región en general y en estos 
países seleccionados en particular.
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LA AYUDA AL DESARROLLO: ALGUNAS CONSIDERACIONES CONCEPTUALES

El punto de partida de la literatura más reciente sobre Ayuda al Desa-
rrollo puede situarse en el año 2000, con la adopción de la Declaración 
y de los Objetivos del Milenio y una agenda de metas y principios para 
el sistema de ayuda que se plasmaron en la Declaración de París del año 
2005 (Radelet, 2004; Shaw, 2005; Rogerson, Hewitt, y Waldenberg, 
2004). No obstante, como consecuencia de los ataques terroristas del 
11 de septiembre de 2001 en Nueva York, se introdujo un elemento de 
aseguramiento de la agenda de la ayuda, al introducir nuevos criterios y 
determinantes para el envío de la misma (Woods, 2005; Aning, 2007 y 
Hirst, 2009). Entre esos nuevos elementos deben mencionarse de forma 
especial la presencia de nuevos donantes como China, India, Brasil y 
Sudáfrica (Woods, 2008; Womack, 2007; Rowlands, 2008; Schläger, 
2007 y Mag, 2005) sin los que no se puede hablar de la nueva arquitec-
tura de la ayuda.

En el marco de esa nueva arquitectura de la ayuda, la crisis, primero 
financiera y luego económica, ha reducido los recursos y la capacidad 
para cumplir con los compromisos internacionales adquiridos, lo que 
obliga a plantear si la Ayuda al desarrollo, continúa siendo un factor 
crítico esencial para poder garantizar el desarrollo económico y social 
de los países en una futura Agenda post 2015.

En la nueva arquitectura de la ayuda, podemos destacar tres líneas cen-
trales de reflexión: (a) la ayuda como mecanismo básico de recons-
trucción estatal en algunos países; (b) las nuevas reglas de la ayuda en 
nuevo contexto y en coherencia con las transformaciones políticas y 
económicas que se están produciendo en el escenario internacional; y 
(c) la necesidad de desarrollar nuevas modalidades e instrumentos de 
acción con la finalidad de conseguir la adaptación de la ayuda al nuevo 
escenario y a los nuevos condicionantes. 

a) La ayuda al desarrollo se plantea en ocasiones como instrumento para 
superar las condiciones de fragilidad estatal en algunos de los países re-
ceptores. Un buen número de trabajos se han centrado en el análisis de 
los procesos de reconstrucción de Estados frágiles, débiles o fallidos. 
Se trata de un debate un debate objeto de especial atención en el con-
texto de la post-Guerra Fría, y que posteriormente se ha planteado en el 
marco de la ayuda. Tras los atentados terroristas del 11 de Septiembre 
de 2001, algunos autores como Krasner, 2004 y Patrick, 2006, expli-
can cómo las estrategias de los principales donantes se plegaron a los 
discursos vigentes sobre seguridad, aumentando los recursos dirigidos 
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a aquellos Estados que por su debilidad, pudieran albergar células terro-
ristas. Se produce, por tanto, un sesgo de la ayuda internacional subor-
dinando las estrategias de ayuda a consideraciones de seguridad7. Sin 
embargo, otros autores como Woodward (2004, 2006) no consideran 
que los Estados frágiles impliquen una amenaza a la seguridad interna-
cional, dado que los grupos terroristas no se circunscriben territorial-
mente a una sola región, sino que actúan como redes transnacionales.

Algunos autores, como Collier y Hoeffler (2002), concentran su aten-
ción en la cuestión de la efectividad de la ayuda para la reconstruc-
ción estatal en situaciones post-bélicas. En ese sentido, tras analizar 17 
guerras civiles, sostienen que la ayuda al desarrollo es más efectiva en 
términos de crecimiento en situaciones post-conflicto que en otras cir-
cunstancias, dada la superior capacidad de absorción de la misma por 
los países en esas condiciones. Este argumento, que se contrapone a la 
proposición clásica de Burnside y Dollar (1997) acerca de que la ayu-
da debería ser menor en países con políticas muy deficientes, ha sido 
inspirador de la reorientación de las estrategias de ayuda de algunos 
donantes multilaterales y bilaterales en la última década. En este sen-
tido, Collier y Hoeffler consideran que los compromisos de ayuda con 
Estados frágiles deberían sostenerse e incluso fortalecerse.

La OCDE8 ha formulado una serie de principios que deben guiar las es-
trategias de la ayuda en los procesos de reconstrucción de los Estados. 
La idea esencial es que las actuaciones no vulneren los objetivos políti-
cos, de seguridad y de desarrollo en cada país. Así, por ejemplo, pueden 
justificarse el apoyo a estrategias para el mantenimiento de la paz a 
través de operaciones que instauren un cierto orden antes de instaurar 
la democracia. En todo caso estas actividades de ayuda para la recons-
trucción son delicadas y complejas, sobre todo si tenemos en cuenta 
que la cooperación no siempre cuenta con canales que funcionen ade-
cuadamente y que permitan asegurar la eficaz utilización de la ayuda 
(Carment, 2003; Browne (2007).

b) La aplicación de estrategias de ayuda basadas en nuevas reglas, tiene 
su principal fundamento en los principios que se establecen en la Decla-
ración de París –DP– (2005), así como en relación con los mecanismos 

7 Tal es el caso de la estrategia para Estados frágiles que en 2005 desarrolló la Agencia 
Internacional de Cooperación Estadounidense (USAID). 
8 OCDE (2007).
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de implementación de los mismos (Wood et al. 2008) y sus resultados 
en los procesos de reformas puestos en marcha. En esta dirección se 
han producido una serie de trabajos en torno a la implementación de la 
DP, entre los que pueden destacarse los informes de evaluación, patro-
cinados por la propia OCDE, dedicados al seguimiento y el análisis de 
las reformas del sistema de ayuda vigente. Otros autores cuestionan la 
mejora anunciada por las reformas debido a cuestiones como la “fatiga 
de los países receptores” (Schulz, 2008), ante la complejidad que im-
plica el proceso y el empleo de un nuevo lenguaje para muchos países, 
pero también por las dificultades que se generan en la gestión de la 
ayuda para cumplir con el principio de apropiación. Especialistas como 
Booth et al. (2006) y Hugé y Hens (2007) han estudiado el impacto 
producido por los Documentos Estratégicos para la Reducción de la 
Pobreza (DEPRP) en la implementación de la agenda de París, llegando 
a conclusiones similares. 

c) A lo largo de los últimos años, se han desarrollado nuevas formas de 
ayuda internacional diferentes de la tradicional Cooperación Norte-Sur. 
Si bien es cierto que ya en los años cincuenta Tailandia había puesto 
en marcha algunas actividades de cooperación sur-sur (CSS) con sus 
países vecinos (SEGIB, 2008:10), no fue hasta la creación, en 1964, de 
la Conferencia de las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo 
(UNCTAD) y del Grupo de los 77 (G77), cuando se empezó a centrar 
el debate en la necesidad de poner el acento en la cooperación técnica y 
la cooperación económica entre países en desarrollo. A ello contribuyó 
el empuje en esta dirección de las ex colonias recién independizadas, 
aunque también la conformación de un Nuevo Orden Económico In-
ternacional, la creación del Movimiento de Países No Alineados, o la 
discusión de un Plan de Acción para la CSS, que se acabaría concretan-
do en 1978 con la Conferencia Mundial de Cooperación Técnica entre 
Países en Desarrollo (CTPD) celebrada en Buenos Aires. Sin embargo, 
a pesar de los esfuerzos, no exentos de cierto voluntarismo por parte de 
los países del Sur, esta modalidad de cooperación no alcanzaría veloci-
dad de crucero hasta finales de la década pasada. 

La Cumbre del Milenio de las NNUU, junto a la Conferencia de Alto 
Nivel sobre CSS (Segunda Cumbre del Sur) de 2005 y los Foros de Alto 
Nivel sobre la Eficacia de la Ayuda al Desarrollo (París, 2005 y Accra, 
2008) dieron lugar a la consolidación de una tendencia creciente de los 
flujos comerciales y financieros entre los países del Sur, lo que impli-
caba el creciente interés sobre las nuevas modalidades de ayuda en esta 
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dirección. No obstante, a pesar de los indudables avances producidos en 
este ámbito, actualmente la CSS se encuentra frente a dos dificultades 
importantes: su conceptualización y el alcance real de su participación. 

En relación con la primera cuestión, Ekoko y Benn (2002) y Woods 
(2008) definen la CSS a partir del rechazo a las formas tradicionales de 
cooperación Norte-Sur. Según estos autores, esta nueva estrategia de 
cooperación tiene las ventajas de implicar una mayor flexibilidad para 
compartir buenas prácticas o adaptarse a las necesidades y prioridades 
políticas de los países receptores con similares realidades, además de la 
práctica inexistencia de condicionalidad en la ayuda. Algunos autores 
críticos con este nuevo enfoque, como Maxwell (2006), advierten sin 
embargo de los nuevos problemas que se generan como consecuencia 
de la división del Sur, en el marco de la Agenda de París, entre los que, 
a juicio del autor, se integrarían en el “Club del 20%” (grupo de países 
en los que el 20% del PBI proviene de la ayuda y fueron beneficiados 
por los compromisos de la DP del 2005) y el “Club del 0.2%” (países 
receptores en los que la ayuda juega un papel mucho menor pero que 
están asumiendo nuevos roles como donantes). 

En el segundo grupo señalado, según Altenburg y Weikert (2007), en-
contramos algunos de los denominados países donantes emergentes 
(China, India, Brasil, México, Sudáfrica y Tailandia) que, aunque están 
ampliando sus programas de ayuda a países en desarrollo, no está muy 
claro que lo hagan respetando el consenso alcanzado en la DP. Desde 
el campo de los donantes tradicionales (países del CAD), hay un cier-
to cuestionamiento de las actividades de los nuevos donantes, ante la 
desconfianza que generan en las iniciativas de países en desarrollo, las 
debilidades de las burocracias de los países receptores encargadas de 
implementar los programas, y la falta de profesionalismo en los países 
cooperantes (Mehta y Nanda, 2005). Hay que tener presente, no obstan-
te, que en la actualidad los 77 países catalogados por el Banco Mundial 
como países de renta media (PRM) en función de su nivel de PIB per 
cápita deberían tener un compromiso cada vez mayor con la Agenda de 
Desarrollo, no solo por razón de la nueva modalidad de la CSS, sino 
porque además y, según el nuevo mapa del desarrollo, en ellos se ubican 
la mayor parte de los pobres9.

9  Summer, A. (2013).
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En este sentido, Sumners y Mallett (2012) en su “Cooperación 2.0” 
señalan algunas condiciones para que la ayuda pueda ser relevante y 
eficaz a partir de la Agenda de Desarrollo Post 2015. Como primer 
elemento, Sumners y Mallett señalan la necesidad de construir estra-
tegias de cooperación que funcionen precisamente en los PRM, donde 
se localiza el grueso de la pobreza. Hasta ahora, el modelo de ayuda 
aplicado en esos países fue esencialmente asistencial, sustituyendo una 
parte importante de los recursos del Estado de los “países receptores”, 
dando lugar a una espiral de dependencia económica externa. Por eso, 
parece imprescindible mejorar la coherencia de las políticas norte/sur 
–incluidas las políticas de migración, comercio y control del cambio 
climático–. Para los países con ingresos per cápita menores a 7.500 
dólares, las restricciones migratorias suponen un efecto equivalente 
a reducir la cooperación internacional en un porcentaje estimado del 
24% de la ayuda.

Lo mismo se puede decir del proteccionismo en la agricultura (la UE 
con su PAC es una buen ejemplo de ello) que impone barreras de entra-
da a los productos agrarios de países de renta media, o el escaso prota-
gonismo de los países receptores en las cumbres del cambio climático, 
donde algunas naciones que todavía no han salido de la pobreza deben 
aceptar la misma desaceleración en los patrones de consumo que la que 
se aplica a los países industrializados. Sumners y Mallett sugieren un 
nuevo enfoque para la cooperación, de manera que pueda percibirse 
más como una aportación a la construcción de los bienes públicos glo-
bales, y menos como una dádiva de países ricos a países pobres10. Según 
los mismos autores, la asistencia tradicional, financiada a partir de los 
impuestos de los contribuyentes de los países de la OECD y transferida 
a los ministerios de finanzas de los países en vías de desarrollo, no tiene 
futuro, con lo que se señala la necesidad de poner en marcha redes más 
horizontales de transferencia de conocimiento sur-sur, como la vía más 
útil de acción por parte de los países donantes emergentes.

Por otra parte, la crisis económica vivida en la zona Euro y los movi-
mientos sociales producidos en los países del norte de África y Oriente 
Medio plantean un desafío de promover el crecimiento y empleo nove-
doso para la ayuda y la cooperación que, además, afecta directamente 
al volumen de AOD de los donantes tradicionales, al mismo tiempo 

10   Los compromisos de asistencia oficial suman 134 mil millones de dólares en la 
actualidad, equivalentes a 0,31% del PIB de los países donantes.
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que entre las economías emergentes se abren nuevos vínculos con el 
comercio y las finanzas, así como nuevas oportunidades de alianzas de 
mutuo beneficio.

El horizonte post 2015 plantea el desafío de garantizar una financia-
ción adecuada del desarrollo, lo que obliga a buscar nuevas vías de fi-
nanciación de la ayuda a partir de las distintas fuentes, especialmente 
las procedentes de la movilización de recursos internos y del potencial 
del sector privado, pero también a controlar de forma efectiva la efi-
cacia de las políticas de cooperación al desarrollo (políticas, institu-
ciones y recursos) y a diferenciar la ayuda aplicada entre los distintos 
países (países en situación de fragilidad, en situaciones de conflicto, 
con bajos ingresos, o con ingresos medios, pero un limitado acceso a 
los mercados, etc.).

El estudio más influyente que recoge la perspectiva anterior es el de 
Burnside y Dollar (1997), que dará soporte teórico a la propuesta del 
Banco Mundial (1998) contenida en su informe Assesing Aid, What 
Works, What Doesn’t and Why?. Los autores parten del supuesto de que 
cuanto mayor sea calidad institucional en un país, menor espacio para 
la ineficacia. Posteriormente, estudian el marco de políticas implemen-
tadas recurriendo a un índice construido en base a tres indicadores ma-
croeconómicos (déficit público, inflación y apertura exterior) sobre una 
muestra de 56 países receptores en el período 1970-1993. La conclusión 
a la que llegan es que la eficacia de la ayuda depende decisivamente del 
“marco institucional y de políticas” del país en el que se aplica la ayuda. 

En el nuevo escenario, pues, los gobiernos de los países en desarro-
llo (PED) han de diseñar planes nacionales de desarrollo (PND), como 
estrategia a largo plazo -participativa, e inclusiva socialmente- con 
la finalidad de promover el desarrollo económico y social en el país. 
Para que los planes sean operativos y eficaces es preciso disponer de 
un adecuado nivel de cobertura financiera de las actuaciones a reali-
zar (suficiencia financiera), con fuentes de financiación estables en el 
tiempo (sostenibilidad financiera) y, en la medida de lo posible, la dis-
ponibilidad de recursos financieros propios en proporciones crecientes 
(autonomía financiera). Es aquí donde el papel del Estado retoma su 
protagonismo como agente promotor del desarrollo para establecer los 
objetivos del crecimiento económico, de la redistribución de la renta y 
de la promoción de la cohesión social. Para conseguir esos objetivos el 
Estado ha de contar con suficientes recursos financieros para posibili-
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tar el desarrollo de los PND. Pero, ¿hasta qué punto esto es factible? 
¿Qué proporción de los recursos debe ser propia? ¿En qué medida es 
importante garantizar un mínimo de autonomía financiera para reducir 
la dependencia de las fuentes de financiación externas y su volatilidad?

Los recursos que determinan el grado de suficiencia financiera de los 
PED viene determinados por el nivel de presión fiscal (recursos propios 
en relación al PIB), la entrada de recursos externos (AOD; IED; reme-
sas; o las divisas por exportaciones) y la deuda externa. Como es evi-
dente, el margen de autonomía de los países en su toma de decisiones 
depende de dónde procedan los recursos que utilice para financiar sus 
actividades. No es igual la situación cuando la mayoría de los recursos 
son propios (derivados de su recaudación tributaria) que cuando son 
ajenos (como las aportaciones de los donantes externos); así mismo, el 
grado de solvencia y autonomía de los países puede variar sustancial-
mente si los recursos para financiar los servicios son fruto del endeu-
damiento –público y/o privado– externo del país, o si proceden de los 
flujos de comercio y la inversión exterior.

Si la opción es reducir la dependencia externa, el establecimiento de un 
sistema tributario que sea general, progresivo y eficaz en términos de re-
caudación pública se convierte en un elemento clave para garantizar los 
procesos de desarrollo, especialmente en los PRM. Si bien es esencial ga-
rantizar unos niveles mínimos de ingresos públicos obtenidos a partir del 
sistema tributario, también es determinante la estructura de dicho sistema 
tributario en relación con los tipos de tributos que lo componen y el peso 
que en esa estructura tengan los impuestos progresivos y los que tengan 
mayor capacidad recaudatoria. La estructura del sistema tributario, junto 
con las prioridades de gasto público financiadas con los impuestos, son 
los factores esenciales que para determinar el grado de equidad de la ac-
ción pública y la distribución personal de la renta en el país. Un sistema 
impositivo progresivo y la ejecución de programas de gasto social que 
beneficien de forma especial a los sectores de menor renta, darán lugar –a 
medio y largo plazo– a una disminución de la desigualdad, y permitirán 
sentar las bases para consolidación de una clase media en el país. En este 
sentido, adquieren una creciente importancia la puesta en marcha de pro-
gramas orientados a fortalecer las instituciones y la capacidad de gestión 
pública, así como las estrategias de reforma fiscal que incrementen la 
recaudación tributaria y el grado de progresividad impositiva, limiten los 
efectos de las exenciones y otros gastos fiscales o emprendan estrategias 
decididas para combatir el fraude y la evasión fiscal.
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Por otra parte, desde una perspectiva de eficacia es conveniente que 
los países receptores de la AOD, procuren vincular al conjunto de do-
nantes (de los países tradicionales y de los emergentes) que operan en 
su territorio a su PND, con la finalidad de reforzar y complementar sus 
actuaciones, enriqueciendo las múltiples dimensiones del proceso de 
desarrollo. Y, paralelamente, es necesario que estos gobiernos dispon-
gan de un adecuado nivel de recursos financieros, humanos y técnicos 
propios, que les permita reducir las consecuencias de la alta volatilidad 
de la financiación externa, no solo procedente de la AOD. 

Sin embargo, la articulación de los diversos países donantes con el PND 
del país no siempre está garantizada y, sobre todo, no está asegurada la 
coherencia entre estrategia de la ayuda y las que se refieren a otros ám-
bitos de interacción, como un acceso más fácil para sus exportaciones, 
líneas de cooperación técnica y financiera, etc. Por ello, se hace perti-
nente explorar el verdadero papel que juegan los Estados (donantes y 
socios) en cuanto a la financiación al desarrollo y cuáles son los límites 
de las estrategias aplicadas. 

Desde el punto de vista del donante hay que revisar no solo las po-
líticas de ayuda sino también aquellas que van más allá de la ayuda 
directa, con la finalidad de procurar garantizar la coherencia de las 
políticas de desarrollo (CPD) y comprender el alcance de las distintas 
intervenciones de los países donantes sobre la política de ayuda. En 
materia económica y ante la futura agenda de la financiación global 
del desarrollo, Olivié, (2012), Olivié y Sorroza (2006b) han intentado 
enumerar los ámbitos económicos que podían tener una influencia de-
terminante en el desarrollo de los países receptores de ayuda. A su jui-
cio, los más importantes son la asistencia financiera, el comercio, las 
remesas de emigrantes, la inversión extranjera directa (IED) y la deuda 
externa. Su análisis integrado permitiría determinar la coherencia de 
las políticas de desarrollo.

En esa misma línea, el “Consenso de Monterrey” sobre la financiación 
del desarrollo (2002) establece cuáles son las fuentes deseables de fi-
nanciación sobre las que sustentar el proceso de desarrollo y favorecer 
el crecimiento económico y la movilización de recursos para el desarro-
llo en los países receptores. Entre otros aspectos se señala la necesidad 
de movilizar más recursos internacionales privados para el desarrollo 
(especialmente la IED); aumentar la cooperación financiera y técnica 
para el desarrollo (la AOD); hacer del comercio internacional un mo-
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tor efectivo de desarrollo (ingresos por exportaciones); y resolver el 
problema de la deuda externa (condonación parcial o total, y/o renego-
ciación de sus condiciones, según los casos). Se trata de un consenso 
compartido por la mayoría de los actores del desarrollo en la década de 
los años 2000. 

En este trabajo se ha adoptado el concepto de financiación para el desa-
rrollo que recoge los diversos componentes anteriormente mencionados 
y que desde el Parlamento Europeo (ODA+) y la OCDE (aid and be-
yond), se explica de forma específica como la suma de todos los fondos 
o actividades públicos y privados, remesas, o filantropía, que redunden 
en el desarrollo, como, al menos parcialmente, ya recogió el Consenso 
de Monterrey del 2002. La reciente variedad de proyectos, actores (tam-
bién empresas multinacionales), la concesión de garantías públicas a la 
inversión privada en países en desarrollo (Severino y Ray, 2009), así 
como la batería de nuevos mecanismos de financiación (OCDE, 2011), 
pueden entenderse como elementos que contribuyen a la construcción 
del nuevo concepto que, en todo caso, hace necesaria la conciliación de 
los objetivos propios de las distintas políticas económicas de los países 
donantes con los objetivos de desarrollo de los PED.

Por otra parte, priorizar la financiación para conseguir el fortaleci-
miento institucional de los países puede servir para mejorar la capaci-
dad técnica del sector público para satisfacer las necesidades básicas 
de la población, al tiempo de fortalecer la gestión pública tributaria. 
Ello además, puede evitar la dependencia de recursos externos, lo que 
desincentiva el incremento de las fuentes de financiación propias (bá-
sicamente a través de la recaudación tributaria) en los PND, especial-
mente en el caso de los PRM. En este sentido, la AOD no debería in-
corporarse al presupuesto general del Estado receptor como un ingreso 
ad hoc, cuando haya una presión fiscal muy baja sobre las rentas, el 
consumo o los beneficios del sector privado. A su vez, la movilización 
de recursos locales se presenta como una alternativa para compensar el 
descenso de la AOD, aunque debe reconocerse que, en muchos países 
en desarrollo, la capacidad de movilización de recursos internos está 
limitada por un margen fiscal estrecho y por unas perspectivas de cre-
cimiento inciertas11. 

11  Evaluación 2010 sobre la aplicación del Consenso de Monterrey y la Declaración 
de Doha sobre la financiación para el desarrollo: http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UN 
DOC/GEN/N10/484/66/PDF/N1048466.pdf?OpenElement.
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En todo caso, las iniciativas nacionales deberían incluir la adopción de 
políticas impositivas adecuadas, con un nivel de endeudamiento pú-
blico sostenible (si fuera necesario), y una mejor gestión y eficacia del 
gasto público. En los PMR específicamente, deberían intensificarse los 
procesos de reforma fiscal, para aumentar la recaudación impositiva por 
medio de sistemas tributarios modernos y equitativos, administraciones 
fiscales eficaces, la ampliación de las bases impositivas y la lucha con-
tra la evasión fiscal. La reducción de los costes de cumplimiento de los 
contribuyentes y de los gastos de recaudación de los gobiernos ayudaría 
a maximizar los ingresos disponibles, alentando al mismo tiempo a un 
mayor nivel de inversión pública. 

Las reformas de los gastos e ingresos públicos son elementos clave para 
conseguir aumentar la capacidad de actuación de los gobiernos, particu-
larmente en los países de bajos ingresos o con grandes bolsas de pobre-
za. Solo así se podrá mejorar la financiación al desarrollo y considerar 
la AOD como un recurso complementario a los esfuerzos y decisiones 
propias. Como se ha señalado en algunos trabajos, “la ayuda es eficaz 
en reducir la pobreza solamente en aquellos países donde la inciden-
cia del gasto público es seriamente favorable a los pobres” (Mosley, 
P. 2002) y ello sólo es posible si se cuenta con recursos internos sufi-
cientes, procedentes de sus sistemas impositivos y de una presión fiscal 
sustancialmente mayor que la existente. 

Las reformas tributarias y de gasto público, deben enmarcarse en una 
estrategia de crecimiento sostenible y equitativo, lo que significa, por 
un lado, transformar el modelo económico que profundiza las desigual-
dades, sobreexplota los recursos comunes, y mantiene estructuras de 
privilegio y de discriminación. A su vez, es preciso destacar que los 
nuevos objetivos de la lucha contra el cambio climático y de coopera-
ción para la seguridad compiten directamente con los de desarrollo en 
los PED, a la vez que el sector privado adquiere una creciente partici-
pación. En este sentido, Domínguez (2013) ha señalado la necesidad 
de apostar por un concepto más inclusivo donde la AOD contemple 
también los objetivos y recursos mencionados. Para lo cual, como ya 
señalaba Severino (2011: 129), “revisar la contabilidad de la AOD es 
una prioridad”. La nueva contabilidad obliga también a incorporar los 
nuevos elementos de la ayuda vinculados al creciente papel de los nue-
vos actores, como los donantes emergentes, con estrategias y actuacio-
nes diferentes de las tradicionales.
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1.	 Evolución de la ayuda internacional
Los objetivos perseguidos por la cooperación internacional al desarro-
llo han ido cambiando desde el origen mismo de la ayuda. Tras la II 
Guerra Mundial, las distintas modalidades de la ayuda resultan claves 
para entender su evolución. Los recursos destinados por EEUU para 
influir sobre terceros países en tiempos de la Guerra Fría y el gran peso 
del pasado colonial de los países europeos propiciaron una cooperación 
al desarrollo dominada por los países donantes, de naturaleza asimétri-
ca y sin obligaciones por parte de los receptores. Fue el principio de uno 
de los criterios consustanciales de la ayuda, su condicionalidad.

Al terminar la década de los 90, existía amplio un consenso sobre la ne-
cesidad de revisar los esquemas de la cooperación al desarrollo. No solo 
en cuanto a las formas o mecanismos de la cooperación, sino incluso 
en relación con su propia justificación. La desaparición de los factores 
que originaron los compromisos anteriores y, cuarenta años de resul-
tados decepcionantes, generaron un sentimiento de fatiga de la ayuda. 
En pleno crecimiento de la globalización y ante el predominio de los 
esquemas neoliberales para extender al máximo las fuerzas del merca-
do, la cooperación implicaba una cierta interferencia, además de que la 
proliferación de actores y la fragmentación de la ayuda cuestionaban 
su eficacia. De los 6 donantes bilaterales originarios se había pasado a 
más de 50, más de 230 Organismos Internacionales, un gran número de 
gobiernos subnacionales, ONGs, fundaciones y otros muchos actores 
privados. Como media, se contabilizaban 25 donantes oficiales activos 
en cada país receptor (Sanahuja, 2008), habiendo, por tanto, muchos 
más donantes y mecanismos de financiación que países receptores.

Esta expansión de la cooperación, sin embargo, no impidió que se in-
crementaran las desigualdades y se produjeran incluso nuevos procesos 
de empobrecimiento en muchos países, pese al crecimiento del pro-
ducto bruto mundial. Los fracasos en las predicciones de organismos 
multilaterales como el FMI y la falta de avance en la resolución de los 
problemas centrales del desarrollo, desviaron el enfoque del crecimien-
to económico hacia la necesidad de estimular las capacidades de las 
personas. El desarrollo humano surge como concepto nuevo y con él, la 
participación y los derechos humanos como elementos inherentes a una 
sociedad internacional más justa. 
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En 1996, el Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la OCDE elabo-
ró un documento estratégico de la ayuda internacional titulado «Sha-
ping the 21st Century12». Inspirador de la Declaración del Milenio de 
NNUU, el documento marca la orientación de la reducción de la pobre-
za poniendo el énfasis en la capacidad de decisión del receptor, como 
responsable de su propio desarrollo13. Tras la adopción de los Objeti-
vos de Desarrollo del Milenio (ODM) en el año 2000, se concreta un 
nuevo horizonte temporal y un ritmo de consecución mensurable. Sin 
embargo, con el paso del tiempo, todo parece indicar que los objetivos 
planteados eran limitados en el marco de una agenda minimalista que, 
en cierto modo, dificulta la corrección de la desigualdad (ámbito no 
contemplado en los ODM).

La Declaración de Doha (Conferencia Ministerial de la OMC) (2001) 
y la Conferencia Internacional sobre Financiación para el Desarrollo 
(2002) celebrada en Monterrey, dieron lugar a una reducción de la 
deuda y a algunas mejoras en relación con las relaciones comerciales, 
pero también rechazaron los impuestos globales y el establecimiento 
de compromisos cuantitativos para la ayuda. El volumen de la Ayuda 
Oficial al Desarrollo (AOD)14 no creció tanto como el Banco Mundial 
recomendaba. Las nuevas metas de desarrollo planteaban la necesidad 
de aumentar las cifras entre 40 y 60 mil millones de dólares anuales 
adicionales a los fondos de cooperación, lo que suponía prácticamente 
doblar su cuantía.

12  http://www.oecd.org/dac/2508761.pdf.
13  Alonso, J.A. y Valpy Fitz Gerald (2003).
14  La AOD es definida como una modalidad de ayuda pública cuya finalidad última es 
el desarrollo de otros países y que tiene carácter concesional. Por tanto, no toda finan-
ciación pública es AOD. Según el CAD, un préstamo es concesional cuando incluye al 
menos un 25% en concepto de donación; en caso contrario, y por muy positivos que 
puedan resultar para el país receptor, el resto de recursos deben ser diferenciados.
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Gráfico III.1: Evolución de la AOD: Ayuda neta 
(Millones de Dólares)
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Gráfico III.2: Asistencia oficial para el desarrollo proveniente 
de los países de la OCDE (CAD), 2000-2012 (miles de millones 
de dólares constantes de 2011)

Fuente: CAD, OCDE, 2014.
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Al mismo tiempo, Monterrey (2002), marcaba un ambicioso programa 
para mejorar la eficacia de la ayuda. Por un lado, anunciaba la armo-
nización de los procedimientos operativos de los donantes para reducir 
los costes de transacción a la vez que se mejoraría la previsibilidad de 
los flujos de ayuda y su canalización a través de nuevos instrumentos 
como el apoyo presupuestario. Por otro lado, se instaba a los países 
en desarrollo a definir sus propios programas nacionales para canalizar 
la ayuda para la reducción de la pobreza y el desarrollo sostenible15. 
El consenso alcanzado, debía favorecer el crecimiento económico y la 
movilización de recursos para el desarrollo en los países en desarro-
llo; movilizar más recursos internacionales privados para el desarro-
llo (inversión extranjera directa); aumentar la cooperación financiera 
y técnica con dicha finalidad (AOD); hacer del comercio internacional 
un motor efectivo de expansión económica; resolver el problema de la 
deuda externa de los países en desarrollo; y fortalecer el sistema mul-
tilateral para el tratamiento de las cuestiones vinculadas a los procesos 
de desarrollo.

En este período, a pesar de que las contribuciones de los donantes au-
mentaron, la importancia de la AOD como fuente de recursos presu-
puestarios para los países en desarrollo, disminuyó. Y además lo hizo 
en mayor medida en su aplicación a los países menos adelantados. De 
hecho, la ayuda proporcionada en términos reales a los países menos 
adelantados en 2004 fue menor que la asignada en 199016. Una ayuda 
que, por otra parte, se dirigió principalmente a programas de alivio de 
la deuda (acuerdos del Club de Paris para Irak y Nigeria) y, en menor 
medida, a las ayuda de emergencia (Tsunami Asia 2004), con lo que su 
contribución no fue relevante a efectos de aumentar el nivel de asisten-
cia a los países en desarrollo, algo imprescindible para poder intensifi-
car los esfuerzos en esos países y lograr alcanzar los ODM.

15  Este mandato fue reforzado en el Documento Final de la Cumbre de NNUU de 2005 
“El Consenso de Monterrey: estado de aplicación y labor futura” en el que todos los 
países en desarrollo, se comprometieron a establecer y aplicar estrategias nacionales de 
desarrollo antes de finalizar el año 2006.
16  Sexagésimo primer período de sesiones Tema 51 del programa provisional* Segui-
miento y aplicación de los resultados de la Conferencia Internacional sobre la Financia-
ción para el Desarrollo, 2006.
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Gráfico III.3: AOD: Flujos totales públicos y privados
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Otro intento fallido se produjo con el compromiso en la cumbre del G-8 
celebrada en 2005 en Gleneagles (Escocia), donde se acordó incremen-
tar la AOD desde 80.000 millones de dólares en 2004 a 130.000 millo-
nes de dólares (a precios constantes de 2004) en 2010, lo que equivalía 
a un porcentaje del 0,36% del ingreso nacional bruto.

Sin embargo, al tiempo que se constataba esta reducción en la AOD, 
los flujos netos de capital privado dirigidos a estos países aumentaron. 
En 2006 su cuantía era equivalente a seis veces la cantidad total en 
concepto de AOD (646.000 millones de dólares). Salvo en África y 
Oriente Medio, donde la AOD sigue siendo el rubro más importante de 
la financiación al desarrollo, en el resto de las regiones (América Lati-
na, CEI –países del este de Europa integrados en la antigua URSS– y 
Europa del sur y Asia desarrollada) tiene una importancia muy limitada. 
En el caso de América Latina, región que concentra el porcentaje más 
alto del destino de la AOD española, la AOD apenas supone un 2% de la 
financiación al desarrollo de la región, frente al 52% que representan las 
inversiones extranjeras directas y el 42% de los ingresos provenientes 
de las remesas. En regiones como el CEI y Europa del sur, los présta-
mos privados superan hasta en 8 veces a la AOD.
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Este proceso de creciente peso de los flujos de financiación privada 
en la financiación al desarrollo conlleva implicaciones políticas rele-
vantes. Entre otras cuestiones, produce una mayor concentración de la 
AOD en los PMA, al mismo tiempo que las agendas de desarrollo de los 
PRM adquieren un mayor interés como consecuencia de la nueva arqui-
tectura financiera internacional, y de las medidas de apertura comercial 
propuestas por la OCDE en relación con estos países.

En todo caso, a efectos del comercio internacional, la integración efec-
tiva de los países en desarrollo, en particular de los PMA y de los países 
con economías en transición, en el sistema multilateral de comercio, 
sigue siendo un objetivo prioritario17. Ya en el Consenso de Monterrey 
y en las actas de la Cumbre Mundial de 200518 se evidenciaba el estan-
camiento de los ingresos por exportación de los países que aún depen-
den considerablemente de las exportaciones de productos básicos, que 
además se agravaba como consecuencia de la subida de los precios de 
los alimentos en el 2007. 

La política comercial internacional sigue dificultando la penetración de 
las exportaciones de los países más empobrecidos hacia los países de-
sarrollados con mayor nivel de renta y alto poder adquisitivo. La con-
tracción del volumen del comercio mundial provocada por los efectos 
de la crisis de 2007 (de reducción en un 13,1%) también afectó a los 
PMA. No obstante, las distintas formas de subsidios agrícolas en los 
países desarrollados –EEUU, Japón, UE, de manera más significativa– 
siguen constituyendo el principal obstáculo para favorecer el desarrollo 
de esos países, ya que impulsan la caída de los precios en el mercado 
mundial y producen una competencia desigual con los productores lo-
cales de estos países. Aunque el valor total de las medidas de apoyo al 
sector agrícola como porcentaje del producto interno bruto (PIB) de 
los países de la OCDE ha disminuido, en términos absolutos aumentó 
hasta alcanzar los 368.000 millones de dólares en 2008, frente a los 
5.634 millones de dólares que se desembolsaron ese año en AOD para 
el desarrollo de la agricultura de los países en desarrollo. 

17  Mandato de Doha aprobado en la XIII UNCTAD, en abril de 2012.
18  La Cumbre puso de relieve “la necesidad de abordar los efectos de la debilidad y la 
volatilidad de los precios de los productos básicos y apoyar el esfuerzo de los países 
dependientes de esos productos por reestructurar, diversificar y reforzar la competitivi-
dad de sus sectores de los productos básicos” (resolución 60/1 de la Asamblea General, 
párr. 33).
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Al mismo tiempo, los países exportadores de productos básicos se en-
frentan a desafíos especiales. La volatilidad de los precios de las mate-
ria primas condiciona la evolución de los precios de sus exportaciones 
y la inestabilidad contribuye a la inseguridad económica, además de 
plantear problemas para el desarrollo a largo plazo. Por otra parte, los 
nuevos mercados del sur de las economías emergentes19 demandan cada 
vez más los productos de los PMA, principalmente minerales y com-
bustibles. Si bien no se esperan cambios significativos a corto plazo, 
dado que en la actualidad la OCDE representa el destino del 80% de 
estas exportaciones, a medio plazo se espera un desplazamiento del eje 
comercial hacia el Pacífico.

La ayuda orientada hacia las infraestructuras relacionadas con el co-
mercio y el fortalecimiento de la capacidad productiva constituye un 
compromiso compartido por todos los donantes tradicionales20, y suele 
ser bien recibida por las estrategias nacionales de desarrollo de los paí-
ses receptores. Esta perspectiva de la ayuda apunta hacia una mayor 
implicación nacional, integrando el comercio en los PND, por lo que 
cabría suponer una mayor participación del comercio en la financia-
ción del desarrollo. Sin embargo, la mayoría de los donantes asignan 
su ayuda bilateral en función de sus intereses políticos y económicos, 
suelen centrarse en unos pocos países y depender de instrumentos de 
asignación basados en el desempeño y no en las necesidades de los paí-
ses receptores. Como resultado de ello, los PMA son cada vez menos 
objeto de atención prioritaria para los donantes del CAD. 

En el año 2008, los 10 principales receptores de AOD recibieron más 
del 38% del total neto de la misma, mientras que en el año 2000 re-
cibieron el 12%. Así pues, parece que la comunidad de donantes ha 
aumentado la concentración de la asistencia en un menor número paí-
ses, estableciendo “sus países preferidos”. Desde 1990 también se ha 
registrado un cambio drástico en las asignaciones de AOD, que han pa-
sado del sector económico al social. En el año 2008 la principal porción 

19  UNCTAD, 2009 “Making South-South trade an engine for inclusive growth”, Policy 
Brief No. 8, November de 2009.
20  En la cumbre de Toronto, del 2010, los dirigentes del G-20 se comprometieron a am-
pliar su capacidad y apoyo para facilitar el comercio, bajo la máxima de que “los fondos 
de los donantes son más eficaces cuando se destinan a las necesidades y prioridades 
relativas al comercio del país receptor”. En consecuencia, el G20 también apunta hacia 
una mayor implicación nacional, integrando el comercio en las estrategias nacionales 
de desarrollo.
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de los compromisos de AOD bilateral se asignó a los sectores sociales 
(40%, mientras que en los años 90 no llegaba al 20%), seguidos de la 
infraestructura económica (17%, respecto al 25% de la década anterior). 
Igualmente, destaca la diferencia en los compromisos de AOD bilateral 
para la agricultura, que baja hasta el 5% del total, frente el 17% que 
representaba en los años 90. Estos resultados coincidían en el tiempo 
con el contenido de la “Conferencia internacional de seguimiento sobre 
la financiación para el Desarrollo” celebrada en Doha en diciembre de 
2008, encargada de examinar la aplicación del Consenso de Monterrey 
y reclamar nuevos esfuerzos al respecto.

Durante todo este periodo, la AOD progresó significativamente, lo 
que, junto con otros factores, daría lugar a una reducción significativa 
de la pobreza absoluta, que pasaría del 58 por ciento de la población 
en 1981 al 38 por ciento en 2008 (Banco Mundial, 2013). De hecho, 
la ayuda sigue siendo esencial en los países donde la inversión privada 
es limitada (Estados frágiles), sobre todo para los más de mil millones 
de personas que todavía viven en la pobreza más absoluta. Partiendo 
de este hecho, la realidad de la AOD refleja significativos datos. Cabe 
señalar que en las últimas dos décadas, la AOD per cápita se ha mante-
nido. A su vez, la AOD neta procedente de los 25 países miembros de 
Comité de Ayuda al Desarrollo de la OCDE (CAD) creció un 37 por 
ciento en términos reales entre 2004 y 2010, alcanzando un máximo 
histórico en la última fecha. De esta cantidad, un 60 por ciento fue a 
países de bajos ingresos (PMA) y el 40 por ciento restante a países de 
ingresos medios (PRM). 

Los mayores donantes en términos absolutos, fueron Estados Unidos, 
Reino Unido, Alemania, Francia y Japón. En 2012, Dinamarca, Luxem-
burgo, Países Bajos, Noruega y Suecia seguían proporcionando un 0,7 
por ciento o más de su Renta Nacional Bruta (RNB) como AOD, si bien 
estos cinco países representaron sólo el 11 por ciento de la ayuda total 
de los miembros del CAD. Hay que destacar que entre 2010 y 2012, la 
AOD entregada a los países en desarrollo por los donantes del CAD 
(125.900 millones de dólares) disminuyó en términos reales un 6%. Se 
trata de la disminución más importante de la AOD desde 1997 (CAD-
OCDE, 2013). Las consecuencias de la recesión mundial se reflejan en 
los presupuestos que los donantes destinan a la AOD, pero además pa-
rece emerger un renovado escepticismo entre los países donantes acerca 
de la eficacia de esta ayuda y sobre su relevancia para el desarrollo.
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A su vez, otro de los elementos de análisis de los flujos de ayuda al 
desarrollo es su capacidad de tener un impacto anticíclico en las econo-
mías de los países receptores. A raíz de la crisis financiera mundial (Fi-
gura 1), más de 30 países de bajos ingresos (PMA) estaban recibiendo 
ayuda por un importe anual superior al 12 por ciento de su PIB. Así, hoy 
en día la AOD en los Estados frágiles representa el 40 por ciento del to-
tal de los flujos financieros –públicos y privados– que reciben, mientras 
que en los PRM, con una significativa menor recepción de recursos por 
AOD, la ayuda se ha mantenido como apoyo para financiar la presta-
ción de sus servicios sociales, a la vez que coadyuva a la atracción de 
otras corrientes de financiación adicionales, tanto privadas (IED, por 
ejemplo), como públicas (de crédito, o inversión).

Gráfico III.4: Evolución de la AOD
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Hasta el momento, de manera general los países en desarrollo han so-
portado relativamente bien la incertidumbre ocasionada por la crisis 
financiera internacional y su impacto en la Eurozona. A pesar de que la 
proporción de la deuda externa ha seguido mejorando en la mayoría de 
las regiones en desarrollo (con la excepción de América Latina y Asia 
Meridional) y también en el grupo de los PMA, muchos países siguen 
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sobreendeudados21, o con un alto riesgo de estarlo en el corto plazo. 
Según análisis recientes –FMI (2011)– sobre la sostenibilidad de la deu-
da, en el año 2011 continuaban sobreendeudados tres PMA (Comoras, 
Guinea y Sudán) y otros diez países con alto riesgo de estarlo, debido 
al aumento de la deuda pública interna. La deuda externa total de 48 
países pertenecientes al grupo de los PMA aumentó hasta una cifra es-
timada en 170.000 millones de dólares en 2011, en comparación con 
158.000 millones del 2010. Para intentar resolver esta situación, por un 
lado, surgió el Programa de Acción en favor de los PMA para el decenio 
2011-202022 que prioriza medidas para mitigar los efectos negativos 
de la crisis, a través de la movilización de recursos económicos para el 
desarrollo y de nuevos instrumentos para el fomento de la capacidad de 
los países en relación con la utilización de la AOD y para la gestión de 
la deuda externa.

Por otro lado, la movilización de recursos internacionales ha marginado 
aún más a los PMA, en parte debido a su escasa inserción en el mercado 
financiero internacional. Si bien las corrientes de financiación privada 
son la fuente más importante de recursos externos para los países en 
desarrollo, éstas se canalizaron de forma mayoritaria hacia países de-
sarrollados (más de 600.000 millones de dólares en 2005). A su vez, 
en los últimos años, la principal fuente de ese tipo de transferencias ha 
sido el superávit de cuenta corriente y la acumulación de reservas inter-
nacionales de algunas economías de mercados emergentes, en donde el 
grueso de los flujos privados de financiación se han dirigido a los países 
en desarrollo de ingreso medio-alto (PRM-alta). 

Así, hay que destacar que las economías en desarrollo siguen captan-
do casi la mitad de las corrientes mundiales de inversión extranjera 
directa (IED). En el año 2011 éstas alcanzaron un nuevo máximo en 
Asia y América Latina. Sin embargo, en los PMA la IED continuó en 
recesión por tercer año consecutivo, con una disminución que superó 
el 10% en dicho año. Actualmente las IED, aunque son un 25% infe-
riores al máximo alcanzado en 2007, rondan los 1,5 billones de dóla-

21  Se trata de países que arrastran una elevada deuda externa, lastrada por los intere-
ses atrasados que la han ido incrementando hasta el punto de no poder ser condonada 
por los acreedores. Un sobreendeudamiento que limita y condiciona cualquier inicia-
tiva de desarrollo.
22  Conferencia de las NNUU sobre la crisis financiera y económica mundial y sus efec-
tos en el desarrollo de 2009.
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res y son un “complemento esencial de las actividades de desarrollo 
nacionales e internacionales23”, y siempre que sean inversiones “so-
cialmente responsables con un marco jurídico apropiado para promo-
ver el espíritu empresarial, las inversiones, la competencia, la inno-
vación y la diversificación económica24”. Así, en 2013 las corrientes 
de IED hacia los países en desarrollo ascendieron a 1,45 billones de 
dólares y se espera que alcancen la cota de 1,6 billones de dólares en 
2014 y 1,8 billones en 201525.

La actual crisis también ha afectado a otras categorías de corrientes de 
capitales privados hacia los países en desarrollo. Aunque los préstamos 
bancarios se han recuperado en algunas partes de Asia, la situación es 
muy delicada en las economías en transición de Europa y Asia Cen-
tral, donde el aumento de los préstamos improductivos probablemente 
restrinja el otorgamiento de nuevos créditos. Las corrientes de cartera 
hacia los países en desarrollo también disminuyeron notablemente du-
rante la crisis. A su vez, la variabilidad de las corrientes de inversión 
en función de la percepción del riesgo de determinados países y merca-
dos -como recientemente ha ocurrido con algunos países emergentes- 
puede ocasionar un incremento brusco de las corrientes de capitales de 
corto plazo (denominados, “capitales golondrina”) hacia otros destinos, 
con el riesgo de que en estas economías se originen otros problemas 
asociados a presiones inflacionistas, o de desestabilización del valor de 
sus monedas y de sus mercados financieros.

En este sentido, el documento “El Consenso de Monterrey: estado de 
aplicación y labor futura”26 resalta la importancia de que cada país ex-
plore la posibilidad de aumentar sus recursos nacionales, ya que son un 
requisito para la concesión de asistencia por parte del Banco Mundial, 
a través de la Asociación Internacional de Fomento (AIF), y el Fondo 
Monetario Internacional (FMI), a través del Servicio para el Crecimien-
to y la Lucha contra la Pobreza. Además, sirven de base para la Inicia-
tiva Ampliada en Favor de los Países Pobres Muy Endeudados para la 
concesión de recursos destinados al alivio a la deuda. 

23  Declaración de Doha sobre la financiación para el desarrollo (2008).
24  Declaración de Estambul, formulada tras la Cuarta Conferencia de las Naciones Uni-
das sobre los Países Menos Adelantados (PMA-IV) en mayo de 2011.
25  UNCTAD, 2013.
26  Documento final de la Cumbre de NNUU de 2005.
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Desde 2006, se han intensificado las propuestas de mecanismos especí-
ficos de Financiación Innovadora para el Desarrollo (FID) con el obje-
tivo de generar fuentes adicionales de recursos para el desarrollo y ase-
gurar un despliegue más eficaz de esos recursos27. Los mayores avances 
en este ámbito se han centrado en la recaudación de una contribución 
solidaria en los billetes de avión y en el proyecto piloto para el servicio 
internacional de financiación de la inmunización, que podría recaudar 
hasta 4.000 millones de dólares en diez años, en apoyo de la Alianza 
Mundial para el Fomento de la Vacunación28.

Se trata de un conjunto de mecanismos nuevos de FID con los que se 
pretende movilizar una parte de los beneficios de la globalización para 
financiar la corrección de los “males globales” o externalidades nega-
tivas de la globalización. El desarrollo de estos mecanismos de finan-
ciación coincide con el momento en que la crisis financiera de EEUU 
se convierte en una crisis mundial y el G20 decide concentrarse en las 
cuestiones relacionadas con la estabilidad financiera mundial, la regu-
lación y la supervisión de los sistemas financieros nacionales e, incluso, 
en la promoción del establecimiento de un impuesto internacional a las 
transacciones financieras. 

2. Contexto actual de la ayuda 
y la financiación al desarrollo
Como se adelantaba en la aproximación conceptual, los países en de-
sarrollo tendrán que redoblar sus esfuerzos para financiar su propio 
desarrollo mediante una mayor movilización de sus recursos internos, 
en buena medida mediante el fortalecimiento de sus administraciones 
tributarias y el mejor aprovechamiento de los ingresos vinculados a la 
explotación de los recursos naturales, al tiempo de frenar el tráfico ilí-
cito de los flujos financieros. El reto radica en el establecimiento de un 
marco de apoyo a las políticas del país, mientras se ofrece un compro-

27  Un ejemplo de ello es La Conferencia Ministerial de París sobre Mecanismos Inno-
vadores de Financiación para el Desarrollo, convocada por el presidente francés Jac-
ques Chirac en febrero de 2006. 
28  Participan Brasil, España, Francia, Italia, Noruega, el Reino Unido de Gran Bretaña 
e Irlanda del Norte, Sudáfrica y Suecia y la Fundación Gates.
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miso creíble para construir las capacidades nacionales para combatir la 
pobreza con el fin de ampliar las opciones disponibles29.

Ante el contexto actual de reducción de flujos de AOD mundial, surge 
la disyuntiva de si priorizar la AOD hacia los países de bajos y medios 
ingresos, o bien, si es más pertinente financiar los bienes públicos mun-
diales; en ambos casos, es preciso movilizar mayores recursos ante el 
continuo crecimiento de las necesidades. En la actualidad, algunos de 
los países donantes han comenzado a destinar parte de su AOD hacia lo 
que se viene a denominar “inversiones públicas mundiales”, en particu-
lar para hacer frente a la lucha contra el cambio climático, las enferme-
dades infecciosas, en mejoras en el acceso al comercio de los países más 
pobres, etc. La financiación destinada a este tipo bienes públicos glo-
bales, cuyos efectos tienen una especial repercusión sobre las personas 
más pobres, va a requerir esfuerzos crecientes por parte de los donantes 
–tradicionales, y nuevos (o emergentes)– en las próximas décadas.

Como ha señalado el Grupo de Alto Nivel Post-201530 de las Naciones 
Unidas, la creación de un entorno mundial adecuado para las finanzas 
a largo plazo resulta imprescindible en la medida en que el país re-
ceptor asuma su compromiso para desarrollar políticas y capacidades 
para combatir la pobreza. El Grupo advierte que no habrá nunca una 
cantidad suficiente de recursos para financiar los objetivos de desarrollo 
si no existe ese compromiso, debiéndose cuestionar en caso contrario, 
la movilización de recursos. Desde los países en desarrollo se debería 
crear un entorno institucional que permita la eficacia del gasto en desa-
rrollo, a la vez que promueva la atracción de recursos adicionales del 
sector privado que complementen los recursos públicos y, así, hacer 
máximo el alcance de la financiación para el desarrollo. Ello no exclu-
ye la continuidad del esfuerzo de apoyo financiero de la comunidad de 
donantes bilaterales y de instituciones financieras internacionales hacia 
los PED, aunque sí se traduce en un que se tienda a ofrecer un mayor 
apoyo focalizado hacia la reforma de las políticas y el fortalecimiento 
institucional (especialmente, en los PRM) frente a la canalización tradi-
cional de financiación directa de programas y proyectos de desarrollo. 

29  Banco Mundial, 2013.
30  En julio de 2012, el Secretario General de la ONU, Ban Ki-moon, creó el Grupo de 
Alto Nivel Post-2015 con 27 miembros para que asesoraran a la institución sobre el 
marco de desarrollo global más allá de 2015, fecha límite para alcanzar los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (ODM). http://www.post2015hlp.org/.
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Respecto a cuáles son los temas relevantes de la financiación en el marco 
de la agenda de desarrollo post-2015, se sostiene el papel fundamental que 
ha de tener la movilización de recursos internos para maximizar el impac-
to sobre el desarrollo –por ejemplo, Bill Gates argumentaba en el año 2011 
que los recursos internos de los países en desarrollo serán la mayor fuente 
de fondos–31. Para ello, es esencial que en los PED se movilicen recursos 
nacionales a una escala mayor, a la par de que se establezcan adecuadas 
prioridades de gasto público, se aumente la eficacia de la gestión de los 
recursos propios (fundamentalmente, impositivos y por explotación de re-
cursos naturales) y se reduzcan los altos niveles de fuga de capitales.

Adicionalmente, el informe elaborado por Gates insistía en que la mo-
vilización de recursos internos no excluye del compromiso con el desa-
rrollo de los países desarrollados. Así, éstos deberían ser responsables 
a la hora de promover la transparencia (jurídicamente vinculante) de 
sus empresas extractivas (mineras y petroleras) en los países en desa-
rrollo. Por su parte, los países en desarrollo ricos en recursos naturales 
deberían mejorar su capacidad para negociar contratos justos con las 
industrias extractivas. Los gobiernos podrían unirse a iniciativas como 
la de Transparencia de las Industrias Extractivas (EITI), que promueven 
una mayor transparencia a través de la divulgación de los contratos y de 
los flujos de ingresos.

También deberían comprometerse con el desarrollo las economías 
emergentes. A principios de 2013, el mismo Grupo de NNUU de Alto 
Nivel Post-2015 revelaba que la movilización de los ingresos naciona-
les de las economías emergentes y en desarrollo ascendía a 7 billones 
700 mil millones de dólares en el 2012. Una cifra que crece a razón de 
un 14 por ciento anualmente desde el 2000. En este contexto, cabe seña-
lar que en el año 2010, por ejemplo, los países del África Subsahariana 
recogieron 10 dólares de ingresos propios por cada dólar de la asisten-
cia extranjera recibida. Algo que podría significar una reducción de la 
dependencia de la ayuda pero que sin embargo no produce los efectos 
esperados. El bajo nivel impositivo, los altos niveles de fuga de capita-
les, la limitada capacidad para recaudar ingresos a las multinacionales 
que invierten en estos países y la ineficacia de un gasto, que además es 
poco redistributivo, hacen que estos flujos económicos no repercutan 
sobre el desarrollo de estos países. 

31  Informe elaborado por Bill Gates a petición del Gobierno francés durante su Presi-
dencia del G-20 de 2011.
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En este sentido sería necesario avanzar en la ampliación de la cobertura 
de impuestos, el fortalecimiento de la rendición de cuentas y el aumento 
de la eficiencia del gasto. Esfuerzos que, como abordar los problemas 
relacionados con los precios de transferencia que podrían reducir los 
flujos financieros ilícitos y mejorar la recaudación de ingresos (BM, 
2013), serían significativamente importantes para el desarrollo de estos 
países. Así, se puede mejorar su capacidad fiscal mediante la amplia-
ción de las bases imponibles de los grandes impuestos (IVA e Impuestos 
sobre la Renta), sobre todo en aquellos países donde su recaudación im-
positiva solo representa entre un 10 y un 14 por ciento del PIB, un tercio 
menos que lo que suponen estos ingresos en los países de renta media, y 
muy por debajo del nivel presión fiscal impositiva del 20-30 por ciento 
del PIB de los países desarrollados o de ingresos altos.

Gráfico III.5: Ingresos por impuestos clasificado por grupos de 
países según su nivel de ingresos (% del PIB, 1994-2009)
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Tal y como se puede observar en el Gráfico III.5 los países de más bajos 
ingresos, si bien han aumentado su recaudación impositiva sobre el PIB 
en la última década –pasando del 10% en 1998 a un 13,6% en 2009–, 
siguen teniendo unos niveles de presión fiscal impositiva significati-
vamente bajos. Por su parte, los PRM comparativamente aumentaron 
en 6 puntos porcentuales su nivel impositivo, aunque todavía hay una 
importante brecha respecto al nivel de presión fiscal impositiva de los 
países de altos ingresos (con unas tasas en torno al 30% del PIB).

En este contexto, por un lado, es importante que la AOD siga finan-
ciándose a través de los donantes tradicionales y que se incorporen 
los países emergentes y los PRM. Se estima que a partir de 2015, la 
AOD generará recursos adicionales por valor de 80 mil millones de 
dólares anuales, de los cuales, solo 18 mil millones de dólares proven-
drán de países fuera de la OCDE (esto es, al margen de los donantes 
tradicionales integrantes del CAD) a pesar del rápido crecimiento que 
estas economías emergentes están teniendo. Ante esta situación, los 
recortes en la AOD que previsiblemente se sumarán en los próximos 
años, pueden suponer un importante daño a la estabilidad mundial, al 
crecimiento potencial de la economía global, y a los medios de vida de 
millones de las personas más pobres. Por otro lado, resulta una condi-
ción indispensable que los países en desarrollo asuman el compromiso 
de enfrentarse a las reformas que mejoren la movilización de sus recur-
sos propios para poner en marcha las estrategias necesarias de combate 
contra la pobreza y la desigualdad. Un equilibrio difícil de conseguir, 
que deberá ir definiéndose en cada país, y siempre bajo la máxima de 
evitar que un aumento de la dependencia financiera externa pueda dis-
torsionar las prioridades, la capacidad real y el modelo de desarrollo 
elegido por cada país.

3. Contexto regional: la ayuda 
al desarrollo en la Unión Europea
La Unión Europea (28 + Comisión Europea) representa el 58% de la 
AOD neta mundial. Como principal donante, es importante destacar 
que también comparte la necesidad de movilizar más fondos para el 
desarrollo 1de todas las fuentes disponibles. En general la UE ha de-
mostrado un avance continuado en sus compromisos de financiación 
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(Comisión Europea, 2011) aunque hay variaciones entre los Estados32. 
La UE y sus Estados miembros destinaron 55.200 millones de euros en 
201233 para ayuda al desarrollo. Para poder cumplir con el compromiso 
de alcanzar el 0.7% de la RNB en 2015, debe aumentar la dotación pre-
supuestaria de la acción exterior, alrededor de 14.000 millones de euros 
(hasta unos 70.000 millones de euros). Algo que se pretende llevar a 
cabo tanto a través de un mayor despliegue de instrumentos de financia-
ción innovadora (como préstamos, garantías, fondos de capital propio 
e instrumentos de riesgo compartido) que pueden promover una mayor 
inversión privada y reforzar las instituciones de los países beneficiarios, 
como a través del Fondo Europeo de Desarrollo (FED) para canalizar 
ayuda al desarrollo hacia los 79 Estados de África, el Caribe y el Pací-
fico (ACP). Un fondo que debe aumentar a lo largo de seis años, de su 
actual dotación de 23.000 millones de euros hasta los 30.300 millones 
de euros (a precios de 2011).

Desde la UE (Comisión Europea, 2012), y a modo de transición, se 
pretende dar prioridad a los sectores con mayor capacidad para redu-
cir la pobreza –gobernanza, protección social, salud, educación, em-
pleo, agricultura y energía–, si bien en el futuro la ayuda bilateral a 
los PED se destinará a un máximo de tres sectores prioritarios. A su 
vez, la actualización de la política de ayuda al desarrollo de la UE pre-
vé la introducción de instrumentos innovadores como la combinación 
de subvenciones y préstamos, o la inclusión del sector privado a tra-
vés del establecimiento de alianzas público-privadas para el desarrollo 
(APPD). En el Gráfico III.6 se refleja la prioridad que la UE da a los 
distintos grupos de países por nivel de renta en su política de ayuda 
para la lucha de la pobreza, en donde destaca que los flujos de ayuda 
se focalizan de forma prioritaria a los PMA y otros países de renta baja 
(OPRB), seguidos por PRM baja, programas regionales y no asignados 
y, en último lugar hacia los países de renta media alta (PRMA).

32  Como se recoge en el Programa global de “Financiación para el Desarrollo” donde 
anualmente revisa los progresos hacia el 0,7% de AOD en RNB en 2015. En 2010 se 
alcanzó el 0,56% de la RNB.
33  http://www.consilium.europa.eu/uedocs/cms_data/docs/pressdata/ES/fora 
ff/137320.pdf 2COM (2011) 637 final de 13.10.2011.
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Gráfico III.6: Prioridad en la lucha contra la pobreza 2000-2011
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A diferencia de las anteriores directrices de financiación (2009-2013), 
la programación de las líneas financieras de la UE en su actual Marco 
Financiero Plurianual 2014-20 considera la política exterior como una 
prioridad. Esto puede significar un cambio cualitativo en el futuro de la 
política de ayuda al desarrollo de la UE, ya que permitirá profundizar 
en asuntos claves como el código de conducta, la división internacional 
del trabajo, la programación conjunta, y en qué medida la política de 
ayuda pueda adquirir un mayor peso respecto al resto de políticas ex-
teriores y se posibilite avanzar en la necesaria coherencia de políticas 
de la UE. Cabe destacar, que se pone sobre la mesa un nuevo marco en 
el que los servicios de ayuda al desarrollo a los países en desarrollo se 
podrían proporcionar a través de las ONGD, con la colaboración de los 
gobiernos y las autoridades locales de los países receptores de la ayuda. 

Así, el avance de la nueva agenda deberá hacer frente tanto las previ-
sibles resistencias de algunos Estados miembros ya que con la crisis 
económica y financiera se percibe una pérdida de interés en relación 
con la ayuda al desarrollo, como por la falta de coordinación que existe 
entre las distintas políticas de ayuda de los gobiernos de la UE. Debido 
a los recortes y a las reticencias a avanzar en la agenda de eficacia de la 
ayuda, los Estados miembros se muestran menos inclinados a trabajar 
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con otros países. Mejorar la eficiencia y la eficacia de la ayuda europea 
no es solo conseguir, con los mismos recursos, un mayor impacto sobre 
el desarrollo; también exige una nueva adecuación del sistema de ayuda 
a realidades distintas.

En este contexto, cobra un gran protagonismo la combinación de prés-
tamos y donaciones. En 2010, el Comisario de Desarrollo, Andris Pie-
balgs34, se refirió a esta modalidad de combinación de recursos financie-
ros como “los instrumentos que aumentan la influencia y la visibilidad 
de la ayuda exterior, al mismo tiempo que promueven la cooperación 
entre las instituciones de financiación bilateral y multilateral”. Son una 
respuesta a la necesidad de aumentar el volumen de financiación del 
desarrollo en un contexto de recursos limitados, y puede mejorar la 
velocidad con la que la ayuda se desembolsa y aumentar la flexibilidad 
con que la ayuda puede adaptarse a los cambios del entorno.

Por lo que se refiere a la relación específica de la UE con Centroamérica 
y Sudamérica, en concreto con los países seleccionados, la UE ha teni-
do sus preferencias claramente identificadas. Para Centroamérica, solo 
ha perseguido un objetivo: la integración regional y el establecimiento 
de un área de libre mercado. A través del Acuerdo de Diálogo Político 
y Cooperación UE-América Central (2007) y condicionado por las di-
ficultades que tiene Centroamérica en definir posiciones regionales co-
munes, la UE aprobó el Documento de Estrategia Regional (2007-13). 
Para ello, la Comisión Europea (CE) invirtió 20 millones de euros des-
tinados a fortalecer las instituciones regionales, los sistemas de coordi-
nación intergubernamentales y las entidades nacionales involucradas en 
el proceso de integración regional. 

Para el objetivo de creación de una unión aduanera centroamericana, se 
asignaron 47 millones de euros, y el apoyo al desarrollo de políticas y 
leyes comunes que contribuirían a la creación de un mercado común en 
la región. Para lo cual, se tiene previsto apoyar iniciativas de política 
fiscal (por ejemplo, apoyo a la administración fiscal para mejorar la 
recaudación de impuestos y facilitar la transparencia y el intercambio 
eficaz de información). Al mismo tiempo, se destinaron 8 millones de 
euros para reforzar el área de bueno gobierno, democracia y derechos 

34  Intervención de Fokion Fotiadis, Director General de DEVCO, ante la Comisión de 
Desarrollo del Parlamento Europeo, 25 de mayo de 2011, http://www.europarl.europa.
eu/wps-europarl-internet/frd/
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humanos, con un presupuesto específico para apoyar a la sociedad civil 
en la preparación y la implementación de los programas que apoyen el 
proceso de integración regional, de cara a aumentar el empoderamiento 
de la sociedad civil en el proceso de integración e incremente la visibi-
lidad de la actuación de la CE.

Uno de los principales retos, es el fortalecimiento democrático en la 
región, así como reducir la vulnerabilidad y la dependencia financiera 
de la misma. La apuesta europea consiste en ejecutar lo antes posible 
la agenda de integración económica y así, contribuir a diversificar el 
comercio, estimular la competitividad, atraer la inversión extranjera y 
garantizar una integración gradual de Centroamérica en los mercados 
mundiales. Al mismo tiempo, la CE contempla como principales ries-
gos de esta estrategia de ayuda la falta de un adecuado compromiso y 
voluntad política para profundizar el proceso de integración económica, 
así como la limitada disponibilidad de recursos financieros para la inte-
gración regional y la estabilidad macroeconómica, altamente condicio-
nada en todo caso por factores externos (como por ejemplo, el precio 
del petróleo, el precio de materias primas, etc.).

En cuanto a la región sudamericana, las prioridades de la coopera-
ción entre la Unión Europea (UE) y los países seleccionados son muy 
distintas. En el caso de Paraguay, por ejemplo, se enmarcaron en el 
acuerdo con el MERCOSUR para el período 2007-2013, con el objeto 
de reforzar la cooperación desde una dimensión de integración regio-
nal, priorizando básicamente el fortalecimiento de las instituciones de 
MERCOSUR, así como los ámbitos comercial y económico, de cara a 
la consecución de la unión aduanera y progresar hacia el objetivo de su 
tratado constitutivo (Tratado de Asunción) de creación de un mercado 
común regional. Para los otros tres países (Colombia, Ecuador y Boli-
via) la UE aplica la estrategia de “Asociación reforzada35” a través de la 
cual reafirma su apoyo en función de los valores comunes compartidos 
(derechos humanos, democracia y multilateralismo), propone aportar 
su experiencia para ayudar a la región a hacer frente a los cambios que 
ha experimentado y así contribuir a reforzar la estabilidad y la seguri-
dad, y plantea intensificar su intervención en la lucha contra las des-
igualdades sociales y el desarrollo económico.

35  Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo, de 8 de diciem-
bre de 2005, «Una asociación reforzada entre la Unión Europea y América Latina» 
[COM (2005) 636 final - no publicada en el Diario Oficial].
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Las instituciones de la UE son partidarias de individualizar sus relacio-
nes con cada uno los países y organizarlas en función de las necesidades 
de sus economías y del papel que desempeñan en la escena interna-
cional. Destacan en el acuerdo, no solo unas relaciones comerciales 
preferentes para ambas regiones, sino una garantía de estabilidad en la 
región, especialmente en materia de buena gobernanza y gestión demo-
crática. En este punto, la UE insiste en que las propias sociedades deben 
alcanzar un mayor compromiso con la gobernanza democrática, para 
lo que la CE propone reforzar las medidas de cooperación, aumentar 
la participación de las organizaciones sociales y los ciudadanos en la 
vida política y crear, a propuesta del Parlamento Europeo, una asamblea 
transatlántica Europa-América Latina. 

Unida a la voluntad de lograr una buena gobernanza, la UE resalta el 
ámbito de la seguridad bajo un enfoque de responsabilidad compartida, 
y la lucha contra la delincuencia (blanqueo de dinero, corrupción, etc.), 
basado en la transparencia que debe conseguirse por medio de una bue-
na gobernanza financiera, fiscal y judicial. Concluye priorizando la co-
hesión social como tema prioritario en el marco de la política de ayuda 
y cooperación al desarrollo para el período 2007-2013.

La UE hizo público su apoyo a las declaraciones de Monterrey y Doha 
en referencia al papel de la fiscalidad en la financiación del desarrollo, 
de tal manera que la mejora de las condiciones económicas y sociales 
de los países en desarrollo está vinculada a la gobernanza fiscal y al for-
talecimiento de sus sistemas fiscales. Así, la política europea de ayuda 
al desarrollo promoverá los sistemas impositivos y el aumento de los 
ingresos fiscales de los países socios receptores de su ayuda, dado que 
resultan “esenciales para el desarrollo sostenible, la legitimidad del 
Estado, la estabilidad económica, la financiación de los servicios pú-
blicos y de las infraestructuras”36.

Sin embargo, la UE también señala una serie de dificultades existentes 
en estos países que complican el avance en la dirección señalada: la 
fragilidad de sus estructuras económicas y su escasa competitividad, 
la inestabilidad política de algunos países, la distribución desigual de 

36  Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Eco-
nómico y Social Europeo de 21 de abril de 2010 «Fiscalidad y desarrollo: Coopera-
ción con países en desarrollo para promover la buena gobernanza en asuntos fiscales» 
[COM(2010) 163 final - no publicada en el Diario Oficial].
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la presión fiscal entre los contribuyentes y la debilidad de sus admi-
nistraciones tributarias, ponen de manifiesto la necesidad de reforzar 
los medios y capacidades para avanzar en este sentido. A su vez, se 
observan otras complicaciones externas, derivadas del propio proceso 
de la globalización: la aplicación de adecuados convenios para evitar la 
doble imposición internacional; el uso de nuevas tecnologías con fines 
fraudulentos; la disminución del peso de los ingresos aduaneros hacia 
otras fuentes impositivas más diversificadas; o la competencia fiscal a 
la baja por la voluntad de atraer inversiones extranjeras directas dura-
deras, entre otras.

Para afrontar estas dificultades, la CE propone de forma general cier-
tas medidas como: repartir la carga fiscal de forma equitativa (mayor 
equilibrio entre los impuestos directos e indirectos); incorporar las 
especificidades de la economía sumergida al sistema tributario; apo-
yar a las microempresas y las pequeñas empresas; estabilizar el marco 
jurídico tributario; y mejorar la transparencia de los sistemas fiscales 
de estos países. Por otra parte, la cooperación internacional en materia 
tributaria resulta imprescindible para el intercambio de información 
fiscal y el combate del fraude y de la evasión fiscal. Asimismo, se 
señala la importancia de reforzar la participación de los países en de-
sarrollo en las instituciones internacionales encargadas de cuestiones 
de gobernanza fiscal.

En esta dirección, la Comisión Europea le da prioridad al refuerzo 
de las asociaciones de cooperación regional con los países de África, 
Caribe y Pacífico (ACP) y con América Latina a través de diversos 
instrumentos de asistencia: desde los programas de ayuda presupues-
taria y las herramientas para la gestión de las finanzas públicas, hasta 
el apoyo a las capacidades de los órganos de control, los parlamentos 
nacionales y los actores no gubernamentales de los países en desarrollo 
en materia de fiscalidad. Estos instrumentos se establecen en el marco 
de los programas existentes (el Fondo Europeo de Desarrollo [FED], el 
Instrumento de Cooperación al Desarrollo [ICD] o el Instrumento Eu-
ropeo de Vecindad y Asociación [IEVA]). A su vez, la CE promueve la 
aplicación del Código de Conducta de la división del trabajo, la coordi-
nación de los donantes que actúen en cada país socio, y la incorporación 
de los principios de buena gobernanza fiscal en la segunda revisión del 
Acuerdo de Cotonú.
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Sin embargo, en el último informe anual de 2013 sobre las políticas 
de la UE en materia de desarrollo y ayuda exterior y su aplicación 
en el año 2012 –COM (2013) 594 final de la Comisión al Parlamen-
to y al Consejo Europeo– apenas se mencionan las actividades rela-
cionadas directamente con este sector. Así, a pesar de que los secto-
res declarados prioritarios de cooperación bilateral de la UE con los 
países latinoamericanos han sido el buen gobierno, la lucha contra la 
corrupción, la educación, el cambio climático y la biodiversidad y el 
apoyo a la economía, sobresale que en materia de la fiscalidad sólo 
encontramos un país –El Salvador, con su Programa de Apoyo para la 
Recuperación de la Economía, programa PARE-ES–, con un objetivo 
específico de incremento de la presión fiscal al 17% del PIB en 2014. 
A su vez, en el 2014 la Comisión tiene previsto centrar su ayuda bila-
teral en Nicaragua, El Salvador, Honduras, Guatemala, Bolivia, Para-
guay y Cuba en las áreas de interés mutuo: la educación superior, las 
redes empresariales, la energía verde, la política social, la migración, 
la seguridad y el desarrollo. También anuncia nuevas prioridades para 
el ciclo de programación 2014-20 en desafíos cruciales para la región, 
como la seguridad (incluida la seguridad de los ciudadanos), el buen 
gobierno, el cambio climático, la seguridad energética, y la protección 
social. Por su parte, los sectores prioritarios para el área de Centroa-
mérica seguirán siendo, previsiblemente, la seguridad y la integración 
económica regional.

En relación a todos estos problemas de gestión tributaria y de puesta en 
marcha de las necesarias reformas impositivas en los países selecciona-
dos en Centroamérica (Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua) 
y en Sudamérica (Colombia, Paraguay, Ecuador y Bolivia), la AOD eu-
ropea ha jugado un papel determinante de apoyo técnico y de fortaleci-
miento institucional a través del programa EUROsociaAL37. Articulado 
a través de un consorcio de instituciones europeas y latinoamericanas, 
lideradas por el Instituto de Estudios Fiscales de España para el sec-
tor de fiscalidad, con este programa se pretende apoyar a instituciones 
públicas latinoamericanas claves en este ámbito –políticas fiscales; ad-

37  EUROsociAL es una Iniciativa de cooperación técnica de la Comisión Europea, en 
su segunda fase, para promover la cohesión social en América Latina a través del inter-
cambio de experiencias entre administraciones públicas responsables de la educación, 
el empleo, la administración de justicia, la fiscalidad y la salud. La I fase fue de 2005 a 
2009 y contó con un presupuesto de 36 millones de €, de los que el 80% financiaba la 
UE y el otro 20% bilateralmente por Italia, Francia y España. Actualmente se ejecuta 
la II fase. http://www.eurosocialfiscal.org/index.php/secciones/presentacion/idmenu/1
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ministraciones fiscales; presupuesto y gasto público; financiación terri-
torial; seguridad social y recursos humanos–. Para ello, en este sector 
sobre fiscalidad, EUROsociAL contó en la primera fase (2005-2009) 
con 8 millones de euros para 4 años, de los que el 80% se financiaban 
a partir de fondos de la UE y el 20% restante, por medio de recursos 
de la AECID, el Ministerio de Exteriores de Francia y el Ministerio de 
Exteriores de Alemania. Para EUROsociaAL, la gobernabilidad demo-
crática y el desarrollo humano sostenible requieren que los gobiernos 
dispongan de los recursos suficientes para financiar las políticas de gas-
to que contribuyan al crecimiento económico y la cohesión social. La 
mayor parte de esos recursos propios deben de tener origen impositivo, 
de ahí que las reformas tributarias deban orientarse a aumentar su capa-
cidad financiera, sin olvidar la mejora de la equidad.

4. Contexto nacional: la política española 
de cooperación al desarrollo
La Política Española de Cooperación Internacional y Desarrollo (en 
adelante PECID) se somete a las directrices y prioridades que emanan 
del CAD y de la política europea de cooperación en materia de coope-
ración al desarrollo, incorporando, en la mayoría de los casos, las ad-
vertencias del CAD. Para analizar por tanto, el contexto de la PECID en 
materia de financiación al desarrollo y fiscalidad, conviene analizar las 
políticas de ambos organismos y cómo son incorporadas en el sistema 
de ayuda español. Por un lado, de entre los cuatro sectores priorizados 
por el CAD38, encontramos que el marcador de Desarrollo Participa-
tivo, Buen Gobierno y Derechos Humanos ya estuvo incorporado en 
el III Plan Director 2009-2012 de la PECID, no solo como una de sus 
prioridades sectoriales, sino también como prioridad horizontal a ser 
incorporada de manera transversal en todas las actuaciones de la coope-
ración española como elemento imprescindible en la construcción del 
desarrollo sostenible.

38  Esto es, la equidad de género; la sostenibilidad ambiental (diversidad biológica, 
mitigación del cambio climático, desertificación y adaptación al cambio climático); 
el desarrollo participativo; el buen gobierno y los derechos humanos; y el comercio 
y desarrollo.



51

CONTEXTO Y CARACTERÍSTICAS DE LA AYUDA AL DESARROLLO

De esta manera, el informe de seguimiento del PACI 2011 de la PE-
CID39 refleja que el marcador para proyectos de gobernabilidad ascen-
dió a 419 millones de euros en este año, es decir, un 13% del total de la 
AOD bilateral bruta española. De esta cantidad, el 60% fue destinado a 
América Latina (250 millones de euros), a la vez que dentro del sector 
de gobernabilidad, el de política de administración y gestión del sector 
público aglutina un 9,8% de la AOD desembolsada. Por otro lado, en 
2011, la CE aprobó la Comunicación “Agenda para el Cambio (ApC)” 
(CE, 2011) que priorizaba el incremento del uso de instrumentos inno-
vadores; acción coordinada de la Unión y de sus Estados miembros a 
través de estrategias de respuesta conjuntas que incluyeran una división 
del trabajo por sectores, así como marcos conjuntos de rendición de 
cuentas; y, por último, el refuerzo de la Coherencia de Políticas para el 
Desarrollo. En esta dirección, la PECID ratificó en 2012 estas directri-
ces y las derivadas del documento de la “Perspectiva futura del Apoyo 
Presupuestario de la UE a terceros países40”. Entre los avances, destaca 
el nuevo «Contrato de Buena Gobernanza y Desarrollo (CBGD)» que 
refuerza la relación de responsabilidad mutua. De esta forma, a los tres 
criterios clásicos (marco macroeconómico estable, políticas y reformas 
nacionales-sectoriales, buena gestión de la hacienda pública), se añade 
el de transparencia y supervisión del presupuesto, que se refiere a la 
disponibilidad pública de información presupuestaria, que puede impli-
car una evaluación del sistema estadístico y de la calidad de los datos 
presupuestarios.

En este sentido, la cooperación española recoge estos cambios en su 
planificación, al mismo tiempo que incrementa las posibilidades de 
participar en operaciones de cooperación delegada41 con los Estados 
miembros que, fundamentalmente operen en América Latina, y don-
de actualmente la UE esté de retirada de estos países. Cabe resaltar 
que la cooperación española no comparte las prioridades geográficas 
europeas, siendo su mirada hacia la región y los PRM, casi exclusiva 
dentro de la UE.

39  http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicacio 
nes/Documents/Cooperacion/Seguimiento/PACI/2011/Seguimiento%20PACI%20
2011%20Final%20Cap1-2.pdf
40  CE: COM (2011) 638 final.
41  A este respecto, la AECID recibió en 2011 la certificación de la Comisión.
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Durante 2011 la AOD española destinó 496 millones de euros a la re-
gión de América Latina. De esa cantidad, 202 se destinaron al sector de 
gobernanza y sociedad civil, única fuente de ingresos externa (a través 
del a AOD española) destinada a complementar la financiación ordina-
ria tributaria de su gasto público (básicamente a través del instrumento 
del apoyo presupuestario (ahora contrato), general y/o sectorial), con un 
porcentaje de presión fiscal relativamente bajo (en promedio en torno al 
15% del PIB). En este sentido, a pesar de que cuantitativamente la AOD 
supone un porcentaje bajo como recurso financiero (en torno del 4% al 
2%), resulta determinante a la hora de apalancar otros recursos e intere-
ses: promueve la internacionalización de empresas propias que generan 
inversión extranjera directa en busca de nuevos mercados, aumenta la 
eficiencia productiva a través de reducciones de costes y del intento de 
explotación de ciertos activos estratégicos, y propicia compartir otras 
agendas entre país donante y país receptor (seguridad, representatividad 
internacional, comercio, etc.).

Más allá de todas las posibles sinergias, la AOD, con una tendencia a la 
baja que no parece cambiar en el corto plazo, podría concentrarse en la 
financiación de los sectores públicos con fórmulas mixtas que integren 
a todos los actores financiadores, especialmente los provenientes del 
sector privado, al mismo tiempo que se procure garantizar una respues-
ta homogénea a la insuficiente cobertura de los servicios básicos. En 
esta línea, el Plan Anual de Cooperación Internacional (PACI) de 2012 
señala la prioridad en la asignación de recursos de AOD del MAEC so-
bre América Latina (con especial incidencia en las subregiones andina, 
centroamericana y caribeña) y en el sector de la gobernabilidad.

Sin embargo, en el último informe de cooperación multilateral de 201242, 
la contribución de la cooperación española a la modalidad de coopera-
ción multilateral que ascendió a 147.701.38043 centra básicamente sus 
contribuciones en el sector de crecimiento económico para la reducción 
de la pobreza. De una inversión de 53.152.445 euros (36% del total de 
las contribuciones multilaterales), prácticamente su totalidad (50 millo-

42  Elaborado por la AECID en junio de 2013.
43  Datos obtenidos en base a la ejecución presupuestaria del año 2012 de la AECID 
incluyendo la gestión del FRONPRODE del MAEC. De estos 147 millones, más de 
91 se canalizaron mediante el FRONPRODE, 50 de ellos a través de la modalidad de 
cooperación reembolsable y 41 a través de donación. El resto de las contribuciones –56 
millones– se canalizaron a través del presupuesto de la AECID.
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nes de euros) se destinó a la cooperación reembolsable de la Corpora-
ción Andina del Fomento (CAF), y se destinó solo una aportación de 
75.000 euros al programa de política fiscal para el crecimiento económi-
co y la cohesión social de la Comisión Económica para América Latina 
y Caribe (CEPAL). Igualmente, en dicho informe no se ha podido verifi-
car ningún apoyo directo a la fiscalidad en el ámbito de Gobernabilidad 
Democrática y los Derechos Humanos (DDHH). España ha continuado 
apoyando a la CE, que ha seguido una línea continuista tanto en relación 
a los subsectores apoyados como en relación a los organismos multila-
terales. Este sector ha recibido un total de 8.544.475 de euros, (6% del 
total de las contribuciones multilaterales) y los principales socios de la 
cooperación española han sido el Sistema de integración Centroame-
ricano (SICA), la Organización de Estados Americanos (OEA), la Se-
cretaría General Iberoamericana (SEGIB) y el Alto Comisionado de las 
NNUU para los Derechos Humanos (ACNUDH). Sin embargo, ninguna 
de estas ayudas se ha destinado a apoyar directamente el desarrollo de la 
política fiscal y tributaria de los países de la región.

La Estrategia para el “Crecimiento Económico y Promoción del Tejido 
Empresarial” de la PECID recoge en el 2011, al igual que en el III Plan 
Director (2009-2012), las prioridades del “crecimiento económico para 
la reducción de la pobreza”, con la noción multidimensional de la po-
breza que justifica “la relevancia del crecimiento económico sustentado 
en la actividad empresarial del sector privado, en el acceso a un empleo 
y a una renta dignos, y en las políticas redistributivas como una de las 
vías más rápidas para romper con las `trampas de la pobreza´ e inci-
dir en las múltiples privaciones características de la pobreza”. También 
alude este documento a la estrategia de mejora de la gobernabilidad, 
centrada en la promoción de la calidad de la democracia y el respeto de 
los derechos fundamentales desde una participación real y efectiva de 
la ciudadanía, el ejercicio de los derechos humanos y las capacidades 
para promover desarrollo. Específicamente, se pretende fortalecer las 
administraciones públicas para que mejoren la cohesión social en los 
países socios receptores de la ayuda. En América Latina, el principal 
problema que amenaza a la región, aunque con distinta intensidad, es la 
profundización de las brechas sociales, la creciente desigualdad y la in-
seguridad ciudadana. En este contexto, se señala como línea prioritaria 
el fortalecimiento de la administración pública para la cohesión social, 
y así se pretende desarrollar en cada documento de la estrategia país 
elaborados por la PECID. 
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Por último, no podemos completar el contexto de la PECID sin atender a 
la agenda de desarrollo del G-20. España sigue liderando en este grupo, 
junto con Sudáfrica, el pilar de movilización de recursos domésticos en 
el que se impulsan esfuerzos tanto en la línea de fortalecimiento de las 
administraciones tributarias nacionales, como en la de creación de un 
entorno internacional favorable a la movilización de recursos domésti-
cos. Es prioritario para nuestro país impulsar en este foro una agenda 
global de financiación del desarrollo que haga más esfuerzos en la lu-
cha contra la evasión de capitales de los países en desarrollo y, desde 
la corresponsabilidad, contra los paraísos fiscales. Durante el segundo 
semestre de 2011, España presidió el Grupo Piloto de Financiación In-
novadora para el Desarrollo. A lo largo del semestre se realizaron varios 
eventos de presentación de los mecanismos de financiación innovadora. 
El objetivo de los mismos era el impulso político del debate sobre estos 
mecanismos, centrándose la posición española en los siguientes puntos: 
la tasa sobre transacciones financieras (trabajo ligado al ECOFIN, al 
G20 y al FMI); la movilización de recursos domésticos (trabajo ligado 
al G20) y la convergencia de la agenda de eficacia de la ayuda con la 
agenda de financiación innovadora (trabajo ligado a Busán WP-EFF).

En este contexto la PECID está ejecutando su IV Plan Director (PD) 
2013-1644, PD que a pesar de estar altamente condicionado por la re-
ducción de recursos destinados a la AOD española, plantea mantener 
las directrices y prioridades planteadas. En este sentido, cabría esperar 
que las iniciativas incorporen la estrategia de reducción de la depen-
dencia económica de la región a la par que se apoyan iniciativas de 
política fiscal para mejorar la gestión pública, algo que encontramos 
puntualmente en el II Programa EUROsociAL (2011), pero no en otras 
iniciativas exclusivamente de la AOD española.

44  Aprobado en el Consejo de Ministros de 21 de diciembre de 2012.
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Los ocho países seleccionados para esta investigación pertenecen a 
ambas regiones y se han seleccionado para su estudio, por ser países 
prioritarios en la PECID. 

A continuación veremos el grado de avance de estos, respecto a la 
Agenda de los ODM. Una Agenda que si bien ha resultado ser limita-
da en muchos aspectos por carecer de robustez, es la única que viene 
legitimada por un amplio consenso internacional. Y, a continuación, se 
incorporarán las conclusiones derivadas de los dos análisis que sobre la 
situación de fiscalidad se han realizado tanto en la región centroameri-
cana como en la región andina y Sudamérica, en estudios precedentes, 
y que a su vez forman parte del proyecto más amplio. 

1. La agenda internacional del desarrollo: 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(ODM) en los países seleccionados
La histórica “Cumbre del Milenio” de Naciones Unidas de septiembre 
de 2000, reunió 189 Jefes de Estado y de gobierno que se comprome-
tieron a alcanzar para el 2015 ocho objetivos globales de desarrollo, 
denominados “Objetivos de Desarrollo del Milenio” (ODM), con 18 
metas específicas para su seguimiento (ver Tabla 2.1 en Anexo 2). La 
definición de los ODM supone un punto de inflexión en el sistema de 
cooperación internacional al desarrollo tras haberse alcanzado un con-
senso global respecto a las prioridades y metas para el desarrollo. Así, 
los ODM se convirtieron en la actual agenda de desarrollo internacio-
nal, y son la ineludible referencia para prácticamente la totalidad de ac-
tores de la cooperación internacional al desarrollo, lo cual en principio 
debería aumentar la eficacia de la ayuda a través de la concentración de 
los recursos –escasos– de la AOD en las metas fijadas –por consenso– 
de desarrollo. La magnitud del reto fijado en la “Cumbre del Milenio”, 
evidenció la necesidad de incrementar los recursos destinados a finan-
ciar el desarrollo, cristalizando, para ello y como ya hemos visto el 
“Consenso de Monterrey” para determinar los instrumentos, o canales 
de financiación a ser promovidos para coadyuvar la consecución de los 
ODM. La actual crisis financiera y el recorte de la AOD en muchos 
países amenazan el cumplimiento de esta Agenda en varias metas de 
los ODM, al mismo tiempo que se remarcan aspectos como la necesi-
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dad de incrementar la eficacia de la ayuda y la eficiencia en la gestión 
de la cooperación internacional, cara a la nueva agenda del desarrollo 
post2015 (actualmente en proceso de definición en NNUU) para los 
agentes de la cooperación internacional al desarrollo.

Después de diez años transcurridos, los principales avances en las me-
tas de los ODM se han producido en la reducción de la pobreza, la dis-
minución de la desigualdad de género en educación primaria (especial-
mente en los países del África subsahariana), y la mejora del acceso a 
agua segura. Por su parte, los sectores de ayuda que reflejan un progreso 
más lento y que, por ello, actualmente se vislumbran como retos más 
acuciantes de los ODM para buena parte de los países en desarrollo son: 
el combate al hambre, la reducción de la tasa de mortalidad infantil y 
materna, la finalización de los estudios de educación primaria, la me-
jora de las condiciones de vida de los habitantes de tugurios, y reducir 
la pérdida de bosques (Naciones Unidas, 2010; ODI, 2010).(ver cuadro 
2.1 en anexo 2).

En América Latina y el Caribe (ALC) el seguimiento de la Agenda de 
los ODM, refleja en el año 2011 el mejor comportamiento relativo de 
todas las regiones del mundo en desarrollo respecto al avance y conse-
cución de las metas de los ODM, ya que es la única región en la que 
no hay estancamiento o deterioro en ninguna de ellas. En concreto, ya 
se alcanzaron –o está prevista su consecución– las siguientes metas de 
ODM en ALC: la reducción del hambre a la mitad; la equidad en la 
matriculación de niños en la escuela primaria; la proporción de mujeres 
con empleo remunerado no agrícola; la reducción en dos tercios de la 
tasa de mortalidad en niños menores de cinco años; el freno o rever-
sión de la propagación de la tuberculosis; la reducción a la mitad de la 
proporción de la población sin fuentes mejoradas de agua potable; y la 
alta tasa de usuarios de internet. Por otro lado, los ámbitos donde ALC 
refleja un progreso insuficiente para alcanzar las metas propuestas, si 
continúan las tendencias existentes, son: la reducción de la pobreza ex-
trema a la mitad, la promoción de empleos productivos y del trabajo 
decente; el avance en la enseñanza primaria universal; la ampliación de 
la moderada representación femenina en los parlamentos nacionales; la 
reducción en tres cuartas partes de la mortalidad materna; el progreso 
en la atención de la salud reproductiva; el avance en la prevención y de-
tención de la propagación del SIDA; la reducción de la deforestación; el 
incremento del ratio de población cubierta por servicios de saneamien-
to; y la mejora de las condiciones de vida de los habitantes de tugurios. 
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Específicamente, la evolución del comportamiento de los ocho países 
de estudio de las regiones centroamericana y sudamericana en el grado 
de su progreso en la consecución de las metas de los ODM se recoge de 
forma sintética en la Tabla IV.1, que permite detectar áreas prioritarias 
de actuación (ámbitos remarcados con fondo amarillo) en el diseño de 
las políticas sociales de estos países para promover el desarrollo (de 
acuerdo con los ODM) a través de la definición y ejecución de sus Pla-
nes Nacionales de Desarrollo45.

45  Para analizar el detalle del comportamiento de los ocho países de estudio en su pro-
greso respeto a los distintos indicadores de las metas ODM, véase el Anexo 5. “Evolu-
ción de los indicadores de resultados de los ODM en los países de estudio de la Región 
Andina y Centroamérica”.



60

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

Tabla IV.1: Progreso por ODM en El Salvador, Guatemala, 
Honduras, Nicaragua, Colombia, Ecuador, Bolivia y Paraguay

Situación actual ODM según informes 
gubernamentales nacionales
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ODM1: Erradicar la 
pobreza extrema y el 
hambre

ODM2: Lograr la 
educación primaria 
universal

ODM3: Promover la 
igualdad de género.

ODM4: Reducir la 
mortalidad infantil

ODM5: Mejorar la 
salud materna

ODM6: Combatir 
el sida, paludismo y 
enfermedades

ODM7: Garantizar 
la sostenibilidad 
ambiental

ODM8: Fomentar una 
asociación mundial 
para el desarrollo

Logrado Casi logrado, en vías de hacerlo

Posible lograrlo, si se hacen 
algunos cambios Fuera de consecución

Información insuficiente

Fuente: Elaboración propia. MDG Monitor - Tracking the Millennium Deve-
lopment Goals (http://www.mdgmonitor.org/index.cfm).
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En relación a los países de estudio centroamericanos se observa (para 
los ODM en los que hay suficiente información) una situación hetero-
génea según las particularidades y situación de partida de cada país. 
Así, el caso de Nicaragua muestra tener cumplido el ODM3 de igualdad 
de género y autonomía de la mujer, y parcialmente logrado el ODM2 
de logro de educación primaria universal; a la vez que refleja fuera de 
consecución el ODM5 de mejora de la salud materna, y con posibilidad 
de lograr el ODM4 de reducción de la mortalidad infantil. Una buena 
combinación de políticas públicas nicaragüenses podrían focalizarse en 
programas sociales de mejora de la salud materna y de combate a la 
mortalidad infantil, y en refuerzo de los programas de educación prima-
ria. Por su parte, El Salvador registra casi logrado el ODM3 de igualdad 
de género y autonomía de la mujer, y con posibilidad de lograr los obje-
tivos ODM2, ODM4 y ODM5, si realiza cambios adecuados para ello. 
Las políticas sociales de El Salvador deberían centrarse en focalizar 
esfuerzos en sus políticas de educación primaria y programas sanitarios 
de combate a la mortalidad infantil y de mejora de la salud matera, a la 
vez de reforzar sus programas de promoción de la igualdad de género. 

Guatemala no refleja en el 2011 ningún ODM logrado, ni casi conse-
guido, si bien hay tres de ellos –ODM1, ODM2 y ODM4– con posi-
bilidad de ser lograrlos, si se realizan los cambios necesarios, a la vez 
que el ODM5 fuera de consecución para el 2015. Por ello, el gobierno 
guatemalteco podría centrar sus esfuerzos de política pública poniendo 
el foco en la mejora de la salud materna, a la par de continuar con el 
combate de la pobreza extrema y el hambre, con la extensión de la 
educación primaria, y con la reducción de la mortalidad infantil. Por úl-
timo, el caso de Honduras muestra casi logrado el ODM4 de reducción 
de la mortalidad infantil y con posibilidad de conseguirlo en los ODM2, 
y ODM3. Así, las políticas públicas hondureñas podrían profundizar en 
sus programas de reducción de la mortalidad infantil, y renovar sus pro-
gramas públicos de extensión de la educación primaria y de promoción 
de la igualdad de género.

La región andina refleja una realidad diferenciado en el avance de los 
ODM en los países escogidos: por un lado, se observa un mejor com-
portamiento relativo en Colombia, seguido de Ecuador; y por el otro, 
con una significativa peor situación, está de forma especial Paraguay, 
seguido de Bolivia. Así, Colombia muestra conseguido el ODM2 de 
educación primaria universal, y casi logrados los ODM4 de reducción 
de la mortalidad infantil y ODM5 de mejora de la salud materna; y 
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con posibilidad de lograr los ODM1 de erradicación de la pobreza ex-
trema y el hambre y ODM3 de promoción de la igualdad de género. 
Se recomienda que el gobierno colombiano profundice en sus políticas 
sanitarias de reducción de la mortalidad infantil y de mejora de la salud 
materna, y acentúe renovados esfuerzos en los programas de combate 
a la desigualdad de género y de lucha contra la pobreza extrema y el 
hambre. Por su parte, Ecuador refleja sólo un objetivo casi logrado -el 
ODM5 de mejora de la salud materna-, y con posibilidad de conseguir 
el resto de objetivos para los que hay información: ODM1, ODM2, 
ODM3, ODM4 y ODM6. Por ello, es preciso que las políticas sociales 
de Ecuador continúen con sus programas de mejora de la salud materna 
y que profundicen con renovados esfuerzos en los ámbitos de combate 
a la pobreza extrema y hambre, de extensión de la educación primaria, 
de promoción de la igualdad de género, de reducción de la mortalidad 
infantil, y de combate del SIDA y tuberculosis. 

Paraguay es el país que peores resultados presenta en los ODM, con 
todos los objetivos fuera de consecución, excepto dos con posibilidad 
de ser logrados: el ODM2 de educación primaria universal y el ODM3 
de avance en la igualdad de género y autonomía de la mujer. Ante esta 
situación, sería deseable que el gobierno paraguayo redoblara esfuer-
zos, con el necesario apoyo de la AOD, en los frentes de combate a la 
pobreza, de promoción de la salud materna, reducción de la mortalidad 
infantil, y lucha contra el SIDA; así como de protección medioambien-
tal para la conservación de sus bosques; a la vez que profundice en sus 
programas sociales de extensión de la educación primaria y de promo-
ción de la igualdad de género. 

Para finalizar, Bolivia presenta un escenario un poco mejor que el para-
guayo, aunque con importantes retos, al tener tres ODM fuera de con-
secución -el ODM1 de combate a la pobreza extrema y el hambre, el 
ODM5 de mejora de la salud materna, y el ODM7 de garantía de la 
sostenibilidad medioambiental-, y cuatro objetivos con posibilidad de 
ser logrados: el ODM2, el ODM3, el ODM4 y el ODM6. Por ello, es 
deseable que en Bolivia la batería de políticas sociales también cubra 
todos los frentes de los ODM, con una especial intensidad y amplitud 
en la lucha contra la pobreza extrema y el hambre, en la mejora de la 
salud materna y en sus programas de reforestación; a la vez de que el 
gobierno continúe profundizando en sus programas de extensión de la 
educación primaria, de promoción de la igualdad de género, de reduc-
ción de la mortalidad infantil, y de combate contra el SIDA.
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2. El contexto económico y social de los 
países seleccionados
El contexto económico y social de los países determina el potencial 
y alcance de las políticas fiscales, de sus posibles reformas y efectos 
futuros como instrumento de desarrollo. En este sentido, hay que ca-
racterizar el entorno económico y social de los cuatro países andinos de 
estudio en lo que se ha denominado la “década de prosperidad” (desde 
2002 al 2012) por el mantenimiento de significativas tasas de creci-
miento económico y la progresiva reducción de la tasa de pobreza en 
buena parte de ellos. 

2.1. Contexto económico y social de Bolivia, 
Colombia, Ecuador y Paraguay (2002-2012)

La crisis económica internacional ha tenido un impacto relativamen-
te leve en los cuatro países sudamericanos de estudio, que registran 
en el periodo 2007-2012 unas tasas promedio de crecimiento de sus 
economías por encima del 3,5% interanual (tasa promedio de América 
Latina en este periodo) (Gráfico IV.1). Destaca el mayor crecimiento 
económico relativo de Bolivia (+4,8%) y Colombia (+4,5%); seguido 
de Paraguay (+4,0%) y de Ecuador (+3,6%); a la vez que estos dos úl-
timos países son los que más se han visto afectados por la contracción 
de la demanda externa fruto de los efectos de la crisis, destacando el 
caso de la economía paraguaya con un comportamiento más volátil y 
dependiente de la evolución del entorno económico exterior (es el único 
país que muestra tasas negativas de variación en su PIB: con un -4,0% 
en el 2009 y un -1,2% en el 2012; así como una sobresaliente tasa de 
crecimiento del +13% en el 2010).
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Gráfico IV.1: Tasa de Crecimiento del PIB (%, a precios constantes)
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Fuente: CEPAL.

La existencia de un significativo crecimiento económico en los cuatro 
países ha posibilitado que entre los años 2002-2012 haya una genera-
lizada reducción de sus tasas de desempleo, mostrando una marcada 
tendencia decreciente similar a la pauta del promedio latinoamericano 
(Gráfico IV.2). No obstante, entre los cuatro países de estudio se obser-
van unos niveles de desempleo diferenciados entre la realidad colom-
biana y la de los otros tres países (el desempleo en Colombia práctica-
mente duplica las tasas de los otros tres países): en promedio, la tasa 
de desempleo en Colombia es del 13,6%, frente al 8,7% de Paraguay, 
el 8% de Ecuador, el 7,3% de Bolivia (o el 8,5% de América Atina). El 
contexto de expansión económica ha permitido reducciones muy sig-
nificativas del desempleo entre los años 2012 y 1999, si bien de forma 
dispar en estos cuatro países: con una destacable mayor intensidad en 
Ecuador (-66,6%, y único país con una reducción superior al promedio 
latinoamericano de -42,8%), seguido de Colombia (-41,7%), de Para-
guay (-30,8%) y de Bolivia (-19,4%). 

A su vez, hay que resaltar que estas tasas oficiales de desempleo no reco-
gen la realidad latinoamericana de existencia de elevadas tasas de infor-
malidad laboral, lo cual distorsiona cualquier análisis de sus mercados 
laborales y limita la capacidad recaudatoria de sus sistemas impositivos. 
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En el caso de los cuatro países de estudio, las tasas de informalidad en 
el sector no rural son alarmantemente altas (entre paréntesis, último año 
disponible, datos de la Organización Internacional del Trabajo, OIT): 
un 75,1% en Bolivia (2,1 millones de personas; 2006); un 70,7% en 
Paraguay (1,5 millones de personas; 2009), un 60,9% en Ecuador (2,7 
millones de personas; 2009) y un 59,6% en Colombia (9,3 millones de 
personas; 2010). Dentro del sector de la informalidad, en estos países 
existe un elevado porcentaje de personas empleadas (llamados “asala-
riados informales”46) que reflejan una extendida realidad de empleos de 
baja calidad y con escasa o nula protección laboral y social: el 52,2% 
en Colombia, el 52,1% en Bolivia, el 37,9% en Paraguay y el 37,3% en 
Ecuador (OIT, Junio 2010). El alcance y realidad de la informalidad la-
boral en estos países requiere que su progresiva reducción sea una prio-
ridad de sus políticas económicas, tanto para dotar de derechos sociales 
a millones de personas sin cobertura, como para incrementar sustancial-
mente el volumen de recaudación con sus sistemas fiscales.

Gráfico IV.2: Evolución de la tasa de desempleo (%)

Fuente: CEPAL.

46  Se considera que los asalariados tienen un empleo informal si su relación de trabajo, 
de derecho o de hecho, no está sujeta a la legislación laboral nacional, al impuesto so-
bre la renta, a la protección social o a determinadas prestaciones sociales relacionadas 
con el empleo. En algunos casos, son empleos a los cuales el reglamento laboral no 
se aplica, no se hace cumplir, o no se hace respetar por otro motivo. (OIT, “Panorama 
Laboral Mundial 2012”).
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En el Gráfico IV.3 se muestra la variación del IPC de 2001 a 2011, en 
donde sobresale la drástica disminución producida en Ecuador, que en 
el año 2000 registraba una tasa de IPC del 91% y que en dos años logra 
una reducción a una tasa de un dígito gracias a la dolarización de su 
economía en el 2000.

Gráfico IV.3: Evolución de la inflación interanual (%)
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Fuente: CEPAL.

Dado que la política fiscal debe mejorar las condiciones sociales de 
la población y los niveles de equidad en la distribución de la renta, es 
necesario tener presente la evolución y situación actual de los niveles 
de desarrollo humano, de desigualdad y de incidencia de la pobreza de 
los cuatro países objeto de estudio. A continuación se hace un breve 
análisis de contextualización de las condiciones de pobreza, y equidad 
en los países analizados.
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Gráfico IV.4: Población que vive con menos de 1 o 2 dólares 
al día (%, en PPA)
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Fuente: CEPAL con datos del BM.

La disminución de la pobreza en la región ha sido muy destacable, 
especialmente en los casos de Colombia y Ecuador, como expresa el 
Gráfico IV.4. Bolivia, el país más pobre de la subregión suramericana 
muestra, en comparación con los demás países analizados, una menor 
disminución de la cantidad de personas que viven con menos de uno o 
dos dólares al día (aunque no hay datos desde 2009). De cualquier for-
ma, las tasas actuales son las más bajas observadas en los tres últimos 
decenios en toda la región. Este incremento de la renta entre los pobres 
se ha debido principalmente a un aumento de los ingresos laborales, en 
línea con lo que se había venido registrando en los últimos años. Asi-
mismo, debe reconocerse el impacto del aumento en el gasto público, 
hasta mediados de la década de 2000, la evolución del gasto público 
social había sido altamente procíclica. 

A partir de la segunda mitad de la década, la mayoría de países de la re-
gión han hecho esfuerzos sistemáticos por reforzar los programas socia-
les, en particular los orientados a la lucha contra la pobreza, marcando 
un punto de inflexión en el comportamiento del gasto social. Tal como 
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señala la CEPAL47, el aumento en el gasto tuvo lugar como políticas 
implementadas para hacer frente a diversos choques externos como: el 
aumento de los precios de los alimentos y combustibles en 2008, proce-
so de alza de los productos básicos de exportación que se había iniciado 
en 2003; la crisis financiera mundial, que tuvo sus mayores manifesta-
ciones y consecuencias entre fines de 2008 y 2009, y la más reciente 
incertidumbre internacional y la desaceleración del crecimiento econó-
mico mundial. Estos tres momentos influyeron en diversa medida en la 
política fiscal y la política social. 

Una dato significativo, siguiendo con el Informe de 2012 de CEPAL48 
relativo a la estructura de la pobreza, es que, a pesar de que se espera 
que el empleo remunerado sea una de las principales vías para salir de 
la pobreza, la mayoría de las personas pobres y vulnerables (de 15 años 
y más) ya se encuentran ocupadas. Los desocupados representan solo 
alrededor de un 8% entre los indigentes y un 6% entre los pobres no 
indigentes. Esto sugiere que de forma persistente, debido a la heteroge-
neidad de la estructura productiva, el empleo remunerado no es garantía 
de superación de pobreza, más aún en el caso de las mujeres. 

Desde el punto de vista del desarrollo humano y tomando como refe-
rencia el Índice de IDH del PNUD49, según el gráfico IV.5 los cuatro 
países muestran una tendencia de creciente mejoría entre los años 2000-
2012, si bien hay que destacar el mayor desarrollo humano relativo de 
Colombia y Ecuador (cuyos IDH se situaron al final del período en 
torno al 0,72), frente al IDH de Paraguay y Bolivia (que lo hicieron 
en torno al 0,67). En este periodo, destaca la mayor intensidad en el 
crecimiento del IDH de Ecuador que, partiendo de un nivel igual al de 
Colombia en el año 2000, supera a este país a partir del 2008 debido, en 
buena medida, al cambio de modelo de desarrollo y de profunda refor-
ma estructural que vive el país.

47  CEPAL (2012) Panorama Social de América Latina.
48  Ibid.
49  El Índice de Desarrollo Humano (IDH) del PNUD es un índice compuesto que mide 
el promedio de los avances en tres dimensiones básicas del desarrollo humano: una vida 
larga y saludable (medido por la esperanza de vida al nacer), el nivel de conocimientos 
(medido por los años promedio de escolaridad) y el nivel de vida digno (medido por el 
ingreso nacional per capita). Para conocer más detalles de cómo se calcula el IDH y 
resto de índices del PNUD, véase la nota técnica 3 del Informe de Desarrollo Humano, 
disponible en: http://hdr.undp.org/en/media/HDR_2012_EN_TechNotes.pdf. 
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Gráfico IV.5: Evolución del Índice de Desarrollo Humano (IDH)
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Tabla IV.2: Índice de desigualdad de género del PNUD50

Año Bolivia Colombia Ecuador Paraguay

2000 0,576 0,522 0,508 0,541

2005 0,542 0,506 0,485 0,517

2010 0,478 0,466 0,446 0,478

2012 0,474 0,459 0,442 0,472

Como es bien sabido, los problemas sociales de América Latina no se li-
mitan a la magnitud de la población pobre e indigente, ni al subdesarro-
llo como tal, sino que se extienden y profundizan debido a la acuciante 
situación de desigualdad. Así, si se ajusta el IDH por la desigualdad de 
género existente en estos países en las tres dimensiones del IDH –espe-

50  Índice de de Desigualdad de Género del PNUD es un índice compuesto que mide 
la pérdida de logros en tres dimensiones del desarrollo humano: salud reproductiva, 
empoderamiento y mercado laboral, debido a la desigualdad existente entre hombres 
y mujeres.
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ranza de vida, años promedio de escolaridad y renta per capita– (Tabla 
IV.2) todos ellos retroceden significativamente a un valor cercano al 
0,45 que evidencia la magnitud de la desigualdad de género en estas 
tres dimensiones del desarrollo en la región andina.

2.2. Contexto económico y social de los países 
de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, 
Nicaragua, Panamá y República Dominicana

Los siete países que integran la región centroamericana, Panamá y Re-
pública Dominicana ocupan una extensión total de 545.850 km2, suman 
una población de 53.060.555 habitantes y generaban una producción 
aproximada de 545.000 millones de dólares en 2012. 

Tabla IV.3: Datos básicos de los países de la región

Países Extensión Población PIB 2012 (M. $)

Costa Rica 51.100 4.562.459 45.107

El Salvador 21.041 6.108.590 23.787

Guatemala 107.159 14.373.472 50.377

Honduras 112.090 8.448.465 18.985

Nicaragua 130.370 5.788.531 10.529

Panamá 75.420 3.559.408 36.654

Rep. Dominicana 48.670 10.219.630 58.898

Fuente: CEPAL (2013).

Como se puede comprobar en la Tabla IV.3, no obstante, existen impor-
tantes diferencias entre los países contemplados. Así, por ejemplo, Ni-
caragua tiene una extensión más de seis veces mayor que El Salvador, 
el más pequeño de la región, mientras que las diferencias en población 
también son significativas: dos países superan los 10 millones de habi-
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tantes, en tanto que otros tienen una población sensiblemente inferior51. 
Algo similar puede decirse de la producción. Aunque los modelos pro-
ductivos son similares, existen importantes diferencias en términos de 
PIB per cápita.

El Gráfico IV.6 indica que tres países tienen indicadores de PIB per 
cápita, medidos en paridades de poder de compra, próximos o superio-
res a los 10.000 dólares, en tanto que los cuatro restantes se sitúan en 
una franja entre 7.500 y 4.500 dólares per cápita; entre ellos, destacan 
los dos países más pobres de la región, Honduras y Nicaragua. En el 
conjunto, llama la atención el nivel alcanzado por Panamá, por encima 
de Costa Rica, con un indicador de casi 16.000 dólares en el año 2012.

Gráfico IV.6: PIB per cápita en PPP

Fuente: The World Fact Book (2013).

La información disponible sobre el modelo productivo indica que los 
países más desarrollados son los que se orientan más claramente a una 
especialización en el sector servicios de la economía, mientras que los 
de nivel inferior muestran un peso aún considerable de población ocu-
pada en el sector primario. Es el caso, sobre todo, de Honduras y Guate-

51  En relación con las divisiones administrativas de los países, en tres la unidad de 
referencia es la provincia (Costa Rica, 7; Panamá, 8; República Dominicana, 31). En 
los otros países, la unidad es el departamento (14 en El Salvador; 22 en Guatemala; 
18 en Honduras y 15 en Nicaragua). Respecto a la población al final de este apartado 
incluimos las pirámides poblacionales de todos los países.

Nicaragua
Honduras
Guatemala
El Salvador
R. Dominicana
Costa Rica
Panamá
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mala. Así lo pone de manifiesto el Gráfico IV.7, que recoge información 
sobre la población activa en los diversos sectores productivos. 

Gráfico IV.7: Distribución sectorial de la población activa

Servicios

Industrial

Sector Agrario

Fuente: The World Fact Book (2013).

La información recogida en términos de PIB por sectores, confirma los 
resultados anteriores: Junto a una limitada relevancia de la producción 
en el sector industrial, los tres países que muestran un mayor nivel de 
PIB per cápita son también los que indican valores de producción del 
sector agrario más bajo, iguales o inferiores a 6 puntos del PIB total. 
Por el contrario, esos mismos países (República Dominicana, Costa 
Rica y Canadá) registran los valores más altos de producción en el 
sector servicios, en buena medida ligados a la expansión de las activi-
dades turísticas.

En relación con la evolución de la producción a lo largo de los últimos 
años, los Gráficos IV.8 y IV.9 separan en dos grupos a los países de 
la región, incluyendo un elemento de comparación con las medias de 
América Latina y Caribe, según los datos suministrados por CEPAL.



73

ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN SOCIOECONÓMICA DE LOS PAÍSES SELECCIONADOS...

Gráfico IV.8: Tasas anuales de evolución del PIB
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El Gráfico IV.8 recoge el efecto de la crisis financiera internacional que 
se manifiesta a partir del año 2008. En todos los países se aprecia la 
caída de la tasa de crecimiento, aunque de forma mucho más intensa 
en Costa Rica, cuya evolución se identifica entre 2008 y 2011 con el 
comportamiento medio de América Latina y Caribe. Incluso en 2009, 
Costa Rica tuvo una tasa de evolución negativa del 1%, aunque limitada 
a ese único año. Como la inmensa mayoría de los países de la región, la 
recuperación, aún con oscilaciones, se puede apreciar ya en 2012. Por 
otro lado, llama la atención el buen comportamiento que se observa en 
la República Dominicana, con una suave tendencia de disminución de 
las tasas de crecimiento en los dos últimos años, y, sobre todo, las tasas 
de crecimiento que experimenta Panamá, varios años con indicadores 
por encima del 10% de crecimiento. Sólo en 2009, siguiendo la tónica 
generalizada de recesión a causa de la crisis financiera, se detecta una 
pequeña disminución del ritmo de crecimiento en ese país; pero incluso 
en ese año, la economía creció a una tasa del 4%.
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Gráfico IV.9: Tasas anuales de evolución del PIB
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Mucho más homogéneo es el comportamiento que se observa entre los 
países menos desarrollados de la región. Aunque los indicadores mues-
tran tasas de crecimiento comprendidas entre el 4 y el 6% en 2007, la 
crisis se hace notar ya en 2008 y, con mayor intensidad en 2009, aunque 
también ahora, la recuperación de la actividad económica es la nota 
dominante a partir de 2010, siguiendo la pauta de comportamiento me-
dia de la región latinoamericana, y con claras señales de recuperación, 
aunque las tasas no han alcanzado aún los niveles previos a la crisis.

La Tabla IV.4 recoge otras informaciones económicas de interés, re-
lativas a la inflación y a las relaciones de las economías de la región 
con otras áreas del mundo, además de dar cuenta sobre los niveles de 
reservas existentes en las instituciones financieras centrales de cada uno 
de los países.
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Tabla IV.4: Algunos datos sobre Inflación y Balanza de Pagos (2012)

Países Índice de precios 
(%)

Balance C/C 
(Saldo en B. $.)

Reservas 
(B. $)

Costa Rica 4,50% -2.341 6.857

El Salvador 1,80% -1.258 3.170

Guatemala 3,80% -1.447 6.694

Honduras 5,20% -1.744 2.533

Nicaragua 7,20% -1.350 1.887

Panamá 5,70% -3.267 3.303

Rep. Dominicana 3,70% -4.24 3.579

Fuente: The World Fact Book (2013) y CEPAL (2013).

No parece que exista un problema serio de inflación entre los países de 
la región, acaso exceptuando el caso de Nicaragua, cuyo indicador de 
precios al consumo indicaba un crecimiento del 7,20%, lo que pondría 
de manifiesto una situación general de estabilidad y de cierto nivel de 
competitividad de las economías. Las experiencias negativas de perío-
dos anteriores parecen haber dado lugar a un panorama mucho más 
estable en términos de control de la inflación.

Tampoco son muy negativos los datos de comercio exterior y nivel de 
reservas, lo que indicaría la existencia de un equilibrio razonable de las 
cuentas con el exterior, especialmente si tenemos en cuenta la entrada 
significativa de fondos e inversiones financieras en algunos de los paí-
ses de la región, singularmente los de más elevado desarrollo relativo. 
En cuanto a las reservas internacionales, la información disponible es 
también razonablemente positiva, especialmente en los casos de Costa 
Rica y Guatemala. 

La Tabla IV.5 y el Gráfico IV.10 ofrecen alguna información sobre la 
situación de los sectores públicos de los países objeto de estudio. Ex-
ceptuando los casos de República Dominicana y Honduras, con déficits 
públicos de 6,5 y 6% del PIB, los saldos fiscales de los países de la re-
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gión presentan resultados negativos pero no muy elevados. Algo similar 
ocurre con los datos de deuda pública respecto al PIB; las cuantías no 
son altas y precisamente los países que en 2012 presentaban un saldo 
fiscal más deficitario muestran los indicadores de deuda pública más 
bajos exceptuando el caso de Guatemala.

Tabla IV.5: Datos de los sectores públicos respecto al PIB

Países Saldo Fiscal Deuda Pública Ingresos

Costa Rica -4,40 51,90 14,40

El Salvador -3,40 59,40 19,40

Guatemala -2,40 29,40 11,70

Honduras -6,00 34,80 16,70

Nicaragua -0,20 59,40 26,00

Panamá -2,10 39,20 25,00

Rep. Dominicana -6,50 42,00 13,90

Fuente: The World Fact Book (2013).

La información obtenida sobre el volumen de impuestos y otros ingre-
sos muestra una importante diversidad. Los países con mayores niveles 
de ingresos (Nicaragua y Panamá), más que doblan al que tiene la cifra 
menor (Guatemala). A la vista de los datos, no se puede demostrar la 
existencia de una relación entre grado de desarrollo y presencia pública, 
medida a partir de los datos de presión fiscal.
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Gráfico IV.10: % Gasto en servicios públicos básicos 
respecto al PIB
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Fuente: The World Fact Book (2013).

Los indicadores de ingresos correspondientes a Guatemala, República 
Dominicana y Costa Rica, son muy bajos, lo que dificulta la financia-
ción de servicios públicos básicos de bienestar, como los recogidos en 
el Gráfico IV.10 a partir de recursos públicos. No obstante, la mayo-
ría de los países de la región se hallan inmersos en procesos de refor-
ma, tanto de sus sistemas de obtención de recursos (reformas fiscales), 
como de algunos programas de gasto emblemáticos. Eso ha ocurrido, 
por ejemplo con las reformas tributarias llevadas a cabo en República 
Dominicana, Nicaragua, Panamá. O, en relación con la educación, con 
el pacto alcanzado entre los partidos de Dominicana para establecer un 
suelo mínimo del gasto educativo en el país, firmado antes del último 
proceso electoral.

En relación con el contenido del Gráfico IV.10 conviene recordar que 
no incluye solo gastos de naturaleza pública, lo que puede ayudar a 
entender los elevados indicadores de gasto sanitario en algunos paí-
ses. Por otra parte, el gráfico muestra un peso aún modesto del gasto 
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en educación52, a pesar de su indudable importancia para consolidar 
el desarrollo en la práctica totalidad de los países de la región, con la 
única excepción de Costa Rica.

El último gráfico, incluye información actualizada sobre el Índice de 
Desarrollo Humano que elabora el PNUD. Los datos confirman que 
existe una cierta diferencia entre los países de la región, destacando 
respecto al resto Panamá y Costa Rica

Gráfico IV.11: Índice de Desarrollo Humano entre los países 
de la región

Fuente: PNUD (2013).

Respecto al IDH, todos los países experimentaron un crecimiento del 
índice entre 1980 y los años actuales. En general, se observa también 
un cierto estancamiento de los índices cuando se producen las primeras 
repercusiones de la crisis económica reciente. Como el gráfico expresa, 
el comportamiento de los países puede diferenciarse en tres grupos: 
Panamá y Costa Rica formarían parte del primer grupo de países, con 
indicadores relativamente elevados en el concierto mundial. Panamá 
que ocupa el puesto 59 entre los 187 países contemplados, tiene indi-

52  Las fuentes consultadas señalan la no disponibilidad de la información correspon-
diente a Honduras en relación con el gasto en educación.
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cadores superiores a los tres elementos de comparación que suministra 
el PNUD: los indicadores de ALC, los medios del mundo y el denomi-
nado “Desarrollo humano alto”, prácticamente en todo el período ana-
lizado (1980-2012), ocupando el puesto 59 en el listado de países. El 
caso de Costa Rica es muy similar, aunque su indicador tiende a identi-
ficarse más con el indicador de desarrollo humano alto y su posición, la 
número 60, inmediatamente después de Panamá. Aunque la República 
Dominicana podría situarse en el grupo anterior, tanto por razones de 
su ubicación entre los 187 países analizados (índice de 0,702 y número 
96), por la evolución de su índice a lo largo de los últimos treinta años, 
sitúan al país más cerca de El Salvador (0,680 y posición 107). Ambos 
países muestran un comportamiento a lo largo del tiempo por debajo 
del indicador de ALC y muy próximo a los valores medios de toda la 
muestra (Desarrollo humano medio y medias mundiales).

Por último, los otros tres países, Honduras, Nicaragua y Guatemala, 
formarían el grupo con índices más bajos, ocupando respectivamente 
las posiciones 120, 129 y 133. Los dos primeros países tenían en los 
años ochenta indicadores solo por encima de indicador de desarrollo 
humano medio, aunque ya en los noventa también quedaron por debajo, 
como Guatemala, que muestra en todo el período un índice de desarro-
llo humano inferior a las medias de ALC y del mundo.

2.3. Desigualdad de ingreso en los países de estudio

El diagnóstico de la situación fiscal en los países seleccionados en-
cierra grandes desafíos en las dos regiones y países analizados. No se 
trata tanto de focalizar los problemas en baja tributación de las regio-
nes, sino el contextualizarlos en los elevados niveles de desigualdad 
en la distribución del ingreso –reflejados en el índice de Gini– y en 
las relevantes tasas de pobreza y niveles de desarrollo humano de los 
países estudiados. De hecho, estas dos regiones si bien han obtenido 
importantes logros en la lucha contra la pobreza53, no tienen el mismo 
éxito frente a la desigualdad. Así, el índice de Gini, medido a partir 
de encuestas nacionales confirma una vez más la existencia de uno de 

53  El índice de Gini de ingresos mide la desviación de la distribución de los ingresos (o 
del consumo) entre los individuos u hogares de un determinado país, con respecto a una 
distribución de perfecta igualdad. La perfecta igualdad corresponde a un valor de 0 y la 
perfecta desigualdad, a uno de 100.



80

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

los problemas más característicos de América Latina, la desigualdad. 
En la mayoría de los países se observa que un conjunto reducido de la 
población acumula una gran proporción de todos los ingresos genera-
dos, mientras que los más pobres sólo alcanzan a recibir una escasa 
porción. Así, el promedio de los 18 países de ALC de los que se cuenta 
con información relativamente reciente54 indica que el 10% más rico 
de la población recibe el 32% de los ingresos totales, mientras que el 
40% más pobre recibe el 15%. 

De entre los países elegidos en esta investigación, se observan niveles 
relativamente altos de concentración de la riqueza en Colombia, Guate-
mala, Honduras y el Paraguay, países en que esos porcentajes se acer-
can al 40% de los ingresos para los más ricos y entre el 11% y el 15% 
para los más pobres. En Bolivia la apropiación por parte de los más po-
bres resulta similar, pero es algo menor el porcentaje que le corresponde 
al decil superior. Por su parte, en Ecuador, El Salvador y Nicaragua se 
registran valores mayores en el extremo inferior de la distribución (un 
16% o un 17%) y algo menores entre el 10% más rico (en torno al 30%). 

Esta persistencia de la desigualdad en el ingreso no desmerece la re-
ducción que sin embargo, y desde inicios de la década de 2000, parece 
imponerse como tendencia. Si se comparan estos resultados con los re-
gistrados en el año 2002 se constatan mejoras distributivas en la mayo-
ría de los países, destacando Bolivia y Nicaragua cuyas tasas anuales de 
reducción del Gini son superiores al 2%. Un proceso, que a su vez, no 
se vio particularmente afectado por la crisis económica que se inició en 
2008. En 2011, la desigualdad disminuyó en forma moderada, aunque 
estadísticamente significativa, en Colombia y Ecuador, mientras que en 
los demás países, los resultados se mantienen. Los ingresos del trabajo 
remunerado constituyen la fuente más importante de ingresos de los 
hogares y representan en promedio las tres cuartas partes de estos. Asi-
mismo, la mayor parte de la desigualdad del ingreso está determinada 
por la de la distribución de los ingresos laborales. A nivel regional, el 
promedio simple del índice de Gini de los ingresos laborales de los 
ocupados es similar al del ingreso per cápita, aunque las situaciones 
varían según el país.

54  Panorama Social de América Latina, CEPAL (2012).
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Los niveles de desigualdad en la distribución de la renta en el año 2011, 
a nivel nacional, urbano, y rural de los cuatro países sudamericanos 
estudiados se recogen en la Tabla IV.6. Así, se observa que en la actua-
lidad en los cuatro países existen, de manera generalizada, altos niveles 
de concentración del ingreso –medido por el índice de Gini, IG–, aun-
que hay diferencias significativas entre ellos, según el ámbito territorial 
de análisis. En primer lugar, hay dos grupos de países respecto a los 
niveles nacionales de desigualdad: Paraguay y Colombia, con un mayor 
grado de desigualdad (en torno al 0,54) respecto a sus países vecinos 
de Bolivia (0,50) y Ecuador (con un nivel significativamente menor 
de desigualdad del 0,46). Por su parte, al analizar la desigualdad en el 
ámbito urbano de estos países, se observa que los cuatro países reducen 
sus niveles del IG, si bien sobresale el mayor nivel de desigualdad re-
lativo de Colombia (0,52) respecto a los otros tres países (entre el 0,43 
de Ecuador, y el 0,48 de Paraguay). En el ámbito rural, la desigualdad 
refleja un comportamiento asimétrico entre estos cuatro países. Los 
dos países con menor desarrollo humano –Paraguay y Bolivia– refle-
jan mayores niveles relativos en sus IG rurales, a la vez que son tasas 
superiores respecto a sus niveles urbanos (de forma más sobresaliente 
en Paraguay). Por su parte, tanto Colombia como Ecuador reflejan en 
el ámbito rural unos IG significativamente menores (en torno al 0,46), 
si bien mientras que en Colombia la desigualdad en zonas rurales es 
llamativamente menor que en el ámbito urbano, en Ecuador el IG rural 
es levemente superior al urbano (Tabla 5).

Tabla IV.6: Distribución del ingreso Índice de concentración 
de Gini; 2011

  Nacional Urbano Rural

Bolivia* 0,508 0,450 0,524

Colombia 0,545 0,522 0,456

Ecuador 0,460 0,434 0,437

Paraguay 0,546 0,487 0,596

*Último dato disponible 2009.

Fuente: CEPAL.
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Así, se observa que Paraguay y Colombia son países con una severa y 
estructural desigualdad en la distribución del ingreso (séptimo y octavo 
países más desiguales del mundo, con IG similares a países como Haití, 
Angola y Sudáfrica). Dado que la fiscalidad es uno de los elementos por 
excelencia para la redistribución de los recursos, el sistema impositivo 
debería y las políticas sociales deberían enfocarse en un tratamiento 
diferenciado respecto a las decilas de menor renta. A pesar de la falta 
crónica de recursos impositivos, el Estado puede aprovechar buena par-
te de su aumento de ingresos públicos procedentes por explotación de 
recursos naturales a este objetivo. 

Tabla IV.7: Índice de desarrollo humano ajustados por desigualdad

Bolivia Colombia Ecuador Paraguay

IDH (2012) 0,675 0,719 0,724 0,669

IDH ajustado por la 
desigualdad (IDH-D) 0,444 0,519 0,537 n/d

Fuente: PNUD.

En cuanto a la desigualdad en la distribución de la riqueza y del bienes-
tar se aplica el Índice de Desarrollo Humano ajustado por Desigualdad 
(IDH-D)55. En este caso, la caída en el desarrollo de los cuatro países 
es muy notoria, especialmente para Bolivia y Colombia (Tabla IV.7). 
Esto sugiere que aunque las políticas focalizadas han conseguido pa-
liar la pobreza no se han producido cambios radicales en la estructu-
ra socioeconómica de la población. Asimismo, en la mayoría de los 
países se observa que un conjunto reducido de la población acumula 
una gran proporción de todos los ingresos generados, mientras que los 
más pobres sólo alcanzan a recibir una escasa porción. Estos niveles de 

55  El IDH ajustado por la Desigualdad (IDH-D) es valor del Índice de Desarrollo Hu-
mano (IDH) ajustado por las desigualdades en las tres dimensiones básicas del desarro-
llo humano. Así, se produce una pérdida en el desarrollo humano potencial debido a la 
desigualdad, calculada como la diferencia porcentual entre el IDH y el IDH-D; a través 
del cálculo del índice de esperanza de vida del IDH ajustado por la desigualdad (como 
índice de esperanza de vida al nacer del IDH ajustado por la desigualdad en la distribu-
ción de la esperanza de vida basado en los datos de mortalidad), del índice de educación 
del IDH ajustado por la desigualdad en la distribución de años de escolaridad, y del 
índice de ingresos del IDH ajustado por la desigualdad en la distribución de ingresos.
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concentración son relativamente altos en Colombia, y Paraguay en los 
que esos porcentajes se acercan al 40% de los ingresos para el décimo 
decil de los más ricos, y entre el 11% y el 15% para el primer decil de 
los más pobres. En Bolivia la apropiación por parte de los más pobres 
resulta similar, pero es algo menor el porcentaje que le corresponde al 
decil superior. Por su parte, en Ecuador, se registran valores mayores 
en el extremo inferior de la distribución (primer decil con un 17% de la 
renta total) y algo menores en el 10% de población más rico (en torno 
al 30% de la renta total) (CEPAL). 

Por su parte, al analizar los niveles de desigualadad en los países de 
estudio centroamericanos, se observa que solo Nicaragua muestra un 
índice de Gini más moderado (0,405), aunque también es la encuesta 
nacional con datos más reciente en el tiempo. En todo caso, los Gini 
de estos países centroamericanos son elevados, muy superiores a los 
indicadores europeos, como también ocurre con los datos de pobreza.

Gráfico IV.12: Indicadores de desigualdad y pobreza 
en Centroamérica
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Fuente: The World Fact Book (2013) y Banco Mundial (2013).
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La medida de pobreza incluida en el Gráfico IV.12 es la tasa de inciden-
cia de pobreza nacional elaborada por el Banco Mundial y que recoge 
la proporción de la población que se encuentra por debajo de la línea de 
pobreza marcada en cada país (pobreza absoluta). Los indicadores de 
pobreza extrema (1,25 dólares o 2 dólares al día), solo afectan a porcen-
tajes pequeños de población, aunque en el caso de Honduras, el Banco 
Mundial señala que casi el 15% de la población se encontraba en 2011 
en situación de pobreza extrema (menos de 2 dólares al día).

Debe llamarse la atención sobre la diferencia entre los indicadores de 
desigualdad y de pobreza. En este último caso, aún con porcentajes sig-
nificativos, algunos países, especialmente los de mayor nivel de desarro-
llo (Costa Rica y Panamá), registran indicadores sensiblemente menores 
que el resto. Y, sin embargo, los índices de desigualdad son elevados en 
esos países. En otros términos, podría argumentarse que la lucha contra 
la pobreza, que ha obtenido importantes logros en la región a lo largo de 
los últimos años, no ha implicado una mejora sustancial en términos de 
desigualdad que, como se señalaba anteriormente, sigue constituyendo 
un importante “hándicap” entre los países centroamericanos.

A modo de síntesis, hay que señalar que los niveles de desigualdad en 
los ocho países de estudio siguen estando entre los más altos del mundo, 
situación en que concurre, de manera sugerente, una percepción ciuda-
dana de alta desigualdad. Esta percepción aumenta la desconfianza en 
las instituciones políticas del Estado (poder legislativo, poder judicial y 
partidos políticos) y las apreciaciones de injusticia. Este malestar ciu-
dadano con el modo en que funcionan las instituciones aludidas y se 
distribuyen los bienes económicos, sociales y políticos es un elemento 
que debe tenerse en cuenta en las estrategias que aboguen por un pacto 
social hacia una mayor igualdad56.

56  CEPAL (2012) Op. Cit.



V

FISCALIDAD Y DESARROLLO





87

FISCALIDAD Y DESARROLLO

La fiscalidad es un elemento fundamental en toda estrategia de desa-
rrollo al ser un instrumento de movilización de recursos financieros na-
cionales en los países en desarrollo. Así, con una adecuada fiscalidad 
se puede avanzar hacia la consecución de una sostenida financiación 
de sus procesos de desarrollo económico y social, con una reducción 
de la dependencia financiera externa, a la vez que se posibilita, con la 
adecuada combinación de tributos, una redistribución de la renta y la 
riqueza que derive en mejoras en sus niveles de equidad. Ello es espe-
cialmente relevante en los países latinoamericanos, caracterizados, de 
forma generalizada, con unas economías muy dependientes del entor-
no exterior para la entrada de flujos de capital –tanto por la venta de 
sus exportaciones de materias primas y productos básicos, como por la 
atracción de inversión extranjera directa–, a la vez que la región mues-
tra niveles de desigualdad en la distribución de la renta de los más altos 
del mundo (medidos por el Índice de Gini) (Figura V.1).

Figura V.1: Nueva fiscalidad en PRM: Hacia un nuevo modelo 
de desarrollo latinoamericano
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En este sentido, el sostenido crecimiento económico experimentado en 
la última década por la mayoría de los países latinoamericanos genera 
una oportunidad histórica para que sus países de renta media (PRM) 
impulsen de forma realista un nuevo modelo de desarrollo económico 
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y social que pivote en una nueva fiscalidad, que pueda generar adicio-
nales recursos de financiación de sus procesos de desarrollo, promover 
una mayor eficacia redistributiva del sistema fiscal, y posibilitar la fi-
nanciación sostenida y autónoma de un incremento del gasto público 
social que adecuadamente focalizado permita ampliar el acceso a una 
infraestructura económica y social básica –y a unos servicios sociales 
inclusivos– a las capas sociales más empobrecidas y desfavorecidas. 

Como ya hemos visto, la “Conferencia de Monterrey”57 del 2002 al 
analizar los medios de financiación para el desarrollo necesarios para el 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio58 (ODM, fija-
dos por NNUU dos años antes), remarcó la importancia de que los paí-
ses en desarrollo tengan sostenidas tasas de crecimiento económico y 
que promuevan la movilización de sus recursos financieros nacionales 
(en buena medida, a través de la fiscalidad), a la par que demandó una 
mayor movilización de recursos internacionales privados (inversión 
extranjera directa), un aumento de la cooperación financiera y técnica 
(AOD) hacia estos países, un incremento de sus ingresos por exporta-
ciones en el comercio internacional, y la condonación parcial o total de 
su deuda externa, y/o renegociación de sus condiciones, para aminorar 
la salida de capitales.

La evolución de los principales componentes de flujos financieros in-
ternacionales hacia los países en desarrollo muestra una alta volatilidad 
en buena parte de las fuentes de financiación en el período 1995-2011 
(Gráfico V.1). Junto a la variabilidad reflejada en este periodo en el total 
de flujos financieros netos para el desarrollo -en buena medida, como 
consecuencia la profundidad y efectos de la crisis financiera internacio-
nal iniciada a mediados del 2007-, hay que destacar que en la década 
del 2000 se observa la consolidación de una nueva tendencia positiva 
en estos flujos, gracias al crecimiento tanto de los flujos internacionales 
de ayuda oficial al desarrollo (AOD) tras la definición de los ODM en 
el 2000 (si bien, a partir del año 2011 empiezan a decrecer como con-
secuencia de los intensos ajustes de reducción del gasto público en la 

57  Naciones Unidas (2002): Informe de la Conferencia Internacional sobre la Fi-
nanciación para el Desarrollo Monterrey (México), 18 a 22 de marzo de 2002. (A/
CONF.198/11).
58  Naciones Unidas (2000): “Declaración del Milenio”; Resolución aprobada por la 
Asamblea General el 13 septiembre de 2000, en su quincuagésimo quinto período de 
sesiones (A/RES/55/2).
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mayoría de los países donantes59), como de la entrada de inversión ex-
tranjera directa (IED) en los países en desarrollo. No obstante, a pesar 
del crecimiento registrado en los flujos internacionales de financiación 
hacia los países en desarrollo durante la década del 2000, hay que su-
brayar que en la actualidad todavía existe un notable déficit de finan-
ciación para el desarrollo si se quiere avanzar en la consecución en el 
cumplimiento de los ODM y en el cierre de la brecha de desarrollo en el 
mundo, déficit que acentúa desde el 2010 con la caída registrada de flu-
jos financieros totales hacia el mundo en desarrollo como consecuencia 
de la crisis económica y financiera.

Gráfico V.1: Flujos de financiación del desarrollo (1995- 2011) CAD

Fuente: Elaboración propia con datos de OCDE (2012).

59  Así, cabe destacar que el total de AOD neta en 2012 retrocede a un nivel similar al 
año 2008, con 128.469 mill. $.
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Fue la “Conferencia de Doha de seguimiento sobre la financiación para 
el desarrollo”60 la que en el 2008 puso la voz de alarma sobre la cre-
ciente necesidad de incrementar la movilización de recursos para logar 
una suficiente financiación para el desarrollo para lograr los ODM en 
los países en desarrollo. Esta nueva conferencia reafirmó los objetivos 
y compromisos del anterior Consenso de Monterey y demandó los si-
guientes elementos fundamentales para incrementar la financiación para 
el desarrollo en los países en desarrollo: que se logre un crecimiento 
económico sostenido e inclusivo en sus economías; que sus gobiernos 
promuevan –con apropiados marcos reguladores– un entorno propicio 
para la estabilidad, con aumento de las inversiones productivas y la 
atracción de inversión extranjera; que se fomente un sector empresarial 
dinámico y eficiente; que se realice la reforma fiscal que posibilite un 
aumento de los ingresos fiscales a la vez que se combata la fuga de 
capitales; que se amplíe la provisión de servicios sociales y de protec-
ción a capas sociales más desfavorecidas y excluidas, que favorezca el 
combate a la pobreza y la paulatina reducción de la desigualdad; y que 
se promueva una buena y transparente gobernanza. 

De las recomendaciones de Doha sobre la financiación para el desarro-
llo en los países en vías en desarrollo, se puede extraer un ideario de ob-
jetivos respecto al papel del sector público en su gestión de las políticas 
fiscales y de gasto público en los procesos de desarrollo económico y 
social. Estas recomendaciones ceñidas a la realidad actual y necesida-
des de los países de renta media latinoamericanos, permiten vislumbrar 
algunos de los elementos básicos que de manera generalizada se pueden 
demandar al papel del sector público en sus procesos de desarrollo: que 
promueva un crecimiento económico sostenible e inclusivo; que genere 
un marco regulador propicio para la estabilidad y para el aumento de 
las inversiones productivas (especialmente, en infraestructuras); que 
realice una reforma fiscal que incremente suficientemente los ingresos 
públicos e introduzca una mayor progresividad; que aumente el gasto 
público social para que continúe la reducción de la tasa de pobreza y 
permita logar mejoras en equidad; que incremente los niveles de cohe-
sión social; y que aumente de forma significativa la eficiencia y eficacia 
de su gestión pública. De esta manera, el sector público se transforma 

60  Naciones Unidas (2008): Informe de la Conferencia internacional de seguimiento 
sobre la financiación para el desarrollo encargada de examinar la aplicación del Con-
senso de Monterrey. Doha (Qatar), 29 de noviembre a 2 de diciembre de 2008. (A/
CONF.212/7).
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en los países latinoamericanos en agente activo del proceso de desarro-
llo, garante de la estabilidad socioeconómica, promotor del crecimiento 
económico, de la redistribución equitativa de la renta, del combate de la 
pobreza y de promoción de la cohesión social. Para todo ello, el sector 
público ha de contar con suficientes recursos financieros que posibilite 
el desarrollo de sus planes nacionales de desarrollo (PND).

La volatilidad de las fuentes internacionales de financiación en los paí-
ses latinoamericanos, el déficit existente de recursos financieros para 
que desarrollen plenamente sus planes nacionales de desarrollo y avan-
cen hacia la consecución de los ODM (actuales, y de la próxima nueva 
agenda de desarrollo ODM post-201561), y la acuciante necesidad de 
que reduzcan sus niveles de desigualdad en la distribución de la renta, 
hace que el reclamo de una nueva fiscalidad en los PRM latinoameri-
canos adquiera el peso que le corresponde para que puedan avanzar 
adecuadamente en sus procesos de desarrollo económico y social.

Así, la fiscalidad pasa a ser un instrumento esencial en la financiación 
–y como motor de transformación– en los procesos de desarrollo de los 
PRM latinoamericanos, a través de la puesta en marcha de nuevas po-
líticas fiscales que permitan incrementar sustancialmente los ingresos 
públicos para avanzar en la necesaria suficiencia y autonomía financie-
ra, y que a su vez generen mejoras en los niveles de equidad en la distri-
bución de la renta. Así, el sistema impositivo afecta al comportamiento 
económico de los individuos, determina la capacidad de acción del sec-
tor público y conforma el contrato social sobre el que se erige modelo 
de desarrollo y el propio concepto de ciudadanía y de “contrato social”. 
A su vez, la estructura impositiva genera efectos redistributivos de la 
renta entre los contribuyentes a través del tipo de impuestos creados y 
del grado de progresividad introducida en el cálculo de sus cuotas dife-
renciales. Además, los impuestos determinan la capacidad de ahorro de 
un país, al influir tanto indirectamente en la conducta ahorradora de los 
agentes privados (empresas y familias), a través sus tipos de gravamen, 
exenciones, y bonificaciones, como directamente en la capacidad de 
ahorro del sector público y, por ende, en su resultado financiero neto 
de capacidad (superávit) o necesidad (déficit) de financiación. Por todo 
ello, un sistema fiscal apropiado se convierte en un requisito fundamen-
tal para el desarrollo económico y social de los países latinoamerica-

61  Para profundizar en el debate sobre la Agenda de desarrollo 2015, véase Alonso, 
J.A. (2013).
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nos, con el objetivo de incrementar los ingresos fiscales y alcanzar una 
mayor autonomía y sostenibilidad financiera, de logar una progresiva 
mejora en sus altos niveles de desigualdad, y de conjugar el difícil reto 
de dotarlo adecuadamente con los criterios de suficiencia financiera, 
equidad (vertical y horizontal, a través de la progresividad), eficiencia 
económica, simplicidad administrativa y flexibilidad a los cambios del 
entorno económico.

La fiscalidad desempeña un papel crucial en el desarrollo de los países 
ya que afecta al comportamiento económico de los ciudadanos, deter-
mina el potencial del sector público (para proveer bienes y servicios, 
efectuar programas de redistribución de renta y aplicar políticas de es-
tabilización) y supone, además, un intercambio de impuestos por ser-
vicios públicos, representación y ciudadanía que se halla en el corazón 
del contrato social. Por todos estos motivos, un adecuado sistema fiscal 
se convierte en un requisito imprescindible para el progreso. 

En el caso de los países en desarrollo, los sistemas impositivos deben 
construirse en un contexto muy diferente del que existe en los países 
industrializados, lo cual dificulta la creación de un sistema fiscal ade-
cuado. Así, basten como ejemplos de factores condicionantes el elevado 
peso de la economía informal, los elevados niveles de desigualdad en la 
distribución de la renta, la gran relevancia del sector agrario, la fuerte 
presencia de empresas de muy reducida dimensión, la baja calidad insti-
tucional, tanto en lo que respecta a la escasez de medios materiales y hu-
manos en la gestión impositiva como a los graves problemas de evasión 
y corrupción que existen, o las deficiencias en las estadísticas tributarias. 
Todos estos problemas, junto a su menor nivel de renta, han supuesto 
que los sistemas fiscales difieran notablemente en los países en desarro-
llo respecto a los existentes en los países más adelantados. En primer 
lugar, en cuanto a su capacidad recaudatoria, notablemente inferior en 
los primeros. En segundo lugar, respecto a la estructura de los ingresos 
tributarios, claramente sesgada a favor de los impuestos indirectos. Fi-
nalmente, en cuanto al diseño de las principales figuras impositivas.

Por todo ello, los sistemas fiscales de los países en desarrollo han ido 
acumulando deficiencias a lo largo del tiempo. Con objeto de corregir 
esta tendencia, buena parte de ellos se ha embarcado en las dos últimas 
décadas en programas de reforma fiscal, en muchos casos auspiciados 
por organismos internacionales, o países donantes. Sin embargo, aún 
persisten numerosos problemas, tanto de carácter general, como espe-
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cíficos, a cada impuesto. Por supuesto, la gravedad de cada uno de ellos 
difiere entre países, por lo que a continuación se señalan las principa-
les características, fortalezas y debilidades de los sistemas fiscales de 
los países de estudio, agrupados por las dos regiones de análisis. Por 
último, se analizarán los niveles de desigualdad en la distribución de 
la renta de los ochos países de estudio para evidenciar la necesidad de 
actuación en materia fiscal para mejorar esta realidad.

En definitiva, los desafíos se concentran en la mejoras de los sistemas 
fiscales orientadas a las reformas tributarias que permitan ir cerrando 
la enorme brecha de ingresos entre los más pobres y ricos. Las clases 
bajas siguen careciendo de voz dentro del sistema, aun dentro de esta 
tendencia de mejora en los indicadores de desigualdad, se siguen pro-
duciendo mayores resistencias para integrarse. La incipiente y creciente 
clase media, fortalecida por la coyuntura de expansión económica de 
los últimos años, no apoya, incluso se opone en ocasiones, a aquellas 
reformas que puedan suponer la pérdida de los privilegios reciente-
mente conquistados. Y, de alguna forma, acerca posturas con las élites 
globalizadas, que ni esperan, ni desean, financiar un Estado que lo no 
consideran capaz de cubrir sus necesidades, que desde el sector privado 
consiguen. Lo público no responde a las expectativas mínimas de los 
servicios necesarios, con lo que no hay incentivos reales para participar 
en la construcción del Estado por parte, sobre todo, de estas elites más 
globalizadas. Una situación donde la falta de transparencia y de bajos 
niveles de educación cívica agudiza el desencuentro social e dificulta 
mayores avances. 

Ante este panorama, ¿la cooperación internacional en general, y la es-
pañola en particular, puede tener un papel relevante para promover las 
mejoras necesarias para avanzar en los principales desafíos en materia 
de fiscalidad en estos países?
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1. Presión Fiscal en los países elegidos
Los sistemas fiscales de los países en desarrollo tienen unas caracterís-
ticas propias tanto en términos cuantitativos, como en relación con el 
peso que los distintos impuestos tienen en el total de ingresos públicos 
en relación a la realidad fiscal de los países desarrollados. En este sen-
tido, el potencial del fortalecimiento de la capacidad fiscal como instru-
mento de financiación del desarrollo en los países latinoamericanos se 
puede vislumbrar al comparar la situación de sus sistemas fiscales con 
la de otras regiones y grupos de países del mundo con diferente nivel de 
renta per cápita. Así, los ingresos fiscales totales de los países latinoa-
mericanos se sitúan entre los niveles más reducidos del mundo, incluso 
utilizando el indicador de presión fiscal “ajustada” del BID-CIAT62 que 
incluye como ingreso fiscal los derivados por explotación de recursos 
naturales no renovables, que supone una significativa fuente de recur-
sos públicos para buena parte de los países latinoamericanos.

En concreto, en el Grafico VI.1 se observa la evolución comparada de 
los ingresos fiscales totales de los países latinoamericanos con los de los 
países de la OCDE –como referencia media de países desarrollados– y 
con los de los Países de Renta Media (PRM) para el período 1990-2010. 
En promedio, los ingresos fiscales de los países latinoamericanos, a pe-
sar de haber registrado un crecimiento notable en las dos últimas déca-
das, mayor al del resto de regiones, todavía muestra un nivel significati-
vamente menor tanto en relación al de los países comparables en cuanto 
a nivel de renta (PRM) –hasta 10 puntos del PIB por debajo en 1990, si 
bien se reduce esta brecha a 3,5 puntos del PIB en el 2010–, como res-
pecto a la media de los países de la OCDE –inferior en 17 puntos del PIB 
en 1990, y reducida a 10 puntos en el 2010–. Por su parte, los PRM han 
mantenido una presión fiscal muy estable en el período 1990-2010, con 
una diferencia de unos 8 puntos del PIB inferior en relación a la OCDE. 

62  Según la Base de datos BID-CIAT (2012). Los ingresos fiscales “ajustados” corres-
ponden a la suma de ingresos impositivos, las contribuciones sociales (pensiones y 
salud), tanto públicas como privadas cuando sean obligatorias, y las rentas derivadas de 
los recursos naturales, tanto de empresas públicas (regalías, dividendos y otros ingresos 
de libre disponibilidad del gobierno), como privadas (regalías, impuestos “extra” a la 
renta y patrimonio, etc.). Es un concepto más amplio, por tanto, que los tradicionales 
de ingresos tributarios, ya que incluye recursos que están excluidos en estos, pero que 
debieran tenerse en cuenta, puesto que o se encuentran a disposición del sector público 
(los derivados de recursos naturales) o responden a una regulación pública y son de 
pago obligatorio (contribuciones privadas obligatorias).
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Gráfico VI.1: Ingresos fiscales totales (en % PIB)63

Fuente: Elaboración propia a partir de OCDE (2012), BID y CIAT (2012) y 
FMI (2012).

Dentro de América Latina, el conjunto de países del Caribe muestran 
un nivel de presión fiscal acorde a la media de los PRM, mientras que 
en los países centroamericanos se observa un nivel notablemente infe-
rior: 12 puntos del PIB inferior a la presión fiscal de los PRM en 1990, 

63  Los países incluidos para cada una de las regiones reflejadas en el gráfico son: Amé-
rica Latina, AL: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El 
Salvador, Guatemala, Honduras, Méjico, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Repú-
blica Dominicana, Uruguay. Caribe: Barbados, Belice, Jamaica y Trinidad y Tobago. 
Centroamérica, CA: Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Pana-
má, República Dominicana. Los 39 países de renta media, PRM son: Albania, Argelia, 
Armenia, Bután, Bielorrusia, Botsuana, Bulgaria, Cabo Verde, Camerún, Egipto, Fiji, 
Filipinas, Georgia, India, Indonesia, Irán, Jordania, Kazakstán, Lesoto, Lituania, Ma-
lasia, Marruecos, Mauricio, Moldavia, Namibia, Nigeria, Pakistán, Polonia, Rumania, 
Rusia, Seychelles, Siria, Sri Lanka, Sudáfrica, Suazilandia, Tailandia, Túnez, Turquía 
y Ucrania. Los 34 países de la OCDE son: Alemania, Australia, Austria, Bélgica, Ca-
nadá, Chile, Corea del Sur, Dinamarca, Eslovaquia, Eslovenia, España, Estados Uni-
dos, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Hungría, Irlanda, Islandia, Israel, Italia, Japón, 
Luxemburgo, Méjico, Noruega, Nueva Zelanda, Países Bajos, Polonia, Portugal, Reino 
Unido, República Checa, Suecia, Suiza, y Turquía.
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que se reduce a 8 puntos del PIB en el 2010. Así, en el año 2010 los 
niveles de ingresos fiscales totales respecto al PIB de estos grupos de 
países era: del 23,5% para el conjunto de países latinoamericanos, del 
29,4% en los países del Caribe y del 19,3% en los países centroame-
ricanos –frente a un 33,8% en la OCDE, y un 26,9% en los PRM–. 
Por su parte, los países sudamericanos muestran, en general, un nivel 
promedio de ingresos fiscales totales similar al los de los PRM, si bien 
se da una alta heterogeneidad entre ellos, generada básicamente por 
la significativa mayor presión fiscal relativa de Argentina y Brasil (en 
el 2012, del 37,3% y 36,3%, respectivamente, con tasas superiores al 
nivel promedio de la OCDE del 34,1% PIB).

A su vez, los cuatro países sudamericanos de estudio –Bolivia, Colom-
bia, Ecuador y Paraguay– registran perfiles diferenciados en relación a 
su capacidad fiscal para financiar sus procesos de desarrollo (Gráfico 
VI.2). Así, en términos promedio para el período 2007-2010, se observa 
que Bolivia tiene una mayor capacidad financiera fiscal (del 28,4% de 
su PIB), frente a los otros tres países analizados, éntrelos que Paraguay 
muestra una significativa mayor debilidad financiera en su recaudación 
fiscal (un 19,7% del PIB), y Colombia y Ecuador se situarían en posi-
ciones intermedias, con unos niveles de recaudación fiscal del 23,5% y 
22,3% del PIB, respectivamente. 

Por otro lado, en el incremento de los ingresos fiscales producido en 
estos cuatro países entre 1999 y 2010 se observa una distinta intensi-
dad: mucho mayor en Ecuador y Bolivia –con ganancia de +11,5 y +9 
puntos del PIB, respectivamente–, frente al significativamente menor 
aumento producido en Colombia y Paraguay –de +4,5 y +4 puntos del 
PIB, respectivamente–. Esta gradual consolidación del crecimiento de 
los recursos públicos ha posibilitado que los gobiernos de estos países 
perciban un nuevo escenario de mayor capacidad financiera para ejecu-
tar sus Planes Nacionales de Desarrollo (PND), si bien materializada en 
diferentes años: Bolivia y Colombia desde el 2004, Ecuador a partir del 
2006, y Paraguay tan solo desde el 2010 (Gráfico VI.2).
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Gráfico VI.2: Ingresos fiscales ajustados: ingresos tributarios y 
de explotación de recursos naturales (en % PIB)
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Fuente: Base datos BID - CIAT 2012. 

El significativo incremento de la capacidad financiera de estos países 
en los últimos años se fundamenta en el importante peso que ha juga-
do el aumento de ingresos públicos por explotación de recursos natu-
rales (petróleo, gas, etc.), dado que estos cuatro países comparten un 
escaso nivel relativo de recaudación estrictamente impositiva, con una 
tasa promedio de presión fiscal impositiva en torno al 15% del PIB en 
el período 2007-2010, –en concreto, del 16,1% en Bolivia, el 15,8% 
en Colombia, el 15,0% en Ecuador y el 13,0% en Paraguay, (Gráfico 
VI.3)–, lejos del nivel promedio de los países de la OCDE, cuyo nivel 
de presión fiscal impositiva se situaba en el entorno al 25% del PIB (sin 
incluir los ingresos de la Seguridad Social). 

A su vez, entre los años 2001-2010 estos países experimentan una gra-
dual tendencia al incremento de la recaudación impositiva, si bien hay 
que señalar dos perfiles diferenciados entre ellos: por un lado, la ten-
dencia común registrada en Paraguay, Ecuador y Bolivia de incremento 
de sus ingresos impositivos en más de 3 puntos porcentuales del PIB 
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(de +3,5; +3,3; y +3,1 puntos, respectivamente); mientras que por el 
otro, se encuentra Colombia con un aumento inferior –de +1,9 puntos 
del PIB–. A pesar de estos aumentos, el actual contexto de expansión 
económica es una buena oportunidad para que estos cuatro países pro-
fundicen en la actual tendencia de aumento de sus ingresos impositivos, 
a la vez que se consiga una mayor recaudación relativa procedente de 
los impuestos directos, como medio para conseguir la reducción de sus 
altos niveles de desigualdad en la distribución personal de la renta.

Gráfico VI.3: Ingresos impositivos (en % PIB)
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Fuente: Base datos BID - CIAT 2012. 

En la mayor o menor posibilidad de obtención de ingresos por la explo-
tación de recursos naturales (no renovables, como el petróleo o el gas) 
o renovables (energía hidroeléctrica) es donde se da la diferencia más 
significativa entre estos cuatro países respecto a la capacidad financiera 
de sus gobiernos (véase al respecto el Gráfico VI.4). En este sentido, 
debe destacarse el caso de Bolivia, en donde se produjo una potente 
recaudación de ingresos públicos procedente de la explotación de sus 
yacimientos de gas y del petróleo (en una cuantía equivalente al 9% del 
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PIB, como promedio en el período 2007-2010); a pesar de la impor-
tancia de este tipo de recursos, los otros tres países alcanzaban niveles 
recaudatorios inferiores: una media del 3,3% del PIB en Ecuador, por 
explotación de recursos petrolíferos (que en el 2010 suponían el 5,0% 
del PIB); del 3,1% en Colombia, por los recursos derivados de la acti-
vidad petrolera; y del 2,8% PIB en Paraguay, como consecuencia de la 
explotación de la represa hidroeléctrica de Itaipú (con exportación de 
agua dirigida mayoritariamente a Brasil para cubrir su déficit energético 
a trasvés de un acuerdo bilateral plurianual). 

Estos ingresos públicos derivados de la explotación de recursos natura-
les constituyen una valiosa oportunidad para reforzar la financiación de 
las políticas públicas, aunque no debería evitarse que se convirtiera en un 
desincentivo para que estos países realizaran las deseables reformas fisca-
les en pro de una mayor suficiencia impositiva y de mejora de la equidad.

Gráfico VI.4: Ingresos por explotación de recursos naturales 
(en % PIB)
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Fuente: Base datos BID - CIAT 2012. 
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En definitiva, entre 1999 y 2010 estos cuatro países han tenido un im-
portante incremento de sus ingresos fiscales (en mayor medida, en Boli-
via y Ecuador), fundamentalmente gracias al progresivo aumento de los 
ingresos por explotación de sus recursos naturales. Un objetivo desea-
ble de las futuras reformas fiscales en estos países sería profundizar en 
la consolidación del papel de los ingresos impositivos como principal 
fuente de financiación pública, para lograr reducir su dependencia de 
los ingresos provenientes de la explotación de recursos naturales y, en 
consecuencia, evitar la volatilidad de una parte importante de sus ingre-
sos. En este sentido, a continuación se analizan los principales rasgos 
de los sistemas impositivos de estos cuatro países. 

2. Principales ingresos impositivos
La comparación de la estructura de los ingresos fiscales de los países 
latinoamericanos con la de los países de la OCDE, permite caracterizar 
los principales rasgos de los sistemas fiscales en América Latina y el 
Caribe y perfilar, a través de la distribución de los pesos y la evolución 
de los distintos recursos públicos, el margen de maniobra para profun-
dizar en las reformas fiscales más adecuadas para los mismos. 

En términos comparativos, a lo largo de las últimas dos décadas se ob-
servan tres características globales en la composición de los ingresos 
fiscales de América Latina y el Caribe: a) se ha producido un crecimien-
to del peso de los tres pilares de la recaudación: IVA, Renta y Seguridad 
Social; b) persiste un significativo peso del IVA como la figura impo-
sitiva más relevante (cercano al 30% del total de los ingresos públicos, 
frente al 20% de media en la OCDE); c) el peso de la recaudación por 
figuras de imposición directa en el total de recursos públicos es sensi-
blemente inferior a la registrada en los países desarrollados: tanto en 
la recaudación de la Seguridad Social (un 20%, frente al 25%), como, 
sobre todo, en la participación de los impuestos sobre la renta (casi diez 
puntos por debajo de la existente en los países de la OCDE, 25% frente 
al 35% del total de ingresos públicos, respectivamente). De esta mane-
ra, las significativas diferencias en materia de imposición directa, y en 
particular sobre la renta personal, permiten explicar, en buena media, 
las insuficiencias recaudatorias de los países latinoamericanos respecto 
a la OCDE (Gráfico VI.5).
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Gráfico VI.5: Composición de los ingresos fiscales 
ALC y OCDE. Evolución 1990/94 – 2005/10

Seguridad
Social

Resto

Renta

IVA

0%

10%

20%

30%

40%

50%

60%

80%

90%

100%

70%

22,75%

19,92%

15,72%

41,60%

27,81%

20,80%

17,84%

33,56%

28,53%

21,27%

19,67%

30,53%

29,45%

25,66%

19,56%

25,34%

ALC

90/94 95/99 00/04 05/10

Seguridad
Social

Resto

Renta

Gen. s/consumo

0%

10%

20%

30%

40%

50%

60%

80%

90%

100%

70%

18,80%

35,75%

23,55%

21,90%

19,60%

34,55%

24,80%

21,05%

19,95%

34,20%

24,85%

21,00%

19,80%

34,37%

25,53%

20,30%

OCDE

90/94 95/99 00/04 05/10

Fuente: Elaboración propia a partir de OCDE (2012), BID y CIAT (2012).



105

SISTEMA FISCAL Y ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA EN LOS PAÍSES SELECCIONADOS DE AMÉRICA DEL SUR

En el caso de los cuatro países de estudio, el análisis de la estructura de 
sus ingresos fiscales reproduce los principales rasgos detectados en la 
región latinoamericana; en concreto: un alto peso de la recaudación del 
IVA y de los ingresos por explotación de recursos naturales, seguido, 
a distancia, tanto de los recursos procedentes del gravamen de las ren-
tas –casi en su totalidad, concentrados sobre las rentas empresariales–, 
como de la recaudación por impuestos selectivos; y una recaudación 
muy baja en relación con los impuestos sobre la propiedad. En con-
creto, para el año 2010 se observa que el IVA es la principal fuente de 
ingresos públicos en estos países64, con una recaudación respecto al PIB 
del 8,1% en Bolivia, del 7,5% en Paraguay; del 6,5% en Ecuador; y del 
5,3% en Colombia; seguida de las rentas provenientes de la explotación 
de recursos naturales (básicamente, del petróleo, gas, e hidroeléctricos), 
que han supuesto una recaudación sobre el PIB del 8,5% en Bolivia; 
del 5,0% en Ecuador; del 3,0% en Paraguay; y del 2,7% en Colombia. 

A distancia, le sigue la recaudación obtenida tanto de la imposición 
sobre la renta de empresas –que alcanza tasas respecto al PIB del 4,6% 
en Colombia; del 3,5% en Ecuador; del 3,4% en Bolivia; y del 2,6% en 
Paraguay–, como de los ingresos procedentes de los impuestos selec-
tivos –que suponen el 2,1% del PIB en Paraguay; el 1,5% del PIB en 
Bolivia; y tan solo, el 0,9% del PIB en Ecuador, o el 0,2% del PIB en 
Colombia–. Residual es, por otro lado, la recaudación obtenida tanto 
con la imposición sobre la renta de las personas físicas –de un 0,6% 
del PIB en Ecuador; un 0,2% del PIB en Bolivia y Colombia; y nula en 
Paraguay–, como con los impuestos sobre la propiedad –que alcanza el 
0,4% del PIB en Colombia; el 0,3% del PIB en Ecuador; y es nula en 
Bolivia y Paraguay– (Gráfico VI.6). 

64  Exceptuando, como se comentaba anteriormente, el caos de Bolivia, en donde los 
ingresos procedentes de los recursos naturales alcanzan un peso superior en términos 
de PIB.
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Gráfico VI.6: Ingresos fiscales ajustados (% PIB, 2010)
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Fuente: Base datos BID - CIAT 2012. 

En este sentido, podrían señalarse algunos objetivos sobre los que po-
drían avanzar las futuras reformas fiscales que acometan estos cuatro 
países: a) Por un lado, la conveniencia de incrementar la recaudación 
impositiva sobre la renta de las personas, a la vez que de introducir 
elementos de mayor progresividad efectiva en la estructura de este im-
puesto; b) Por otro, procurar el establecimiento o la consolidación de 
alguna modalidad de imposición sobre la propiedad (con mayor énfasis 
en Paraguay y Bolivia); y c) Por último, habría que intentar lograr una 
gradual reducción de la alta dependencia financiera de los ingresos por 
explotación de recursos naturales, a medida que aumentara la recauda-
ción de la imposición sobre la renta de las personas y, en su caso, de los 
impuestos sobre la propiedad.
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Para completar esta visión panorámica de las figuras impositivas en los 
cuatro países de estudio, conviene analizar el peso y la evolución de la 
recaudación por la imposición desagregada por las principales figuras 
impositivas. Así, en relación a la recaudación por imposición sobre el 
consumo a través del IVA, como hemos dicho, hay que resaltar que se 
trata de la fuente más importante de ingresos impositivos –y segunda 
fuente de ingresos públicos– en los cuatro países de estudio, alcanzando 
un valor promedio en el periodo 2007-2010 respecto al PIB del 7,9% 
en Bolivia; de 6,3% en Paraguay, de 6,2% en Ecuador, y de 5,4% en 
Colombia (Gráfico VI.7). Si bien estos niveles están en torno a los exis-
tentes en el año 2010 para el promedio de América Latina y el Caribe 
(6,6% PIB) y de los países de la OCDE (6,8% PIB), la diferencia se da 
en el alto peso relativo de la recaudación por IVA en el total de ingresos 
fiscales, que en el 2010 supuso: un 34,3% en Paraguay; un 25,1% en 
Ecuador; un 25,0% en Bolivia, y un 23,3% en Colombia (el promedio 
en ALC fue del 27,6%, y en la OCDE del 19,4%). 

A su vez, estos cuatro países registran perfiles diferenciados en la 
trayectoria de la recaudación por IVA en el período 1999-2010. Por 
un lado, destaca la posición de Bolivia con una tradicional mayor re-
caudación por IVA frente a los otros tres países, en una cuantía equi-
valente al 7,2% del PIB en 1999, relativamente estable en el período, 
aunque, tras registrar un leve incremento, alcanzaba un nivel del 8,1% 
del PIB al final de la década. Por el contrario, Ecuador presenta una 
trayectoria de recaudación del IVA mucho más variable en este perío-
do, con una primera etapa de intenso crecimiento entre 1999 y 2001 
(pasando del 3,7%, al 6,9% del PIB, respectivamente), seguida de un 
período de caída de la recaudación entre los años 2002 y 2008 (con lo 
que se situaba en el este último año en un nivel del 5,8% del PIB) y, 
finalmente, con una tendencia creciente en los dos últimos años de la 
década, con lo que el IVA logra alcanzar unos ingresos equivalentes 
al 6,5% del PIB. 

Por su parte, mientras que Paraguay y Colombia parten de un nivel 
similar de recaudación por IVA al de Ecuador y registran una leve ten-
dencia creciente en estos años, estos dos países muestran un distinto 
comportamiento al final de la década: Paraguay mantiene su creci-
miento en todo el período (lo que le permite registrar un significativo 
aumento en su recaudación, pasando de un nivel del 4,6% del PIB en 
1999 al 7,5% del PIB en el año 2010), mientras que Colombia reduce 
sus ingresos por IVA en los dos últimos años (con lo que finalmente 
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su recaudación por IVA registra en esta década un leve incremento y 
pasa del 4,4% del PIB en el año 1999, a un 5,3% del PIB en el año 
2010). (Gráfico VI.7).

Gráfico VI.7: Impuesto sobre el consumo – IVA (en % PIB)
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Fuente: Base datos BID - CIAT 2012. 

La recaudación por IVA representa para estos gobiernos ventajas en 
términos de suficiencia; de simplicidad en su gestión (y cumplimien-
to), y de neutralidad (sobre las decisiones de ahorro e inversión), aun-
que conlleva un importante inconveniente en términos de equidad por 
tratarse de un impuesto que genera efectos regresivos en la distribu-
ción personal de la renta, y la desventaja de generar altos costes en 
su cumplimiento si existen regímenes especiales, tasas diferenciadas, 
y numerosas exenciones. En los cuatro países de estudio existe una 
amplia heterogeneidad entre los IVA, tanto respecto al nivel de la tasa 
general del impuesto en el año 2010 (con un 13% en Bolivia, un 16,0% 
en Colombia, un 12% en Ecuador, y un 10% en Paraguay), como en 
sus tasas reducidas (un 0% en Bolivia y Ecuador; un 0% y un 5% en 
Paraguay; y un 0%, 1%, 6%, y 10% en Colombia); a la vez que en los 
cuatro países existen diferentes rentas exentas del IVA con distintos 
niveles de importancia.
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Respecto a la capacidad recaudatoria del IVA en estos cuatro países, si 
se utiliza el “índice de productividad” del IVA –como cociente entre la 
recaudación del IVA en puntos porcentuales del PIB y la tasa general 
del impuesto–, que registra una amplia variabilidad entre estos países 
(para Bolivia no hay datos al respecto). Si recordamos que un valor 
igual a 1 es el valor máximo, Paraguay ofrecía un valor de 0,61 en 2009; 
Ecuador un 0,54 (2010); y Colombia, un 0,33 (2007) (BID, 2013). 

Por su parte, el “índice de eficiencia-consumo total” (“índice eficiencia-
C”) del IVA, –medido como cociente entre la recaudación del IVA como 
% del consumo y la tasa general del impuesto– también refleja una alta 
heterogeneidad entre estos países: Ecuador, 0,74 (2010); Paraguay, un 
0,62 (2009); y Colombia, un 0,45 (2007). Tomando como referencia el 
valor promedio de estos índices “de productividad” y de “eficiencia-
consumo total” del IVA en el año 2010 para los países latinoamericanos 
(del 0,41; y 0,53; respectivamente) y para los de la OCDE (del 0,40; y 
0,59; respectivamente), se observa que tanto Ecuador (de forma des-
tacada) como Paraguay, muestran en ambos índices unos niveles por 
encima del promedio de AL y de la OCDE; por el contrario, Colombia 
es el país con ambos índices relativamente bajos, en buena medida por 
su tradicional alto nivel de evasión del IVA (superior al 30% de la re-
caudación potencial) (BID, 2013).

En relación al problema de la regresividad del IVA, es preciso partir de 
los altos niveles de concentración de la renta personal en estos cuatro 
países –medidos por el índice de Gini (IG)–,65 que a nivel nacional se 
situaron en el año 2011: en el 0,546 en Paraguay; en el 0,545 en Colom-
bia; en el 0,508 en Bolivia; y en el 0,460 en Ecuador. 

Para medir el grado de regresividad del IVA se suele utilizar el Índice de 
Kakwani (IK) que mide la progresividad –como diferencia entre el IG 
del impuesto y el IG del ingreso, esto es, compara la distribución de la 
renta en el pago del impuesto con la distribución de la renta existente; 
con lo que a mayor valor del IK, mayor progresividad del impuesto de 
que se trate–; si aplicamos el IK en relación al ingreso de los países 
analizados, los valores disponibles (BID, 2013) son de un -0,117 para 
Paraguay (2001); y un -0,067 para Colombia (2003 (BID, 2013).

65  Ver el capítulo IV.2 al respecto.



110

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

Por su parte, a través del Índice de Reynolds-Smolensky (IRS) se puede 
analizar la capacidad redistributiva del IVA de estos países -al medir la 
diferencia entre la distribución de la renta antes y después del pago del 
impuesto, con lo que a mayor IRS, mayor capacidad redistributiva. En 
los países estudiados los valores disponibles del IRS en su IVA respecto 
al ingreso fueron: de un -0,005 en Paraguay (2001), y un -0,004 en Co-
lombia (2003) (BID, 2013). 

De esta manera, al comparar la situación entre los cuatro países respec-
to al IVA, se observa que Ecuador presenta la mejor situación relativa, 
al registrar su IVA unos destacados mayores niveles de índices de efi-
ciencia-consumo, de progresividad (IK) y de capacidad redistributiva 
(IRS), a la vez que un índice de productividad superior al promedio de 
AL y de la OCDE. A distancia, el IVA de Paraguay presenta el mayor 
nivel de productividad (básicamente, por su destacada baja tasa del im-
puesto), con un alto valor de su eficiencia-consumo; un cierto grado de 
progresividad (IK) y una mediana capacidad redistributiva (IRS). 

En el caso de Colombia, su IVA presenta una escasa capacidad recauda-
toria tanto en términos de productividad, como de eficiencia-consumo, 
en ambos casos con unos valores inferiores al promedio de AL, junto 
con un nivel mediano tanto en términos de progresividad (IK), como de 
capacidad redistributiva. Por último, Bolivia, muestra el IVA con menor 
progresividad (IK) y menor capacidad redistributiva (IRS) de los casos 
analizados, si bien no disponemos de datos respecto a su nivel produc-
tividad y de eficiencia-consumo. 

Aunque la articulación y formato del IVA es un tema complejo, cada 
gobierno ha de instrumentar el IVA, con todo su alcance recaudatorio y 
efectos sobre la equidad, con el adecuado equilibrio entre los objetivos 
necesarios de poder recaudatorio, equidad, neutralidad y simplicidad. 
Una forma de corregir la regresividad del IVA es a través de la intro-
ducción de exenciones y alícuotas reducidas para la compra de bienes 
y servicios básicos, si bien el alcance redistributivo es mucho mayor a 
través de la ejecución de gastos sociales (transferencias monetarias y 
provisión de bienes públicos preferentes) dirigidos a las capas de po-
blación de menor ingreso.

Por otro lado, en lo que respecta a la imposición sobre la renta, se apre-
cia que existe, de forma generalizada, un amplio margen de reforma en 
los países latinoamericanos, especialmente, respecto al Impuesto sobre 
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la Renta de las Personas que presenta, como se ha dicho, una recauda-
ción muy baja. Así, como media del período 2006-2010, estos ingresos 
suponían el 1,3% del PIB en los países latinoamericanos (AL), frente 
al 4,0% de los países del Caribe (CAR), al 3,0% de los Países de Renta 
Media (PRM), o del nivel del 8,9% de países de la OCDE. 

Como ya se ha apuntado, en cambio, se observa que la recaudación 
por el Impuesto sobre la Renta Empresarial es muy similar entre estos 
grupos de países, con lo que prácticamente la totalidad de la diferen-
cia en sus niveles de ingresos por imposición sobre la renta –de más 
de cuatro puntos entre AL y CAR, superior a dos puntos entre AL y 
PRM, y de más de siete puntos entre AL y la OCDE– se origina por su 
brecha relativa en la recaudación del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Naturales66. 

Por último, merece la pena destacar el escaso peso que la imposición 
sobre la renta (en su totalidad) tiene respecto a los ingresos totales en 
los países latinoamericanos, de tal manera que en el período 2006-2010 
representaba una recaudación del 4,7% del PIB, que supone el 20,5% 
del total de sus ingresos fiscales, frente a las ratios, respectivamente, del 
CAR (del 9,0% y del 31,0%), de los PRM (con un 6,9% y un 23,9%), y 
de la OCDE (del 12,4% y del 35,7%). (Gráfico VI.8).

 

66  Estos datos son una aproximación a la realidad ya que la distinción entre renta per-
sonal y renta de las actividades económicas es difusa, y depende de cada legislación na-
cional. Así, por ejemplo, en la mayoría de las legislaciones latinoamericanas la tributa-
ción de empresas individuales computa en el impuesto a la renta empresarial, mientras 
que en los países de la OCDE lo hace en el impuesto a la renta personal. Por otra parte, 
que exista un tipo u otro de régimen para corregir la doble imposición internacional 
repercutirá en el reparto de la carga entre ambos impuestos.
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Gráfico VI.8: Ingresos Totales, sobre la Renta Personal y sobre 
la Renta Empresarial en % del PIB. Media 2006-2010

Fuente: Elaboración propia a partir de OCDE (2012), BID y CIAT (2012) y 
FMI (2012).
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censo de su peso en los países de la OCDE (de casi dos puntos porcen-
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En cambio, el peso de la imposición sobre la renta societaria en térmi-
nos de PIB ha experimentado una clara convergencia a nivel mundial, 
con un importante crecimiento generalizado en los países de AL, lo que 
ha permitido reducir progresivamente su brecha en puntos porcentuales 
del PIB con la mayoría de grupos de países referidos: con los PRM 
(de 1,36 puntos en 1990, a 0,02 puntos en el 2010), con los países de 
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sobre la renta empresarial era, respecto al PIB: del 5,21% en CAR; 
3,38% en PRM, 3,36% en AL, y del 2,94% en la OCDE.

El análisis de la imposición sobre la renta en los cuatro países de es-
tudio permite señalar diferencias significativas entre ellos. En primer 
lugar, respecto a los ingresos totales por imposición sobre la renta –tan-
to personal, como de empresas–, en el período 1999-2010 sobresale el 
tradicional mayor nivel de Colombia (entre cuatro y cinco puntos del 
PIB, con un nivel promedio del 5,3% del PIB en los últimos cuatro 
años del período); el nivel intermedio de recaudación de Ecuador, con 
una progresiva tendencia creciente en todo el período (con lo que pasa 
de una recaudación del 0,7% del PIB del inicio, a un nivel del 5,0% en 
el último año); y la menor recaudación relativa de Bolivia y Paraguay, 
que comparten una misma tendencia de leve aumento en el período, si 
bien el primero con un mayor incremento en la segunda mitad de la dé-
cada, con lo que en los años 2007 y 2010 estos países reflejan un nivel 
promedio de recaudación del 3,6% y 2,5% del PIB, respectivamente 
(Gráfico VI.9).

Gráfico VI.9: Ingresos Totales, sobre la Renta Personal y sobre 
la Renta Empresarial en % del PIB
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Fuente: Base datos BID - CIAT 2012. 
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Al considerar por separado el peso de los componentes personal y 
empresarial respecto a los ingresos totales, estos cuatro países siguen 
el patrón ya señalado para el conjunto de AL: la participación de la 
tributación sobre las empresas en el total es claramente mayor (con 
la misma pauta indicada respecto al conjunto de ingresos impositivos 
sobre la renta), mientras que la imposición personal se sitúa en los 
cuatro países en niveles muy escasos, sobresaliendo Paraguay de for-
ma muy significativa con una recaudación prácticamente nula (Gráfi-
cos VI.10 y VI.11).

Gráfico VI.10: Impuesto a la renta de las empresas (en % PIB)
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Gráfico VI.11: Impuesto a la renta de las personas (en % PIB)

Fuente: Base datos BID - CIAT 2012.
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las próximas reformas fiscales de estos cuatro países (de forma muy 
significativa en el caso de Paraguay)67.

Por último, entre las fuentes impositivas complementarias, y de una 
menor recaudación relativa en estos cuatro países, han de mencionar-
se los impuestos selectivos (al consumo, ambientales, a plásticos, a 
combustibles, etc.) y los impuestos sobre la propiedad, si bien entre 
ellos muestran un comportamiento contrario y dispar: por un lado, 
Bolivia y Paraguay obtienen una recaudación destacada con el con-
junto de impuestos selectivos (en torno a dos puntos del PIB, como 
promedio del período 2007-2010), mientras que sus ingresos por im-
posición sobre la propiedad son prácticamente nulos en estos mismos 
años (del 0,01% y 0% del PIB, respectivamente). Por su parte, Colom-
bia y Ecuador muestran mayores niveles relativos de recaudación por 
imposición sobre la propiedad (entre los años 2007-2010, alcanzan el 
0,43% y 0,25% del PIB, respectivamente), a la vez que registran me-
nores recaudaciones por impuestos selectivos, para el mismo período, 
en relación a Bolivia y Paraguay (del 0,2% del PIB y del 0,9% del 
PIB, respectivamente).

A modo de conclusión, puede decirse que, pese al significativo incre-
mento de la capacidad financiera de estos países en el período 1999-
2010 –en buena medida, debido al aumento de ingresos públicos por 
explotación de recursos naturales–, y de haberse producido una ligera 
convergencia al alza en sus indicadores de presión fiscal global, su ni-
vel sigue siendo relativamente reducido, debido a la existencia de un 
escaso nivel de recaudación impositiva con una tasa promedio en los 
últimos años del período en torno al 15% del PIB, diez puntos inferior 
al promedio de la OCDE (en concreto, del 16,1% en Bolivia, el 15,8% 
en Colombia, el 15,0% en Ecuador y el 13,0% en Paraguay).

La transformación de la estructura de los ingresos fiscales experimen-
tada en este periodo, ha originado que en estos países el grueso de la 
recaudación pivote sobre la explotación de recursos naturales y sobre 
la imposición indirecta del IVA que prevalece claramente frente a la 
imposición sobre la renta, cuya recaudación sigue alejada de los niveles 
observados en los países desarrollados. En particular, son las carencias 
en materia de imposición sobre la renta personal en estos cuatro países 

67  Tras una serie de vicisitudes, solo recientemente se ha aprobado en este país la apli-
cación de in impuesto sobre la renta, aunque con muy limitada capacidad recaudatoria.
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(y de forma sobresaliente, en Paraguay) las que mejor explican las dife-
rencias de sus sistemas fiscales respecto a los de los PRM y a los de la 
OCDE, mientras que el impuesto sobre la renta empresarial sí se sitúa, 
en términos recaudatorios, en línea con la experiencia comparada de 
ambos grupos de países.

Como ya se ha dicho, parece excesivo el peso relativo de la explo-
tación de recursos naturales en los sistemas fiscales de estos países, 
si bien es Bolivia el país que presenta una alta dependencia fiscal al 
respecto, llegando a representar la explotación de sus recursos natura-
les no renovables (petróleo y gas) en el período 2007-10 más del 30% 
de sus ingresos fiscales totales (en concreto, el 31,7%). También son 
importantes estos ingresos en los otros tres países, pero a distancia del 
caso de Bolivia, con tasas respecto al total de ingresos fiscales, para el 
mismo período del 19,4% en Ecuador, del 14,2% en Paraguay; y del 
13,2% en Colombia.

Por último, el grueso de la recaudación impositiva en estos cuatro paí-
ses se hace, en buena medida, a través de impuestos indirectos sobre el 
consumo, lo que genera un efecto regresivo en la distribución personal 
de la renta que no ayuda a mejorar los niveles de equidad. Hay que 
resaltar, no obstante, que el menor nivel de renta, o la elevada desigual-
dad e informalidad características en estos cuatro países, condicionan 
la capacidad recaudatoria de sus gobiernos y no son fácilmente subsa-
nables. A su vez, hay otros factores, como las carencias institucionales 
y administrativas para la adecuada gestión tributaria, la proliferación de 
exenciones y beneficios y gastos fiscales, el tratamiento preferencial de 
ciertas fuentes de renta o los elevados niveles de evasión fiscal, que ex-
plican los bajos niveles de recaudación en la imposición sobre la renta. 

3. Las administraciones tributarias en 
Bolivia, Colombia, Ecuador y Paraguay
Las administraciones tributarias (AT) juegan un papel central no solo 
en la ejecución de la política tributaria de los países, sino, como agentes 
activos y catalizadores de la relaciones entre el gobierno y los ciudada-
nos. En ese sentido, su papel, no se limita a la recaudación de una buena 
parte de los ingresos de los países, sino que se extiende a otros ámbitos 
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esenciales para conseguir la consolidación de la cohesión social. En la 
misma dirección, la eficacia de los sistemas fiscales no consiste sólo 
en un diseño correcto y equilibrado de las distintas figuras tributarias, 
sino que depende también de la capacidad institucional que permita la 
aplicación correcta de las normas y que vele por que se mantengan los 
principios de justicia en la aplicación de la misma68. Estos factores de 
institucionalidad y adecuada gestión, se convierten en piezas esencia-
les, hasta el punto de que, como se expresa reiteradamente por muchos 
autores, “en los países en desarrollo la administración tributaria, es la 
política tributaria”. 

Este apartado recoge de forma muy concisa las principales característi-
cas de las administraciones tributarias de Bolivia, Colombia, Ecuador y 
Paraguay resumiendo la información contenida en el informe “Estado 
de la Administración Tributaria en América Latina 2006/2010” elabo-
rado por el BID y la CIAT69, analizando las AT en diferentes ámbitos 
para sistematizar la información y facilitar la propuesta de líneas de 
actuación y reforma pertinentes. 

3.1. Consideraciones institucionales

La complejidad de los sistemas fiscales, los frecuentes cambios de las 
leyes y los desafíos a la aplicación de las normas tributarias (sobre eco-
nomía sumergida, elusión, evasión, etc.) hacen que las administracio-
nes tributarias tengan que afrontar importantes retos en los países ana-
lizados, especialmente si, como ocurre con frecuencia, no cuentan con 
los suficientes recursos económicos, técnicos, legales y humanos para 
cumplir su misión.

La estructura de las agencias tributarias varía entre los distintos países 
analizados. En el caso de Paraguay se trata de una subsecretaría dentro 
del Ministerio de Hacienda, dependiendo funcionalmente de ést, mien-
tras que en Bolivia se trata de un Viceministerio dentro del Ministerio 
de Hacienda, con una mayor autonomía. En los casos de Colombia y 

68  González, D, Martinoli, C; Pedraza, L. (2009) “Sistemas tributarios de América Lati-
na: situación actual, reformas y políticas para promover la cohesión social”. 
69  BID, CIAT (2013) “Estado de la administración tributaria en América Latina : 2006-
2010”- Banco Interamericano de Desarrollo, Centro Regional de Asistencia Técnica 
para Centroamérica, Panamá y República Dominicana, Centro Interamericano de Ad-
ministraciones Tributarias (CIAT).
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Ecuador, sus agencias tributarias son organismos completamente au-
tónomos. De cualquier forma, en todos los casos hay una tendencia a 
dotar de mayor autonomía a las estructuras encargadas de la adminis-
tración fiscal, por lo que existe una tendencia generalizada a la creación 
de organismos autónomos. 

En cuanto a las funciones que desempeñan las administraciones tribu-
tarias, la primera y más evidente es la recaudación. En la Tabla VI.1 se 
señala la importancia de los ingresos que recaudan las AT, dentro del 
total de ingresos tributarios del país.

Tabla VI.1: Importancia de las AT según los ingresos tributarios 
del país (%)

 2006 2007 2008 2009 2010  Promedio 
2006-2010 

Bolivia (SIN) 72,5 71,8 71,4 71,5 72,0 71,8

Colombia (DIAN) 66,9 67,4 68,7 67,8 65,9 67,3

Ecuador (SRI) 46,7 46,6 47,9 53,0 53,7 49,6

Paraguay (SET) 30,0 29,2 28,7 32,9 34,8 31,1

Promedio latinoamericano 62,0 62,4 62,0 63,0 63,2 62,5

Fuente: CIAT, 2012.

Mientras Bolivia deja en manos de su AT la recaudación de la mayor 
parte de los ingresos tributarios del país, el SRI de Ecuador, y la SET 
de Paraguay son dos AT que gestionan menos del 50% de los ingresos 
tributarios totales; de hecho Paraguay está muy por debajo de la media 
regional. En el caso de Colombia, en el año 2010, la DIAN gestionaba 
el 65,9% de los recursos totales, pero debe recordarse que entre estos se 
incluye la recaudación aduanera, que no se contempla entre las compe-
tencias de las otras agencias. 
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3.2. Estructura organizativa de las entidades 
recaudatorias en la región

A pesar de que en la mayoría de los casos se trata de organismos indepen-
dientes o cuasi-independientes del poder ejecutivo, en todos ellos la máxi-
ma autoridad del organismo de administración de impuestos es designada 
por el presidente del país. En cuanto a la estructura de la agencia, tal vez el 
sistema directivo más complejo es el existente en Colombia, donde diver-
sos comités intervienen en la dirección de la administración tributaria. En 
los casos de Bolivia y Paraguay, la estructura de dirección es más vertical 
dada su dependencia directo del ministerio correspondiente. 

En relación con la dimensión presupuestaria, en América Latina nin-
guna AT aprueba su presupuesto directamente ni tiene capacidad para 
modificar su estructura institucional, lo que ocurre, naturalmente, en los 
países estudiados. En cuanto a los recursos humanos que trabajan en la 
AT, las agencias de Bolivia y Colombia cuentan con autonomía para 
su contratación y para fijar remuneraciones diferentes con respecto al 
resto de la administración pública, no siendo así en el caso de Ecuador 
y Paraguay. Por otra parte, las administraciones tributarias de América 
Latina cuentan con un buen número de controles que intentan garan-
tizar la transparencia en su acción y gestión, así como el cumplimien-
to adecuado de su mandato. Así, por ejemplo, en Colombia, Bolivia y 
Ecuador existe un triple control por parte de una contraloría o tribunal 
de cuentas, de la asamblea legislativa y del órgano de control interno.

A pesar de que tal como señala la CIAT, con el tiempo, la cuestión de 
la organización y competencias ideales de una AT ha pasado a segundo 
plano, cobrando mayor importancia la eficiencia, es necesario mejorar 
la coordinación de la acción de las distintas agencias encargadas de la 
recaudación tributaria, en particular en materia de información, debien-
do tenderse a un modelo de gestión donde la información no se inter-
cambie, sino que se comparta. Esto es necesario no solo a nivel interno 
de los países sino también en la relación entre agencias de distintos 
países, un factor clave para prevenir el fraude fiscal internacional. 

3.3. Presupuestos y costes de gestión

En los últimos años el presupuesto ejecutado por las agencias tributa-
rias de América Latina ha aumentado significativamente en términos 
generales, como puede verse en la Tabla VI.2. Entre 2006 y 2010 el 
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gasto total aumentó hasta un 52,2% en el caso de Ecuador, mientras 
que Bolivia muestra un decrecimiento en el periodo analizado, lo que 
resulta singular dado que en toda Suramérica el presupuesto de las AT 
aumentó (en términos reales, los presupuestos totales han crecido 25, 
2%, en promedio). 

Otro de los aspectos que debe contemplarse cuidadosamente de cara 
al aspecto financiero de las administraciones tributarias es la adecuada 
utilización de los escasos recursos disponibles, requisito básico para 
las AT. El uso correcto de los recursos influye de una manera poderosa 
en la percepción social del funcionamiento del sistema tributario y del 
erario y en consecuencia influye en el nivel de cumplimiento voluntario 
de las obligaciones fiscales por parte de los contribuyentes. En todo 
caso, como se desprende de la tabla citada, el peso de los ingresos de 
las administraciones tributarias es modesto, tanto si se relacionan con 
la recaudación total, como, sobre todo, si se mide respecto al PIB de los 
países. Solo Paraguay y Ecuador arrojan valores superiores a un punto 
de la recaudación obtenida en cada año. 

Tabla VI.2: Presupuestos de las AT

Año 2010 
(millones de US$)

Variación % 
real 2010/06

Costo total 
sobre la 

recaudación 
(prom. 

2006/10)

Costo total 
sobre el PIB 

(prom. 
2006/10)
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Bolivia (SIN) 22,5 22,5 -13,9 -13,9 0,73 0,13

Colombia (DIAN)* 381,0 n.d. 23,8 n.d. 0,98 0,12

Ecuador (SRI) 79,0 79,0 52,2 52,2 1,3 0,12

Paraguay (SET) 26,8 26,8 34,4 34,4 2,47 0,14

Promedio 
latinoamericano    25,2 26,2 1,37 0,18

*No existen centros de costes para brindar datos de forma discriminada. 

Fuente: CIAT, 2012.
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Por otro lado, el tamaño y el coste de cada AT también deben guardar 
una relación con las características del país, su extensión, población, 
distribución geográfica de la población, etc. En el cuadro se puede ver 
la relación entre el presupuesto total de las AT y el PIB. El promedio 
regional (0,18%) y el de los países analizados está levemente por deba-
jo de la OCDE (0,2%). Esto permite concebir la existencia de un cierto 
espacio de crecimiento de las AT para alcanzar las dimensiones de las 
administraciones más avanzadas. 

Volviendo a los costes, algunas AT tienen costes muy bajos destacando 
el caso de Bolivia, mientras que el SET de Paraguay tiene un coste alto, 
de hecho, superior al 2%. En general, el coste de la recaudación tributa-
ria en AL se sitúa en niveles ligeramente superiores al de los países de la 
OCDE que tenían un coste promedio del 0.96% en el año 2009. Según 
la tendencia analizada por BID /CIAT en 2009 los costes de gestión en 
los países de A.L. aumentaron mucho como consecuencia de la fuerte 
caída recaudatoria por la crisis económica y el retraso de los presupues-
tos nacionales para ajustar a la baja rápidamente los presupuestos de las 
entidades públicas, entre ellas las AT. De cualquier forma esta relación 
no es en sí misma una referencia precisa y exige un análisis detallado 
caso a caso, pues un alto nivel de eficiencia puede deberse a un incre-
mento recaudatorio consecuencia del buen funcionamiento de la AT o 
a una gestión presupuestaria muy rigurosa, pero también a subidas de 
impuestos por cambios normativos, a reducciones injustificadas del ni-
vel de inversiones o de los gastos corrientes, o a una mayor demanda 
interna que incremente el volumen de las importaciones, etc. La valora-
ción de la ratio es muy diferente en cada caso y se prevé que varíe dada 
la tendencia de crecimiento económico, relativamente general entre las 
economías suramericanas

En relación específicamente a los gastos de personal (véase la Tabla 
VI.3) hay una gran variación entre los países de América Latina, alcan-
zando precisamente Paraguay el porcentaje más bajo, con un 42,3%, (el 
mayor gasto registrado es el de Argentina con un 89%). De cualquier 
forma, en todos los casos analizados en nuestro trabajo el gasto de per-
sonal es inferior a la media regional. En cuanto a los gastos corrientes 
Bolivia muestra unos porcentajes especialmente altos si se comparan 
con administraciones mucho más complejas o con mayor número de 
atribuciones, como es el caso de la colombiana. En este país la relación 
entre gastos corrientes es de hecho, bastante baja con relación al gasto 
en personal. En el caso paraguayo la comparación no puede estable-
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cerse con la misma claridad dado que solo se incluyeron los gastos en 
servicios básicos, dentro de los gastos corrientes.

Tabla VI.3: Distribución del gasto de las AT (% sobre el total)

Gastos de 
personal

Gastos 
corrientes Inversiones Otros 

gastos

Bolivia (SIN) 55,3 41,2 3,5

Colombia (DIAN) 46,4 10,9 39,1 3,6

Ecuador (SRI) 63,3 24,1 11,4 1,3

Paraguay (SET)* 42,3 0,1 7,6 50
Promedio  
contribuciones 
sociales 

68,1 21,4 6,1 6,3

*En gastos corrientes se tuvo en cuenta sólo servicios básicos. 

Fuente: CIAT, 2012.

Respecto a las inversiones, con datos del año 2010, las diferencias son 
también muy importantes. En general los recursos asignados a inver-
siones son bajos en toda la región, si bien la DIAN de Colombia cons-
tituye una clara excepción al destinar más del 30% de su presupuesto a 
inversiones. El SRI de Ecuador dedica a inversiones más del 10% del 
gasto total, mientras que Bolivia y Paraguay, por su parte, se encuentran 
dentro de los promedios regionales. El bajo valor de los recursos dedi-
cados a inversión es claramente insuficiente, según el BID y el CIAT 
sería necesario tomar medidas de forma inmediata, si se quiere mante-
ner un funcionamiento adecuado de la AT. En relación al coste total de 
gestión de las AT, se observa dos perfiles distintos entre los países de 
estudio: por un lado, Bolivia y Colombia con un significativo menor 
nivel, frente a los relativamente mayores costes de gestión existentes en 
Ecuador y Paraguay. Así, en términos del coste total de gestión sobre 
la recaudación, los niveles promedio para el período 2006-2010 fueron, 
respectivamente del: 0,73%, 0,98%, 1,30% y 2,47% (CIAT, 2012). 
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3.4. Personal al servicio de la administración 
tributaria

Otro de los aspectos importantes de la estructura de la administración 
tributaria es la cantidad de personal que se emplea. En este caso se ob-
serva una gran dispersión en la evolución de la plantilla, con incremen-
tos muy fuertes en el caso de Ecuador frente a la reducción en el SIN 
de Bolivia, y la reducción especialmente notoria de la plantilla en el 
caso de Paraguay. No obstante, el valor de las cifras en este caso, debe 
relativizarse dado el corto período temporal observado y la dificultad 
de conocer las estrategias de personal aplicadas en cada caso con una 
información tan limitada.

Tabla VI.4: Dotación de personal en las AT

Dotación de 
personal Var. 2010/06 Sólo tributos 

internos

Total
Sólo 

tributos 
internos

Total
Sólo 

tributos 
internos

Respecto 
a la 

población

Respecto 
a la 

población 
económi-
camente 
activa

Bolivia (SIN) 1,506 1,506 -16,90% -16,90% 6,923 3,334

Colombia 
(DIAN) 8,648 4,366 7,80% -14,50% 10,424 4,913

Ecuador (SRI) 3,114 3,114 44,20% 44,20% 4,749 2,067

Paraguay (SET) 953 953 -36,80% -36,80% 6,718 3,124

Promedios   12,50% 9,10% 5,387 2,465

Fuente: CIAT, 2012.

En promedio más del 50% del personal de las AT en la región tiene 
formación académica superior lo que supone un porcentaje mucho 
más elevado que el promedio de los países de la OCDE. De hecho 
en los casos de Colombia, y Ecuador, representa más del 60% de la 
dotación total.



125

SISTEMA FISCAL Y ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA EN LOS PAÍSES SELECCIONADOS DE AMÉRICA DEL SUR

Respecto a las retribuciones salariales, BID /CIAT afirma que, en ge-
neral, el nivel salarial es justo y adecuado y que de forma paulatina se 
van extendiendo las retribuciones variables ligadas al rendimiento es-
pecífico del funcionario y sobre todo las relacionadas con los resultados 
generales de la A.T. Como se observa en las respuestas al cuestionario 
lanzado por el CIAT, con la única excepción de Bolivia, la AT ofrece 
remuneraciones superiores a las del sector privado. Esto en cierta forma 
incentiva el ingreso de los mejores profesionales del sector, siempre y 
cuando se mantengan criterios de meritocracia y transparencia en la 
selección del personal.

Finalmente, se debe señalar que la capacitación permanente del per-
sonal se ha convertido en una prioridad, por lo que todas las Adminis-
traciones cuentan con Unidad de Capacitación que utilizan los canales 
presencial o a distancia de manera generalizada para mantener actuali-
zado el personal en materias técnico-tributarias y gerenciales.

3.5. Planificación e informática

Hay que destacar, por otro lado, el uso creciente de internet e intranet 
en las AT, que se han convertido en organizaciones catalizadoras para 
su uso por el resto de la AT e incluso para la sociedad en su conjunto. 
En casi todas se ofrecen ya servicios a los contribuyentes (formula-
rios, programas de ayuda para confeccionar declaraciones, bases de 
preguntas frecuentes, presentación de solicitudes o recursos, etc.). 
Esto supone un cambio significativo en el modelo de relaciones de la 
A.T. con los contribuyentes que debe llevar a una transformación ra-
dical a través de las “oficinas virtuales” que ofrecen a los ciudadanos 
la posibilidad de relacionarse con la A.T. exclusivamente por internet, 
lo que hace posible desde la presentación de declaraciones y el pago 
electrónico (ya muy generalizado en A.L.), la notificación electrónica, 
presentación de solicitudes de aplazamiento, participación en subas-
tas, emisión de facturas, consulta de la validez de comprobantes de 
pago, etc.

A pesar de la importancia que le han dado las administraciones a los re-
cursos informáticos, aun persiste una gran brecha digital en los países, 
lo que hace que a pesar de que existan los recursos muchas personas 
no puedan aprovecharlos. Este problema que afecta a las políticas pú-
blicas en general, tiene un impacto muy relevante en la capacidad de 
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las AT, especialmente para poder llegar a los ciudadanos de las zonas 
rurales y apartadas70.

En cuanto a la seguridad “electrónica” de los datos, todas las AT rea-
lizan un control de acceso a la base de datos según el perfil de cada 
funcionario y, con la única excepción de Bolivia, las demás agencias 
cuentan con un centro de control de datos. Esto constituye un activo 
muy importante en la seguridad de los datos y del acceso a los mismos. 

3.6. Aspectos jurídicos y procedimentales

Las agencias tributarias de los cuatro países analizados se encargan 
de realizar por si mismas los cobros en caso de impagos o morosidad, 
aunque en el caso de Paraguay el cobro activo o ejecutivo lo lleva a 
cabo la abogacía del Tesoro. En esta materia, BID /CIAT señalan que 
la inclusión del cobro coactivo entre las funciones propias de la AT es 
aconsejable por razones de coordinación, por agilidad en el cobro y en 
el manejo de la información disponible y en definitiva, por razones de 
eficacia y eficiencia.

En general, los Códigos Tributarios reconocen a las AT el derecho a 
obtener información con trascendencia tributaria y a utilizarla para con-
trolar la correcta aplicación de los tributos. Dicha información puede 
proceder de los contribuyentes o de terceros con los que éstos se rela-
cionan y a los que la AT puede solicitársela. Este derecho, sin embargo, 
no es ilimitado, y se encuentra acotado para que sirva exclusivamente a 
sus fines propios bajo el deber de secreto y sigilo71.

Respecto al caso específico del acceso a la información bancaria, en Pa-
raguay se necesita una orden judicial para acceder a esta información, 
mientras que en Bolivia y Ecuador se puede acceder caso por caso y en 
Colombia sin restricciones. En este ámbito específico la normativa de 
los países de América Latina es muy diferente a la de los países de la 
OCDE donde se accede con mayor facilidad a la información bancaria.

70  Comentario recogido en entrevista personal realizada en la Dirección de Recaudos 
de la DIAN en Colombia. 
71  En los casos de Colombia, Ecuador, y, Paraguay la información ni puede ser utilizada 
en procesos judiciales de carácter civil, laboral o mercantil.



127

SISTEMA FISCAL Y ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA EN LOS PAÍSES SELECCIONADOS DE AMÉRICA DEL SUR

Ahora bien, respecto a la acción de las administraciones en materia de 
sanciones en el año 2010 la DIAN de Colombia emitió 10.318 notifica-
ciones sancionadoras; el SRI de Ecuador 16.480; y el SET de Paraguay 
1.625 (para Bolivia no hay datos disponibles). De cualquier forma, la 
evidencia indica que el régimen sancionador no se aplica de forma ri-
gurosa por parte de las AT, por lo que no constituye un instrumento po-
tente para desincentivar los incumplimientos tributarios, a pesar de que 
el delito tributario está tipificado en la legislación de todos los países. 
De hecho, el número de sentencias es también escaso, con excepción de 
Colombia. Como dato relevante, exceptuando Chile, México y Colom-
bia, en el resto de AL en el año 2010 sólo se tiene noticia de cuarenta 
sentencias condenatorias por delito tributario. 

3.7. Relaciones de la Hacienda con la sociedad

La sociedad civil ha estado involucrándose cada vez más, directa o in-
directamente, en la gestión de las administraciones tributarias. En los 
casos de la DIAN de Colombia, o el SRI de Ecuador, representantes 
de la misma participan en la gestión como delegados, consejeros o re-
presentantes de gremios empresariales a través de directorios, consejos 
asesores y similares. En el caso de la SIN de Bolivia, aunque no se in-
volucran directamente en la gestión, participan indirectamente a través 
de consejos asesores conformados por miembros del sector público o 
la academia.

Por otro lado, tiene una gran importancia el registro (Tabla VI.5), que 
permite conocer qué personas físicas o jurídicas realizan operaciones 
con trascendencia tributaria. El registro es un mecanismo que además 
permite luchar contra la economía informal, y proveer de información 
a todo el sistema de gobierno. Para ello necesita ser completo, correcto 
y estar actualizado. 
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Tabla VI.5: Número de contribuyentes

Número de 
contribuyentes 

registrados

Número de 
contribuyentes 

activos

Activos/ 
registrados

Registrados/ 
población PEA

Bolivia 
(SIN) 263.624 n.d. n.d. 2,5 n.d.

Colombia 
(DIAN) 7.888.675 n.d. n.d. 17,3 n.d.

Ecuador 
(SRI) 2.745.076 1.589.080 57,9 18,6 24,7

Paraguay 
(SET) 557.944 455.157 81,6 8,7 15,3

Promedio   65,7 23 22,8

Fuente: CIAT, 2012.

El registro de contribuyente, asigna a estos un Número de Identifica-
ción Fiscal que sirve para identificarles no sólo en sus relaciones con la 
AT sino también en cuanto a sus operaciones financieras, mercantiles, 
inmobiliarias, etc. que tengan trascendencia tributaria. En América La-
tina, todos los países asignan a los contribuyentes un NIF. Asimismo, 
en todos los países, los contribuyentes están obligados a comunicar los 
cambios en su situación registral a la AT, salvo en Panamá.

La capacidad de identificar a sus contribuyentes es una de las fortalezas 
de las administraciones tributarias frente a otras instituciones públicas. 
De hecho, en el caso de Colombia las Direcciones de Impuestos y de 
Aduanas han puesto de manifiesto que el NIF, que en Colombia se de-
nomina RUT (Registro Único Tributario), es solicitado por otros orga-
nismos de la administración pública que necesitan identificar personas 
y evitar el fraude, pero en procesos totalmente ajenos al sistema tribu-
tario, como por ejemplo, en la asignación de subsidios o en el reconoci-
miento de beneficiarios de los procesos de reparación de víctimas. Dado 
que el Documento Nacional de Identidad no ofrece la misma certeza en 
la identificación, se ha solicitado el RUT. Si bien esto demuestra la bue-
na capacidad de la DIAN en materia de manejo de datos y seguridad en 
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la identificación, lo cierto es que este uso no tributario del RUT produce 
costes y una importante carga de trabajo sobre la DIAN, por la cual no 
recibe ninguna retribución, lo cual aumenta sus costes de proceso72. 

Volviendo a la identificación de los contribuyentes y a su relación con 
la administración tributaria, las mejores experiencias internacionales 
de gestión tributaria señalan que, para aumentar los niveles de cum-
plimiento voluntario, las AT deben implantar un control riguroso del 
cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de los contribu-
yentes y al mismo tiempo, tratar de lograr una relación de confianza con 
los contribuyentes cumplidores y reducir la presión fiscal indirecta. Por 
este motivo, la cercanía de la administración a los contribuyentes es im-
portante. Uno de los indicadores de esta relación es el número de con-
sultas atendidas por los diferentes canales que se ponen a disposición 
de los ciudadanos. En este caso destaca el fuerte peso que mantiene el 
canal presencial en muchos países; entre los más destacados de la re-
gión latinoamericana se cuentan tres de los países analizados Colombia, 
Bolivia, SRI y Ecuador. A pesar del fuerte crecimiento de internet, éste 
aún no es el medio más usado para consultar a la administración, con la 
excepción del caso ecuatoriano. 

Todo parece indicar que la estrategia más adecuada a seguir pasaría por 
ofrecer servicios de atención que no exijan el desplazamiento físico de 
los contribuyentes a las oficinas tributarias. Internet y la atención tele-
fónica son las grandes alternativas y singularmente la primera. En defi-
nitiva, el mayor reto de los servicios de información es lograr calidad en 
los servicios y unidad de criterio en las respuestas. Para lograrlo, ade-
más de la capacitación permanente del personal, parece necesario con-
tar con otros instrumentos, como la construcción de una base de datos 
en la que se fije de manera inmediata la interpretación administrativa de 
las leyes tributarias. Esta base de datos debería ponerse a disposición de 
todos los canales de asistencia, ser accesible por internet y dar respuesta 
a las preguntas planteadas con mayor frecuencia por los contribuyentes.

72  Según entrevista realizada en la Dirección de Recaudaciones de la DIAN
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Tabla VI.6: Análisis DAFO de las AT en Bolivia, Colombia, 
Ecuador y Paraguay

Fortalezas
•	 En los últimos años las ad-

ministraciones tributarias se 
han fortalecido, las reformas 
tributarias han proporcionado 
mayores medios económicos, 
se han desarrollado programas 
de formación y los gobiernos 
se han esforzado por explicar 
la importancia de los impues-
tos a la ciudadanía. 

•	 En los casos de Colombia y 
Ecuador, se percibe un buen 
diseño institucional (delega-
ción de funciones bien delimi-
tadas, existencia de suficientes 
órganos de control interno, y 
buenos sistemas de comunica-
ción interna) y autonomía de 
la institución. 

•	 En general, se ha dotado a 
las instituciones fiscales de 
mayores recursos humanos 
–adecuadamente cualificados 
en el nivel central–, y presu-
puestarios, para ejercer sus 
funciones.

•	 Existencia de registros tributa-
rios y de números de identifi-
cación de contribuyentes.

•	 Aumento y mejora de los 
procesos de formación de los 
empleados de las AT. 

•	 La retribución salarial de los 
empleados parece razonable y 
adecuada.

Debilidades 
•	 Fallos en el sistema tributario 

(excesivas exenciones, regre-
sividad).

•	 Debilidad de las demás estruc-
turas encargadas o relaciona-
das con la política tributaria 
(aduanas, Ministerio de 
hacienda, oficinas de control 
del Estado, etc.).

•	 Falta de mecanismos para evi-
tar el fraude fiscal (humanos, 
técnicos, legales).

•	 Dificultades en el acceso a la 
información bancaria. 

•	 En los casos de Bolivia y 
Paraguay se observa una cierta 
falta de autonomía de la Admi-
nistración tributaria al no ser 
entes separados del Ministerio 
de Hacienda. 

•	 Necesidad de mejorar la coor-
dinación de la acción de las 
distintas agencias encargadas 
de la recaudación tributaria, 
en particular en materia de in-
formación, debiendo tenderse 
a un modelo donde la infor-
mación no se intercambie, 
sino que se comparta. Esto es 
necesario no solo a nivel inter-
no de los países sino también 
en la relación entre agencias 
de distintos países.

•	 Incapacidad o serias limita-
ciones de las administraciones 
locales para recaudar e incluso 
para ejecutar el gasto público.



131

SISTEMA FISCAL Y ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA EN LOS PAÍSES SELECCIONADOS DE AMÉRICA DEL SUR

•	 Mejora en los mecanismos de 
comunicación con los ciuda-
danos (buenos indicadores de 
atención personal, aumento de 
las herramientas de contacto 
on-line, diseño de manuales de 
tributación para la ciudadanía, 
campañas para el aumento de 
la cultura fiscal).

•	 Ampliación del catálogo de 
servicios en línea. 

•	 Las AT cuentan con un buen 
número de sistemas de control 
externos. 

•	 Baja cualificación y falta de 
profesionales en los niveles 
locales (menos evidente en 
Colombia). 

•	 Cambios rápidos y sucesivos 
en la normativa tributaria 
que no permiten ajustar los 
requerimientos administrati-
vos necesarios para ponerlos 
en marcha. 

•	 A pesar de los esfuerzos 
se acusa la falta de cultura 
tributaria. 

Oportunidades 
•	 El crecimiento económico 

sostenido en la región en los 
últimos años, y su posible 
estabilización en el futuro, 
han permitido un aumento en 
el gasto público. 

•	 El aumento en el uso de las 
tecnologías de la información.

•	 Altos niveles formativos de 
los profesionales disponi-
bles en el país; la educación 
universitaria y técnica es de 
buena calidad para preparar 
profesionales.

Amenazas 
•	 Altos niveles de corrupción.
•	 Elevadas tasas de economía 

informal.
•	 Existencia de paraísos fiscales.
•	 Falta de coherencia entre 

las diferentes esferas de las 
políticas internas en los países.

4. Fortalezas y debilidades de los sistemas 
fiscales y las administraciones tributarias 
en los países estudiados
En general, entre las principales fortalezas detectadas en el análisis de 
los sistemas fiscales de estos cuatro países de estudio destaca el in-
cremento de la capacidad financiera del Estado gracias a un aumento 
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sostenido de la presión fiscal en los últimos años (especialmente, en el 
caso de Bolivia), así como el fortalecimiento de sus Administraciones 
Tributarias (AT). En este sentido, las mejoras detectadas en las AT de 
estos cuatro países se concretan en los siguientes ámbitos: una mayor 
dotación de recursos humanos y presupuestarios para ejercer sus fun-
ciones; un aumento de los procesos de formación de sus empleados; 
una mejora en el diseño institucional y en su autonomía (especialmente 
en Ecuador y Colombia); un aumento en el uso de las tecnologías de la 
información en materia tributaria, con un ampliado catálogo de servi-
cios tributarios en línea; y una mejora en sus mecanismos de comunica-
ción con los ciudadanos.

El significativo crecimiento económico sostenido en la región en los úl-
timos años ha permitido aumentar la capacidad financiera del Estado, lo 
que ha hecho posible que estos países pudieran reaccionar frente a las 
crisis con un aumento en el gasto público (especialmente en inversio-
nes públicas en infraestructuras) aplicando así políticas contra cíclicas, 
además de aumentar el gasto social mediante la creación de redes ali-
mentarias y la concesión de subsidios. En ese sentido, el actual ciclo de 
expansión económica puede favorecer que estos países puedan realizar 
–de forma gradual– las reformas fiscales necesarias para incrementar los 
niveles de progresividad y de suficiencia financiera, y poder facilitar la 
reducción de la alta desigualdad existente. Otro elemento positivo que 
puede facilitar tal dinámica, es la existencia de una incipiente conciencia 
ciudadana respecto a la importancia de disponer de una fiscalidad pro-
gresiva y redistributiva, y de asegurar un mayor control, transparencia y 
rendición de cuentas en la gestión pública general y tributaria. 

Pero, a su vez, hay importantes elementos que pueden dificultar la pues-
ta en marcha de las reformas fiscales, o retrasar su profundización, en 
estos países: su elevada tasa de informalidad laboral y económica; los 
altos niveles de corrupción; o la existencia de paraísos fiscales. Adicio-
nalmente, entre las principales debilidades estructurales detectadas en 
el análisis de los sistemas fiscales de los cuatro países sudamericanos de 
estudio, hay que destacarlos siguientes elementos: a) la alta dependen-
cia y volatilidad de los ingresos públicos provenientes de la explotación 
y exportación de recursos naturales no renovables (petróleo, el gas, o 
ciertos minerales), de forma sobresaliente en Bolivia; b) la relativa baja 
presión fiscal impositiva (de forma más acentuada en Paraguay) a pesar 
del incremento de los ingresos tributarios registrado en las últimas dos 
décadas; c) la elevada tasa de informalidad laboral y económica, que 
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dificulta y mina la recaudación impositiva potencial e impide avanzar 
hacia una mayor cultura de “ciudadanía fiscal”; d) el escaso grado de 
progresividad del sistema impositivo y de su impacto sobre la distribu-
ción del ingreso, básicamente por la debilidad, constatada en los cuatro 
países, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Naturales (y de for-
ma más sobresaliente en Paraguay) y por dificultades en la aplicación 
del IVA (especialmente en Bolivia); y e) los elevados niveles de evasión 
fiscal en el Impuesto sobre la Renta y en el IVA (a pesar de la reducción 
registrada en la última década en este impuesto). 

Otras debilidades en los sistemas impositivos y las AT de estos cuatro 
países que no pueden pasarse por alto son la existencia de elevados gas-
tos tributarios, en buena medida, de difícil justificación según los princi-
pios impositivos; la regresividad de la aplicación de algunos impuestos 
(especialmente en el caso de Bolivia con el IVA); la rápida sucesión de 
cambios en la normativa tributaria (que impide que se puedan realizar 
a tiempo los requerimientos administrativos necesarios para ponerlos 
en marcha); la insuficiente coordinación entre administraciones públi-
cas –entre el gobierno central y los gobiernos subnacionales (locales y 
regionales)– en la gestión pública y aplicación de las políticas fiscales; la 
débil capacidad de inspección fiscal, de control de la evasión impositiva 
(especialmente en los Impuestos sobre la Renta), y de sanción en materia 
tributaria (que requieren de nuevos recursos humanos, técnicos, lega-
les) para evitar el fraude fiscal; y la necesidad de seguir fortaleciendo la 
capacitación profesional de los trabajadores en las AT de estos países, 
especialmente en los gobiernos subnacionales de estos cuatro países.

Por último, desde una perspectiva de sociología política, los países es-
tudiados muestran carencias en materia de cohesión social y de com-
promiso de los ciudadanos con el Estado. Obstáculos específicos para 
ello, son las altas tasas del sector informal en estos países y la presión 
que ejercen sus élites económico-políticas no aumentar su carga tri-
butaria. Esta deseable reciprocidad entre los ciudadanos y el Estado 
en materia fiscal, parece más difícil de lograrse en los países en los 
que buena parte de los ingresos públicos procede de la explotación de 
recursos naturales no renovables, lo que explica la falta de incentivos 
para emprender las reformas impositivas que incrementen la presión 
impositiva y aumenten la progresividad del sistema, y dificulta que los 
ciudadanos se sientan más partícipes en su responsabilidad para con el 
sostenimiento de la capacidad financiera de sus gobiernos, ni se identi-
fiquen con las políticas públicas que éstos realizan.
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1. Introducción 
En todo proceso de desarrollo la fiscalidad desempeña un papel crucial, 
pues afecta al comportamiento económico de los ciudadanos, determina 
el potencial del sector público para proveer bienes y servicios, efectuar 
programas de redistribución de renta y aplicar políticas de estabiliza-
ción y supone, además, un intercambio de impuestos por representación 
y ciudadanía que se halla en el corazón del contrato social. Por todos 
estos motivos, un buen sistema fiscal se convierte en un requisito im-
prescindible para el progreso y el crecimiento económico. 

Los criterios habitualmente empleados para juzgar la bondad de un 
sistema fiscal han estado basados en los llamados principios impositi-
vos. En primer lugar, la suficiencia, es decir, que la estructura tributaria 
articulada sea capaz de proveer al estado de los recursos necesarios73. 
En segundo lugar, la eficiencia, de modo que las distorsiones genera-
das por el sistema tributario sean lo menores posibles. En tercer lugar, 
la equidad, con el fin de lograr un sistema justo y no discriminatorio. 
En cuarto lugar, la sencillez administrativa, de manera que los cos-
tes de cumplimiento de la legislación tributaria sean reducidos, tanto 
para los contribuyentes como para la administración. Por último, la 
flexibilidad, es decir, que el sistema fiscal sea capaz de adaptarse a un 
entorno cambiante, especialmente en contextos de intensas variaciones 
del ciclo económico. 

En el caso de los países en desarrollo, los sistemas impositivos deben 
construirse en un contexto muy diferente del que existe en las naciones 
más ricas y que dificulta la creación de un sistema adecuado. Basten 
como ejemplos de factores condicionantes el elevado peso de la econo-
mía informal, la gran relevancia del sector agrario, la fuerte presencia 
de empresas de muy reducida dimensión, la baja calidad institucional, 
tanto en lo que respecta a la escasez de medios materiales y humanos 
en la gestión impositiva como a los graves problemas de evasión y co-
rrupción que existen, o las deficiencias en las estadísticas tributarias. 

Todos los problemas mencionados, junto a su menor nivel de renta, 
han supuesto que los sistemas fiscales difieran notablemente en los paí-

73  Como es bien sabido, este principio tiene un carácter relativo, por cuanto la cantidad 
de tributos obtenidos dependerá de los objetivos del gasto y la estructura y alcance de 
los servicios públicos.
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ses en desarrollo respecto a los existentes en los países desarrollados. 
En primer lugar, en cuanto a su capacidad recaudatoria, notablemente 
inferior en los primeros. En segundo lugar, respecto a la estructura de 
los ingresos tributarios, claramente sesgada a favor de los impuestos 
indirectos. Finalmente, en cuanto al diseño de las principales figuras 
impositivas. Por todo ello, los sistemas fiscales de los países en desarro-
llo han ido acumulando deficiencias a lo largo del tiempo. Con objeto 
de corregir esta tendencia, buena parte de ellos se ha embarcado en las 
dos últimas décadas en programas de reforma fiscal, en muchos casos 
auspiciados por organismos internacionales o países donantes. Sin em-
bargo, pese a los cambios introducidos en los sistemas fiscales, aún per-
sisten numerosos problemas, tanto de carácter general como específicos 
de cada figura tributaria. 

Por supuesto, la gravedad de cada uno de esos problemas difiere entre 
países. En el caso de Centroamérica, aunque se han realizado progre-
sos notables en los últimos años, aún cabe subrayar la insuficiencia de 
recursos tributarios en algunos casos, lo que provoca un volumen de 
ingresos insuficiente para financiar los servicios públicos, déficit fisca-
les significativos, especialmente en algunos períodos, y una estructura 
de los ingresos sesgada hacia el predominio de la imposición indirecta. 
Además, en esos países parece necesario mejorar la eficacia administra-
tiva y promover sistemas más equitativos. 

Por los motivos anteriores, para poder garantizar el desarrollo eco-
nómico de los países de la región, deben efectuarse lo que se llaman 
reformas de segunda generación, que modernicen los sistemas tributa-
rios y que consigan aumentos notables en los ingresos públicos. Esta 
tarea se halla al alcance de los países centroamericanos, pues, aunque 
en distinto grado, disponen de una infraestructura institucional y unas 
condiciones socioeconómicas que pueden hacer posible el éxito de las 
reformas si éstas se diseñan de forma correcta y se llevan a cabo con 
el empeño suficiente. No obstante, en este proceso existen obstáculos 
importantes que será necesario superar. De entre ellos, cabe subrayar 
dos. Por un lado, las carencias políticas, institucionales y de cohesión 
social presentes en la región. Por otro, los condicionantes exteriores, 
tanto por la necesidad de coordinación regional, como por el importan-
te proceso de integración en la economía mundial experimentado por 
Centroamérica en los últimos años, especialmente en relación con su 
vinculación real y formal con Estados Unidos. En este terreno los orga-
nismos y la cooperación internacionales pueden desempeñar un papel 
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importante, mediante ayuda financiera y técnica y de colaboración en 
materia tributaria. 

A lo largo del presente trabajo nos referiremos a Centroamérica en un 
sentido amplio. Aunque la atención inicial del trabajo se concentraba en 
los cuatro países de la región con mayores dificultades económicas (El 
Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua), decidimos incluir ade-
más los casos de Costa Rica, Panamá y República Dominicana para 
ofrecer una imagen más completa de la región y aprovechar la informa-
ción de carácter integral disponible.

2. Caracterización de los sistemas fiscales 
de los países centroamericanos

2.1. Los ingresos impositivos y su estructura

Al igual que sucede con el resto del mundo en desarrollo, los siste-
mas fiscales de los países centroamericanos difieren notablemente de 
los existentes en los países desarrollados, tanto en términos puramente 
cuantitativos como en lo que respecta al diseño de las figuras impositi-
vas más relevantes. En primer lugar, los ingresos de sus administracio-
nes públicas son muy inferiores a los que tienen los países ricos y estas 
diferencias obedecen en buena medida a las disparidades que presentan 
sus ingresos impositivos. Como puede observarse en el Gráfico VII.1, 
mientras que en los países desarrollados estos representan en media del 
período 2006/2010 el 36,2% del PIB, en los países de renta media, gru-
po al que pertenecen todos los países centroamericanos, eran el 20.5%. 
En el caso de América Latina (AL), dichos ingresos eran prácticamente 
iguales a los del promedio de los países de renta media (20,2%) y en 
América Central (AC) inferiores en dos puntos y medio (17,9%). Es 
decir, presenta unas cifras que son más o menos las que corresponden 
a su nivel de desarrollo. Precisamente, ha sido en AL y AC donde más 
han crecido los ingresos tributarios desde los años noventa: 4,0 y 3,1 
puntos, respectivamente. 
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Gráfico VII.1: Ingresos impositivos (% PIB). Media 2006/2010

Fuente: BID-CIAT para los países latinoamericanos y Garcimartín (2012) 
para el resto.

Gráfico VII.2: Ingresos impositivos (% PIB). Aumento 
2006/2010 – 1990/1995
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Sin embargo, también la región centroamericana es muy heterogénea. 
Los ingresos impositivos en el período 2060/2010 sólo eran superiores 
al promedio de América Latina en Nicaragua y Costa Rica74, destacando 
por situarse muy alejados del promedio latinoamericano, Guatemala, El 
Salvador y República Dominicana (ver Gráfico VII.3). Desde princi-
pios de los años noventa, como muestra el Gráfico VII.4, los ingresos 
han aumentado de manera notable en este último país (4,3 puntos del 
PIB), Nicaragua (5,6 puntos) y en menor medida en Costa Rica (3,9), 
mientras que, por el contrario, han descendido 0,7 puntos en Panamá 
(que cuenta con los ingresos del Canal). En suma, América Central es 
una región caracterizada por una tributación algo inferior a la del pro-
medio latinoamericano y el de otros países de renta media, aunque en 
los últimos años se ha producido un cierto proceso de convergencia. 
No obstante, la heterogeneidad es amplia en la región, con casos de 
muy baja tributación y además divergencia (Guatemala, Panamá, y El 
Salvador) y otros donde sucede lo contrario (Nicaragua y Costa Rica).

Gráfico VII.3: Ingresos impositivos en América Central 
(% PIB). Media 2006/2010

Fuente: BID-CIAT.

74  Conviene recordar que son de sobra conocidos los serios problemas de estimación 
del PIB que existen en Centroamérica y que obligan a tomar las cifras con cautela. Por 
ejemplo, en Nicaragua se habla de un 30% de subestimación, por lo que sus ingresos 
impositivos no serían tan elevados. Lo contrario sucede en República Dominicana. 
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Gráfico VII.4: Ingresos impositivos en AC (% PIB). Aumento 
2006/2010 – 1990/1995

Fuente: BID-CIAT.

En general, suele ocurrir que a bajos niveles de ingreso de un país los 
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los impuestos sobre ventas. Cuando se consolida el proceso de desarro-
llo, los tributos sobre el comercio exterior ocupan un lugar marginal y 
tiende a aumenta el protagonismo de los impuestos sobre la renta. En 
América Central, junto a esta tendencia general también se observan 
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Así, como se recoge en los Gráficos VII.5 y VII.6, la figura más rele-
vante tanto en América Latina en su conjunto como en América Cen-
tral son los impuestos generales al consumo (básicamente el IVA), que 
representan el 37,3% y el 29,7% del total, respectivamente. Posterior-
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más del 6% del PIB, en otros como Bolivia o R. Dominicana apenas 
tienen presencia. En el caso particular de América Central, al margen 
de los dos países citados, las cotizaciones sociales son importantes en 
Nicaragua y Panamá (superiores al 5% del PIB), mientras que en el 
resto no llegan al 3%. Muy cerca de las contribuciones sociales se sitúa 
el impuesto a la renta empresarial: 17,5% del total de impuestos en AL 
y 16,0% en AC, estando ya alejados el resto de tributos

Cuando se compara con el resto de países latinoamericanos, llama la 
atención la mayor presencia de impuestos selectivos en AC (13,8% por 
6,6%), sucediendo lo contrario, como se ha indicado, en los impuestos 
generales al consumo. 

Gráfico VII.5: Ingresos tributarios (% de cada figura 
sobre el total). América Central
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Gráfico VII.6: Ingresos tributarios (% de cada figura 
sobre el total). América Latina

Fuente: BID-CIAT.

En resumen, la región centroamericana se caracteriza (al igual que el 
resto de AL) por la fuerte presencia de impuestos indirectos. Así, la 
suma de los impuestos al consumo (generales y específicos) más los im-
puestos al comercio exterior supone el 49,6% del total, mientras que la 
suma de la imposición a la renta (personas y empresas) y a la propiedad 
es sólo el 25,9%. Por otro lado, dentro de la imposición sobre la renta, 
una diferencia tradicionalmente existente entre los países desarrollados 
y en desarrollo ha sido el sesgo que muestran los segundos a favor del 
impuesto de sociedades. Esto es aún más acusado en el caso tanto de 
AL como de AC. Así, como muestra el Gráfico VII.7, por cada euro 
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obtenido por el impuesto sobre la renta de las personas jurídicas se ob-
tienen 2,6 por renta a las personas físicas en la OCDE, 1,0 en los países 
de renta media no latinoamericanos, 0,5 en AC y 0,4 en el resto de AL. 

Gráfico VII.7: Relación ingresos IR personas físicas/ingresos 
IR personas jurídicas

LA sin AC AC Media total
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Fuente: BID-CIATpara los países latinoamericanos y Garcimartín (2012) para 
el resto.

Las diferencias en la estructura tributaria son importantes dentro de los 
países centroamericanos. En ese sentido, la fuerte presencia de los im-
puestos generales al consumo es aún mayor en El Salvador y Guate-
mala (más del 42% del total). Por su parte, las contribuciones sociales 
son muy relevantes en C. Rica (32,7% del total), Panamá (30,9%) y 
Nicaragua (19,8%) pero prácticamente inexistentes en R. Dominicana 
e inferiores al 10% en el resto. El impuesto a la renta de las empresas, 
aunque importante en toda la región, lo es sobre todo en Guatemala 
(23% del total) y Honduras (19,1%), sucediendo lo contrario en C. Rica 
y Panamá (menos del 13% en ambos casos). Por su parte, el impuesto 
sobre la renta personal es reducido en todos los países, aunque relativa-
mente importante en El Salvador (13,9%) y Panamá (11,2%), mientras 
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que apenas tiene importancia en Guatemala (2,4%). Finalmente, cabe 
señalar el fuerte peso de los selectivos en R. Dominicana (26,1%) y 
Honduras (19,1%), mientras que en Panamá no llegan al 6%.

Gráfico VII.8: Ingresos tributarios (% de cada figura 
sobre el total). Países de AC

Fuente: BID-CIAT.
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3. El diseño de los sistemas fiscales 
centroamericanos
En buena parte de Centroamérica se han puesto en marcha reformas tri-
butarias importantes en los últimos años. Sin duda, estas reformas han 
supuesto un avance, pero aún quedan desafíos importantes en el diseño 
de los distintos tributos. Los rasgos principales de las reformas empren-
didas y los retos a los que todavía se enfrentan los sistemas tributarios 
de América Central se desarrollan a continuación, separando el análisis 
de las principales figuras tributarias.

3.1. El impuesto sobre la renta de las personas físicas

Tradicionalmente, el impuesto sobre la renta de las personas físicas 
(IRPF) ha sido un impuesto poco eficiente y equitativo en Centroamé-
rica, pudiendo destacarse los siguientes problemas. En primer lugar, el 
número de personas sujetas a su pago es reducido. En el caso de la renta 
mínima para estar obligado al pago del impuesto, pocos individuos la 
alcanzan, al menos de manera formal. Así, en promedio latinoamerica-
no, el mínimo exento alcanzaba 1,4 veces la renta per cápita en 2010, 
un valor muy superior de la OCDE (en torno a 0,3). En el caso cen-
troamericano, se sitúan claramente por encima de esa media C. Rica, 
Honduras, Nicaragua y R. Dominicana, con cifras de 1,9, 2,9, 2,1 y 1,8, 
respectivamente. Por su parte, en lo que respecta a los tipos impositivos 
más elevados, pocos individuos disponen de la renta necesaria para que 
les sean aplicados. En 2010, la tasa más elevada correspondía a unos 
ingresos equivalentes a 9,1 veces la renta per cápita en promedio de 
Latinoamérica y sólo tres países centroamericanos se hallaban por de-
bajo de esa cifra (C. Rica, El salvador y R. Dominicana), alcanzando el 
máximo en Nicaragua (20,1).

En segundo lugar, es habitual que la progresividad real sea mucho me-
nor que la nominal por el gran número de exenciones y deducciones 
existentes, que benefician a los tramos más altos de renta (exenciones 
sobre ganancias de capital, tipos reducidos para ingresos financieros, 
exenciones de pagas extraordinarias, deducciones generosas por gastos 
médicos o educativos, entre otras). Otro problema relevante en la impo-
sición sobre la renta de las personas físicas es que en algunos casos las 
rentas de intereses y dividendos han tributado menos de lo que deberían 
o no lo han hecho en absoluto. 
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Como consecuencia de todo ello, cabe subrayar el elevado gasto tri-
butario que se produce en el impuesto. Por ejemplo, en varios países 
pueden deducirse determinados gastos personales (médicos, educati-
vos, etc.) cuando al mismo tiempo existe un mínimo exento o tramo 
a tasa cero relativamente elevado que, supuestamente, ya cumple esa 
función. Del mismo modo, es relativamente frecuente que las contribu-
ciones sociales sean deducibles, pero que al mismo tiempo no tributen 
las pensiones, lo cual supone una duplicidad de dicho beneficio fiscal. 
Destaca claramente el caso de Guatemala, con un gasto tributario en 
el Impuesto a la renta personal del 4,3% del PIB, es decir, casi veinte 
veces la recaudación.

Finalmente, cabe señalar la evasión como factor adicional que incide 
no sólo en una baja tributación, sino también en la equidad del sistema 
tributario, en su eficiencia y en la percepción social del mismo. En este 
sentido, conviene señalar que a menudo se cita la economía informal 
como causa fundamental del fraude, pero en América Latina no es muy 
superior a la que existe en otros países de similar nivel de desarrollo. Si 
se estima que en la región alcanza el 44% del PIB, en promedio de los 
países de renta media se sitúa aproximadamente en el 40%75. 

Todo ello, al margen de suponer menores ingresos públicos, tiene tam-
bién consecuencias importantes en otros aspectos. Entre ellos, la equi-
dad y el número de contribuyentes efectivos. Así, los diseños actuales 
del impuesto a la renta terminan por configurar un tributo muy progresi-
vo pero con escasísima capacidad redistributiva, siendo habitual que el 
10% de los contribuyentes de mayor ingreso suponga más del 90% de la 
recaudación total. Esto sucede, por ejemplo, en Guatemala, Nicaragua 
o República Dominicana. Sin embargo, su tasa efectiva es muy baja, en 
general inferior al 5% en AC. Es decir, el pago del impuesto está con-
centrado en un número muy reducido de contribuyentes de renta alta, 
pero que abonan una cantidad muy pequeña de sus ingresos. La segunda 
consecuencia muy negativa del actual diseño del Impuesto a la renta en 
América Central es que el número de contribuyentes es muy reducido. 
En Nicaragua no llega al uno por ciento de la población. Con tan escaso 
número de contribuyentes, difícilmente el impuesto a la renta personal 

75  Estas cifras corresponden a Schneider (2012). Conviene, de todos modos, tener en 
cuenta que las estimaciones de economía informal son muy discutibles, ya que las me-
todologías habitualmente empleadas presentan serias debilidades e inconsistencia en 
los resultados.
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puede constituir, como debería, uno de los pilares fundamentales de los 
sistemas tributarios latinoamericanos.

A la vista de estos problemas, de los objetivos perseguidos y del bajo 
peso del impuesto sobre la renta de las personas físicas en la recauda-
ción total, las principales medidas adoptadas para su reforma en Cen-
troamérica en los últimos años han consistido básicamente en introdu-
cir una dualización en la imposición a la renta personal. 

En este sentido, cabe señalar en primer lugar, que buena parte de los 
problemas anteriormente mencionados, aunque con intensidad diferen-
te, no son exclusivos de CA, ni siquiera de LA. De hecho, el impuesto a 
la renta personal ha experimentado una profunda transformación a nivel 
mundial desde los años ochenta. Si anteriormente se caracterizó por 
una espiral de incrementos de tasas, junto a una abundancia de exen-
ciones, deducciones, etc., desde entonces las líneas reformistas han ido 
encaminadas a una mayor sencillez del tributo, con descensos de tasas 
y ampliación de bases. Como consecuencia, se ha producido de forma 
creciente una transformación desde la llamada estructura sintética o in-
tegral del impuesto, que suma el conjunto de rentas y las grava a una 
tasa progresiva, a nuevos esquemas que buscan una mayor simplifica-
ción del tributo y su adecuación a una realidad cada vez más compleja. 
Son fundamentalmente dos los nuevos esquemas que, en distintas ver-
siones, se están introduciendo en diversos países: el impuesto lineal y 
el impuesto dual.

El impuesto lineal es un modelo del impuesto a la renta en el que existe 
la misma tasa para todas las fuentes y cuantías de ingresos, igual tam-
bién a la aplicada a la renta empresarial, donde la progresividad se lo-
gra mediante una deducción común a todos los contribuyentes. Aunque 
no fue el país pionero, este sistema comenzó a expandirse cuando lo 
adoptó Rusia en el año 2001, aplicándose posteriormente en numerosos 
países de Europa del Este y algunos de Asia Central. En realidad surgió 
con el fin de introducir un impuesto a la renta sencillo en países con 
administraciones tributarias poco sólidas y experimentadas. 

Por su parte, el impuesto dual tiene su origen en los países nórdicos a 
comienzos de los años noventa y surgió fundamentalmente como res-
puesta a la fuga del ahorro asociada al impuesto sintético. Sus caracte-
rísticas fundamentales son: 1) la base se separa en dos componentes, 
uno formado por las rentas del trabajo y otro que incluye a las rentas del 
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capital; 2) al primer componente se le aplica una tarifa progresiva y al 
segundo una tasa única y uniforme; y 3) esta tasa fija es igual a la míni-
ma aplicada a las rentas del trabajo, igual a su vez al del impuesto sobre 
la renta empresarial. Aunque, en principio, este esquema podría parecer 
poco justificado desde el punto de vista de la equidad, presenta una se-
rie de ventajas frente a los esquemas sintéticos y, además, su menor pro-
gresividad es a menudo solo aparente. Así, se argumenta que la equidad 
horizontal (ingresos de igual cuantía deben soportar la misma carga 
tributaria) exige que las rentas del capital sean gravadas a tipos inferio-
res a las del trabajo, pues de ese modo se iguala su gravamen efectivo. 
En segundo lugar, el sistema dual reduce los costes de administración 
y cumplimiento, ya que al gravar las rentas de capital mediante reten-
ciones, los ajustes posteriores son innecesarios y resulta más sencillo el 
control del impuesto. En tercer lugar, en el esquema dual se reduce el 
arbitraje fiscal, pues todas las modalidades de rentas del capital tributan 
por igual. Cuarto, el tratamiento favorable a las rentas de capital reduce 
el riesgo de evasión. Finalmente, en el caso particular de muchos países 
en desarrollo, no debe olvidarse que la introducción de un sistema dual 
no implica a menudo una menor tributación de las rentas del capital, 
sino lo contrario, pues es habitual que no se encuentren gravadas o lo 
estén a una tasa muy reducida.

Tras los países nórdicos, muchos otros países europeos han introducido 
esquemas semi-duales, con un tratamiento diferenciado de las rentas de 
capital, pero no así de los rendimientos mixtos. En el resto del mundo 
ha sucedido algo similar: se ha producido una clara tendencia a nivel 
internacional hacia la separación de las rentas del trabajo y del capital, 
con una imposición menor muy acusada sobre estas últimas, en espe-
cial en los países en desarrollo, incluyendo LA, siendo muy frecuente 
que exista una dualización extrema, donde los rendimientos de capital 
apenas tributan. Se trata, sin embargo, de una dualización desordenada, 
que carece de las ventajas de los duales formales y privilegia de forma 
injustificada a las rentas de capital. 

Frente a esta tendencia, recientemente han aparecido en LA y espe-
cialmente en América Central esquemas dualizados dotados de mayor 
racionalidad y contenido formal. Uruguay fue el país pionero en este 
terreno, introduciendo en 2007 un impuesto que grava por separado las 
rentas del trabajo, con tasas progresivas, y las rentas del capital con una 
tasa proporcional (12%). Se fijó, además, un mínimo no imponible que 
dejaba fuera del impuesto a un alto porcentaje de la población, permi-
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tiendo apenas deducciones. Con ello, se facilitaba la administración del 
impuesto y se evitaba la erosión de la base imponible. 

Tras Uruguay, los sistemas semi-duales se han expandido rápidamente, 
como se señalaba, en AL y especialmente en AC. Así, lo han introduci-
do Nicaragua, Panamá, Honduras, El Salvador, Guatemala y República 
Dominicana. Son varias las razones que explican esta expansión. Pri-
mero, la necesidad de aumentar los ingresos públicos en países donde 
eran comparativamente bajos e insuficientes, junto a la constatación de 
que es el impuesto a la renta personal la figura tributaria donde mayor 
es el margen para hacerlo. Segundo, la necesidad de introducir mayor 
equidad en el sistema impositivo, ya que anteriormente los rendimien-
tos de capital estaban sujetos a una tributación bajísima o inexistente. 
Además, es un modo de aumentar la equidad del sistema de un modo 
suave y ordenado, sin grandes convulsiones. Aunque las tasas sobre los 
rendimientos de capital de los diseños actuales son probablemente infe-
riores a lo deseable, ha sido un modo de introducir de forma ordenada 
una imposición sobre estos rendimientos, que en el futuro podrá ser 
aumentada. En tercer lugar, los sistemas duales fomentan la inversión, 
pues, por un lado, el gravamen sobre el ahorro es inferior al correspon-
diente a un sistema integral y, por otro, los beneficios de las empresas 
solo se gravan en renta personal cuando se convierten en dividendos, 
pero no cuando se reinvierten. En cuarto lugar, parte del éxito del dual 
también obedece a su simplicidad, ya que los rendimientos de capi-
tal pueden tributar mediante retenciones liberatorias. Finalmente, este 
mecanismo también posibilita cierto anonimato en este tipo de rendi-
mientos, lo que puede facilitar la aceptación del sistema por parte de la 
población, especialmente la de ingresos elevados. 

Aunque aún es pronto para tener una evaluación concluyente del im-
puesto semi-dual, los primeros resultados parecen claramente positivos, 
tanto en términos recaudatorios como de equidad.

3.2. El impuesto sobre la renta de las sociedades

En términos generales, el impuesto sobre la renta de las sociedades pre-
senta un buen número de problemas, a menudo complejos, siendo, de 
hecho, una de las figuras impositivas que más transformaciones ha ex-
perimentando a nivel mundial durante los últimos años. La mayor mo-
vilidad del capital, la fuerte expansión de las empresas multinacionales 



152

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

y el crecimiento de las relaciones comerciales y financieras entre las 
distintas filiales y sucursales de la misma empresa matriz y el creciente 
uso de este impuesto como herramienta para atraer inversión extranjera, 
han dado lugar, entre otros factores, a una fuerte presión para refor-
marlo. En el caso de los países centroamericanos, los problemas que 
tradicionalmente ha presentado podrían resumirse del siguiente modo. 

En primer lugar, la existencia de tasas marginales máximas elevadas. 
En segundo lugar, la presencia de tasas múltiples, diferenciadas por 
sectores de actividad. Tercero, el uso a menudo abusivo de incentivos 
fiscales. En cuarto lugar, han sido habituales las insuficiencias legisla-
tivas, como las relacionadas con la doble imposición, el uso de precios 
de transferencia o la subcapitalización. Finalmente, un aspecto muy 
relevante en Centroamérica ha sido el uso de medidas fiscales para fo-
mentar la inversión extranjera directa. Aunque este tema se comentará 
con mayor extensión posteriormente, conviene adelantar que este tipo 
de medidas presenta problemas importantes. Por un lado, su eficacia y 
su coste son poco claros. Por otro, el Acuerdo sobre Subvenciones y 
Medidas Compensatorias de la OMC prohíbe los incentivos fiscales a 
la exportación, lo que implica que los países centroamericanos tienen 
que eliminar las exoneraciones del impuesto de sociedades de las zonas 
francas manufactureras a más tardar en 2015. Finalmente, la posible 
competencia fiscal entre los países de la región puede acabar suponien-
do una merma de los ingresos impositivos. 

Pese a ser numerosos y complejos estos problemas que presenta el im-
puesto de sociedades, las reformas de los últimos años se han centrado 
en reducir el número de tipos impositivos y los marginales máximos, 
mientras que se han orientado menos a la ampliación de las bases y 
las mejoras en el diseño y gestión del impuesto. Así, en el conjunto de 
América Latina, la tasa máxima se encontraba a principios de los años 
noventa en torno al 34,5%, mientras que en 2010 había descendido al 
27%, nivel algo superior al que existe en la OCDE (25,5%). En el caso 
de Centroamérica, el promedio es incluso superior al de AL: 28%, aun-
que con diferencias importantes entre países (Gráfico VII.9).
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Gráfico VII.9: Tasa general del Impuesto a la Renta empresarial
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Fuente: Administraciones tributarias nacionales.

De este modo, la reducción del número de tasas impositivas y de las 
marginales máximas y el menor énfasis otorgado a la ampliación de las 
bases ha supuesto que no haya tenido lugar un proceso de convergencia 
con los países desarrollados en cuanto a la recaudación relativa, es de-
cir, que aún presenta una baja productividad. Por todo ello, el impues-
to sobre la renta de las sociedades aún debe experimentar importantes 
transformaciones en Centroamérica y, en particular, debe actuarse sobre 
tres campos: los incentivos fiscales, el gasto tributario y la vertiente 
internacional del impuesto. Comenzando por esta última, las diferen-
tes legislaciones deben incorporar normas apropiadas sobre precios de 
transferencia, subcapitalización y control de movimientos financieros 
desde y hacia paraísos fiscales. Además, no sólo se trata de incorporar-
los correctamente a la legislación sino de hacerlos cumplir con eficacia, 
lo que exige mejoras en la administración tributaria.

En cuanto a los incentivos fiscales, cabe señalar que con el paso de los 
años se han ido acumulado numerosos incentivos con objeto de favo-
recer la inversión y el desarrollo económico: exenciones temporales, 
créditos fiscales por inversión, planes de amortización beneficiosos o 
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zonas francas. Dado que, por definición, los incentivos suponen una 
discriminación a favor de determinadas actividades, es necesario justi-
ficar su existencia y, para ello, se han empleado varios argumentos. La 
industria naciente es uno tradicional. Otro es la existencia de posibles 
externalidades positivas (tecnológicas, de gestión, regionales, etc.): la 
inversión tiene unos beneficios sociales superiores a los puramente pri-
vados, por lo que en ausencia de dichos incentivos, su cuantía total 
en determinadas actividades será inferior a la deseable. Un tercer ar-
gumento se centra en la competencia internacional por la inversión: 
si otros países otorgan incentivos, es necesario hacerlo también en el 
propio, pues de otra manera se estará en una posición de desventaja. 
Un cuarto argumento radica en compensar determinadas carencias en el 
clima de inversión, como una institucionalidad débil, deficiencias en las 
infraestructuras o mercados financieros poco profundos. 

Sin embargo, junto a sus potenciales ventajas, existen claros inconve-
nientes de los incentivos. Al margen de su coste fiscal y de adminis-
tración, en primer lugar, es complicado seleccionar aquellos proyectos 
que tengan viabilidad a largo plazo, sin necesidad de estar incentivados 
de forma permanente. Si se cometen errores, la posterior eliminación 
de los incentivos puede resultar complicada y el coste de hacerlo muy 
elevado. Un segundo inconveniente es la posible redundancia de los 
incentivos; es decir, destinados a inversiones que se hubieran efectua-
do de todos modos. En este sentido, no siendo adecuado que un país 
conceda incentivos fiscales a actividades en las que presenta ventajas 
comparativas, resulta llamativo que numerosos países de LA lo hagan. 
En tercer lugar, los incentivos poco transparentes pueden impulsar la 
evasión y el fraude. En cuarto lugar, dado que los incentivos suponen 
un costo fiscal, para mantener un mismo nivel de recaudación es ne-
cesario aumentar la presión tributaria sobre las actividades y empresas 
no incentivadas. En quinto lugar, los incentivos pueden favorecer a 
activos de corta vida útil. Por último, la existencia de incentivos exige 
un análisis continuado y en profundidad sobre su eficacia, algo que 
raramente se hace.

Dentro del capítulo de incentivos, especial mención merece el caso de 
las zonas francas, con una larga tradición en Centroamérica. Éstas se 
justificaron por su capacidad para atraer inversión extranjera, aumentar 
las exportaciones, fomentar el desarrollo industrial y mejorar la balan-
za de pagos, entre otros argumentos. Para su desarrollo, al margen de 
otras medidas, se emplearon incentivos tributarios generosos, no solo 



155

FISCALIDAD EN AMÉRICA CENTRAL, PANAMÁ, COSTA RICA Y REPÚBLICA DOMINICANA

en el impuesto a la renta, sino también en los derechos aduaneros, 
en el IVA, etc. Desde entonces, se ha producido un debate sobre la 
conveniencia y efectividad de las zonas francas, en especial, tras los 
importantes cambios experimentados en el comercio internacional en 
los últimos años (reducción por parte de Estados Unidos de sus aran-
celes básicos, acceso de China y Vietnam a la OMC, fin del Acuerdo 
Multifibras, etc.). 

En cualquier caso, al margen del sentido que pueden tener las zonas 
francas manufactureras en el mundo actual, la cuestión es que las nor-
mas de la Organización Mundial del Comercio determinan su desapa-
rición a más tardar en 2015, en lo que se refiere a la exoneración del 
impuesto a la renta condicionado a la exportación y la limitación de 
ventas al mercado nacional (con la excepción de Nicaragua en el caso 
centroamericano por su bajo nivel de renta). En otras palabras, su ciclo 
histórico está agotado y ya solo cabe aplicar formulas que minimicen el 
impacto de esta desaparición. En este camino se encuentran ya los paí-
ses centroamericanos. Costa Rica, por ejemplo, ha reformado su Ley de 
Zona Francas, limitando el acceso a incentivos tributarios a actividades 
calificadas de interés estratégico. Panamá ha comenzado a gravar las 
utilidades distribuidas con una tasa del 5%, un 2% sobre las utilidades 
no distribuidas y un impuesto anual del 1% sobre el capital de la empre-
sa. En Honduras los dividendos se gravan al 10%, la misma tasa que en 
el resto del país. En República Dominicana se aplica una tasa del 2,5% 
sobre las ventas brutas interiores. Con todo, se trata de medidas particu-
lares de cada país y, sin embargo, la desaparición ordenada de las zonas 
francas parece demandar algún tipo de consenso regional. 

 Una de las consecuencias de los incentivos comentados anteriormente 
es que engrosan las cifras de gasto tributario de los impuestos a la renta 
empresarial, aunque solo son una parte de éste. Varios son los objetivos 
de este gasto: otorgar una mayor eficiencia a la estructura tributaria, 
estimular actividades, promover el desarrollo regional o sectorial, fo-
mentar el cumplimiento y reducir sus costos y desgravar pagos obliga-
torios, entre otros. Para alcanzar estos objetivos se emplean múltiples 
herramientas en el impuesto a la renta de las empresas, como morato-
rias fiscales, esquemas de depreciación acelerada, reducción de tasas 
sobre las utilidades devengadas o las utilidades reinvertidas o créditos 
tributarios a la inversión. Sin embargo, aunque desde un punto de vista 
teórico, los gastos tributarios suelen encontrar justificación, en la prác-
tica es habitual que la eficacia de algunos de ellos sea dudosa y su coste 
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elevado y poco transparente. De hecho, en Centroamérica solo realizan 
estimaciones periódicas y sistemáticas de los gastos tributarios Guate-
mala y República Dominicana. 

Por último, cabe señalar que la mayoría de países centroamericanos ha 
empleado o continúa empleando un impuesto mínimo sobre la renta de 
las personas jurídicas, basado en el valor de los activos o en la cuantía 
de las ventas. Aunque esta figura se ha enfrentado a una fuerte opo-
sición en todos los países, habiendo sido derogada en algunos casos, 
y ha generado problemas de doble imposición a las empresas multi-
nacionales, ha contribuido a mejorar la recaudación ante la ausencia 
de normas contables apropiadas y la debilidad de las administraciones 
tributarias. No obstante, debe contemplarse como algo transitorio, sin 
que sea utilizada como argumento para postergar reformas necesarias 
en el impuesto de sociedades.

3.3. Los impuestos sobre la propiedad

En la mayoría de países desarrollados los impuestos sobre la propie-
dad han perdido relevancia con el paso del tiempo, debido, entre otras 
razones, a ser políticamente impopulares, por ser muy visibles, y, en 
ocasiones, percibidos como injustos. Sin embargo, en los países en de-
sarrollo puede suceder lo contrario, sobre todo en el caso de la tierra, 
a la vista de la elevada concentración de su propiedad, siendo además 
una forma de gravar la agricultura, proclive a la evasión fiscal. A pesar 
de ello, su importancia en términos recaudatorios ha sido reducida en 
la mayor parte del mundo en desarrollo, no sólo por la resistencia a pa-
gar impuestos por parte de los grupos sociales de mayor renta y fuerza 
política, sino también porque existen obstáculos técnicos importantes 
para aumentar la imposición sobre la propiedad, como su valoración. 
De hecho, excepto en casos puntuales, los impuestos sobre la propiedad 
no han sido un pilar importante de las reformas tributarias en el mundo 
en desarrollo. América Latina, y con ella la región centroamericana, no 
ha quedado fuera de esta tendencia. 

No obstante, existen otros países, como Uruguay, que han puesto de 
manifiesto las posibilidades de los impuestos a la propiedad cuando se 
diseñan de forma apropiada y se gestionan en el ámbito adecuado del 
estado, los gobiernos locales. Por este motivo, y ante la elevada concen-
tración de la propiedad en Centroamérica, parece deseable que se de un 
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mayor protagonismo a estos tributos, con objeto, además, de dotar de 
mayor autonomía de ingresos a los gobiernos locales. En este sentido, 
conviene enfatizar dos aspectos. Por un lado, la necesaria mejora de los 
catastros, sin los cuales es muy difícil una buena tributación sobre la 
propiedad. Por otro, existen posibilidades de explotar más la llamada 
fiscalidad verde en este ámbito, en especial, sobre los vehículos.

3.4. Los impuestos generales indirectos

La imposición indirecta ha experimentado grandes transformaciones en 
el mundo en desarrollo, siendo el cambio más relevante la sustitución 
de impuestos generales sobre ventas por impuestos sobre el valor aña-
dido. En este proceso Latinoamérica han sido pionera dentro del mundo 
en desarrollo y, en el caso particular de los países centroamericanos, la 
mayoría de ellos adoptó el IVA durante los decenios de 1970 y 1980. 
Con ello, se ha perseguido ampliar la base de la imposición indirecta, 
reducir el número de impuestos específicos y aprovechar las ventajas 
que presenta el IVA frente a otros impuestos generales. Entre ellas, la 
eliminación del efecto cascada presente en los antiguos tributos, su neu-
tralidad desde el punto de vista del comercio exterior, la información 
tributaria que proporciona y el mayor grado de cumplimiento por su 
mecanismo de liquidación. 

Sin embargo, pese a sus claras ventajas, el IVA presenta importantes 
problemas en su aplicación. En primer lugar, se trata de un impuesto 
cuya gestión es compleja y costosa, tanto para el contribuyente como 
para la administración. En segundo lugar, es frecuente que sectores im-
portantes, como los servicios o el comercio minorista no estén sujetos 
al IVA. Un caso especial lo constituye la agricultura, cuyas transaccio-
nes son incapaces de gravar muchos gobiernos de países en desarrollo 
y cuyo peso en la producción total es muy elevado. En tercer lugar, el 
mecanismo de deducción con frecuencia es excesivamente restrictivo, 
negándose o retrasándose la deducción del IVA soportado. En cuarto 
lugar, para reducir la regresividad de este impuesto es habitual emplear 
tipos menores para aquellos productos que ocupan un lugar importante 
en la cesta de consumo de las rentas más bajas. Sin embargo, ello intro-
duce complejidades administrativas que pueden ser excesivas, siendo 
además posible que las tasas diferenciadas acaben siendo utilizadas no 
con objetivos distributivos, sino en beneficio de determinados grupos 
de presión. Por último, aunque el IVA es neutral desde el punto de vista 
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del comercio exterior, en grupos de países pequeños y con una elevada 
integración de sus economías, es necesario un alto grado de armoniza-
ción en bases y tipos, algo muy claro en el caso centroamericano.

En general, la introducción del IVA en Centroamérica puede calificarse 
de positiva en la medida en que ha sustituido a esquemas de imposición 
indirecta de peor calidad. De hecho, los países centroamericanos son, 
como se ha visto, muy dependientes del IVA, del que obtienen una parte 
notable de sus ingresos tributarios. Sin embargo, basta un simple análi-
sis de productividad y eficiencia del IVA para darse cuenta de que aún 
existen serios problemas en este impuesto. 

El índice de “Productividad del IVA”, definido como el cociente entre 
la recaudación en porcentaje del PIB y la tasa general y que representa 
la recaudación por cada punto de tasa, sirve para evaluar la capacidad 
recaudatoria de cada punto de IVA, que estará condicionada por la am-
plitud de la base imponible y el nivel de cumplimiento tributario. Pues 
bien, para 2010 la productividad es similar a la de AL: 0,42 (es decir, 
por cada punto de la tasa general de IVA se recaudan 0,42 puntos del 
PIB). Sin embargo, esta comparación tiene el problema de que en rea-
lidad el IVA grava el consumo, no la totalidad del PIB, motivo por el 
cual también se estima el Índice de eficiencia-consumo, definido como 
el cociente entre la recaudación de IVA, en porcentaje del consumo, y 
la tasa general del impuesto. Una vez efectuada esta corrección, AC 
aparece claramente por debajo de la media latinoamericana (Gráfico 
VII.10): en Centroamérica por cada punto de la tasa general de IVA se 
recudan 0,49 puntos del consumo, por 0,56 en AL (en la OCDE se sitúa 
alrededor de 0,7). Existen, sin embargo, grandes diferencias entre los 
países centroamericanos. La eficiencia mínima se localiza en R. Domi-
nicana (0,3) y la máxima en Panamá (0,7).
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Gráfico VII.10: Eficiencia-Consumo del IVA
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Fuente: Barreix et al. (2013).

Esta baja eficiencia se explica por varios motivos. En primer lugar, 
el elevado gasto tributario que existe en el IVA. Para los países cen-
troamericanos que ofrecen estimaciones supone alrededor del 75% de 
la recaudación en R. Dominicana y C. Rica, un 62% en Nicaragua y 
un 31% en Guatemala. A su vez, este elevado gasto tributario es con-
secuencia de las excesivas exenciones y el uso de la tasa cero. Con ello 
se persigue otorgar progresividad al impuesto, promover actividades o 
consumos meritorios y, en menor medida, fomentar la actividad econó-
mica en determinadas áreas geográficas, industrias o actividades econó-
micas específicas, así como diversos ajustes de carácter supuestamente 
técnico. Los bienes y servicios con mayor frecuencia exentos en los 
países centroamericanos son productos básicos, transporte, servicios 
médicos y educativos, transacciones financieras y de seguros, energía 
y combustibles. 

En resumen, la eficiencia del IVA es muy baja en Centroamérica y en 
buena medida ello obedece a las numerosas exenciones existentes con 
supuestos objetivos redistributivos. La pregunta inmediata que surge 
es si este elevado coste merece la pena. Los estudios disponibles al 
respecto señalan que no demasiado. Primero, porque sigue sin ser un 
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impuesto progresivo y segundo porque son los individuos de mayor 
renta los más beneficiados por las exenciones, ya que ellos consumen 
más en términos absolutos y, además, los ciudadanos más pobres suelen 
comprar en mayor medida en mercados informales. En este sentido, no 
hay que olvidar que se recauda para financiar el gasto, luego todo ingre-
so que se pierda o bien deberá recuperarse por otra vía o supondrá una 
disminución de los gastos.

Otro aspecto relevante del IVA se refiere a su incidencia en el comercio 
exterior y al proceso de integración regional en Centroamérica. Dicho 
proceso exige una mayor coordinación de las políticas tributarias y, 
entre las medidas necesarias, se encuentra la armonización en el dise-
ño del IVA. Aunque es cierto que las tasas han ido convergiendo, aún 
existen diferencias importantes, lo que dificulta sustituir el principio de 
destino por el de origen, es decir, tratar a las compras desde otro país 
centroamericano como una operación interna en lugar de una importa-
ción. Por otro lado, las exenciones y tasas cero perjudican al productor 
nacional, ya que mientras a éste no le ha sido devuelto el IVA soportado 
en sus compras, el bien importado entra en el país libre de un IVA que 
sí le ha sido restituido. Asimismo, es necesario que los diversos países 
centroamericanos realicen un mayor esfuerzo en la devolución del IVA 
a los exportadores, pues en caso contrario su competitividad quedará 
mermada, lo que es, si cabe, más importante dada la creciente integra-
ción de sus economías y la previsible desaparición de las zonas francas. 

En suma, a pesar de los cambios introducidos en el IVA en los últimos 
años, este impuesto aún presenta importantes problemas en los países 
centroamericanos. Es necesaria una mayor armonización regional en su 
diseño, una mejor gestión del impuesto de cara a reducir el fraude y no 
penalizar la competitividad y un uso más adecuado de las exenciones 
y tasas cero. Finalmente, cabe subrayar que, aunque éstas pueden ser 
útiles con efectos redistributivos, su eficacia no está clara y su coste es 
muy elevado. 

3.5. Los impuestos selectivos

La existencia de impuestos específicos o selectivos se justifica por tratar 
de gravar bienes con externalidades negativas, con muy baja elasticidad 
o, en algunos casos, por razones de equidad. Sin embargo, en los países 
en desarrollo es habitual que abarquen un número demasiado amplio de 
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productos, simplemente por su facilidad de gravarlos. Centroamérica 
no queda fuera de esta pauta, siendo muy importante la presencia de 
estos impuestos en la región. Excepto en El Salvador, Panamá y Gua-
temala, en los demás países el peso de los impuestos específicos sobre 
el total de ingresos tributarios es superior a la media latinoamericana, 
superando el 20% en República Dominicana. 

Aunque la presencia de impuestos específicos en la región es excesiva, 
en los últimos años han experimentado cambios importantes. Por un 
lado, ha disminuido el número de bienes gravados, concentrándose en 
figuras como tabaco, bebidas alcohólicas y gaseosas, combustibles y 
telecomunicaciones. Por otro, se ha producido una mayor aplicación 
de tasas ad valorem en detrimento de tasas específicas. Finalmente, han 
surgido impuestos en cierto modo extraordinarios, como los que gravan 
las operaciones financieras o los activos empresariales, cuyo fin es au-
mentar el peso de la imposición directa por vías heterodoxas. 

A la vista de lo anterior, los retos de los sistemas fiscales centroame-
ricanos en relación a los impuestos específicos son principalmente los 
siguientes. En primer lugar, a pesar de su importancia cuantitativa, en 
algunos casos deben ganar relevancia, como, por ejemplo, los llama-
dos impuestos medioambientales, y también parece haber margen para 
aumentar las tasas aplicadas al alcohol y al tabaco. En segundo lugar, 
los impuestos heterodoxos, a pesar que estar justificados y ser útiles en 
determinados contextos, no deben convertirse en impuestos permanen-
tes que retrasen la racionalización de otras figuras. En tercer lugar, debe 
procederse a una mayor coordinación entre los países centroamerica-
nos, a fin de evitar problemas de contrabando. Por último, en algunos 
países de la región, como República Dominicana, existe un tratamiento 
diferenciado en el caso de los combustibles según los sectores, favora-
ble, por ejemplo, para la generación de electricidad, que crea importan-
tes distorsiones y complica la administración del tributo.

4. Las cuestiones distributivas
En general, puede decirse que las reformas tributarias emprendidas en 
América Central en los últimos años se han orientado a aumentar los 
ingresos y lograr mejoras de eficiencia, con un énfasis menor en los 
aspectos distributivos. Esto supone un reto importante de cara al fu-
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turo, no sólo porque la equidad sea uno de los principios impositivos 
fundamentales, sino también porque en Centroamérica los aspectos 
distributivos resultan cruciales de cara a lograr la legitimidad social 
del sector público, habida cuenta de que la distribución del ingreso es 
muy desigual. Como se sabe, América Latina es una de las regiones del 
mundo con mayor desigualdad. Pues bien, el índice de Gini es incluso 
ligeramente superior en América Central: 50,21 por 50,17 según los 
datos del Banco Mundial. De hecho, solo tres países centroamericanos, 
Nicaragua, República Dominicana y El Salvador se hallan por debajo 
de la media de América Latina. 

Gráfico VII.11: Índice de Gini (último año disponible)

Fuente: Banco Mundial.

A la vista de estos resultados, la capacidad redistributiva de los sistemas 
fiscales de los países centroamericanos cobra especial importancia si 
se pretende que estos cumplan uno de sus objetivos primordiales, la 
equidad, y no sólo se orienten a la suficiencia recaudatoria y a la efi-
ciencia. Sin embargo, los estudios disponibles muestran que no sólo los 
antiguos sistemas no desempeñaban esta función, sino que tampoco lo 
hacen los actuales. En el caso latinoamericano, según el estudio clásico 
de Bird y de Wulf (1973), solo cuatro de los diecisiete países analizados 
en el estudio tenían sistemas medianamente progresivos. 
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Respecto a los países centroamericanos la conclusión anterior ha sido 
confirmada por estudios posteriores por Santana y Rathe (1992) para la 
República Dominicana, Bahl et al. (1996) para Guatemala, Agosin, Ba-
rreix y Machado (2005) para El Salvador y Honduras o Bolaños (2002) 
para Costa Rica. Asimismo, Gomez-Sabaini (2005) concluye que el 
sistema tributario es regresivo en Nicaragua y Panamá. Más reciente-
mente, Barreix et al. (2009), en un estudio de la equidad de los sistemas 
tributarios centroamericanos obtienen las siguientes conclusiones por 
tipos de impuestos (Tabla VII.1). El IRPF es un impuesto muy progre-
sivo en Centroamérica pero su capacidad redistributiva es muy baja; es 
decir, el pago del impuesto está muy concentrado en contribuyentes de 
alto ingreso pero su pago efectivo es muy reducido. El IVA, a pesar de 
las exenciones existentes, es regresivo y tiene una capacidad redistribu-
tiva negativa. La conclusión es muy similar en los impuestos selectivos 

Tabla VII.1: Progresividad y redistribución de las diferentes 
figuras impositivas

IRPF IVA (según 
ingreso) Combustibles Tabaco Alcohol

P R P R P R P R P R

C. Rica +++ + - - - - --- - - -

Guatemala +++ + -- - - - -- - -- -

Honduras +++ + - - - + --- - --- =

Nicaragua +++ + - - - - --- - + =

Panamá +++ + - - - - --- - --- -

R. Dominicana +++ + -- - -- - --- - -- -

Fuente: A partir de Barreix et al. (2009). P: progresividad, R: capacidad 
redistributiva; el signo positivo (negativo) indica que el impuesto es progre-
sivo (regresivo). Un signo significa progresividad (regresividad) baja; dos, 
progresividad (regresividad) media; y tres; progresividad (regresividad) ele-
vada. Lo mismo se aplica a la capacidad redistributiva (aumenta la desigual-
dad si es negativo). 
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5. La Administración Tributaria en América 
Central76

A lo largo de los últimos veinte años, al igual que ha ocurrido en otras 
áreas de América, la región centroamericana ha experimentado un pro-
ceso intenso de modernización y adaptación de sus sistemas tributarios, 
condicionado por la evolución de los sistemas tributarios en la misma, 
el aumento de la presión fiscal en todos los países y las dificultades que 
se han ido produciendo para la aplicación de las normas fiscales durante 
dicho período. Junto con las instituciones centrales del sistema mone-
tario, las reformas de mayor calado en la administración pública de los 
países de la región se han dado en el campo de la gestión tributaria.

Una característica común en la región, como se ha puesto de manifies-
to en las páginas anteriores es la escasa incidencia de la imposición 
personal sobre la renta y la gran volatilidad de los impuestos directos. 
Como se señala en el Informe de CIAT (2012), los impuestos sobre la 
renta empresarial, particularmente, “siguen en su evolución a lo que 
ocurre con las principales “commodities” de la región”, especialmente 
en relación a los precios de las mismas en los mercados internacionales.

La insuficiencia crónica en el campo de los impuestos directos y las 
dificultades para conseguir los recursos necesarios a través prioritaria-
mente de los indirectos, singularmente del IVA, explica la profusión de 
los impuestos heterodoxos, que se han extendido por América Latina y 
específicamente en América Central77.

En el caso de impuestos que afectan a contribuyentes pequeños, se han 
extendido los sistemas especiales destinados a facilitar el cumplimiento 
de sus obligaciones. Es el caso de los regímenes simplificados en IVA 
o imposición sobre la renta, los monotributos, etc.. Se trata así de con-

76  Para la elaboración de este punto , se ha tomado como referencia el trabajo de CIAT 
et al. (2012). Se trata de un informe realizado a partir de las respuestas de las adminis-
traciones tributarias latinoamericanas a un amplio cuestionario sobre las grandes cues-
tiones de la gestión tributaria. La información se refiere al período 2006-2010, por lo 
que los datos obtenidos de la encuesta parece suficientemente representativos. En todo 
caso, se ha procurado completar esos datos con otras fuentes de información.
77  Es el caso de los impuestos mínimos basados en activos, la determinación de algunos 
tributos a partir del establecimiento de una base presunta, los impuestos a las exporta-
ciones (Costa Rica) o los gravámenes sobre las transacciones financieras.
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seguir facilitar el cumplimiento de sus obligaciones tributarios a los 
pequeños contribuyentes y combatir paralelamente las elevadas cifras 
de economía sumergida.

5.1. Consideraciones institucionales

En la región centroamericana, las administraciones tributarias que ges-
tionan más ingresos son las de Guatemala (SAT) y Honduras (DEI), 
que se hacen cargo de algo más del 80% de los recursos tributarios, ya 
que son las administraciones responsables tanto de los tributos internos 
como de los que se recaudan en aduanas. En general, los órganos de 
recaudación en estos países son, además de las agencias tributarias y, 
en su caso, de las encargadas de recaudar los tributos relacionados con 
el comercio exterior, el Tesoro, el Ministerio de Hacienda o las Institu-
ciones de la Seguridad Social. 

Como los impuestos sobre el comercio exterior siguen teniendo im-
portancia en alguno de los países de la región (Guatemala, Panamá, 
Honduras o República Dominicana), la gestión de estos tributos es re-
levante, porque además esa circunstancia implica que la recaudación 
del IVA por importaciones sea significativa. A pesar de las ventajas de 
los procesos de integración de distintas administraciones tributarias, 
no parece que se haya avanzado mucho en este ámbito, tal vez por la 
extensión de los desarmes arancelarios en la mayoría de los países, la 
importancia creciente de los problemas de seguridad, la necesidad de 
fortalecer las actividades comerciales o las resistencias a la integración 
desde los órganos de aduanas78.

Otro rasgo distintivo de las administraciones tributarias en la región, 
es la apuesta por la autonomía y la flexibilidad. Aunque, en general, 
no se alcanzan los niveles de independencia de los bancos centrales, 
la apuesta por la autonomía se justifica en razones de eficiencia y el 
intento de evitar la dependencia excesiva de las instituciones políticas. 
En América Central la existencia de agencias de carácter autónomo es 
mayoritaria (Guatemala, República Dominicana o Nicaragua), aunque 

78  El CIAT menciona también el impacto que tuvo en su momento la decisión del Go-
bierno de Canadá de volver atrás después de haber procedido a la integración de las dos 
instituciones recaudadoras. (CIAT, 2012, p.13).
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en otros países la vinculación y dependencia del Ministerio de Hacien-
da correspondiente, siguen siendo significativas (El Salvador, Costa 
Rica o Panamá).

La autonomía de las organizaciones de recaudación de impuestos se 
manifiesta en la aprobación directa del propio presupuesto (la SAT de 
Guatemala), la posibilidad de modificar sus estructuras organizativas 
(República Dominicana, Guatemala, Nicaragua y Honduras), la capa-
cidad para reservar un porcentaje de los ingresos recaudados para su 
incorporación al presupuesto de gastos (la DGII de Dominicana y el 
SAT de Guatemala)79, la gestión de recursos humanos o su ubicación en 
el marco de la estructura gubernamental. En este último aspecto, mien-
tras el órgano máximo de dirección es nombrado por la Presidencia de 
la República en algunos países (Guatemala, Honduras, República Do-
minicana y Nicaragua), en otros, depende del Ministerio de Hacienda 
(Costa Rica, Panamá y El Salvador). 

No obstante, las instituciones e instrumentos de control de la actuación 
de las administraciones tributarias son múltiples, orientados a asegurar, 
además de la legalidad de sus prácticas, la eficacia y la eficiencia de las 
mismas, así como de garantizar unos estándares adecuados de transpa-
rencia. Existen Contralorías o Tribunales de Cuentas en todos los paí-
ses de la región para fiscalizar la actuación de sus administraciones, y 
particularmente las tributarias. Además, en Costa Rica, El Salvador y 
Guatemala, las Asambleas Legislativas tienen atribuciones específicas 
de control de las Agencias Tributarias.

Desde otro punto de vista, el crecimiento de la globalización ha plantea-
do con intensidad la necesidad de adaptar los sistemas tributarios y sus 
administraciones a entornos económicos crecientemente internaciona-
lizados. Los desarmes arancelarios y la expansión de las empresas mul-
tinacionales obligan a introducir la perspectiva internacional para con-

79  Como expresa el Informe de CIAT et al. (2012), p. 18, normalmente la participación 
en los ingresos tributarios, “al no ser directa, automática e incondicionada, no garan-
tiza disponer de los recursos y las AATT, en ocasiones han de devolver una parte muy 
significativa de sus ingresos o reciben autorización para gastar mucho menos de sus 
ingresos teóricos, por lo que no se benefician del sistema.” Como los redactores del 
informe señalan más adelante, aunque esta participación puede ser especialmente útil 
en los inicios de las organizaciones, a través de fuertes inversiones, la dificultad para 
mantener tal situación pueden aconsejar la utilización de fórmulas menos ambiciosas 
pero más prácticas, como los contratos programa.
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seguir el adecuado cumplimiento de las obligaciones tributarias y evitar 
los comportamientos fraudulentos o los excesos de planificación fiscal. 
Aunque algunos países han avanzado mucho en este terreno, otros mu-
chos, y especialmente los centroamericanos, aún no se han adaptado de 
forma adecuada a la nueva situación.

Una de las cuestiones básicas para prevenir el fraude internacional es la 
legislación de precios de transferencia, con objeto de evitar el desplaza-
miento de rentas hacia los países con menor tributación en Sociedades. 
Excepto Casta Rica y Nicaragua todos los países tiene aprobadas nor-
mas específicas sobre precios de transferencia, siguiendo en general las 
directrices emanadas del Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE. Otra 
vía para evitar los problemas asociados a los procesos de internaciona-
lización es la firma de convenios para evitar la doble imposición inter-
nacional y los acuerdos específicos para el intercambio de información 
entre países. En 2006 se aprobó el Convenio Multilateral de Asistencia 
Mutua y Cooperación Técnica entre las Administraciones Tributarias 
y Aduaneras de Centroamérica. El Convenio estaba firmado por Costa 
Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua. Por otro lado, 
existían diversos Convenios para evitar la Doble Imposición vigentes 
en Costa Rica, El Salvador, Panamá (7) y República Dominicana. Ade-
más, Acuerdos de Intercambio de Información vigentes habían sido fir-
mados por Costa Rica (2), Honduras, Panamá y Dominicana. En gene-
ral puede afirmarse que el ámbito la fiscalidad internacional es aún una 
tarea pendiente de desarrollo en la región.

5.2. Estructuras organizativas

Las agencias tributarias centroamericanas (con la excepción de Gua-
temala y Honduras, que gestionan también los tributos de aduanas), se 
hacen cargo de todos los tributos internos y también de una buena par-
te de los impuestos correspondientes a los municipios. Por otra parte, 
la administración panameña recauda las contribuciones sociales de los 
trabajadores independientes, colaborando así con el sistema de seguri-
dad social del país. La integración de las administraciones tributarias y 
las de la seguridad social está más extendida en los países de la OCDE 
que cuentan con un nivel de presión fiscal elevado y un peso relevante 
de la imposición personal. En América Latina es menos frecuente, y 
solo se ha producido tal integración en Argentina, Brasil y Perú.
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Las administraciones tributarias centroamericanas, como ocurre en 
otras áreas, se hacen cargo de las tareas tradicionales de apoyo al cum-
plimiento voluntario de las obligaciones tributarias (información, asis-
tencia, registro actualizado de los contribuyentes) y estrategias contra 
el fraude a través de diversos mecanismos de control y fiscalización. 
En general, el cobro de las deudas, bien en el período voluntario o bien 
en fase ejecutiva, corresponde a las agencias tributarias, aunque hay 
algunas excepciones80.

En cuanto a la estructura organizativa, tres administraciones Costa 
Rica, Nicaragua y Panamá) adoptan una estructura puramente funcio-
nal, según las fases del procedimiento de gestión tributaria, mientras 
que el resto incluye en su organización otros vectores, como los tipos de 
contribuyentes o el ámbito geográfico sobre el que se efectúa la gestión. 
Todo parece indicar, no obstante, que la preocupación por una mayor 
eficacia y eficiencia en el funcionamiento de las organizaciones lleva 
a poner el acento en la coordinación efectiva de sus actuaciones, los 
procesos de informatización estructurados y el manejo integrado de la 
información, como variables claves de la gestión tributaria.

Todos los países de la región cuentan con un departamento específico, 
la Unidad de Grandes Contribuyentes, especializado en el control y se-
guimiento de los mismos. La selección de los grandes contribuyentes 
se suele efectuar a partir del volumen de negocios de las empresas, el 
sector económico en el que realizan sus actividades o las cantidades de 
impuestos que pagan a la Hacienda. La Tabla VII.2 da idea del número 
de empresas controladas y la importancia de volumen de impuestos que 
pagan en la región centroamericana.

80  En El Salvador, las actividades de gestión en fase voluntaria se atribuyen a la Di-
rección General de Tesorería, mientras que las correspondientes a la fase ejecutiva, son 
llevadas a cabo por la Fiscalía General de la República. Por otra parte, Costa Rica, Gua-
temala y Honduras atribuyen las tareas de cobro de deudas en ejecutiva a la Dirección 
General de Hacienda, el Poder Judicial y la Procuraduría General de la República res-
pectivamente. Por último, la actividad en fase ejecutiva exige una intervención judicial 
previa en Guatemala, Honduras y Nicaragua.
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Tabla VII.2: Número de Grandes Contribuyentes y Montante de 
Impuestos pagados (2010)

PAÍS GRANDES 
CONTRIBUYENTES % RECAUDACIÓN

COSTA RICA 504 68,0

EL SALVADOR 3.536 77,5

GUATEMALA 504 57,2

HONDURAS 812 85,0

NICARAGUA 402 71,6
REPÚBLICA 
DOMINICANA 637 73,1

CENTROAMÉRICA* 1.066 72,0

AMÉRICA LATINA* 3.935 69,8

Fuente: CIAT et al. (2012). P.58. (No hay información de Panamá).

La media de grandes contribuyentes en América Latina es muy elevada 
debido al alto número de grandes contribuyentes que se incluyen en al-
gunos países de la región (México, Perú, Brasil o Colombia). La media 
de Centroamérica es casi cuatro veces inferior, lo que se explica por 
el menor número de grandes empresas en esta región y, posiblemente, 
el menor nivel de cobertura de las unidades de las agencias tributarias 
en la misma81. Llama la atención, no obstante, el importante volumen 
de recaudación que se obtiene de esos contribuyentes, que se eleva-
ba al 72% como media en 2010. Tres países se situaban en el entorno 
del valor medio, en tanto que uno (Guatemala) reflejaba un porcentaje 
significativamente inferior y otros dos arrojaban porcentajes superiores 
(El Salvador y, sobre todo, Honduras). Una cuestión relevante para ga-
rantizar la operatividad y eficiencia de las Unidades de Grandes Con-
tribuyentes es el número de empleados que operan en las mismas o, en 
otros términos, el número de grandes empresas de las que debe hacerse 

81  El dato de El Salvador en 2010 es llamativo, aunque el Informe mencionado advierte 
que “El Salvador ha decidido recientemente una reducción muy significativa del núme-
ro de contribuyentes de la UGC” (CIAT et al. 2012, p.58).
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cargo cada trabajador de la unidad. Aquí la dispersión es importante. En 
alguna administración, como la de Guatemala, el número es inferior a 
5, mientras que en otras, como por ejemplo, la agencia de El Salvador, 
el número de empresas controladas por empleado de la agencia es su-
perior a 30. En este último caso, la eficacia de la Unidad difícilmente 
puede lograrse. 

5.3. Presupuestos y coste de gestión

La inversión en administración tributaria, como se señalaba anterior-
mente, ha sido una constante entre los países de América Central. Según 
los datos obtenidos del CIAT, en el período 2006-2010, como media, 
los presupuestos de la administraciones tributarias de América Latina 
en su conjunto, habían crecido un 25%. En el área centroamericana, el 
crecimiento mayor en ese período se produjo en Honduras, Costa Rica 
y República Dominicana. En términos de costes asociados a la recau-
dación de tributos, el Gráfico VII.12 señala cómo en su conjunto, el 
coste es superior entre los países centroamericanos a los valores medios 
que el mismo indicador arroja para América Latina. El indicador es 
una aproximación al grado de eficiencia de las administraciones tribu-
tarias de los países de la región. En esa dirección podría decirse que las 
agencias de Honduras, El Salvador y Panamá, al incurrir en costes más 
bajos, podrían indicar un grado de eficiencia mayor. 

No obstante, el indicador, por sí solo no puede tomarse como una ex-
presión del grado de eficiencia de las organizaciones tributarias de los 
diversos países de la región. Un indicador muy bajo puede ser la conse-
cuencia de factores muy diversos: bien que los recursos asignados a las 
tareas recaudatorias son escasos, que efectivamente, con pocos recursos 
se consigue una recaudación elevada gracias al buen funcionamiento de 
la administración correspondiente, que se lleva a cabo una rigurosa ges-
tión presupuestaria, o, simplemente, que aumentó la recaudación como 
consecuencia de una reforma impositiva potente, que se tradujo en ma-
yores recursos para la Hacienda del país de que se trate. Por otro lado, 
el coste contemplado en el gráfico nada dice sobre los costes asociados 
al cumplimiento de las obligaciones tributarias, generalmente elevados 
en países con sistemas tributarios poco desarrollados.
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Gráfico VII.12: El coste de la gestión tributaria respecto a la 
recaudación. Media 2006/2010
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Fuente: CIAT et al. (2012).

El Gráfico VII.13 recoge una segunda información que puede servir 
para completar en cierto modo el perfil de las administraciones tributa-
rias centroamericanas. Ahora el marco de referencia es el PIB de cada 
país. Se entiende que la comparación internacional puede ofrecer algu-
na información adicional sobre la importancia asignada a la actividad 
de recaudación tributaria entre los países de la región. En este ámbito, 
la comparación del área centroamericana con los valores medios de 
América Latina muestran un peso inferior de los recursos (o los costes) 
asignados a la gestión tributaria de los países incluidos en el gráfico. El 
valor medio de los mismos era en 2010 el 0,15%, inferior en tres déci-
mas a la media latinoamericana (0,18%):
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Gráfico VII.13: El coste de la gestión tributaria respecto al PIB. 
Media 2006/2010

Fuente: CIAT et al. (2012).

El gráfico muestra además que, salvo Guatemala y Nicaragua, todos 
los países de la región tenían índices inferiores a las medias antes co-
mentadas, lo que, en principio, podría interpretarse como expresión de 
un menor esfuerzo presupuestario en estas actividades. De nuevo hay 
que insistir, sin embargo, en el significado relativo de este indicador. 
Además de las consideraciones anteriores, es preciso advertir que los 
resultados pueden verse muy afectados por la aplicación de recursos 
significativos en una etapa previa de desarrollo de las administraciones 
tributarias, es decir, en la que los costes de inversión (incorporados a 
los datos presupuestarios) pueden haber sido muy elevados, generando 
una cierta distorsión de los indicadores. Por otro lado, no debe olvidarse 
de la importancia de los ciclos económicos a la hora de interpretar índi-
ces vinculados al PIB. Puede que los indicadores aumenten en algunos 
países en buena parte, como consecuencia de una caída de la actividad 
productiva o que disminuyan ante el efecto negativo que la crisis pro-
dujo en los mismos. En este sentido, la reciente crisis económica afectó 
entre el 2007 y el 2009 a República Dominicana, Guatemala, Honduras, 
El Salvador y Nicaragua, dando lugar a disminuciones recaudatorias en 
los dos ejercicios económicos.
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5.4. Principales gastos: consideraciones sobre 
el personal al servicio de la A.T.

Si atendemos a la naturaleza de los gastos presupuestarios, los datos 
confirman el peso decisivo de los destinados a la retribución del perso-
nal: 68,1% en AL como valor medio y 67,4% del total en el caso de los 
países de América Central. Los gastos corrientes eran un poco mayores 
en la región centroamericana (24,3 respecto al 21,4%) mientras que 
ocurre lo contrario con los otros gastos, concepto que incluye el gasto 
en inversiones (6,8 y 12,4%) (Gráfico VII.14).

Gráfico VII.14: Principales partidas del presupuesto 
de gastos (2010)
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Fuente: CIAT et al. (2012), p.19 y elaboración propia.

Tres países (Honduras, Nicaragua y El Salvador) destinaban cantidades 
superiores a las medias citadas al gasto en personal, en tanto que otros 
dos (Guatemala y República Dominicana) arrojaban cantidades de gas-
to en bienes y servicios corrientes sensiblemente mayores que los valo-
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res medios de AL y de AC. Respecto al último concepto contemplado 
en el gráfico (Otros gastos), sólo destaca Costa Rica, país en el que la 
inversión se había elevado en 2010 al 11,2%. En todo caso, el montante 
de la inversiones, a diferencia de otras partidas, tiene, como es sabido, 
un comportamiento más volátil y, una vez efectuados los impulsos de 
modernización iniciales, suelen arrojar cifras modestas, a salvo de los 
programas puntuales que se aplican en los distintos países para mejorar 
o ampliar sus infraestructuras y que en algunos casos depende de la 
ayuda exterior puntual.

La importancia del gasto en personal en este tipo de instituciones es 
fácilmente comprensible, dadas las características de las actividades 
realizadas y la creciente especialización y preparación que exigen. An-
tes de proceder a la informatización intensa de la gestión tributaria, mu-
chos países debieron integrar a un importante volumen de trabajadores 
para poder cubrir las exigencias de las tareas asociadas al apoyo al cum-
plimiento voluntario y la fiscalización y lucha contra el fraude fiscal. Si 
se contabilizan los trabajadores dedicados a la recaudación de tributos 
internos y se compara con el número de personas económicamente acti-
vas, se comprueba cómo en América Latina, el número de habitantes en 
activo que corresponde a cada empleado en la administración tributaria 
es muy superior al existente entre los países de la OCDE: 2.465, como 
media en AL, respecto a 1.338 en la OCDE, también como valor medio. 
En América central, la cifra es algo inferior (2.325) aunque existe una 
dispersión considerable entre los países de la región, entre Honduras, 
que alcanza el valor más elevado (3.153) y Nicaragua, con el valor más 
bajo (1.244)82. La mayoría de los empleados forman parte mayoritaria-
mente del personal de plantilla83.

En cuanto a la distribución de los trabajadores según actividades, el 
gráfico 16, a pesar de sus limitaciones, ofrece alguna información de 
interés: En términos medios, los resultados de las dos regiones son si-
milares: Parecen predominar las actividades integradas en el concepto 

82  Como se recoge en el Informe mencionado anteriormente, los datos deben relativi-
zarse ante las diferentes competencias y atribuciones de las administraciones tributarias 
de los diversos países (seguridad social en algunos caso y otros no, aduanas, impuestos 
municipales, recaudación en fase ejecutiva,.. etc.).
83  Solo El Salvador, entre los países de la región, cuenta con un número mayor de per-
sonas vinculadas a través de contratos (el 76%) para la realización de las actividades de 
gestión y recaudación de los tributos.
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“Otros” que, en cierto modo, se convierte en un “cajón de sastre” donde 
se incluye todo aquel personal que no se ubicó en los conceptos anterio-
res. De ahí el valor relativo de la información. Por otro lado, mientras 
que las tareas de fiscalización constituyen el primer concepto en rela-
ción con el número de trabajadores en AL, el dato para AC cambia, al 
mostrar una cifra superior la correspondiente al personal ocupado en las 
labores más estrictas de recaudación. Y, tanto en un caso como en otro, 
las denominadas operaciones destinadas a la orientación y asistencia al 
contribuyente, según consta en el gráfico, son la que integran el número 
de trabajadores mas bajo.

Gráfico VII.15: Distribución del personal en las tareas de la 
administración tributaria
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Fuente: CIAT et al. (2012), p.26.

En el concepto de “Otros” se incluyen los servicios jurídicos, las tareas 
de gestión y dirección (incluyendo los recursos humanos), Informática 
y Tecnología y otras actividades no integradas en los conceptos anterio-
res. El cuadro de referencia para elaborar el gráfico no incluye informa-
ción de Honduras.
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Por lo que respecta a los datos de los países, deben señalarse, el muy 
reducido número de trabajadores dedicados a favorecer el cumplimiento 
voluntario en Guatemala, Nicaragua o República Dominicana, el bajo 
nivel de empleados en el sector de fiscalización en República Dominica-
na, el peso que alcanzan los servicios de recaudación en Costa Rica, Ni-
caragua y Guatemala y la desproporción que se observa en el último ca-
pítulo (Otros) en República Dominicana y Panamá. En todo caso, como 
antes se adelantaba, los datos, recogidos a partir de un esquema común 
por los diversos países, deben ser relativizados, porque la correcta ubica-
ción de los trabajadores en los diversos servicios, se presta a importantes 
sesgos de interpretación, lo que puede explicar una parte importante de 
las diferencias o las anomalías que parecen mostrar los datos.

Desde otra perspectiva, una buena parte del personal de cualquier ad-
ministración tributaria debe estar adecuadamente calificado y con un 
nivel técnico elevado, lo que implica la necesidad de aplicar retribu-
ciones altas. Además, hay que garantizar no solo su solvencia técnica, 
sino también su comportamiento ético en un ámbito tan delicado como 
el de la gestión de los tributos. En todos los países los cuerpos de élite 
son objeto de especial atención, tanto en el momento del reclutamiento 
como en relación con su retribución. En este sentido, todos los países 
de la región exigen titulación específica (superior) y adecuada para que 
este tipo de personal se incorpore a la administración tributaria, con la 
excepción de Nicaragua. Por otra parte, en cuatro países, se establecen 
pruebas específicas de acceso (El Salvador, Guatemala, Nicaragua y 
República Dominicana).

Por lo que respecta a la retribución, República Dominicana, Panamá, 
Guatemala y Nicaragua disponen de algún mecanismo de retribución 
variable y en los dos primeros países, tal complemento representa más 
del 20% del salario total. Si comparamos con las retribuciones de otros 
funcionarios de la administración pública, en general las cantidades 
percibidas en la administración tributaria son mayores, aunque si la 
comparación se hace con los empleados del Banco Central o de las 
Contralorías, el resultado es el inverso o similar.

Por último, en relación con el grado de permanencia de los empleados 
en las agencias tributarias, solo en Costa Rica se podría hablar de una 
administración “madura” o con acumulación de experiencia suficiente. 
La edad media de sus empleados en 2010 era de 41,4 años, mientras 
que en otros países la media de edad apenas supera los 20 años. En todo 
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caso, la inexistencia generalizada de servicios civiles de carrera y reglas 
de promoción claramente establecidas implica la frecuente existencia 
de rotaciones y cambios asociados a los cambios de los partidos en el 
poder, lo que obliga a relativizar la información sobre la madurez de la 
organización o la edad media de sus integrantes.

5.5. Planificación e informática

Las actividades del personal al servicio de las administraciones tribu-
tarias de América Central se han visto intensamente afectadas por las 
importantes inversiones realizadas en el ámbito de la informática y la 
planificación. Muchas de las tareas realizadas y de los procedimientos 
aplicados han sido simplificados y sistematizados gracias a los cambios 
operados y el aprovechamiento de internet por parte de las agencias. 
Los grandes volúmenes de información obtenidos a partir de estos me-
dios hacen preciso disponer también del personal y los recursos ne-
cesarios para una adecuada utilización. El hecho de que los cambios 
mencionados se hayan producido en un período relativamente reciente 
explica que todavía se produzcan ineficiencias o que no se aproveche 
con plenitud la potencialidad de los mismos. 

Todas las administraciones de la región cuentan con un plan informá-
tico, disponen de bases de datos centralizadas y de conectividad entre 
los departamentos centrales y los territoriales. Casi todos los funciona-
rios disponen de ordenador, aunque los niveles de obsolescencia de los 
equipos varían mucho entre países. La disponibilidad permanente de 
datos esenciales a través de un centro de respaldo está garantizada, al 
menos en las administraciones de El Salvador, Nicaragua y República 
Dominicana. Además, todas las agencias ofrecen muchos servicios a los 
contribuyentes (programas de ayuda, preguntas frecuentes, solicitudes, 
recursos...). En suma, no parece que las administraciones tributarias 
centroamericanos estén quedando retrasadas respecto a la revolución 
informática que se está produciendo en este terreno.

Algo similar se puede decir de los cambios producidos en el ámbito 
de la planificación estratégica, elemento esencial para asegurar el fun-
cionamiento de organizaciones tan complejas como las agencias tri-
butarias. En la región, todas las administraciones tributarias excepto 
Panamá tenían aprobado en 2010 un plan estratégico, un plan operativo 
anual y una serie de indicadores de gestión que pretenden medir el gra-
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do de cumplimiento de los objetivos marcados, aunque en ocasiones, 
los indicadores son demasiado genéricos y resultan poco útiles para me-
dir adecuadamente el funcionamiento de las administraciones. No pare-
ce que los resultados de los planes tengan una incidencia efectiva en los 
sistemas de promoción y remuneración de los trabajadores, lo que ex-
presa la necesidad de mejorar las estrategias de planificación, más allá 
de sus planteamientos teóricos. Los departamentos de estudios, por otra 
parte, se han generalizado en las diversas administraciones, y parecen 
esenciales para asegurar un adecuado proceso de toma de decisiones 
por parte de los directivos de las organizaciones84.

5.6. Aspectos jurídicos y procedimientos

Los códigos tributarios reconocen el derecho a la información del que 
disponen las agencias para garantizar una aplicación correcta de los im-
puestos. En general, este reconocimiento es explícito, aunque se insiste 
en la necesidad de que la información se relacione estrechamente con 
las finalidades perseguidas por las administraciones tributarias y que, 
en todo caso, se asegure el deber de secreto y sigilo respecto a terceros. 
La protección de la privacidad y el derecho a la intimidad, no obstante, 
admite cuatro excepciones: cuando se trata de prevenir un eventual la-
vado de capitales, la persecución judicial de delitos, un expediente de 
colaboración con el Parlamento o la Contraloría o la colaboración con 
otras administraciones tributarias en materia de intercambio necesario 
de información. En la región, solo Guatemala y Panamá establecen al-
gunas limitaciones en materia de utilización de la información en otros 
procesos judiciales (civiles, mercantiles o laborales), así como, también 
Guatemala y Nicaragua señalan algunas limitaciones respecto al em-
pleo de la información a efectos estadísticos.

El secreto bancario, tiende a considerarse un derecho de los ciudadanos, 
aunque entre los países de la región no alcanza nivel constitucional, 
siendo reconocido en leyes específicas85. Sin embargo, dada la impor-
tancia creciente de la información financiera para combatir la corrup-

84  Las actividades principales de estos servicios se dirigen al conocimiento y previsión 
de la recaudación, análisis de cumplimiento, gastos fiscales y problemas de evasión, 
evaluación de las reformas impositivas a partir de modelos de microsimulación.
85  En general, la legislación protectora es mayor en la región que la que se suele dar en 
el marco de la OCDE.
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ción y el fraude fiscal, existen en todos los países vías para acceder a 
este tipo de información sensible. En algunos casos, específicamente 
señalados, se permite la actuación directa de la administración tributa-
ria en países como El Salvador o Panamá; en otros, es necesario dispo-
ner de una autorización judicial expresa, como ocurre en Costa Rica, 
Guatemala, Honduras o Nicaragua; por fin, otros países pueden acceder 
a la información a través de intermediarios específicos, como ocurre en 
República Dominicana con la Superintendencia de Bancos, o en Hon-
duras, a través de la Comisión Nacional de Bancos y Seguros.

Respecto a las sanciones vinculadas al incumplimiento de las obliga-
ciones tributarias, especialmente las relativas a los registros de contri-
buyentes, el uso de los números de identificación fiscal, las obligacio-
nes contables o de facturación o el deber de suministro de información a 
las administraciones tributarias, tan importantes para el funcionamiento 
de los sistemas impositivos, todo parece indicar que su aplicación es 
limitada en los países de la región86. La escasa aplicación del régimen 
sancionador se convierte en un importante “hándicap” para el buen fun-
cionamiento del sistema tributario y para conseguir un nivel de recau-
dación próximo a la capacidad potencial del mismo en cada país. Por 
lo que respecta a los delitos tributarios, como ocurre en muchos otros 
países, a pesar de su adecuada tipificación en las diversas legislaciones 
fiscales, no parece que se haya producido un volumen de jurisprudencia 
mínimo como para poder hablar de una efectiva aplicación de la legis-
lación penal dispuesta en las normas. De nuevo se trata de un campo en 
el que los países centroamericanos deberían profundizar para conseguir 
aplicar de forma efectivas sus sistemas tributarios.

En relación con los procedimientos tributarios, las tareas de registro, 
esenciales como inicio de la gestión tributaria, implican la aplicación 
de números de identificación fiscal a todos los contribuyentes y el re-
gistro efectivo de los mismos en las oficinas tributarias. Según los datos 
disponibles, a pesar de la extensión de los NIF en todos los países, las 
cifras de contribuyentes registrados son muy bajas en América Central, 
incluso en comparación con los valores medios e América Latina87.

86  Ver al respecto, CIAT et al. (2012), cuadro Nº 15 (p. 36).
87  Tan solo Panamá ofrecía un porcentaje relativamente alto del número de contribu-
yentes registrados respecto a la población del país. En otros países, o no se dispone de 
información o los datos indican un número de contribuyentes muy bajo respecto a las 
medias latinoamericanas.
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Respecto a los servicios de atención y orientación a los contribuyentes, 
en todos los países se suministra información presencial, telefónica y 
a través de internet, aunque esta vía no es prioritaria en ningún país, a 
pesar de su crecimiento a lo largo de los últimos años88. Por su parte, 
el pago a través del sistema bancario también se ha generalizado en los 
países de la región.

Según la información disponible, aproximadamente un 30% de contri-
buyentes no cumplen con sus obligaciones en relación a los impues-
tos generales sobre el consumo y los que afectan a la renta (personas 
naturales y personas jurídicas). Entre los países centroamericanos, los 
porcentajes serían en general inferiores, aunque hay que recordar que el 
número de contribuyentes registrados y/o efectivos es también mucho 
más bajo. 

En Centroamérica no se aplica en general el análisis de riesgo como 
instrumento para determinar los grupos más problemáticos a efectos 
tributarios. En todo caso, para seleccionar a los contribuyentes que son 
objeto especial de fiscalización, los criterios prioritarios seguidos son 
el cruce de información los datos objetivos de los contribuyentes, los 
análisis sectoriales, los informes de los auditores y las denuncias. 

En todos los países existen planes generales de fiscalización, normal-
mente apoyados con bases de datos que facilitan la labor de los fiscaliza-
dores. En algunos casos, se suministra software específico para facilitar 
las comprobaciones de los fiscalizadores (por ejemplo, en Costa Rica y 
La República Dominicana), así como guías de apoyo a la fiscalización. 
Para facilitar tales actividades, se han implantado impresoras fiscales 
(Repúblico Dominicana) o la factura electrónica (Guatemala), lo que 
redunda en una mayor capacidad de control tributario. Por otra parte, 
como es conocido, tanto las fiscalizaciones masivas como las auditorias 
constituyen estrategias complementarias para conseguir una mejora en 
el cumplimiento voluntario y la prevención y lucha contra el fraude o 
la planificación fiscal agresiva. Nicaragua ofrecía resultados llamativos 
en términos de fiscalización masiva, mientras que otros países, como 

88  Hasta 2010, solo la República Dominicana, entre los países de la región, había im-
plantado el servicio de suministro de borradores a los contribuyentes para facilitar el 
cumplimiento de sus obligaciones. En la misma dirección, la presentación de declara-
ciones a través de internet es ya el procedimiento más importante para presentar las 
declaraciones impositivas en ese país.
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Guatemala, Panamá y Dominicana ofrecían porcentajes relativamente 
importantes de fiscalización a través de auditorías en relación al número 
de contribuyentes registrados activos. 

La comparación entre el volumen de deuda reparada y la efectivamente 
cobrada sirve para hacernos una idea de los resultados del proceso de 
fiscalización. Según los datos manejados, solo Panamá tenía unos resul-
tados significativos, sensiblemente superiores a las medias centroame-
ricanas y de América Latina; El Salvador, también en 2010, se situaba 
en el nivel de la media latinoamericana y, entre el resto de países, solo 
República Dominicana arrojaba una cifra apreciable, aunque por debajo 
de las medias antes mencionados. 

Otra información relevante de resultados es la que compara la nueva 
deuda morosa cargada en el último ejercicio económico y la deuda ex-
tinguida, bien por ingreso efectivo o por otras causas (fallidos, anula-
ción por sentencia judicial..). Según el Informe de CIAT (2012), los 
datos reflejan un importante crecimiento de la deuda en toda la región, 
ya que la deuda extinguida representa tan solo el 26,5% de la nueva 
deuda cargada en el conjunto de América Latina. Por lo que respecta 
a la antigüedad de la deuda, El Salvador y Honduras representaban los 
casos más delicados, al concentrar en deuda superior a los 5 años los 
porcentajes mayores (36% y 43,87% respectivamente). 

Aunque la antigüedad de la deuda no tiene porqué ser responsabilidad 
de las administraciones tributarias (puede derivarse de sentencias ju-
diciales que declaran la suspensión de los pagos debidos), este factor 
puede ser muy importante porque las deudas más antiguas son difíciles 
de cobrar. Por otra parte, los aplazamientos y fraccionamientos pueden 
recargar el montante de la deuda morosa y complicar el logro de los 
objetivos recaudatorios. Respecto a los recursos presentados contra las 
decisiones administrativas, la información disponible señala una dis-
minución de los recursos de reposición, la caída de la resolución de 
los mismos y el aumento de los recursos presentados ante tribunales 
especializados o tribunales ordinarios. El conjunto de resultados, inclu-
yendo el aumento de los plazos de resolución de los recursos ofrece una 
perspectiva sombría para las administraciones tributarias de la región. A 
ello habría que sumar la escasa experiencia de tribunales especializados 
en estas materias y los frecuentes cambios legislativos en materia tribu-
taria, con frecuencia contradictorios, lo que implica un coste elevado en 
materia de seguridad jurídica.
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5.7. Relaciones de la Hacienda con la Sociedad

En el marco de los procesos de reforma e innovación tecnológica, todas 
la administraciones de la región llevan a cabo tareas de comunicación 
e información a los contribuyentes a través de internet y las posibilida-
des de acceso a sus páginas web, en las que se ofrece información y se 
abre vías para el registro, el inicio de diversos procedimientos e inclu-
so la materialización de las declaraciones de los diversos impuestos y 
su pago89. Este sistema de información abierto se ve complementado a 
través de las redes de intranet como una vía de comunicación interna 
y de fortalecimiento institucional de la propia organización. Ello sir-
ve además, en algunos casos, para identificar buenas prácticas internas 
e intentar su extensión a otros departamentos de la organización, así 
como para reformar algunos procedimientos.

Distintos países realizan encuestas periódicas para medir el grado de 
satisfacción de los ciudadanos con la administración tributaria, Eso les 
permite conocer sus aciertos y errores, mejorar su gestión y, parale-
lamente, difundir los resultados entre los ciudadanos, especialmente 
cuando son positivos, para generar más conciencia tributaria y estimu-
lar el cumplimiento de las obligaciones de los contribuyentes. Entre los 
países que realizan tales encuestas se incluyen la República Dominica-
na y Guatemala, ambos con resultados excelentes: Alrededor del 90% 
de los encuestados en Dominicana señalaban que la actuación de la 
DGII era muy buena o buena, mientras que el porcentaje era del 80% 
en el caso de la SAT de Guatemala.

Un elemento adicional de las relaciones entre las agencias y los contri-
buyentes es el referido a las tareas de educación tributaria. La sociedad 
no puede funcionar sin servicios públicos y es necesario pagar por 
ellos. En cierto modo, el pago de impuestos es el precio de la ciuda-
danía y es importante que los ciudadanos lo entiendan así. Por ello, 
las diversas instituciones del Estado deberían hacerse cargo de esta 
tarea educativa, a través de los programas educativos generales y, en 
su caso, de campañas de explicación a los ciudadanos sobre el sentido 
de la tributación y su necesidad para financiar servicios públicos bá-
sicos. No obstante, todas las administraciones tributarias de la región 

89  En algunos países de la región (República Dominicana) los datos del crecimiento de 
accesos a la página web se multiplicó por cinco entre 2006 y 2010.
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exceptuando la DGI de Panamá tienen programas específicos de edu-
cación tributaria y en cuatro de ellas (las de Costa Rica, El Salvador, 
Nicaragua y República Dominicana) tales programas se integran en los 
sistemas educativos nacionales.
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Para poder responder a las preguntas que formulaban en los capítulos 
iniciales de este trabajo hace falta saber si para los países analizados 
mejorar su fiscalidad resulta una prioridad, así como si estiman con-
veniente solicitar asesoramiento o asistencia técnica a la AOD de un 
donante particular o, en su caso, de la AOD europea. O, cambiando de 
óptica, habría que formular la pregunta de si un país donante puede 
influir en las mejoras del sistema fiscal de los países en desarrollo con 
suficiente distancia, y sin intervenir en decisiones de las que en ocasio-
nes pudiera beneficiarle indirectamente (por ejemplo, en el gravamen 
de beneficios empresariales por explotación de recursos naturales a 
través de IED).

Asumiendo, como es obvio, el principio se soberanía fiscal de cualquier 
país, la cooperación internacional al desarrollo puede apoyar los es-
fuerzos nacionales de reforma fiscal de los ocho países de estudio y de 
mejora en su gestión tributaria para coadyuvar al objetivo de incremen-
tar la recaudación de sus ingresos públicos –con la finalidad de lograr 
una mayor suficiencia financiera y menor dependencia externa– y de 
aumentar, en su caso, la progresividad de sus sistemas impositivos para 
contribuir a reducir sus niveles de inequidad en la distribución de la ren-
ta. En todo caso, esto solo sería viable si se dan dos circunstancias: (a) 
hay una necesidad explícita de colaboración por parte de estos países 
y, por tanto, canalizan una demanda concreta al sistema de cooperación 
internacional al desarrollo y (b) por parte del país donante existe la ofer-
ta con suficiencia y capacidad técnica de llevarla a cabo. 

Sin embargo, hasta ahora la PECID, en particular, se ha caracterizado 
precisamente por ser, salvo el consorcio en el que participa a través 
del programa EUROsociAL, un oferente sin demasiada especializa-
ción en este ámbito. Por otra parte, cuando se revisan las peticiones 
más recientes en esta materia de reforma fiscal, se puede concluir que 
algunos organismos internacionales han sido los principales respon-
sables de las tareas y actividades de asesoramiento y apoyo a los pro-
cesos de reforma fiscal de los países en vías en desarrollo: el BM, el 
FMI, el BID, e incluso la UE, son los organismos mayoritariamente 
responsables de ejecutar este tipo de asistencias técnicas en el ámbito 
de las principales reformas fiscales y tributarias de las dos regiones 
del estudio. A su vez, en términos del volumen de recursos canaliza-
dos por la AOD hacia América Latina se constata una escasa y decre-
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ciente capacidad de influencia en la región: ya en 2010, el volumen de 
AOD hacia América Latina y Caribe representaba tan solo el 0,32% 
de su ingreso nacional bruto (INB)90.

Tras estas precisiones, cabe preguntarse de qué manera la coopera-
ción internacional, y en particular la española, puede contribuir –en 
adecuada alineación con los planes nacionales de desarrollo (PND) 
del país socio receptor de la ayuda– al fortalecimiento de la estruc-
tura de los sistemas fiscales, a la vez que se reduce progresivamente 
la dependencia financiera con el exterior y se contribuye a disminuir 
los niveles de inequidad en la región. Se trata de una cuestión com-
pleja, sobre todo si tenemos en cuenta que, como decíamos, la AOD 
–y la cooperación española en particular– posee una capacidad limi-
tada para abordar los desafíos que actualmente implica el objetivo de 
mejorar la fiscalidad en el marco de la financiación al desarrollo de 
los ocho países objeto de estudio. En este sentido, parece lógico ana-
lizar si realmente España tiene una ventaja comparativa con respecto 
a otros donantes sobre esta materia.

España lleva treinta años centrando geográficamente su AOD en las 
regiones de Centroamérica y Sudamérica. Su conocimiento e implan-
tación en ambas regiones ha supuesto la atracción de la ayuda europea. 
Con mayor o menor acierto, siempre ha mantenido unos lazos cultura-
les que, aunque controvertidos a veces, son y continúan estando presen-
tes. A su vez, España, desde su reciente calificación de país delegado en 
el entorno comunitario91, cuenta con mayor legitimidad para represen-
tar no solo a algunos Estados miembros que trabajan en la región, sino 
también a la propia AOD europea.

90  Los flujos de AOD hacia América Latina y el Caribe sólo alcanzaron 7% de la par-
ticipación mundial en 2009, en contraste con África y Asia, que recibieron 37% y 30% 
de estos fondos, respectivamente. CEPAL, 2011.
91  La Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) re-
cibió en 2011 el Certificado de Homologación que emite Europaid y que equipara su 
trabajo con el de otras agencias de cooperación de ámbito europeo como la GTZ ale-
mana o la DFID inglesa.
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Particularmente la PECID, cuenta con el Marco de Asociación País 
(MAP), instrumento de planificación estratégica geográfica92 que per-
mite una estrategia compartida de asociación bilateral con el país socio 
(gobierno, instituciones, parlamento y sociedad civil) y con otros do-
nantes, reforzando la coordinación entre los propios actores de la coo-
peración española e integrando todos los enfoques identificados en las 
distintas agendas de desarrollo. Este instrumento además, está previsto 
que se alinee con las prioridades y ciclos del país socio: Ha de ser flexi-
ble, pero garantizando la previsibilidad de los recursos disponibles; con 
compromisos claros de desempeño en materia de eficacia de la ayuda 
y con los adecuados mecanismos de control y rendición de cuentas. Al 
estar sustentados por la firma del acta de la COMIX (Comisión Mixta, 
compuesta por los representantes del gobierno receptor y de la coopera-
ción española, para la negociación del MAP), estos marcos cuentan con 
un claro respaldo normativo y político. 

En la actualidad, la PECID tiene trece MAP en vigor, de los cuales once 
pertenecen a países de la América Latina y el Caribe, pero sólo seis se 
corresponden con los países objeto de este estudio, pues hasta la fecha 
Nicaragua y Honduras tan solo cuentan con documentos desactualiza-
dos de planificación estratégica. 

Pero, ¿este instrumento supone en realidad un input suficiente y/o ne-
cesario para revisar las posibilidades de la PECID en esta materia, y 
una ventaja comparativa hacia estos países? Probablemente no. Anali-
zados los seis MAP correspondientes, y los documentos coetáneos de 
los 8 países (ver detalle individualizado en Anexo 4), no se concreta 
ninguna ventaja comparativa por país, como tampoco en relación con 
las posibles mejoras fiscales y tributarias. Una excepción es el MAP 
de El Salvador, que incluye el objetivo de apoyar la reforma tribu-
taria en el ámbito del pacto fiscal, a nivel nacional y local, así como 
promover la participación social organizada en la construcción de las 
políticas fiscales para financiar programas específicos de algunas en-
tidades de la sociedad civil salvadoreña. Las acciones objeto de apoyo 
se intentan armonizar con las actuaciones de fortalecimiento de la 
política fiscal promovidas desde la UE, el FMI, el BM, el BID, y otras 

92  Manual para el establecimiento, seguimiento y evaluación de Marcos de Asociación 
País. http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/
Documents/Cooperacion/Planificacion/Planificaci%C3%B3n%20pais/MAP-Metodo 
logia%202013%20SGCID.pdf
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instituciones. Para los otros tres países de la región centroamericana 
no se establecen objetivos para este sector.

En relación con la región andina y sudamericana el escenario varía se-
gún el país. En Bolivia, país prioritario para la PECID, se establece la 
asistencia técnica como mecanismo para la mejora de la gestión públi-
ca, impulsada por el Programa Iberoamericano de Formación Técnica 
Especializada (PIFTE) de la AECID, pero nada se concreta para esti-
mular mejoras o posibles reformas del sistema fiscal boliviano. 

En el MAP de Colombia se reconoce explícitamente, la capacidad de 
acompañamiento en procesos de fortalecimiento institucional y de di-
seño de políticas públicas como una de las posibles ventajas comparati-
vas; más allá de este reconocimiento, no se manifiesta interés alguno en 
los objetivos de la fiscalidad. 

Por su parte, Ecuador es el único país en el que se menciona en su MAP 
el objetivo de aumentar al menos al “nivel 7” la percepción de calidad 
de los servicios públicos para 2013. Este país establece varios objetivos 
en este sector en su Plan nacional de Desarrollo, pero no se traduce en 
ninguna demanda hacia la AOD española al respecto. 

Finalmente, Paraguay, con apenas un año de recorrido de su MAP, 
destaca dentro del sector de Gobernabilidad Democrática la priori-
dad de las acciones orientadas a garantizar la calidad de vida en el 
área de seguridad ciudadana, a través de el eje de fortalecimiento 
institucional y de la eficiencia en la inversión social, dentro del área 
de fortalecimiento de la administración pública. Aunque el gobierno 
paraguayo valora la experiencia española en el sector, tampoco ha 
manifestado demandas concretas con objetivos claros en el campo de 
la reforma fiscal.

Los seis MAP correspondientes a los países seleccionados (El Salvador, 
Guatemala, Colombia, Paraguay, Bolivia y Ecuador), y los documentos 
estratégicos país (DEP) de Nicaragua y Honduras, no parecen reflejar 
que el ámbito de la reforma fiscal sea uno de los prioritarios para las 
intervenciones de la PECID con carácter diferencial respecto a otros 
donantes en estos países. Por otro lado, la PECID no puede ofrecer los 
niveles de asistencia técnica (ni financiera) comparable a la de organis-
mos como el BID, FMI y BM, a la que estos países suelen acudir para 
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demandar este tipo de asistencias en materia de reforma fiscal. Pero, 
¿podría la PECID ofrecer una asistencia atractiva al respecto en el mar-
co del ámbito regional de la UE?

Desde la perspectiva regional de la UE habría ciertas sinergias a con-
siderar. Un instrumento único, como los Contratos de Buena Gober-
nanza y Desarrollo promovidos desde la cooperación europea, podría 
ofrecer una ventaja comparativa con respecto a otros donantes. En este 
caso además, la asistencia técnica y financiera (ayuda programática: 
apoyo presupuestario, fondo y canje de deuda, donde sumar los fon-
dos españoles a los comunitarios y a los de los países miembros –vía 
delegación–) viene legitimada por tratarse la UE del primer donante 
de AOD del mundo y sobre el que, al contrario de la PECID, sí se ha 
producido en repetidas ocasiones una demanda para intervenir en las 
mejoras de fiscalidad y tributación de estos países, tal y como se ha vis-
to previamente. No hay que olvidar que en este ámbito la UE también 
se pretende dar respuesta a preferencias y objetivos propios en relación 
a la fiscalidad y el desarrollo, como lo es el desarrollo de un sistema 
internacional con transparencia fiscal que evite la continua evasión y 
elusión de recursos, tanto de los países industrializados como de los 
países en desarrollo.

Desde la propia AECID se consideran los procesos de integración regio-
nal –como el Sistema de la Integración Centroamericana (SICA), actual-
mente en proceso de consolidación con apoyo de la UE– como contextos 
más factibles para provocar cambios en sectores tan cerrados como el 
de la fiscalidad, procurando evitar así las tradicionales resistencias que 
estos cambios provocan en los Estados socios. La superposición de la 
agenda de seguridad, más claramente necesaria en la región de Centroa-
mérica, ayuda también a vencer las resistencias mencionadas. 

Sin embargo, la falta de recursos de la PECID está obligando a reducir 
la presencia de la cooperación española en los niveles en los que tradi-
cionalmente fue fuerte –el nivel local y subnacional–, mientras que en 
el nivel nacional, los planteamientos están en plena reforma para poder 
ofrecer un amplio abanico de formación que pueda resultar atractivo. 
Adicionalmente, desde una perspectiva regional, España puede aliar-
se con organismos como la CEPAL y el BID, entre otros, y poner en 
marcha el rediseño de la estrategia en ese ámbito de la reforma fiscal 
y el desarrollo. 
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¿Cuáles podrían las principales oportunidades de la PECID en este con-
texto? Claramente vienen determinadas por dos elementos: (a) Su ca-
pacidad para apoyar a la sociedad civil (especialmente a las clases o los 
sectores de renta baja y media) en la reivindicación de un sistema fis-
cal (de ingresos y gastos) más equitativo e inclusivo tanto en derechos 
como obligaciones, con voz suficiente para vencer las resistencias de 
las elites globalizadas, que permita, a partir de las instituciones demo-
cráticas, fortalecer al Estado y sus niveles de protección social. Se trata 
sin embargo de una capacidad poco desarrollada, dada la naturaleza 
tradicional de la AOD (como relación bilateral de Estado a Estado). Y 
(b), la capacidad de fortalecer y mejorar la cooperación de asistencia 
técnica y de fortalecimiento institucional en materia tributaria para que 
pueda resultar competitiva (contemplando también las oportunidades 
que ofrecen la modalidad de Cooperación Triangular, de creciente im-
portancia en la región latinoamericana).
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A pesar de los argumentos que se aportaban al comienzo de este trabajo 
para justificar la selección de los países objeto de estudio, una primera 
constatación obtenida es que existen importantes diferencias entre los 
mismos, por lo que no se pueden generalizar sin matices las conclusio-
nes alcanzadas. En ese sentido, aunque comparados con los estánda-
res europeos de presión fiscal, los niveles correspondientes a los ocho 
países estudiados (Guatemala, Nicaragua, El Salvador y Honduras en 
Centroamérica y Colombia, Ecuador; Bolivia y Paraguay) son relativa-
mente bajos, existen importantes diferencias entre ellos.

Si tenemos en cuenta el volumen de recursos financieros disponibles, 
sumando los ingresos impositivos y los recibidos de la explotación de 
recursos naturales, al menos tres países tenían, al comienzo de la déca-
da actual, niveles superiores al 25% de sus PIB respectivos. Se trata de 
Bolivia, Nicaragua y Ecuador. Aunque es cierto que los ingresos proce-
dentes de los recursos naturales no forman en sentido estricto parte de la 
presión impositiva (factor clave en el caso de Bolivia y en menor medi-
da, de Ecuador), además de que en ocasiones, los datos de recaudación 
son muy fidedignos, no se puede afirmar, en el caso de estos países, que 
su nivel de recursos implique una insuficiencia de medios para financiar 
los servicios públicos. Hay que tener en cuenta además que una ratio 
de ingresos impositivos del 25% respecto al PIB, es una cifra elevada 
para países con niveles de renta per cápita relativamente bajos, como 
los países de renta media. En consecuencia, en estos casos, el grado de 
esfuerzo fiscal puede ser incluso superior que el de la OCDE.

Sí se podría defender en cambio la excesiva limitación de ingresos (in-
cluyendo los asociados a la explotación de recursos naturales) en otros 
países, como Guatemala, El Salvador, o Paraguay, aún reconociendo su 
tendencia general al crecimiento de la presión impositiva a lo largo de 
los últimos años, sobre todo en relación con las necesidades de finan-
ciación explicitadas en sus PND.

En todo caso, en relación con los objetivos de esta investigación, 
una conclusión que parece derivarse del análisis efectuado es la ne-
cesidad de seguir incrementando la capacidad financiera de recursos 
impositivos nacionales en los ocho países analizados, con distinto 
alcance y realidades impositivas diferenciadas entre ellos, en rela-
ción con las necesidades de financiación explicitadas en sus Planes 
Nacionales de Desarrollo (PND) y con su potencial recaudador como 
países de renta media. 
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No obstante, se observan distintos modelos entre estos países que deben 
ser tenidos en cuenta si se pretenden ofrecer alternativas estratégicas 
para la AOD. Por un lado, los países centroamericanos seleccionados 
representan un modelo dual en relación a su nivel de financiación del 
desarrollo y del peso específico del sector exterior en relación con el 
mismo. Si bien, también existen diferencias dentro de la región: Ni-
caragua y Honduras reflejan una mayor capacidad financiera fiscal en 
términos relativos (ambos con unos niveles promedio en el entorno del 
23,5% del PIB en el período 2007-2010) y un mayor grado de apor-
tación del sector externo a la financiación de su desarrollo (con unos 
niveles promedio en esos años del 14,5% y 11% del PIB, respectiva-
mente); por su parte, El Salvador y Guatemala disponen de una menor 
capacidad financiera fiscal relativa (en el mismo período, eran el 21,1% 
y el 14,8% del PIB, respectivamente), a la vez que con una aportación 
muy inferior de la financiación externa (del 6,2% en el primer caso, e 
incluso negativa con salida de capitales, en dichos años).

Por su parte, los cuatro países sudamericanos también registran perfi-
les diferenciados en relación a sus recursos nacionales de financiación 
del desarrollo. Así, se observa que Bolivia tiene una mayor capacidad 
financiera fiscal –entendida ésta como el conjunto de ingresos públicos 
provenientes tanto del sistema impositivo, como de la explotación de 
recursos naturales– (del 28,4% de su PIB, como promedio en el perio-
do 2007-2010), frente a los otros tres países analizados, especialmente 
Paraguay, que muestra una significativa debilidad financiera en sus in-
gresos fiscales (un 19,7% de su PIB, como promedio en el mismo perio-
do), y Colombia y Ecuador con situaciones intermedias, cuyos niveles 
promedio de recaudación fiscal eran del 23,5% y 22,3% de sus PIB, 
respectivamente. Cabe señalar, que estos cuatro países comparten un 
escaso nivel de recaudación impositiva relativa, con una tasa promedio 
de presión impositiva en el período 2007-10 en torno al 15% del PIB 
(en concreto, del 16,1% en Bolivia, el 15,8% en Colombia, el 15% en 
Ecuador y el 13% en Paraguay). 

La mayor o menor posibilidad de obtención de ingresos por la explo-
tación de recursos naturales (no renovables, como el petróleo o el gas) 
es donde se da la diferencia más significativa respecto a la capacidad 
financiera de estos cuatro países sudamericanos. Así, sobresale Boli-
via con una muy significativa recaudación de ingresos públicos prove-
niente de recursos naturales (casi un 9% de su PIB, como promedio en 
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el período 2007-10), frente a las menores tasas existentes en los otros 
tres países (3,3% en Ecuador, 3,2% en Colombia y 2,8% en Paraguay). 
Estos ingresos públicos derivados de la explotación de recursos natu-
rales son una valiosa oportunidad para reforzar la financiación de sus 
políticas públicas, aunque no deberían suponer un desincentivo para 
que estos países realizaran las deseables reformas fiscales para asegurar 
una mayor suficiencia impositiva y mejorar la equidad en un marco de 
mayor sostenibilidad de la recaudación tributaria.

En relación con las estructuras tributarias de los países estudiados, el 
limitado nivel de recaudación tributaria se hace, en buena medida, a 
través de impuestos indirectos sobre el consumo, lo cual genera un 
efecto regresivo en la distribución personal de la renta, y no ayuda a 
mejorar los niveles de equidad ni a la ampliación y consolidación de la 
clase media en sus sociedades. En este sentido, se evidencia la nece-
sidad de que en estos países se continúe con las reformas impositivas 
(con distinta intensidad y grado, al partir de situaciones diferenciadas 
entre ellos) para conseguir estructuras tributarias más equilibradas que 
incluyan figuras con un cierto grado de progresividad fiscal, en las que 
se consiga un adecuado nivel de recaudación a través de impuestos 
directos sobre la obtención y acumulación de rentas por parte de las 
personas físicas.

A su vez, la situación fiscal en los países analizados encierra grandes 
desafíos respecto a las cuestiones relacionadas con la distribución de 
los ingresos -reflejados a través de distintos índices, particularmente, 
el índice de Gini-, con unos niveles de desigualdad que siguen estando 
entre los más altos del mundo. Esta realidad deriva en una negativa per-
cepción ciudadana sobre la intensidad de dicha desigualdad que aumen-
ta la desconfianza en las instituciones políticas del Estado (poder legis-
lativo, poder judicial y partidos políticos) y acrecienta las apreciaciones 
de injusticia, impunidad y polarización social. Este malestar ciudadano 
con el modo en que funcionan las instituciones públicas y en cómo se 
distribuyen los bienes económicos, sociales y políticos es un elemento 
que debe tenerse en cuenta en las estrategias que aboguen por el desea-
ble pacto social y fiscal hacia una mayor igualdad en estos países.

Se podría decir, en definitiva, que, los dos principales retos para refor-
zar la financiación propia de estos gobiernos a través de los recursos 
tributarios son, por un lado, incrementar los recursos impositivos y, a 
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la vez, equilibrar el sistema fiscal haciendo pesar más a la imposición 
directa, con una mejora del combate a la evasión fiscal, con la finalidad 
de aumentar los ingresos y mejorar los estándares de equidad de los 
sistemas fiscales. 

Adicionalmente parecen justificarse el estímulo de la aplicación de me-
joras en el terreno de la gestión pública tributaria en los países analiza-
dos, para posibilitar que avancen en la consecución de dichos retos y, de 
esa manera, se contribuya tanto a alcanzar mayores tasas de autonomía 
financiera y de sostenibilidad en la financiación de sus PND (se dismi-
nuya el grado de dependencia en las fuentes de financiación externa, 
mucho más volátiles), como a mejorar los niveles de equidad en sus so-
ciedades (dimensión necesaria en todo proceso de desarrollo económi-
co y social, y prioritaria en los países latinoamericanos analizados). Es 
aquí, donde la ayuda externa al desarrollo debe adquirir un específico 
y creciente rol en la región, a través de la puesta en marcha de un ma-
yor número –y con mayor alcance– de actuaciones de fortalecimiento 
institucional, de capacitación técnica y de apoyo a la gobernabilidad en 
estos países en relación a la mejora de sus sistemas fiscales respecto a 
sus necesidades específicas.

Los ocho países objeto de este trabajo suelen demandar intervenciones 
de los organismos internacionales (OOII) –como el BID, FMI y BM– 
para mejorar sus sistemas fiscales. Todo parece indicar que la Política 
Española de Cooperación Internacional al Desarrollo (PECID) muestra 
un perfil de menor ventaja comparativa relativa en este ámbito respecto 
a esos donantes OOII, aunque puede fortalecer su participación en los 
programas de EURosociAL-Fiscalidad gestionados por la Fundación 
Internacional y para Iberoamérica de Administración y Políticas Pú-
blicas (FIIAPP). A su vez, desde el ámbito regional europeo y a tra-
vés de su propuesta de Contrato de Buena Gobernanza y Desarrollo, 
se presenta un nuevo desafío para la PECID para coadyuvar a que los 
países analizados mejoren la capacidad de movilización de sus recursos 
propios. Pero este mecanismo de financiación europeo no se imbrica 
con los Marcos de Asociación País (MAP), herramienta fundamental 
que actualmente implementa la cooperación española. Hay que destacar 
que salvo en el caso del MAP de El Salvador (que incluye el objetivo 
de apoyar la reforma tributaria en el ámbito del pacto fiscal, a nivel 
nacional y local), en los otros cinco MAP de los países analizados –de 
Guatemala, Colombia, Paraguay, Bolivia y Ecuador, dado que hasta la 
fecha Nicaragua y Honduras tan solo cuentan con documentos estraté-
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gicos país (DEP)–, no se refleja que el ámbito de la reforma fiscal sea 
uno de los prioritarios para las intervenciones de la PECID con carácter 
diferencial respecto a otros donantes que cooperan con estos países. Por 
otro lado, la PECID se enmarca actualmente en un contexto de escasez 
de recursos financieros que le está obligando a reducir su presencia en 
los niveles en los que tradicionalmente mostraba una mayor fortaleza 
relativa –el nivel local y subnacional–, mientras que en el nivel nacio-
nal, los planteamientos se están reformando para poder ofrecer un am-
plio abanico de formación que sea atractivo y eficaz a las necesidades 
de desarrollo de los países socios. 

En este contexto, tal vez se puedan apuntar dos ámbitos estratégicos de 
actuación de la PECID en los ocho países analizados: por un lado, dar 
un mayor apoyo a la sociedad civil de estos países (especialmente a los 
sectores de renta media y baja) en la reivindicación de un sistema fiscal 
–de ingresos y gastos– más equitativo e inclusivo, tanto en derechos 
como en obligaciones; por el otro, incorporar el diseño de la herramien-
ta del Contrato de Buena Gobernanza y Desarrollo en los MAP de estos 
países para promover el fortalecimiento institucional, la capacitación 
técnica y el apoyo a la gobernabilidad con la finalidad de contribuir a 
mejorar sus sistemas fiscales, según sus necesidades específicas. Adi-
cionalmente, desde una perspectiva regional, España puede aliarse con 
organismos como la CEPAL y el BID, entre otros, y poner en marcha 
el rediseño de la estrategia en ese ámbito de la reforma fiscal y el desa-
rrollo. Todo ello, partiendo de la premisa de que en la articulación de 
objetivos e instrumentos, la PECID asume un modelo de cooperación 
internacional en función de la demanda de los países beneficiarios y no 
desde la oferta, cada vez más limitada ante la disminución de recursos 
producida en el actual marco de crisis económica.
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A1. Estudio de caso: Análisis específico 
del sistema impositivo de Nicaragua

1. Los ingresos tributarios y su estructura

Los ingresos tributarios en Nicaragua (como porcentaje del PIB) se en-
cuentran por encima tanto del promedio del conjunto de América Latina 
(AL) como de los países de renta medio baja latinoamericanos93. En 
promedio del período 2006/2010 alcanzaban en Nicaragua el 25,5% 
del PIB, mientras que en el conjunto de AL suponían el 19,8% y en el 
grupo de países de ingreso medio bajo de AL se situaban en el 16,2% 
(gráfico 1). No obstante, existen poderosos indicios de que el PIB nica-
ragüense está notablemente infravalorado, de tal modo que los ingresos 
tributarios en relación al PIB serían bastante más bajos de lo indicado. 
Se especula con una infravaloración de al menos el 20%. En ese caso, 
los ingresos tributarios no serían del 25,5% del PIB, sino del 21,2%. Si 
la infravaloración fuera del 30%, los ingresos tributarios alcanzarían el 
19,6%, ligeramente por debajo de AL. En cuanto a su evolución, desde 
el año 2000 en Nicaragua los ingresos fiscales han crecido muy por 
encima de los del resto de países latinoamericanos (8,4 puntos del PIB, 
más del doble que en el resto de AL).

93  Grupo al que pertenece Nicaragua según la clasificación del Banco Mundial
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Gráfico A1.1: Ingresos tributarios (% PIB). Media 2006/2010

Fuente: Para América Latina, base de datos BID-CIAT; para la OCDE; OCDE.

Sin embargo, junto a estos hechos positivos, existen algunas sombras. 
La primera se refiere a la evolución de la economía nicaragüense desde 
comienzos de la crisis actual. Desde el año 2007 la economía de Nicara-
gua ha crecido menos que la del resto de países de AL, tanto el total de 
países como sólo los de ingreso medio bajo (Tabla A1.1). Como lógica 
consecuencia de ello, los ingresos tributarios aumentaron menos que en 
el resto, excepto en el año 2010, debido a la reforma fiscal que entró en 
vigor ese año (Tabla A1.2). 

Tabla A1.1: Crecimiento medio anual del PIB

2008/09 2010

Nicaragua 4.48 0.64

AL países ingreso medio bajo (sin NI) 5.24 1.55

América Latina (sin NI) 6.28 2.56

Fuente: Banco Mundial.
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Tabla A1.2: Crecimiento medio anual de los ingresos tributarios

2008/09 2010

AL países ingreso medio bajo (sin NI) 0.33 6.34

Nicaragua 1.17 9.62

América Latina (sin NI) 1.75 8.67

Fuente: Base de datos BID-CIAT (2013).

Por otro lado, a partir de 2007 el déficit fiscal comenzó a aumentar, 
alcanzando niveles importantes, especialmente si se excluyen las dona-
ciones, aunque la tendencia revertió en 2010 (Gráfico A1.2). 

Gráfico A1.2: Déficit fiscal del gobierno central

2005 20102006 2007 2008 2009
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Fuente: CEPAL (2013).

La superioridad que existe en el total de ingresos tributarios a favor 
de Nicaragua también se produce a nivel individual en cada una de las 
figuras impositivas, con excepción de los impuestos sobre la propiedad 
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y aquellos que gravan el comercio exterior. Las mayores diferencias a 
favor de Nicaragua se localizan en los impuestos selectivos (2.1 puntos 
del PIB respecto al conjunto de AL y 1,8 respecto al grupo de ingreso 
medio bajo) y en las contribuciones sociales públicas (1,5 y 2,9, respec-
tivamente) (Gráfico A1.3).

Gráfico A1.3: Diferencia de cada figura impositiva en 
Nicaragua respecto a América Latina y países de ingreso 
medio bajo de América Latina (puntos del PIB)

Fuente: Base de datos BID-CIAT (2013).

En cuanto a la estructura de la tributación, destaca la fuerte presencia de 
los impuestos indirectos. Aproximadamente el 47% de los ingresos tri-
butarios totales corresponden a impuestos generales sobre el consumo, 
selectivos y comercio exterior. Se trata de un porcentaje muy similar al 
de la media de AL (49%), pero claramente inferior a la del resto de paí-
ses de ingreso medio bajo latinoamericanos (59%). Es en los selectivos 
y en las contribuciones sociales donde mayor es la diferencia, a favor de 
Nicaragua, mientras que lo contrario sucede en los impuestos sobre la 
propiedad y sobre el comercio exterior (Gráficos A1.4 a A1.6). 
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Gráfico A1.4: Ingresos tributarios (% de cada figura 
sobre el total). Nicaragua

Fuente: Base de datos BID-CIAT.
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Gráfico A1.5: Ingresos tributarios (% de cada figura 
sobre el total). América Latina

Fuente: Base de datos BID-CIAT (2013).
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Gráfico A1.6: Ingresos tributarios (% de cada figura 
sobre el total). Países de ingreso medio bajo de América Latina

Fuente: Base de datos BID-CIAT.

Finalmente, cabe señalar que, respecto a los contribuyentes, los ingre-
sos impositivos en Nicaragua se obtienen a partir de un número reduci-
do de sectores económicos. Sólo tres de ellos (industria manufacturera, 
comercio y financiero) suponen algo más del 70% de la recaudación 
total. Al mismo tiempo, también se observa que no existe una relación 
clara entre el valor añadido de cada sector y su aportación a los ingresos 
impositivos. Resulta, por ejemplo, muy llamativo el caso de la Agricul-
tura y ganadería, que supone casi el 18% del valor añadido total del país 
pero sólo el 2% de la recaudación. Lo contrario sucede con el Sector 
financiero o el de Transporte, almacenamiento y telecomunicaciones 
(Tabla A1.3).
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Tabla A1.3: Ingresos impositivos por sectores (% sobre el total)

Sector Ingresos 
impositivos

Valor 
añadido

Agricultura y ganadería 2.0 17.9

Minería 1.1 1.2

Industria manufacturera 36.5 17.4

Electricidad, agua y gas 3.4 3.0

Construcción 1.5 6.0

Comercio 23.7 13.9

Transporte, almacenamiento y telecom. 9.3 6.1

Financiero 13.4 4.9

Servicios 9.1 29.6

Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2013).

1.2. El diseño del sistema tributario de Nicaragua

Antes de analizar el diseño de las principales figuras impositivas del 
sistema tributario nicaragüense, conviene señalar que a finales de 2009 
se aprobó una reforma a la Ley de Equidad Fiscal con objeto de me-
jorar el sistema tributario y corregir el déficit público. Las principales 
medidas aprobadas fueron las siguientes. En primer lugar, en cuanto al 
Impuesto a la Renta (IR): 1) se aumentó la base exenta para los asalaria-
dos de C$50,000 a C$75,000; 2) se sustituyó el pago mínimo definitivo 
para las personas jurídicas del 1% sobre los activos por el 1% sobre 
los ingresos brutos; 3) se estableció una retención definitiva del 10% 
sobre los dividendos y los intereses por préstamos y se extendió la del 
10% a los intereses de todo tipo de depósitos; 4) se aumentó la tasa de 
retención definitiva del 1,0% al 1,5% sobre bienes primarios transados 
en la bolsa agropecuaria, manteniendo el 2,0% para el resto de bienes. 
Respecto a los Impuestos Selectivos al Consumo (ISC): 1) se eliminó 
la acreditación del ISC conglobado en el precio en la enajenación de 
los bienes derivados del petróleo; 2) se cambió el ISC de cigarrillos de 
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la modalidad “ad valorem” a la modalidad específico; 3) se aumentó el 
ISC a vehículos de uso particular con cilindrada mayor de 3,000 cc.; y 
4) se eliminaron exenciones. En resumen, la reforma consistió básica-
mente en ampliar la base del IR a determinados rendimientos de capital, 
sustituir la retención definitiva sobre activos por otra sobre ingresos, 
modificar las tasas de las transacciones en la bolsa agropecuaria y eli-
minar determinadas exenciones en el ISC. 

Sin embargo, pese a los efectos positivos logrados en términos de re-
caudación (alrededor de 0,82 puntos del PIB), la reforma dejó pendien-
te varios aspectos de los diferentes tributos que merman su capacidad 
de recaudación, así como la eficiencia y equidad del sistema fiscal de 
Nicaragua. En las próximas páginas se analizan todos estos aspectos 
para los diferentes tributos. 

1.2.1. El Impuesto a la Renta de las personas físicas

Como se ha señalado, la reforma de 2009 supuso cambios importantes 
en la tributación en renta personal. Por un lado, la elevación a C$ 75.000 
de la renta a tasa cero para asalariados. Por otro, la mayor tributación de 
los rendimientos del capital. Antes de la reforma de 2009, los rendimien-
tos de capital apenas quedaban sujetos al impuesto. Todo ello cambió 
con la misma, quedando buena parte de los rendimientos de capital su-
jetos a retenciones definitivas: el 10% para los intereses, los dividendos 
y los premios de juegos y el 20% para la renta de fuente nicaragüense 
obtenida por no residentes. Cabe señalar que los rendimientos de los 
Títulos Valores emitidos por el Estado antes de la entrada en vigor de la 
reforma se encuentran exentos. 

Es decir, Nicaragua adoptó en el Impuesto a la renta personal un es-
quema semi-dual, como se señalaba en el capítulo de la fiscalidad en 
Centroamérica, similar a los introducidos en otros países de la región, 
aunque, por supuesto, con sus particularidades.

Por otro lado, en la base imponible del impuesto a la renta en personas 
naturales quedan exentos diversos conceptos habituales en las legisla-
ciones de este impuesto, como las aportaciones al Instituto Nicaragüen-
se de Seguridad Social, las indemnizaciones laborales contempladas en 
la legislación o los premios de la Lotería Nacional (inferiores a 50.000 
$C). Junto a estas exenciones, que son lógicas y habituales, aún per-
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sisten algunas de carácter más dudoso, como es el décimo tercer mes 
o “aguinaldo”, Es cierto, que su exención es muy común en la región, 
pero no se encuentra justificada, por cuanto constituye renta y, además, 
se trata de una exención regresiva. 

Respecto a las tasas, se trata de un impuesto progresivo con seis tramos 
(ver las Tablas A1.4 y A1.5 siguientes). El primero está gravado a una 
tasa cero y llega hasta los 75.000 córdobas (50.000 para los no asala-
riados), mientras que al último se le aplica una tasa marginal del 30% a 
partir de 500.000 córdobas.

Tabla A1.4: Tarifa del impuesto sobre la renta. Personas naturales

Renta 
Gravable $C

Impuesto 
base $C

Porcentaje 
aplicable

Sobre Exceso 
de $C 

    1.00 - 50.000 0 0.00 0

  50.001 - 100.000 0 0.10 50.000

100.001 - 200.000 5.000 0.15 100.000

200.001 - 300.000 20.000 0.20 200.000

300.001 - 500.000 40.000 0.25 300.000

 500.001         - 90.000 0.30 500.000

Tabla A1.5: Tarifa del impuesto sobre la renta. Asalariados

Renta 
Gravable $C

Impuesto 
base $C

Porcentaje 
aplicable

Sobre Exceso 
de $C 

    1.00 - 75.000 0 0.00 0

  75.001 - 100.000 0 0.10 75.000

100.001 - 200.000 2.500 0.15 100.000

200.001 - 300.000 17.500 0.20 200.000

300.001 - 500.000 37.500 0.25 300.000

 500.001         - 87.500 0.30 500.000
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En resumen, el IR de personas físicas tiene, por tanto, un diseño sen-
cillo, que, tras la reforma de 2009, ha corregido buena parte de la in-
fra-tributación que se producía en las rentas de capital, introduciendo 
características de los esquemas semi-duales que en los últimos años 
han surgido en AL. También, como se ha visto, la recaudación por este 
impuesto es relativamente elevada en Nicaragua (2,1% del PIB) cuando 
se compara con el resto de AL (1,33) y con los países latinoamericanos 
de ingreso medio bajo (0,76). Sin embargo, existen algunos aspectos 
que son mejorables en el impuesto y que deberían tenerse en cuenta. 

En primer lugar, respecto a la tarifa de asalariados, el mínimo a tasa 
cero parece muy elevado, pues son necesarios unos ingresos de 3,1 ve-
ces la renta per cápita del país para comenzar a pagar el impuesto. Se 
trata de un nivel mucho más elevado que el que existe en AL (1,41 
veces), que ya de por sí es alto (Tablas A1.6 y 7). En el otro extremo de 
la tarifa sucede algo similar: es necesario disponer de unos ingresos de 
más de 20 veces la renta per cápita de Nicaragua para que el contribu-
yente quede sujeto a la tasa máxima, mientras que el promedio de AL 
es 9,1. Como consecuencia de ello, pocos contribuyentes se encuentran 
en la práctica afectados por la tasa máxima. 

Tabla A1.6: Tarifa del impuesto sobre la renta. En nº de veces 
el PIB per cápita

Renta 
Gravable $C Tipo marginal Nº de veces PIB 

per cápita al que se aplica

    1.00 - 75.000 0.00 0.0 - 3.1

  75.001 - 100.000 0.10 3.1 - 4.14

100.001 - 200.000 0.15 4.14 - 8.27

200.001 - 300.000 0.20 8.27 - 12.41

300.001 - 500.000 0.25 12.41 - 20.68

 500.001         - 0.30 20.68 -

Fuente: Elaboración propia a partir de la tabla de tasas y Banco Mundial para 
la renta per cápita.
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Tabla A1.7: Renta necesaria para alcanzar las tasas mínimas 
y máximas del impuesto a la renta personal. En nº de veces 
la renta per cápita

Tasa América Latina OCDE Nicaragua

Mínima 1.41 0.24 3.1

Máxima 9.06 2.38 20.68

Fuente: Elaboración propia a partir de Administraciones Tributarias y Minis-
terios de Finanzas nacionales. Banco Mundial para la renta per cápita.

En segundo lugar, aunque, sin duda, la dualización en el impuesto a la 
renta personal ha supuesto un avance hacia una mayor tributación del 
capital y una mayor equidad en la imposición a la renta, se halla lejos 
de responder a un sistema dual puro y es susceptible de mejoras. Por un 
lado, quedan fuera las ganancias de capital y no hay una inclusión de las 
rentas mixtas. Por otro, la tasa del 10% es igual a la tasa inferior de las 
rentas del trabajo, como corresponde a un dual, pero se encuentra muy 
lejos de la tasa sobre la renta empresarial (30%). En tercer lugar, los 
rendimientos de los Títulos Valores emitidos por el Estado antes de la 
entrada en vigor de la reforma se encuentran exentos. En cuarto lugar, 
la figura de las acciones al portador aún existe en Nicaragua. Finalmen-
te, como se verá posteriormente, las retenciones definitivas no sólo se 
producen para las personas físicas, sino también para las jurídicas, lo 
que no parece oportuno. 

1.2.2. El Impuesto a la Renta de las Personas Jurídicas

La tributación a la renta de personas jurídicas en Nicaragua mantiene 
dos regímenes distintos, en los que uno actúa como mínimo del otro. 
Así, en el caso general, se trata de un gravamen sobre beneficios confi-
gurado del modo habitual, donde la tasa se sitúa en el 30%. No obstante, 
se paga una cantidad equivalente al 1% del valor de los ingresos brutos 
(antes de la reforma de 2009 era sobre los activos) si ésta fuera mayor, 
excepto en algunos casos. Esta tasa general es relativamente alta, supe-
rior a la promedio tanto de la OCDE, como de AL como de Centroamé-
rica (Gráfico A1.7), por lo que probablemente sea deseable reducirla. 
Además, en la reforma de 2009 se introdujo una retención definitiva del 
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10% sobre los dividendos, por lo que parece lógico acompañarla de una 
reducción en la tasa sobre la renta empresarial. 

Gráfico A1.7: Tasa del impuesto a la renta. Personas jurídicas

Promedio OCDE NicaraguaPromedio LA Promedio Centroamérica
y Rep. Dominicana

(sin Nicaragua)

23

24
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27

28

29
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31

Fuente: Administración Tributaria de Nicaragua.

Lógicamente, una reducción de la tasa supondrá una pérdida de re-
caudación, por lo que, si se lleva a cabo, será necesario corregir una 
serie de problemas que tiene este impuesto. Entre ellos, cabe señalar 
los siguientes: 

1. El sistema de retenciones definitivas de rendimientos de capital tam-
bién opera sobre las personas jurídicas, lo que genera serios inconve-
nientes. Por un lado, en cuanto a la retención sobre intereses, ofrece 
muchas oportunidades para realizar estrategias de elusión; es decir, 
préstamos entre empresas de manera que la receptora de los inte-
reses sólo paga el 10% por el impuesto y la que los abona se los 
deduce en su base imponible. En el caso de los dividendos, cuando 
se distribuyen entre empresas también están sujetos a una retención 
definitiva del 10%. De este modo, surgiría un problema de imposi-
ción en cadena si ese dividendo percibido por una empresa a su vez 
es distribuido a otra, con lo que el gravamen final sobre el dividendo 
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original podría crecer en exceso. Para evitar este problema, podría 
no efectuarse retención si el perceptor es una persona jurídica sujeta 
al IR de empresas. Una solución alternativa es efectuar la retención, 
que la empresa perceptora incluya en la base el dividendo y luego el 
impuesto retenido sea un crédito. 

2. Una debilidad fundamental del impuesto se encuentra en la evasión y 
elusión mediante operaciones vinculadas. No existen reglas claras ni 
una fiscalización sólida sobre este tipo de operaciones, por lo que es 
muy posible que tengan una gran importancia. Así, como se ha visto, 
dado que los costes financieros son deducibles, pero la tributación 
en renta personal grava los ingresos de este tipo a una tasa del 10%, 
se abre una vía importante para desviar beneficios a los propietarios 
de las empresas. Todo ello tiene efectos perniciosos sobre la recau-
dación y sobre los modos de financiación empresarial, puesto que 
desaconseja la financiación propia de las compañías. Por otro lado, 
dado que en el país existen regímenes de actividades exentas (como 
zonas francas o actividades turísticas, entre otras) y un régimen de 
cuota fija para pequeñas empresas, es posible efectuar operaciones 
empresariales entre entidades vinculadas que reduzcan su carga im-
positiva. Asimismo, la regulación sobre precios de transferencia aún 
tiene lagunas importantes.

3. Tampoco existen reglas que establezcan límites a la deducibilidad de 
intereses, lo que en un contexto como el señalado, abre las puertas a 
estrategias fiscales por parte de las empresas. 

Por otro lado, y aunque más adelante se tratará la cuestión de los in-
centivos, conviene mencionar dentro de la tributación empresarial el 
caso de las zonas francas, que cuentan con una larga tradición no sólo 
en Nicaragua, sino en general en toda la región centroamericana. En su 
momento, se justificaron, entre otros argumentos, por su capacidad para 
atraer inversión extranjera, aumentar las exportaciones, fomentar el de-
sarrollo industrial y mejorar la balanza de pagos. Para el desarrollo de 
las zonas francas, al margen de otras medidas, se emplearon incentivos 
tributarios generosos, no solo en el impuesto a la renta, sino también en 
los derechos aduaneros, en el IVA, etc. Sin embargo, desde entonces, se 
ha producido un intenso debate sobre la conveniencia y efectividad de 
las zonas francas. Más allá de este debate, la cuestión es que las normas 
de la Organización Mundial de Comercio determinan la desaparición de 
las zonas francas manufactureras a más tardar en 2015. Aunque Nicara-
gua queda fuera de esta exigencia (por su bajo nivel de renta per cápita) 
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no es descartable que deba cumplirla en el futuro. Como se señalaba 
al tratar la fiscalidad en Centroamérica, algunos países de la región ya 
han comenzado a implantar cambios en este sentido. Nicaragua podría 
optar por una vía similar, es decir, comenzar a gravar los beneficios de 
las empresas ubicadas en zonas francas a tasas reducidas, que podrían 
ir aumentando progresivamente. 

1.2.3. El IVA

En Nicaragua, al igual que en el resto de América Latina, existe un cla-
ro sesgo hacia el IVA, es decir ocupa en cuanto a recaudación un peso 
mayor que el de otros tributos. Así, como porcentaje del PIB su peso en 
Nicaragua en promedio del periodo 2006/2010 es del 7,4% y en Améri-
ca Latina del 6,7%, mientras que en porcentaje sobre el total de ingresos 
tributarios dichas cifras son del 28,9% y del 34,8%, respectivamente 
(Gráfico A1.8). Parte de la mayor recaudación obtenida en Nicaragua 
por IVA se debe a que su tasa también es superior a la media de América 
Latina y la de Centroamérica: 15% en Nicaragua por 14,8% en AL y 
12,2% en Centroamérica (sin incluir Nicaragua). 

Gráfico A1.8: Recaudación (promedio 2006/2010) 
y tasa general del IVA 
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Fuente: Base de datos BIC-CIAT (2013).
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En parte, por tanto, parece lógico que la recaudación de IVA sea supe-
rior en Nicaragua, puesto que la tasa general también lo es. Sin embar-
go, dicha tasa general no es el único elemento que proporciona infor-
mación sobre la recaudación teórica del IVA, ya que ésta también está 
determinada por las demás tasas, la amplitud de la base, el tamaño y 
estructura de la economía (en especial, el consumo) y el nivel de eva-
sión. Por ello, resulta conveniente analizar la recaudación a partir del 
llamado índice de “Productividad del IVA”, definido como el cociente 
entre la recaudación en porcentaje del PIB y la tasa general. Este índice 
representaría la recaudación (como porcentaje del PIB) por cada punto 
de tasa, de manera que puede evaluarse la capacidad recaudatoria de 
cada punto de IVA, que estará condicionada por la amplitud de la base 
imponible y el nivel de cumplimiento tributario. Pues bien, para 2010 la 
productividad en Nicaragua es claramente superior tanto a la de la me-
dia latinoamericana como a la de Centroamérica. Así, por cada punto de 
la tasa general de IVA se recaudan en Nicaragua 0,493 puntos del PIB, 
por 0,421 en AL y 0,418 en Centroamérica (Gráfico A1.9).

Sin embargo, esta comparación tiene el problema de que en realidad 
el IVA grava el consumo, no la totalidad del PIB, motivo por el cual 
también se estima el Índice de eficiencia-consumo, definido como el 
cociente entre la recaudación de IVA, en porcentaje del consumo, y la 
tasa general del impuesto. Pues bien, una vez efectuada esta corrección, 
Nicaragua aparece por encima de la media centroamericana pero por 
debajo de la latinoamericana. En Centroamérica por cada punto de la 
tasa general de IVA se recudan 0,492 puntos del consumo, por 0,528 en 
Nicaragua y 0,557 en AL (Gráfico A1.10).
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Gráfico A1.9: Productividad del IVA

Fuente: Elaboración propia a partir de Barreix et al. (2012)94.

94  Barreix, B., Bès, M., Díaz de Sarralde, S. y Velayos, F. (2013): “El impuesto al valor 
agregado: que sea lo que es” en A. Corbacho, V. Fretes y E. Lora: Recaudar no basta. 
Los impuestos como instrumento de desarrollo. Banco Interamericano de Desarrollo. 
Washington, D.C.
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Gráfico A1.10: Eficiencia-Consumo del IVA

Fuente: Elaboración propia a partir de Barreix et al. (2012).

Gráfico A1.11: Impuestos Selectivos al consumo (% PIB)
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A diferencia del IVA, que apenas experimentó modificaciones en la re-
forma de 2009, sí se introdujeron algunos cambios positivos en los ISC. 
Los cambios más importantes fueron: 1) Eliminar el ISC a 553 partidas; 
2) Eliminar acreditación de ISC del combustible a la industria fiscal; 3) 
Sustituir el ISC de cigarrillos por un ISC de C$224 por millar, ajustable 
con la inflación y la devaluación del córdoba; 4) Aumentar del 30% al 
35% el ISC a los vehículos de uso particular con cilindrada mayor a 
3.000 cc.; y 5) Eliminar exoneraciones para licores, cervezas, cigarri-
llos, perfumes, cosméticos, yates y aeronaves privadas.

Sin embargo, pese a estos cambios, los ISC aún presentan importantes 
aspectos que cabría mejorar. En primer lugar, cubren una lista ingente 
de productos, a los que hay que sumar la industria fiscal, con otra serie 
notable de productos, el petróleo y azúcar, con un sistema de conglo-
bado, y los automóviles. De modo que tras las sucesivas reformas, aún 
tributan 404 partidas, más las de la industria fiscal. Un gran número de 
ISC tiene poco contenido recaudatorio y, sin embargo, costes de gestión 
tanto para el contribuyente como la Administración. 

En segundo lugar, el diseño de los ISC es peculiar en Nicaragua, pues-
to que funciona más como un diseño de IVA que como los selectivos 
tradicionales. Esto es así porque existe un sistema de acreditación, es 
decir, el sujeto pasivo deduce el ISC soportado del ISC pagado, excepto 
cuando grave bienes utilizados para efectuar operaciones exentas y el 
conglobado en el precio en los bienes derivados del petróleo. Por su 
parte, las exportaciones y las ventas internas a personas exoneradas se 
encuentran gravadas a tasa cero. Es decir, que mientras los ISC habi-
tuales son monofásicos y cubren un grupo reducido de bienes, en Nica-
ragua sucede lo contrario: afectan a un gran número de bienes, con una 
amplia gama de tasas y operan de forma similar al IVA. Todo ello difu-
mina su carácter de selectivos y complica la labor de la Administración. 

1.2.4. El Gasto tributario

Uno de los principales problemas del sistema tributario de Nicaragua 
radica en el gasto tributario. Su peso alcanzó en 2010 el 7,8% del PIB, 
mientras que el promedio latinoamericano es del 4,5% y el de Centroa-
mérica del 6,5% (Gráfico A1.12). La mayor parte del gasto tributario se 
encuentra en el IVA, con un peso del 88,3% sobre el total, seguido del 
IR (7,3%) (Gráfico A1.13).
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Gráfico A1.12: Gasto tributario como porcentaje del PIB

Fuente: Nicaragua, MHCP; Resto: Jorrat95.

Gráfico A1.13: Gasto tributario por impuestos (% sobre el total)

Fuente: MHCP (2013).

95  Jorrat, M. (2012): “Los gastos tributarios en América Latina” en J. Ruiz-Huerta y 
C. Garcimartín (coord..): Sistemas fiscales y procesos de desarrollo: elementos para el 
debate de América Latina. FIIAPP, Madrid.
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Este abultado gasto tributario obedece al gran número de beneficios fis-
cales permitidos por la legislación. En el caso del IVA ya se ha mencio-
nado que existe una lista muy amplia de bienes exentos. En el impuesto 
a la renta existen diversos incentivos de distinto tipo (zonas francas, 
exportadores, empresas turísticas, etc.). Pero además del problema de 
pérdida de recaudación que suponen, los gastos tributarios presentan 
otros inconvenientes en Nicaragua. 

En primer lugar, los beneficios fiscales se encuentran regulados en una 
cantidad considerable de normas dispersas y de un modo confuso. Exis-
ten exoneraciones de todos los impuestos y para sectores y actividades 
de todo tipo, que no sólo están plasmados en la legislación tributaria, 
sino también en normas sectoriales y de otras clases. 

En segundo lugar, en general no se trata de un sistema de incentivos 
claro, acotado en el tiempo, con un calendario de desaparición que se 
cumpla y procesos de evaluación y rendición de cuentas. Más bien se 
ha terminado configurando un sistema en el que ciertos contribuyentes 
se benefician a costa del resto. A su vez, esta discriminación entre con-
tribuyentes ha provocado inercias de ampliación del universo de contri-
buyentes beneficiados, así como estrategias empresariales para recibir 
beneficios: cambios en la denominación social, cierre y reapertura de 
negocios, migración no justificada a zonas francas, etc. 

En tercer lugar, muchos de los beneficios fiscales no están justificados 
ni por motivos de eficiencia ni de equidad. Es el caso, como se ha visto, 
de algunas exoneraciones de IVA, pero también de beneficios en el IR 
y en otros impuestos. 

1.2.5. El sector agropecuario y los pequeños contribuyentes

En Nicaragua el sector agropecuario tiene una importancia considera-
ble en el tejido productivo, pues representa alrededor del 20% del PIB, 
siendo principalmente minifundista. Al igual que en otros países, dadas 
las dificultades de control a estos contribuyentes y el coste de gestión 
que para ellos supone el pago de impuestos, buena parte del sector se 
encuentra exento de IVA. Además, para evitar que el IVA soportado sea 
trasladado, muchos insumos también lo están. 
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Respecto al IR, también por razones de control, existe un régimen pe-
culiar en el sector. Se efectúa una retención definitiva del 1,5% (1% 
antes de la reforma) para los bienes agrícolas primarios y del 2% para 
los demás bienes del sector en las transacciones efectuadas en las bolsas 
agropecuarias. Para transacciones inferiores a 60 millones de córdobas 
anuales las retenciones son definitivas, mientras que para las superiores 
es un pago a cuenta del IR (definitivo si el resultado del IR es inferior). 
Se trata de un valor muy elevado: son alrededor de 2.5 millones de dó-
lares, cifra para la que se supone que existe capacidad de control. 

Por su parte, existe un régimen especial para pequeños contribuyentes 
llamado de cuota fija. Este régimen comprende tanto el IR como el IVA. 
Se aplica a personas naturales cuyos ingresos brutos anuales no exce-
dan de C$ 480,000 y posean un inventario menor o igual a C$ 200,000. 
Se excluye una extensa lista de actividades (como profesiones liberales, 
exportación e importación, intermediación financiera, hoteles y ópticas, 
etc.). La cuota se determina aplicando la tasa del impuesto a los ingre-
sos y restando el crédito que determine la autoridad fiscal de acuerdo a 
la estimación de sus compras. 

En principio los regímenes simplificados, como el de Nicaragua, tienen 
por objeto facilitar la labor de la Administración, que puede así concen-
trarse en contribuyentes de mayor capacidad de pago, y simplificar las 
obligaciones de los adscritos al régimen. Al mismo tiempo, dicho régi-
men no debería dar lugar a una menor recaudación de la determinada 
por el régimen normal. En esta operativa la cantidad umbral que define 
dicho régimen es crucial: si es demasiado elevada probablemente se 
pierda recaudación, mientras que si es demasiado baja será necesario 
controlar a demasiados contribuyentes. En el caso de Nicaragua parece 
un umbral adecuado. Su elevación, aunque pudiera tener efectos positi-
vos a corto plazo, tendría consecuencias negativas a largo plazo. 

Por otro lado, un problema que presenta el régimen de cuota fija reside 
en el método de determinación de la cuota. No existe un sistema de 
determinación a través de variables objetivo, sino que en realidad es la 
DGI, tras la visita sobre el terreno de un funcionario, quien determinan 
el importe a tributar. Este mecanismo resulta complejo y además favo-
rece la arbitrariedad. 
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1.2.5. Análisis DAFO del sistema impositivo nicaragüense

a) Debilidades

Generales:

�� Los ingresos impositivos se obtienen a partir de un número redu-
cido de sectores económicos. Sólo tres de ellos (industria manu-
facturera, comercio y financiero) suponen algo más del 70% de la 
recaudación total. 

�� No existe una relación clara entre el valor añadido de cada sector y 
su aportación a los ingresos impositivos. Por ejemplo, la agricultu-
ra y ganadería suponen casi el 18% del valor añadido total del país 
pero sólo el 2% de la recaudación.

IR personas:

�� Respecto a la tarifa de asalariados, el mínimo a tasa cero parece 
muy elevado, pues son necesarios unos ingresos de 3,1 veces la 
renta per cápita del país para comenzar a pagar el impuesto. En el 
otro extremo es necesario disponer de unos ingresos de más de 20 
veces la renta per cápita de Nicaragua para que el contribuyente 
quede sujeto a la tasa máxima. 

�� Aunque la dualización en el impuesto a la renta personal ha su-
puesto un avance hacia una mayor tributación del capital y una 
mayor equidad en la imposición a la renta, se halla lejos de res-
ponder a un sistema dual puro y es susceptible de mejoras. Por un 
lado, quedan fuera las ganancias de capital y no hay una inclusión 
de las rentas mixtas. Por otro, la tasa del 10% es igual a la tasa 
inferior de las rentas del trabajo, pero se encuentra muy lejos de 
la tasa sobre la renta empresarial (30%). En tercer lugar, los ren-
dimientos de los Títulos Valores emitidos por el Estado antes de 
la entrada en vigor de la reforma se encuentran exentos. En cuarto 
lugar, la figura de las acciones al portador aún existe en Nicaragua. 

IR personas jurídicas:

�� El sistema de retenciones definitivas de rendimientos de capital 
también opera sobre las personas jurídicas, lo que genera inconve-
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nientes. Por un lado, en cuanto a la retención sobre intereses, que 
ofrece muchas oportunidades para realizar estrategias de elusión; 
es decir, préstamos entre empresas de manera que la receptora de 
los intereses sólo paga el 10% por el impuesto y la que los abona 
se los deduce en su base imponible. En el caso de los dividendos, 
cuando se distribuyen entre empresas también están sujetos a una 
retención definitiva del 10%. De este modo, surgiría un problema 
de imposición en cadena.

�� Una debilidad fundamental del impuesto se encuentra en la eva-
sión y elusión mediante operaciones vinculadas. No existen reglas 
claras ni una fiscalización sólida sobre este tipo de operaciones. 

�� Por otro lado, dado que existen regímenes de actividades exentas 
(zonas francas o actividades turísticas, entre otras) y un régimen 
de cuota fija para pequeñas empresas, es posible efectuar opera-
ciones empresariales entre entidades vinculadas que reduzcan su 
carga impositiva. Asimismo, la regulación sobre precios de trans-
ferencia aún tiene lagunas importantes.

�� Tampoco existen reglas que establezcan límites a la deducibilidad 
de intereses, lo que abre las puertas a estrategias fiscales por parte 
de las empresas. 

Impuestos indirectos:

�� Existe un claro sesgo hacia el IVA. Como porcentaje del PIB su 
peso en promedio del periodo 2006/2010 es del 7,4%, mientras 
que en porcentaje sobre el total de ingresos tributarios representa 
el 28,9%.

�� Los impuestos selectivos cubren una lista ingente de productos, 
a los que hay que sumar la industria fiscal, con otra serie notable 
de productos, el petróleo y azúcar, con un sistema de conglobado, 
y los automóviles. Un gran número de ISC tiene poco contenido 
recaudatorio y, sin embargo, costes de gestión tanto para el contri-
buyente como la Administración. 

�� El diseño de los ISC es peculiar, puesto que funciona más como 
un diseño de IVA que como los selectivos tradicionales. Existe un 
sistema de acreditación, es decir, el sujeto pasivo deduce el ISC 
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soportado del ISC pagado, excepto cuando grave bienes utilizados 
para efectuar operaciones exentas y el conglobado en el precio en 
los bienes derivados del petróleo. Por su parte, las exportaciones y 
las ventas internas a personas exoneradas se encuentran gravadas 
a tasa cero. 

Gasto tributario:

�� Uno de los principales problemas del sistema tributario radica 
en el gasto tributario. Su peso alcanzó en 2010 el 7,8% del PIB, 
mientras que el promedio latinoamericano es del 4,5% y el de 
Centroamérica del 6,5%. La mayor parte del gasto tributario se 
encuentra en el IVA, con un peso del 88,3% sobre el total, seguido 
del IR (7,3%). 

�� Este abultado gasto tributario obedece al gran número de bene-
ficios fiscales permitidos por la legislación. En el caso del IVA 
existe una lista muy amplia de bienes exentos. En el impuesto a la 
renta existen diversos incentivos de distinto tipo (zonas francas, 
exportadores, empresas turísticas, etc.)

�� Además del problema de pérdida de recaudación que suponen, los 
gastos tributarios presentan otros inconvenientes en Nicaragua. 
En primer lugar, los beneficios fiscales se encuentran regulados 
en una cantidad considerable de normas dispersas y de un modo 
confuso. En segundo lugar, en general no se trata de un sistema de 
incentivos claro, acotados en el tiempo, con un calendario de des-
aparición que se cumpla y procesos de evaluación y rendición de 
cuentas. En tercer lugar, muchos de los beneficios fiscales no están 
justificados ni por motivos de eficiencia ni de equidad. 

Sector agropecuario:

�� Tiene una importancia considerable en el tejido productivo, pues 
representa alrededor del 20% del PIB, siendo principalmente mi-
nifundista. Dadas las dificultades de control a estos contribuyentes 
y el coste de gestión que para ellos supone el pago de impuestos, 
buena parte del sector se encuentra exento de IVA. Además, para 
evitar que el IVA soportado sea trasladado, muchos insumos tam-
bién lo están. 
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�� Respecto al IR, también por razones de control, existe un régimen 
peculiar en el sector. Se efectúa una retención definitiva del 1,5% 
para los bienes agrícolas primarios y del 2% para los demás bienes 
del sector en las transacciones efectuadas en las bolsas agrope-
cuarias. Para transacciones inferiores a 60 millones de córdobas 
anuales las retenciones son definitivas, mientras que para las su-
periores es un pago a cuenta del IR (definitivo si el resultado del 
IR es inferior). Se trata de un valor muy elevado: son alrededor 
de 2.5 millones de dólares, cifra para la que se supone que existe 
capacidad de control. 

�� Por su parte, existe un régimen especial para pequeños contribuyen-
tes llamado de cuota fija. Este régimen comprende tanto el IR como 
el IVA. Se aplica a personas naturales cuyos ingresos brutos anuales 
no excedan de C$ 480,000 y posean un inventario menor o igual 
a C$ 200,000. Se excluye una extensa lista de actividades (como 
profesiones liberales, exportación e importación, intermediación fi-
nanciera, hoteles y ópticas, etc.). La cuota se determina aplicando la 
tasa del impuesto a los ingresos y restando el crédito que determine 
la autoridad fiscal de acuerdo a la estimación de sus compras. 

�� Un problema que presenta el régimen de cuota fija reside en el 
método de determinación de la cuota. No existe un sistema de de-
terminación a través de variables objetivo, sino que en realidad 
es la DGI, tras la visita sobre el terreno de un funcionario, quien 
determinan el importe a tributar. Este mecanismo resulta complejo 
y además favorece la arbitrariedad. 

b) Fortalezas

�� Elevados ingresos tributarios relativos. La superioridad que existe 
en el total de ingresos tributarios a favor de Nicaragua también se 
produce a nivel individual en cada una de las figuras impositivas, 
con excepción de los impuestos sobre la propiedad y aquellos que 
gravan el comercio exterior.

�� El IR de personas físicas tiene un diseño sencillo, que, tras la re-
forma de 2009, ha corregido buena parte de la infra-tributación 
que se producía en las rentas de capital, introduciendo caracte-
rísticas de los esquemas semi-duales que en los últimos años han 
surgido en AL. 
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�� En cuanto al IVA, la productividad en Nicaragua es claramente 
superior tanto a la media latinoamericana como a la de Centroa-
mérica. Por cada punto de la tasa general de IVA se recaudan en 
Nicaragua 0,493 puntos del PIB, por 0,421 en AL y 0,418 en Cen-
troamérica. Si la comparación se efectúa en términos de consumo, 
Nicaragua aparece por encima de la media centroamericana pero 
por debajo de la latinoamericana. En Centroamérica por cada pun-
to de la tasa general de IVA se recudan 0,492 puntos del consumo, 
por 0,528 en Nicaragua y 0,557 en AL (Gráfico A1.10).

c) Amenazas

�� Desde el año 2007 la economía de Nicaragua ha crecido menos 
que la del resto de países de AL.

�� A partir de 2007 el déficit fiscal comenzó a aumentar, alcanzando 
niveles importantes, especialmente si se excluyen las donaciones, 
aunque la tendencia revertió en 2010.

�� Las normas de la Organización Mundial de Comercio determinan 
la desaparición de las zonas francas manufactureras a más tardar 
en 2015. Aunque Nicaragua queda fuera de esta exigencia (por su 
bajo nivel de renta per cápita) no es descartable que deba cumplir-
la en el futuro. 

d) Oportunidades

�� Margen de mejora del sistema tributario.

�� Condiciones económicas, sociales y políticas adecuadas para po-
der llevar a cabo reformas fiscales.
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A2. Estudio de caso: Análisis específico de 
la fiscalidad y financiación del desarrollo 
en Ecuador 

2.1. Introducción

Desde el final de la dictadura militar, en 1979, Ecuador ha tenido una 
historia política caracterizada por la inestabilidad, lo cual ha llevado a 
frecuentes cambios en los gobiernos, y a una política económica cuyos 
lineamientos han variado con demasiada frecuencia en detrimento de 
una planificación estructural del país y de un modelo de desarrollo esta-
ble. A su vez, en la historia económica reciente de Ecuador hay un claro 
punto de inflexión en el momento en que el país se dolarizó en el año 
2000, para hacer frente a la crisis financiera de 1999 y a la descontro-
lada espiral de aumento de la inflación. Fruto de ello, y a una adecuada 
renegociación de su deuda externa, se posibilitó reducir de forma rápida 
la inflación a tasas de un dígito y sentar las bases para la recuperación 
económica y la generación de un período de crecimiento sostenido de 
su economía en los años posteriores. Este nuevo contexto de estabilidad 
y crecimiento económicos fue propicio para que se realizara una pro-
funda reforma fiscal con la aprobación en el 2002 de la “Ley Orgánica 
de Responsabilidad, Estabilización y Transparencia Fiscal” con el obje-
tivo de introducir la planificación central a medio plazo (tetra-anual) en 
la política fiscal y de fortalecer la gestión tributaria. 

La elección del presidente Rafael Correa en el 2007 marca –hasta la ac-
tualidad– un nuevo periodo de profunda reforma estructural en el país, 
materializada en la aprobación de la nueva “Constitución del Buen Vi-
vir”, que fortalece el papel del Estado en el nuevo modelo de desarro-
llo, con los nuevos lineamientos del “Buen Vivir”: de incrementar la 
solvencia de la gestión pública, de las políticas públicas y el objetivo 
de logar un sistema tributario más redistributivo. Así pues, desde el 
2007 en el gobierno ecuatoriano ha impulsado un periodo de profundas 
reformas y de estabilidad sin precedentes en las últimas décadas. Sin 
entrar a juzgar el modelo político o económico que se promueve, debe 
resaltarse la importancia que ha tenido para el país el desarrollo de una 
profunda planificación y la promoción de un sistema de gobernabilidad 
e institucionalidad coherente. 
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El crecimiento económico en la región suramericana, derivado del alto 
precio de las materias primas, ha producido cambios muy relevantes 
en el desempeño económico de los países de la región, si bien también 
hay que acreditar los esfuerzos que los gobiernos de todas las tenden-
cias han realizado por ampliar el gasto social, mejorar su focalización 
y atender a los colectivos más desfavorecidos. Ecuador no ha sido una 
excepción. A pesar de estos importantes avances, Ecuador aún enfrenta 
importantes problemas estructurales, con altos niveles de desigualdad 
en la distribución de la renta, con una economía nacional que no ha con-
solidado el desarrollo de cadenas de valor agregado, y con un creciente 
fortalecimiento del poder presidencial que, a pesar de dotarle con un 
alto margen de gobernabilidad, erosiona la estructura institucional y el 
equilibrio democrático en la toma de decisiones. 

Sobre este contexto, en los siguientes apartados se analiza el papel de 
la fiscalidad en los últimos años en Ecuador, las principales reformas 
y medidas tributarias desarrolladas, los retos sociales que enfrenta el 
Estado, y la capacidad de movilización de recursos para la financiación 
de su desarrollo económico y social. 

2.2. Antecedentes y bases institucionales de la actual 
política fiscal en Ecuador

Durante la historia reciente de Ecuador, la inestabilidad política ha 
afectado la toma de decisiones económicas. Un ejemplo de ello, es que 
bajo la administración de Jamil Mahuad se desmontara en 1998 el im-
puesto a la renta y se estableciera un impuesto del 1 por ciento a la cir-
culación de capitales, gravando todas las transacciones monetarias que 
realizaban las instituciones del sistema financiero. Un hecho que no tie-
ne precedentes en los sistemas fiscales modernos y que sería revertido 
pocos años después. A su vez, el modelo extractivista que se consolidó 
en los años ochenta tuvo su quiebra debido a los shocks de principios 
y mediados de los noventa, la guerra con el Perú, la crisis política y 
energética, y el impacto de la crisis mexicana de diciembre de 1994. En 
los años noventa se diseñó una política fiscal más moderna, en la que el 
manejo del presupuesto se hizo más amplio que un simple manejo de 
caja, pero ésta chocó con nuevos shocks externos y con la incapacidad 
del gobierno para hacer creíble su propuesta económica. Otro de los 
antecedentes imprescindibles en el caso del manejo económico ecuato-
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riano es la dolarización del año 2000 que, si bien disminuyó el margen 
de control macroeconómico, permitió la inflación y tener una moneda 
estable, en medio de la inestabilidad política.

Un elemento esencial del actual gobierno ecuatoriano es que considera 
el presupuesto como el instrumento indispensable para la implemen-
tación de las reformas y políticas públicas, orientado a aumentar la 
capacidad de respuesta a las demandas sociales, así como también a 
incrementar la calidad de los servicios que presta el Estado. Ya en la 
Constitución de 1998 se consignó que la política fiscal y de gasto se ha 
de erigir sobre el principio y el compromiso de “democratización del 
gasto” según el cual el tamaño del Estado estará en función de cuánto 
desee una sociedad garantizar una serie de libertades y derechos. En 
este sentido, cuanto mayor sea la necesidad de incrementar el bienestar 
y de proveer bienes y servicios públicos a los grupos más vulnerables 
de la sociedad, mayor ha de ser el papel que desempeñe el Estado.

Por su parte, la actual Carta constitucional condiciona el gasto público 
a su financiación con ingresos permanentes (impuestos) de la forma 
más equitativa posible, a la vez que se entiende que el gasto público 
es un instrumento para la redistribución del ingreso, para el cierre de 
brechas de equidad, y para la creación de infraestructuras para el desa-
rrollo económico. A pesar de la condicionalidad de que el gasto se ha 
de financiar a partir de ingresos permanentes, el gobierno ecuatoriano 
acepta en la práctica que existan déficit públicos, al considerarse ad-
misibles siempre y cuando exista una causa justa que lo origine. Otro 
de los aspectos básicos de la definición de la política fiscal y de gasto 
público del país es el reconocimiento de que el gasto no es neutral, y 
que afecta de manera diferenciada a los grupos más vulnerables de la 
sociedad. De esta forma, se entiende que la solución para que la políti-
ca fiscal sea verdaderamente un instrumento de cambio y bienestar no 
pasa sólo por un tema técnico, sino que la cuestión es básicamente de 
índole política y ética. 

En este contexto, el actual gobierno de Correa se ve a sí mismo como 
uno de tránsito, o de rescate (según se desprende de los documentos di-
rectrices de su política pública). Entiende que la falta de gobernabilidad 
política en Ecuador ha sido producto de una sociedad fragmentada y de 
políticos que actuaban para satisfacer intereses particulares de determi-
nados grupos económicos o sociales, que no habían podido resolver sus 
disensos o conflictos, ni articular una visión de país de largo plazo que 
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apuntara al bienestar colectivo. Este gobierno defiende así su excepcio-
nalidad, en primer lugar por el hecho de proclamarse como el primer 
gobierno que ha generado una propuesta social coherente de rumbo para 
el país. Por ello mismo, se permite también ciertas excepcionalidades 
en su ejercicio, la formulación de una nueva Constitución, así como, la 
férrea centralización y personalización del poder, considerados como 
necesarias para articular dicho proyecto de Estado. 

Otra de las excepciones, o rupturas históricas, sobre las que se cons-
truye la intervención pública del actual gobierno ecuatoriano es el 
aprovechamiento de los recursos naturales de forma intensiva, con el 
fin de empujar el desarrollo social del país, pero defendiendo que es 
una visión de transición hacia otro modelo productivo. Así lo recoge 
el gobierno en su diagnóstico de esta fuente de ingresos públicos por 
explotación de recursos naturales no renovables, según el cual durante 
el boom petrolero de los años setenta estos recursos permitieron au-
mentar el gasto público, si bien también reforzaron un relajamiento en 
los esfuerzos por generar otros ingresos públicos, y se generaron cre-
cientes déficits públicos financiados con deuda externa no sostenible 
fiscalmente, lo cual provocó una situación sostenida de dependencia de 
los precios del petróleo, que se sumó a las debilidades existentes para 
corregir los déficits estructurales del país. Más aun, no existió voluntad 
política para lanzar un programa fiscal ordenado que respondiera a las 
grandes mayorías y por el contrario se expandió el gasto con el objeto 
de calmar las presiones de la población. Sobre esta base, el gobierno de 
Correa ha desplegado en los últimos años una amplia gama de reformas 
fiscales para intentar corregir parte de los problemas históricos del sis-
tema fiscal ecuatoriano.

2.3. Reformas tributarias y sistema fiscal en Ecuador

La nueva Constitución para Ecuador del 2008 establece que el sistema 
económico es social y solidario. De la mano de la reforma constitucio-
nal se lanza el “Plan Nacional para el Buen Vivir”, que establece los 
lineamientos de la política pública para el desarrollo social del país. 
Según se recoge en la Carta Magna, el Plan Nacional de Desarrollo 
(PND) es el instrumento al que se deben sujetar la programación y eje-
cución del presupuesto del Estado, así como la inversión y asignación 
de recursos. 
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Otras reformas fundamentales, centradas en materia fiscal son la “Ley 
para la Equidad Tributaria” (del 29 de diciembre de 2007, y reformada 
en 2009) y la “Ley de Recuperación del Uso Público de los Recursos 
Petroleros y Racionalización Administrativa de los Procesos de Endeu-
damiento” (de 2 de abril de 2008). Así como, la creación de una serie 
de marcos normativos en materia de planificación y finanzas públicas, 
descentralización fiscal, servicio público, y educación superior, entre 
otros (Tabla A2.1). 

Tabla A2.1: Principales reformas fiscales legislativas 
en Ecuador (2004-2012)

2004 Ley reformatoria a la Ley de Régimen Tributario Interno 

2005 Ley de Beneficios Tributarios para Nuevas Inversiones 
Productivas, Generación de Empleo y Prestación de Servicios 

2006
Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de Aduanas y 
a la Ley de Régimen Tributario Interno, que crea la Zona de 
Tratamiento Especial Comercial e Industrial de Huaquillas 

2007 Ley Reformatoria de del Articulo 89 de la Codificación 
de la Ley de Régimen Tributario Interno 

2007 Ley para la Equidad Tributaria en el Ecuador 

2008

Ley Orgánica Reformatoria e Interpretativa a la Ley de 
Régimen Tributario Interno, al Código Tributario, a la Ley 
Reformatoria para la Equidad tributaria del Ecuador y 
a la Ley de Régimen del Sector Eléctrico

2009 Ley Orgánica de Empresas Públicas 

2009 Ley Reformatoria de la Ley de Régimen Tributario Interno 
Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria del Ecuador 

2010 Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos 
Ley de Régimen Tributario Interno

2010 Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones 

2010 Código Orgánico de de Ordenamiento Territorial, 
Autonomía y Descentralización

2011 Ley de Fomento Ambiental y Optimización de 
los Ingresos del Estado 

2012 Ley de Redistribución del Gasto Social 

Fuente: Elaboración propia. 
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Con todo este amplio abanico de reformas fiscales de los últimos años 
se persigue reordenar, actualizar, y posibilitar el logro de los nuevos 
objetivos tributarios recogidos en la Carta Magna, relativos a la me-
jora de la equidad a través del sistema fiscal y al aumento en la efi-
ciencia de la gestión pública tributaria. Así, sobresale la eliminación 
de las pre-asignaciones que tradicionalmente existían en el Impuesto 
sobre la Renta y el Impuesto a los Consumos Especiales, con lo que su 
recaudación pasa a incorporarse al presupuesto del gobierno central –a 
través de la reforma del 2007 de la “Ley de Presupuesto del Gobierno 
Central”–. Además con la nueva Constitución se prohibió la creación de 
nuevas pre-asignaciones, si bien existe la excepción de las destinadas a 
los gobiernos locales descentralizados para los ámbitos de salud, edu-
cación, ciencia y tecnología, principalmente. Otra excepción es la pre-
asignación en la financiación del Bono de Desarrollo –gracias a la “Ley 
de redistribución del Gasto Social”, del 2012– a través del cual se rea-
lizan actuaciones en diversas áreas y programas públicos de desarrollo. 
Esta amplia batería de reformas fiscales en Ecuador cumplen distintos 
objetivos, no estrictamente recaudatorios: regular el sistema financiero 
y el mercado de valores; otorgar incentivos específicos a determinados 
sectores económicos; modernizar y reestructurar la gestión de la ad-
ministración tributaria; simplificar el sistema tributario; o mejorar la 
función recaudadora; entre otros96.

Otro de los cambios muy relevantes que han tenido lugar en los últi-
mos años es la aprobación en el 2010 del “Código Orgánico de Or-
denamiento Territorial, Autonomía y Descentralización” que raciona-
liza el proceso de descentralización fiscal. Este código crea un sistema 
de transferencias intergubernamentales vinculadas al ejercicio de las 
competencias exclusivas, a la asunción de nuevas competencias y a la 
explotación de recursos no renovables, transfiriendo desde el gobierno 
central el 21% de los ingresos permanentes y el 10% de los ingresos no 
permanentes a las provincias y gobiernos locales. 

En este contexto de sucesivas reformas tributarias, se articula la actual 
estructura fiscal en Ecuador, que pivota básicamente sobre tres institu-
ciones: el Servicio de Rentas Internas (SRI) que recauda los tributos es-
tatales; la Corporación Aduanera Ecuatoriana (CAE) que recauda todos 
los tributos relativos a las importaciones; y el Instituto Ecuatoriano de 

96  SRI (2013): “Una nueva política fiscal para el buen vivir, la equidad como soporte 
del pacto fiscal”. Quito: SRI.
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Seguridad Social (IESS) que gestiona las contribuciones a la Seguridad 
Social (Figura A2.1). 

Figura A2.1: Estructura institucional en la recaudación 
fiscal en Ecuador

Fuente: SRI.

El SRI, creado sobre la base de la antigua Dirección General de Ren-
tas a través de la “Ley 41”, es el ente independiente encargado de la 
recaudación de los tributos del Gobierno Central a través de oficinas a 
lo largo de todo el país, con la finalidad de facilitar a los ciudadanos el 
acceso a la administración tributaria y al cumplimiento de sus obliga-
ciones fiscales. Se trata de una institución relativamente reciente, y que 
responde a la ola de reformas institucionales y legales que se han pro-
ducido en Ecuador desde la llegada al poder de Rafael Correa. A pesar 
de su relativamente corta trayectoria, debe señalarse que su estructura 
funcional se ha desarrollado rápidamente, y aunque en los últimos años 
se han producido numerosas reformas tributarias el SRI ha conseguido 
mantener el control del sistema tributario y ejercer su mandato de forma 
relativamente eficaz (dentro de los medios con los que cuenta), a la vez 
que ha avanzado en la mejora de sus capacidades. Así, destaca la rea-
lización de procesos de formación de funcionarios, las campañas para 
acercar a la ciudadanía y promover una campaña tributaria, así como la 
labor del Centro de Estudios Fiscales que, adscrito a la SRI, le sirve de 
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apoyo en el análisis de proyecciones impositivas, en elaborar estudios 
de impacto, y en la planificación de la política tributaria, entre otros. 

A pesar de las mejoras en la estructura y capacidad institucional, Ecua-
dor aún enfrenta importantes retos en materia de administración fiscal. 
Los más relevantes se centran tanto en la mejora de su capacidad para 
perseguir el fraude fiscal (incluyendo el reto de aumentar el número de 
inspectores fiscales), como de forma especial, en el fortalecimiento y 
mejora de la capacidad de su agencia tributaria en las regiones. Es en 
la periferia del país donde se hace más complicado el acceso al SRI y, 
especialmente, respecto a la recaudación. El problema de la tributación 
en las regiones se agrava si se tienen en cuenta la incapacidad de las 
administraciones locales para recaudar los tributos sobre los que tienen 
potestad, aparte de su incapacidad para asegurar la calidad, eficacia y 
transparencia del gasto público local. 

De hecho, la reforma de la administración incluyó un proceso de des-
centralización fiscal a través del traspaso de competencias y recursos a 
organismos locales. Pero esta reforma falló porque en realidad lo único 
que se ha efectuado es una transferencia de recursos a través del nuevo 
código orgánico territorial, que posibilita que actualmente reciban el 21 
por ciento de los ingresos permanentes y el 10 de los no permanentes. 
Además, la mayoría de las competencias de gasto no se han transferido 
a los gobiernos locales y se han mantenido en el gobierno central. El 
problema radica en que las administraciones locales no son capaces de 
ejecutar el gasto público que les corresponde y, además no son autosufi-
cientes financieramente. Esto es, hay un problema de capacidades dado 
que les llegan los recursos del gobierno central, pero no se da la efecti-
vidad esperada para su ejecución, más por falta de capacidad de ejecu-
ción, que por un posible antagonismo político con el gobierno central. 
Este problema se agrava de forma especial en los pequeños municipios. 
A su vez, hay que señalar que tributariamente tan sólo existe capacidad 
de recaudación en los cuatro o cinco municipios más grandes, con lo 
que en el resto de municipios –la mayoría– se depende de los recursos 
centrales y no se tiene capacidad de recaudación propia.

Respecto al análisis del sistema fiscal en Ecuador, de su composición, y 
evolución en el período 1999-2010 se pueden vislumbrar las caracterís-
ticas de las principales fuentes de recaudación, los logros alcanzados en 
términos de aumento de los ingresos públicos, y algunos ámbitos sobre 
los que reforzar la continuidad del proceso de incremento de la capa-
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cidad financiera del Estado, y de mejora en el proceso de reducción de 
la desigualdad en la distribución de la renta personal. En este sentido, 
hay que destacar que Ecuador ha sido uno de los países latinoamerica-
nos con mayor incremento en su carga tributaria respecto al PIB (jun-
to a Argentina) entre los años 1999 y 2010, con un aumento en +11,5 
puntos porcentuales (p.p.) del PIB en dicho período, motivado por el 
incremento tanto de los ingresos impositivos (en +5,9 p.p.), como de 
las contribuciones a la Seguridad Social (en +2,9 p.p.), y de los ingresos 
por explotación de recursos naturales no renovables, básicamente del 
petróleo (+2,8 p.p.) (Tabla A2.2).

Tabla A2.2: Estructura del Sistema Fiscal Ecuatoriano

Cuadro 1: Estructura del sistema fiscal en Ecuador (en % del PIB)
1999 2003 2007 2008 2009 2010

Cargas Fiscales Ajustadas a la BID-CIAT 14,3 18,0 20,1 20,7 22,8 25,8
Cargas Tributarias Ajustadas 12,1 15,6 17,9 17,8 19,8 20,9
Ingresos Impositivos 10,7 12,5 13,9 13,9 15,8 16,6
Total por tipo de recurso:
Rec. tributaria neta de devoluciones 
(con NCN y Compensac.) del Gob. Central 10,4 12,0 13,6 13,5 15,3 16,0

Recaudación Tributaria subnacional total 0,3 0,5 0,4 0,3 0,5 0,5
Contribuciones a la Seguridad Social 1,4 3,1 3,9 3,9 4,0 4,3
Ingresos provenientes de Recursos Naturales 2,2 2,4 2,3 2,9 3,0 5,0

Nota:
· Cargas Fiscales Ajustadas a la BID-CIAT = Ingresos Tributarios + Ingresos por la 

explotación de Recursos Naturales.
· Cargas Tributarias Ajustadas = Ingresos Impositivos + Contribuciones a la 

Seguridad Social -públicas y privadas- de obligatoria contribución.
· Ingresos Impositivos = Imp. a la renta + Imp. Generales al Consumo 

+ Imp. Selectivos + Imp. a la Propiedad + Imp. al Comercio Exterior + Otros 
+ Recaudación Subnacional Total + Otros ingresos del Gobierno General.

Fuente: SRI, BCE, CAE. Elaboración con datos de CIAT-BID.

Las sucesivas reformas fiscales de los últimos años en Ecuador han 
posibilitado un gradual aumento de la presión fiscal impositiva, con lo 
que se ha avanzado en la necesaria corrección de su tradicional insufi-
ciencia de capacidad impositiva (pasando de una presión impositiva del 
10,4% del PIB en 1999 a una del 16% en el 2010), si bien ha de seguir 
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avanzando en esta tendencia para aproximarse a los niveles promedio 
de presión fiscal de los Países de Renta Media (casi del 20% del PIB) o 
de la OCDE (situada en el 25% del PIB). 

Este aumento de ingresos tributarios en Ecuador ha sido fruto de diver-
sos factores de índole tanto externa –por un mayor crecimiento de la 
economía mundial hasta el 2009, y un sostenido incremento del precio 
de los productos básicos (petróleo)–, como interna –por un contexto 
macroeconómico favorable en el país, por un nuevo marco normativo 
de reforma fiscal, por avances en la administración tributaria, por un 
aumento del consumo, y por una creciente generación de ingresos por 
explotación del petróleo–. 

A su vez, otro elemento característico del sistema fiscal ecuatoriano es 
la tradicional escasa recaudación de los gobiernos subnacionales, esto 
es, locales –las provincias carecen de ningún tipo de capacidad recau-
datoria–, cuya recaudación se situó en todos los años de la década pasa-
da entre el 0,3-0,5% del PIB, con lo que los gobiernos locales dependen 
de las transferencias financieras del gobierno central para cubrir sus 
necesidades de financiación pública. En concreto, los gobiernos locales 
tienen potestad impositiva en diferentes impuestos sobre la propiedad 
–a los predios rurales y urbanos; a los vehículos, a la alcabala y a los 
activos totales–, frente a la potestad impositiva del gobierno central en 
torno a los impuestos sobre la renta, utilidades y ganancias de capital; a 
impuestos sobre la propiedad –de las tierras rurales; de activos en el ex-
terior; y de vehículos motorizados–; al IVA; al impuesto selectivo sobre 
consumos especiales (ICE); al impuesto sobre transacciones financieras 
(por salida de divisas); a los impuestos a la importación; y al régimen 
impositivo simplificado ecuatoriano (RISE) (Tabla A2.2).



240

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

Tabla A2.3: Potestad impositiva del gobierno central y de los 
gobiernos locales en Ecuador

Impuestos que corresponden al Estado Central

1. Impuestos sobre la Renta. Utilidades y Ganancias de Capital
•	 Gravamen a la Actividad Petrolera
•	 Impuesto a los Ingresos Extraordinarios

2. Impuestos sobre la Propiedad
•	 Impuestos a las Tierras Rurales
•	 Impuestos a los Activos en el Exterior
•	 Impuestos sobre la Propiedad de los Vehículos Motorizados

3. Impuestos Generales sobre el Consumo
•	 IVA - Impuesto al Valor Agregado

4. Impuestos Selectivos
•	 ICE - Impuesto a los Consumos Especiales

5. Impuestos sobre Transacciones Financieras
•	 Impuesto a la Salida de Divisas

6. Impuestos sobre el Comercio
•	 Derechos de importación

7. Regímenes Simplificados
•	 RISE - Régimen Impositivo Simplificado Ecuatoriano

Impuestos que corresponden a los Gobiernos locales

•	 Impuesto sobre la Propiedad
•	 Impuesto a los Predios Urbanos
•	 Impuesto a los Predios Rurales
•	 Impuesto de Alcabala
•	 Impuesto a los Activos Totales
•	 Impuesto a los Vehículos

Fuente: Elaboración propia con información de la CIAT.

De todas las fuentes de ingresos del gobierno ecuatoriano, la recauda-
ción por IVA ocupa un tradicional destacado primer puesto, que en el 
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2010 alcanzó el 6,5% del PIB y supuso el 39,3% del total de ingresos 
impositivos. No obstante, el creciente peso que actualmente está ad-
quiriendo la segunda fuente de recursos públicos por la explotación del 
petróleo puede hacer que este tipo de ingreso fiscal pase a ser en breve 
la primera fuente de ingresos públicos en Ecuador (en el 2010 ya supo-
nía el 5% del PIB). Así, en los últimos años se ha producido un rápido y 
significativo aumento de la participación del Estado ecuatoriano en las 
rentas económicas de los sectores exportadores del petróleo que ha ge-
nerado una creciente dependencia fiscal de los ingresos por explotación 
de recursos naturales no renovables –que al final de la década alcanza 
a representar más del 30% de los ingresos totales del país (con una re-
caudación del 5% del PIB en el 2010)–, tras experimentar un progresivo 
aumento desde el año 1999 (en términos acumulados, del +130%). 

De esta manera, sobresale que el grueso de los ingresos fiscales del 
gobierno ecuatoriano proviene de estas dos fuentes de ingreso –el IVA 
y la explotación de recursos naturales– que, en su conjunto, suponen 
dos tercios de la recaudación fiscal total del país (un 68,5% en el 2010). 
Esta realidad se configura como una característica estructural del mo-
delo ecuatoriano de obtención de ingresos fiscales que se ha acentua-
do en la pasada década, a la vez que también ha ido creciendo desde 
mediados de la década del 2000 la recaudación y participación por el 
impuesto sobre la renta de las empresas –en menor medida que en el 
caso de las dos fuentes de ingreso anteriores–, con una recaudación que 
en 2010 alcanzó 3,5% del PIB (desde un nivel de partida del 0,7% del 
PIB en 1999). Por su parte, se constata una consolidación de la tradicio-
nal debilidad tanto del impuesto sobre la renta de las personas que no 
llega a alcanzar el 1% del PIB en ningún año de la década (en el 2010, 
su recaudación fue del 0,6% del PIB), como de los impuestos sobre la 
propiedad que registran niveles mínimos de recaudación, inferiores al 
0,5% del PIB, en estos años (en el año 2010, tan solo supuso el 0,3% 
del PIB). Por último, se observa un aumento del peso de los impuestos 
selectivos en Ecuador (sobre consumos especiales, y de manera inci-
piente, medioambientales) en la última década, con lo que duplican su 
recaudación respecto al PIB (pasando del 0,5% del 1999, a un 0,9% en 
el 2010) (Gráfico A2.1).
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Gráfico A2.1: Ingresos fiscales ajustados Ecuador (% PIB) 
(varios años)

Fuente: Elaboración propia con la base de datos BID – CIAT, 2012. 

En este contexto, una apuesta clara del actual gobierno ecuatoriano es 
la de realizar un aprovechamiento intensivo de la explotación de sus 
recursos naturales (fundamentalmente, del petróleo) para lo cual se han 
reformado normas impositivas y se ha creado un nuevo régimen fiscal 
para los recursos no renovables (Tabla A2.4). 
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Tabla A2.4: Régimen fiscal aplicado a los recursos 
no renovables en Ecuador

Regalías (alícuotas) Del 12,5% al 18,5% de la producción 
bruta de petróleo crudo

Impuesto sobre 
la renta (alícuota general) Impuesto sobre la renta: alícuota del 23%

Otros impuestos sobre 
los ingresos (alícuotas)

El Estado se reserva el 25% de los 
ingresos brutos del área del contrato

Otros gravámenes
Participación laboral: el Estado recibe 
un 12% de las utilidades (destinado a los 
gobiernos autónomos descentralizados)

Participación pública Petroecuador (hidrocarburos)

Fuente: CEPAL (2013).

Desde la modificación de la “Ley de Hidrocarburos” se renegocian los 
contratos petroleros (el caso de REPSOL es un buen ejemplo al res-
pecto) y se establece una cláusula que estipula que el Estado captura 
el 100% del eventual incremento del precio del petróleo, por lo que ya 
no rige el impuesto sobre el ingreso extraordinario. En este sentido, la 
renegociación de los contratos con las empresas exportadoras de pe-
tróleo ha sido la forma en que el Estado ecuatoriano se ha apropiado 
de los ingresos por la explotación del petróleo, en lugar de hacerlo de 
forma más directa a través de empresas totalmente públicas –si bien, el 
gobierno tiene participación accionarial en Petroecuador– como sucede 
en otros países latinoamericanos con hidrocarburos.

La reforma de la “Ley de Hidrocarburos” tiene lugar en un periodo de 
aumento internacional de los precios y se corresponde con el esfuerzo 
que están haciendo varios países suramericanos y especialmente andi-
nos por reformar la participación del Estado en los recursos extractivos 
no renovables. Estas reformas, si bien han producido cierto temor en 
los inversores internacionales, especialmente por las nacionalizaciones 
llevadas a cabo en Venezuela y Bolivia, significan un viraje importante 
en la política andina. Más aun denotan el fortalecimiento de los go-
biernos que han conseguido, con más o menos éxito, imponer cambios 
de interés público sobre sectores tradicionalmente cooptados por elites 



244

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

regionales o multinacionales. Asimismo, hay que destacar que se han 
producido importantes procesos de modernización de las empresas pú-
blicas encargadas de la producción petrolera en Ecuador (al igual que 
en Perú y, especialmente, en Colombia). Este esfuerzo modernizador 
es muy importante puesto que redunda en la eficiencia de las mismas 
y mejora los ingresos que le representan al Estado central. Si bien, la 
región andina sigue fuertemente ligada a los recursos petroleros, el alza 
de sus precios internacionales se ha aprovechado para mejorar la par-
ticipación del Estado en los mismos, y asegurar que los recursos no 
migren del país.

Respecto a la estructura impositiva en Ecuador, sobresale que el ele-
vado peso relativo que tiene la recaudación por IVA ha generado que 
se dé una mayor carga de la imposición indirecta sobre los impues-
tos directos: en promedio, en el período 2008-2012 con un peso del 
57,36% y 42,64%, respectivamente, respecto al total recaudación im-
positiva (Datos del SRI). A su vez, el IVA presenta en Ecuador un buen 
comportamiento relativo en su capacidad recaudatoria, en relación al 
promedio latinoamericano. Así, el IVA en Ecuador registra unos desta-
cados mayores niveles de su “índice de productividad” (como cociente 
entre la recaudación del IVA en puntos porcentuales del PIB y la tasa 
general del impuesto) con un nivel del 0,54 en el 2010; y de su índi-
ce de eficiencia-consumo (medido como cociente entre la recaudación 
del IVA, como porcentaje del consumo, y la tasa general del impuesto) 
con un nivel del 0,74 en el 2010. Hay que destacar que ambos índices 
alcanzan niveles superiores al promedio de países latinoamericanos y 
de la OCDE. 

Sin embargo, este elevado peso relativo del IVA en el total de ingresos 
públicos de Ecuador, hace que el carácter regresivo de este impuesto 
no sea favorable a la reducción de la existentes elevadas tasas de des-
igualdad en la distribución personal de la renta: en el 2011, el Índice 
de Gini (IG) se sitúo en el 0,460 a nivel nacional, en el 0,434 en el 
ámbito urbano, y del 0,437 en las áreas rurales. Con estos niveles del 
IG relativamente elevados, Ecuador presenta niveles similares de des-
igualdad urbana y rural, frente a otros países vecinos donde la desigual-
dad rural es significativamente superior a la urbana (Bolivia), o a la 
inversa (Colombia). En este contexto, es importante medir el grado de 
progresividad o la capacidad redistributiva del IVA en Ecuador, a través 
de su Índice de Progresividad de Kakwani (como diferencia entre el 
IG del impuesto y el IG del ingreso) que se situó en el 0,106 en el año 
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2003; mientras que respecto a la capacidad redistributiva de su IVA el 
Índice de Reynolds-Smolensky (como diferencia entre la distribución 
de la renta antes y después del pago del impuesto) fue de un 0,007 en 
Ecuador en el año 2003. Así, el gobierno tiene el reto de instrumentar 
una adecuada articulación del IVA entre su alcance recaudatorio y sus 
efectos sobre la equidad, con el adecuado equilibrio entre los objeti-
vos necesarios de equidad, suficiencia, neutralidad y simplicidad. A su 
vez, hay que destacar que el peso del IVA en el total de la recaudación 
impositiva del gobierno central ha ido cayendo en los últimos años: 
de suponer un 43% del total en el 2008, a un 40,6% en el 2010. Sin 
embargo, en estos años también se ha producido una mayor reducción 
de la participación de la recaudación de los impuestos sobre la renta en 
Ecuador: pasando de una tasa del 32,6% en el 2008, a una participación 
25,6% en el 2010 (Tabla A2.5).
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Tabla A2.5: Estructura de los ingresos del Gobierno Central

Cuadro 2: Estructura de los ingresos del gobierno Central en Ecuador (en % del PIB)
1999 2003 2007 2008 2009 2010

Rec. tributaria neta de devoluciones 
(con NCN y compensac.) Gob. Central 10,4 12,0 13,6 13,5 15,3 16,0

Imp. sobre la Renta, utilidades y ganancias 
de capital 0,7 2,7 3,9 4,4 4,8 5,0

Impuesto a la Renta 0,7 2,7 3,9 4,4 4,8 4,1
- Impuesto a la Renta de Personas 0,0 0,9 0,7 0,7 0,6 0,6
- Impuesto a la Renta de Empresas 0,7 1,8 3,1 3,6 4,2 3,5
Impuesto a los Ingresos Extraordinarios - - - - - 1,0
Impuestos sobre la propiedad 0,4 0,2 0,2 0,2 0,3 0,3
Impuestos a los Vehículos Motorizados 0,1 0,2 0,20 0,2 0,2 0,2
Impuestos de 1% por transsferencia de vehí. 
usados - 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0

Impuesto a los Activos en el Exterior - - - - 0,1 0,1
Impuesto a las Tierras Rurales - - - - - 0,0
Imp. Prop. Vehículos (D. 1012) en Imp. Patrim. 
Sociedades (D. 1013) 0,3 - - - - -

Impuestos generales sobre el consumo 3,7 6,1 6,1 5,8 6,4 6,5
IVA 3,7 6,1 6,1 5,8 6,4 6,5
- IVA operaciones internas 2,3 3,8 3,1 3,0 3,9 4,0
- IVA importaciones 1,4 2,4 3,0 2,9 2,4 2,5
Impuestos selectivos 0,5 1,0 1,0 0,9 0,9 0,9
ICE 0,5 1,0 1,0 0,9 0,9 0,9
- ICE operaciones internas 0,4 0,8 0,8 0,7 0,7 0,7
- ICE importaciones 1,0 1,0 2,0 3,0 2,0 2,0
Impuestos sobre transacciones financieras 2,9 - - 0,1 0,4 0,6
Impuesto a la Circulación de Capitales 2,9 - - - - -
Impuesto a la Salida de Divisas - - - 0,1 0,4 0,6
Impuestos sobre el comercio exterior 2,0 1,6 1,8 1,7 2,1 2,1
Total 2,0 1,6 1,8 1,7 2,1 2,1
- Derechos de importación n.d. 1,5 1,7 1,5 1,4 1,6
- Derechos antidumping, salvaguardias, FODIN-
FA y otros2 n.d. 0,1 0,2 0,2 0,7 0,5

Regímenes simplificados - - - 0,0 0,0 0,0
RISE - - - 0,0 0,0 0,0
Otros 0,2 0,1 0,1 0,1 0,1 0,1
Impuesto de Salida del País 0,1 - - - - -
Otros SRI 0,1 0,1 0,1 0,1 0,1 0,1
Contribuciones a la Seguridad Social 1,4 3,1 3,9 3,9 4,0 4,3
Ingresos por explotación de Recursos Naturales 2,2 2,4 2,3 2,9 3,0 5,0
Notas:
1. Hasta 2001 cifras al tipo de cambio financiero. Desde el 10/09/2000 la moneda oficial es el dólar.
2. FODINFA vigente desde 2007.
3. Devengado

Fuente: SRI, BCE, CAE. Elaboración con datos de CIAT-BID.
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Respecto a la imposición sobre la renta, en Ecuador se da una históri-
ca infra-recaudación en la imposición sobre las personas (IRP) (nunca 
superior al 1% del PIB), que además en los últimos años presenta una 
trayectoria de caída: de representar el 0,9% del PIB en el 2003, se ha 
situado en el 0,6% del PIB en el 2010. Por su parte, el impuesto sobre 
la renta de empresas (IRE) presenta un perfil contrario, con un signifi-
cativo nivel de su recaudación y una tendencia creciente en la última 
década: pasando del 0,7% del PIB en el año 1999, a un 3,5% del PIB en 
el 2010. El gobierno ecuatoriano ha promovido una serie de reformas 
en la imposición sobre la renta en el último lustro (Tabla A2.6), si bien 
con dispar resultado en ambos tipos de tributación sobre la renta: por 
un lado, se ha ampliado la base imponible y se ha reducido el tipo de 
gravamen marginal en el IRE con un llamativo efecto de aumento de su 
recaudación; mientras que, por el otro, el significativo aumento del tipo 
de gravamen (en diez puntos porcentuales) en el IRP lejos de conlle-
var un incremento en su recaudación, refleja una caída de sus ingresos. 
Tanto el elevado abanico de gastos fiscales existentes en el IRP, como la 
escasamente eficaz lucha contra la defraudación fiscal, pueden ayudar a 
entender este comportamiento.

Tabla A2.6: Principales reformas del impuesto sobre la renta de 
Ecuador (2007-2012)

Cambio del 
tipo marginal

IRPersonas: del 25% al 35% (tasa máxima 
y nuevos tramos) IREmpresas: del 25% al 22% 
(en 2013). 

Ampliación de 
la base imponible 

Eliminación de tarifa reducida a instituciones 
financieras. 

Reducción de 
la base imponible Exoneración a ciertas inversiones nuevas.

Impuesto mínimo Deducciones adicionales por nuevos trabajadores 
y por adquisición de vehículos 

Tributación 
internacional 

Nuevo impuesto único sobre la renta para 
la actividad productiva del banano (un 2% 
sobre ventas brutas). 

Fuente: Elaboración propia.



248

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

Finalmente hay que destacar que una de las debilidades tradicionales 
del sistema fiscal ecuatoriano es el excesivamente elevado nivel de gas-
tos fiscales, junto al alto coste de los subsidios (5 mil millones de $) 
y de subvenciones (3 mil millones de $) que se otorgan. Actualmente 
se están revisando las tarifas eléctricas y los subsidios en los combus-
tibles. Así, por ejemplo, la gasolina se vende en Ecuador más barata 
que en Venezuela (2 dólares el galón) y ello genera contrabando de 
combustible hacia Perú y Colombia (se estima que en torno al 40 % 
del total de su consumo). Las empresas también usan combustible (gas, 
etc.) subvencionado, y es un tema muy difícil de abordar políticamente, 
con lo que es probable que el actual presidente haga cambios relevantes 
a este respecto. 

Partiendo de las características fundamentales del sistema fiscal ecuato-
riano, en el siguiente apartado se resaltan los logros alcanzados con las 
reformas fiscales desarrolladas en este país en los últimos años, de cara 
a delimitar algunas de las principales propuestas de actuación que pro-
muevan la profundización de su proceso de incremento de la recauda-
ción impositiva, de mejora de la equidad, y de aumento de la eficiencia 
en la gestión tributaria de su sistema fiscal. 

2.4. La fiscalidad y la financiación del desarrollo 
en Ecuador: balance de los logros alcanzados y 
principales retos de futuro para la reforma fiscal

La política fiscal ecuatoriana enfrenta grandes retos, si bien ya ha rea-
lizado un importante esfuerzo de reformas realizadas y de fortaleci-
miento de su administración tributaria. A lo largo de esta investigación, 
tanto con la revisión documental como en las entrevistas en terreno 
realizadas, han surgido algunos de los principales retos actuales y opor-
tunidades de futuro para profundizar en la senda de nuevas medidas de 
reforma fiscal y de aumento de las capacidades de la administración 
tributaria en Ecuador.

Desde 2007, el gobierno de Correa ha implementado once reformas fis-
cales con el objetivo de adaptar el sistema tributario a los mandatos de 
la nueva Constitución del país y corregir fallos que hacían más difícil la 
gestión de tributos. Así, entre las medidas adoptadas, sobresalen: 
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�� La ley de equidad reformó el código tributario. Uno de los aportes 
más importantes fue evitar la dilación de los procesos judiciales como 
estrategia para alcanzar la caducidad de los mismos. Esta situación se 
daba en el noventa por ciento de los fallos de carácter fiscal.

�� Ley de seguridad financiera. Para generar sistemas de estabilidad a 
través de fondos de liquidez y seguros de depósito. 

�� Código orgánico de organización territorial y descentralización. De 
cara a promover la transferencia de competencias y la unificación 
normativa para todas las administraciones públicas del país.

�� Código de planificación y finanzas públicas. Permite la programa-
ción plurianual y la previsión fiscal. Remplazó a 40 cuerpos legales 

�� Código de producción comercio e inversiones y se realiza el cambio 
en incentivos para el cambio en la matriz productiva.

�� Reforma a ley de hidrocarburos. Hasta el 2011 existían contratos de 
participación en los ingresos, en donde las empresas se llevaban el 
80% de los beneficios obtenidos. Con la nueva ley, se renegociaron 
los contratos, y ahora son de prestación de servicios y se estable 
una tarifa para todos los contratos alrededor de 35 dólares por barril 
extraído (en promedio). 

�� Ley de control del mercado. Con ella se penaliza monopolio y las 
prácticas contra la competencia. 

Además de las anteriores reformas, se han hecho otras siete centradas 
únicamente en los aspectos de recaudación que tenían como fin no solo 
aumentarla, sino disminuir la dependencia de los ingresos petroleros 
en el país. Como resultado de estas reformas los ingresos impositivos 
han aumentado significativamente entre los años 2006 y 2011. A pesar 
de ello, responsables del SRI y del Ministerio de Hacienda creen que 
con las últimas reformas lanzadas en este periodo se ha llegado al techo 
máximo de recaudación tributaria. Así pues, se considera que la gente 
no respondería a nuevos impuestos, por lo que desde su visión la tarea 
actual es mejorar la gestión y aumentar la eficiencia tributaria.

El esfuerzo realizado pretende equipararse a América Latina en mate-
ria de recaudación, si bien al gobierno le preocupa que se les juzgue 
únicamente con indicadores de presión fiscal, por lo que ha desarrolla-
do otros indicadores alternativos: los indicadores de evidencia. Si se 
compara la presión fiscal de Ecuador con otros países tanto de América 
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Latina, y más aun de la OCDE, es difícil argumentar que en Ecuador se 
ha llegado al techo máximo de recaudación. A pesar del gran esfuerzo 
hecho por el país que le ha llevado a ser uno de los países con mayor 
nivel de recaudación en la región y donde más ha aumentado la pre-
sión tributaria en los últimos 10 años, aún hay un margen de para el 
incremento de la presión fiscal, especialmente en los límites inferiores 
y superiores de la obligación de declarar en el impuesto sobre la renta 
personal. Desde luego, este margen tiene un elevado coste político que 
probablemente un gobierno, con ya once reformas fiscales implementa-
das, no está dispuesto a asumir. 

Entre las reformas adoptadas, sobresale que se han creado más tramos 
en la tarifa del impuesto sobre la renta personal para hacerlo más pro-
gresivo (a la vez que el tipo de gravamen máximo ha pasando del 25% 
al 35%). A su vez, en la actualidad se está analizando el caso específico 
de la tributación de los profesionales la diferenciación de los dos esque-
mas de tributación para el trabajo y el capital, partiendo de una revisión 
de la experiencia española en esta materia. También se está evaluando 
el régimen simplificado para trabajadores y el régimen agrícola, exis-
tiendo un tope de 60 mil dólares anuales para estar en el régimen sim-
plificado, si bien parece un límite demasiado alto, con el objeto de que 
pueda haber menos controles y reducir la evasión. En cuanto al IVA, 
que es el impuesto de mayor recaudación, actualmente se están usando 
simuladores para averiguar en qué casos es más regresivo o progresivo, 
así como si es mejor la realización de políticas de transferencia cruza-
da. Así, en la revisión del IVA respecto a su impacto sobre los niveles 
de equidad se podría crear un sistema diferenciado tras identificar los 
consumos más habituales de los percentiles más altos. Aunque esta re-
visión del IVA es un objetivo declarado, el gobierno considera que por 
ahora es más rentable en términos recaudatorios focalizar esfuerzos en 
el gravamen de las rentas de capital. 

Uno de los temas más interesantes que debe señalarse en las tendencias 
recientes de la tributación ecuatoriana es el interés por aplicar impues-
tos verdes. Así, por cada botella de plástico se recaudan 2 céntimos, y 
con los ingresos obtenidos se retribuye a los recicladores. Las botellas 
recolectadas se usan para fabricar nuevos productos y los beneficios se 
reinvierten también en el colectivo de los recicladores.

Por otro lado, la Ley de equidad del 2007, ha supuesto un avance al 
resolver el tradicional problema de que los asalariados fueran retenidos 
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sin tener la posibilidad de efectuar desgravaciones, mientras que los tra-
mos de rentas altas sí realizaban desgravaciones por salud o educación 
que no podían hacer los trabajadores de menores ingresos. Con esta 
nueva ley, los “cuentapropistas” ya pueden desgravar algunos gastos 
personales, lo cual supone un avance en progresividad. 

Otras medidas que se están tomando en materia fiscal son la obligatorie-
dad de inscribir las empresas en el Servicio de Rentas Internas (SRI) o 
los trabajadores (registro de contribuyentes). Así como mejorar el con-
trol para evitar los evasores y elusores. En esta materia, aún hace falta 
reformar los procedimientos administrativos y judiciales y algunas re-
formas en los plazos (de caducidad, y prescripción, básicamente) que se 
otorgan en el código tributario. Aunque se incrementaron las sanciones 
y las penas, en breve se creará un nuevo código penal integral en donde 
se incluirá el delito fiscal. Actualmente está abierta esta discusión y se 
están revisando los tipos de pena al respecto. A pesar de haberse ajus-
tado la capacidad en la administración tributaria, haría falta contar con 
más inspectores fiscales, si bien desde la Dirección General se ha dado 
orden de no aumentar los recursos humanos (actualmente el SRI tiene 
3.200 funcionarios a nivel nacional). Hay que destacar que para reducir 
los niveles e evasión fiscal el gobierno ha creado una línea muy fuerte 
de estudio de la gestión tributaria, avanzado en diseños experimentales 
y evaluaciones de impacto a través de modelos cuasi-experimentales, a 
la vez que se persigue realizar una caracterización de contribuyentes y 
de cómo responden ante distintos mensajes en materia fiscal. 

Con respecto a la administración tributaria, es preciso señalar que el 
SRI nace de una profunda reforma de la administración de impuestos, 
con la liquidación de la anterior institución y se creó esta nueva por 
entero. La reforma incluyó un proceso de descentralización fiscal con 
el objetivo de traspasar competencias y recursos a los organismos lo-
cales, aunque, en cierto sentido, ha fallado en términos del principio 
de corresponsabilidad fiscal ya que si bien el nuevo código orgánico 
territorial posibilita una transferencia de recursos hacia los organismos 
locales (en concreto, reciben el 21 por ciento de los ingresos permanen-
tes y el 10 de los no permanentes), hay que destacar que la mayoría de 
la competencias de gasto siguen atribuidas al gobierno central.

En este caso el problema es que las administraciones locales no tie-
nen suficiente capacidad para ejecutar políticas y no alcanzan la au-
tosuficiencia financiera. Así, hay un problema de capacidades en el 
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ámbito local, les llegan los recursos pero no hay la efectividad espe-
rada para su ejecución. Lo cual es especialmente acuciante en el caso 
de los pequeños municipios. Tributariamente existe capacidad de re-
caudación en los 4 o 5 municipios más grandes, si bien la mayoría de 
municipios depende de los recursos centrales y no tienen capacidad 
de recaudación propia.

A pesar de las dificultades de la administración local, se ha hecho un 
esfuerzo importante para mejorar las relaciones del sistema tributario 
con la ciudadanía. Por ejemplo, el Centro de Estudios Fiscales CEF) se 
encarga de la formación especializada y la educación del contribuyente, 
y con este fin creó el aula virtual. Asimismo, se publican documentos 
que están al acceso de los ciudadanos como la revista de fiscalidad que 
es uno de los principales instrumentos de difusión de la información 
o, por ejemplo, la reciente publicación del libro “Nueva Política fiscal 
para el Buen Vivir”. Además, desde el 2002 existe un convenio con el 
Ministerio de Educación para realizar visitas a los colegios todos los 
fines de semana del año lectivo con el objeto de capacitar a los estu-
diantes, si bien se detecta una carencia de esta campaña de información 
en el ámbito universitario, de cara a “dar el mensaje de por qué deben 
tributar” a los que serán los contribuyentes en el futuro más próximo. 
Esta tarea es clave para fortalecer el pacto fiscal.

En cuanto a dicho pacto fiscal, la política tributaria y, en general, la po-
lítica pública responde al “Plan Nacional para el Buen Vivir”. Este Plan 
Nacional de desarrollo ha llevado a que se esté trabajando de manera in-
terministerial en una línea de deuda y política social para analizar el rol 
de la fiscalidad en la política social. Hay que resaltar que el actual “Plan 
Nacional del Buen Vivir” se complementa con un objetivo de cambio 
de matriz productiva. De hecho, ya está en revisión la nueva matriz para 
definir cuáles serán los sectores productivos y cuáles serán las necesi-
dades de adaptación de la administración tributaria. Desde el gobierno, 
se apuesta por el crecimiento económico a través de líneas productivas 
como la minería, a la vez que se está haciendo una importante inversión 
en fuentes energéticas para eliminar su tradicional dependencia, con 
lo que se busca atraer la inversión extranjera y promover esta indus-
tria. Para ello, en 2009 se creó el código orgánico de la producción 
por explotación de recursos con una reducción anual al impuesto de 
sociedades hasta llegar al 22%. Asimismo se han creado incentivos en 
innovación tecnología limpia, nuevo empleo, agricultura, etc.
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El “Plan Nacional del Buen Vivir” requiere una inversión agresiva en 
infraestructuras con lo que el gobierno prevé una política de endeu-
damiento por lo menos hasta 2016. Desde el gobierno se cree que un 
país en desarrollo también necesita otros ingresos, por eso el país está 
llevando a cabo grandes proyectos en el ámbito de hidrocarburos y mi-
nería. De hecho actualmente el 73% del total de ingresos tributarios 
proviene –directa e indirectamente– de los hidrocarburos.

También se intenta apoyar el gasto público, a través de la mejora el 
resultado de las empresas públicas, intentando hacer una optimización 
del gasto; aligerando algunas partidas; luchando contra el contrabando 
y a través de la búsqueda de nuevos ingresos como la concesión de 
banda electromagnética. 

Uno de los problemas tradicionales que enfrentan las cuentas públicas 
en el Ecuador es el alto coste de los subsidios y subvenciones que se 
otorgan. Actualmente, se están revisando las tarifas eléctricas y los 
subsidios de los combustibles. Por ejemplo, sobresale que la gasolina 
es significativamente más barata que en Venezuela (con un precio de 
2 dólares el galón), con lo que se ha generado una fuerte actividad de 
contrabando de combustible hacia Perú y Colombia (se estima que el 
40 % del total del consumo de combustible se destina al contrabando). 
Las empresas también usan combustible (gas, etc.) subvencionado. 
Este es un tema muy difícil de abordar políticamente y no es claro que 
el actual presidente tenga intención de hacer cambios relevantes. Se 
ha calculado que en la actualidad el coste total de los subsidios es de 
cinco mil millones de $ y en el caso de las subvenciones de tres 3 mil 
millones de $. De esta manera, parece que la revisión de este tema ha 
de ser una línea prioritaria de actuación para que se implemente -de 
forma lenta, pero progresiva- reformas que reduzcan el elevado coste 
relativo de la amplia oferta de subsidios y subvenciones públicas que 
existen en Ecuador. 

Finalmente debe atenderse al papel de la cooperación internacional en 
materia fiscal, dado el interés mostrado por el gobierno en este ámbito. 
Así, se enfatiza que el gobierno pueda contar con apoyo en temas muy 
puntuales como en el intercambio entre administraciones de mejores 
prácticas; en la formación; y en la evaluación. Hasta ahora, la coopera-
ción internacional ha focalizado sus esfuerzos de ayuda en materia de 
capacitación fiscal, por lo que sería recomendable que se continúe con 
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esta tendencia, a la vez que se realicen proyectos de fortalecimiento de 
capacidades de los gobiernos locales para incrementar sus competen-
cias de gestión pública. 

Principales propuestas de actuación para la reforma fiscal 
en Ecuador

Una vez vistas las principales características del sistema tributario e 
impositivo en Ecuador en el marco de su “Plan Nacional de Desarrollo 
del Buen Vivir” y de revisar el balance de las últimas reformas fiscales 
realizadas, conviene enumerar algunas de las principales propuestas de 
actuación –como líneas centrales y generales– para la agenda de la se-
gunda generación de reforma fiscal en Ecuador. 

Así, como principales líneas generales de reforma del sistema fiscal en 
Ecuador básicamente se pueden centrar en: reducir su elevada depen-
dencia relativa de los ingresos por explotación de recursos naturales 
(petróleo); lograr un significativo incremento de la recaudación por el 
impuesto sobre la renta de las personas –de forma gradual, e incorpo-
rando una creciente capacidad progresiva de este impuesto–; impulsar 
un creciente papel de la imposición sobre la propiedad, también con 
elementos de fuerte progresividad; fortalecer la capacidad financiera de 
los gobiernos locales y aumentar el grado de su suficiencia financiera; 
y, con todo ello, promover la reversión del tradicional predominio de la 
imposición indirecta sobre la directa en la recaudación fiscal en Ecua-
dor para coadyuvar una progresiva reducción de sus elevados niveles de 
desigualad en la distribución personal de la renta. En este sentido, una 
posible delimitación de actuaciones de reforma fiscal en los diversos 
ámbitos tributarios señalados sería:

1.	Continuar incrementando progresivamente el nivel de ingresos tribu-
tarios a través del aumento de la recaudación impositiva, que contri-
buya a consolidar y profundizar la tendencia de las últimas décadas 
de crecimiento de los ingresos públicos en Ecuador.

2.	Disminuir la dependencia y volatilidad de los ingresos por exporta-
ción de recursos naturales no renovables (del petróleo) para comba-
tir la “pereza fiscal” a realizar reformas que promuevan una mayor 
presión fiscal impositiva, disminuir la volatilidad de este tipo de in-
gresos (por variaciones del precio internacional de estos productos 
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básicos); prever el futuro agotamiento de estos recursos naturales; y 
evitar los efectos de la “enfermedad holandesa” contra los sectores 
exportadores. A su vez, se recomienda que con este tipo de ingresos 
se financie la creación de fondos anticíclicos de inversión pública.

3.	Equilibrar –de forma gradual– la estructura tributaria hacia un au-
mento progresivo del peso de la recaudación de los impuestos direc-
tos frente a la de la imposición indirecta. Con ello, habría que com-
pensar la tradicional concentración de la recaudación en Ecuador en 
la figura del IVA (en mayor medida), respecto a un deseable mayor 
peso de la recaudación del impuesto sobre la renta personal (IRP) y 
de las cotizaciones a la Seguridad Social.

4.	Fortalecer la imposición sobre la renta personal (IRP): ampliar su 
base imponible eliminando gastos fiscales, dar más énfasis al trata-
miento de las circunstancias personales del contribuyente, afianzar 
un sistema dual como paso intermedio, y combatir su defraudación 
con objetivos específicos de planes de inspección fiscal. 

5.	En la imposición sobre la renta de sociedades –sobre sus beneficios 
empresariales– (IRE), revisar la estructura de sus gastos fiscales y 
sus regímenes especiales con el objeto de reducir –selectivamente, y 
con un criterio de progresividad– las bonificaciones, deducciones y 
exenciones fiscales que existen, con lo que se produciría un adicional 
aumento de la recaudación que posibilitaría una nueva reducción de 
su tipo de gravamen. 

6.	Complementar la recaudación de la imposición sobre la renta con 
mayores ingresos con los impuestos sobre el patrimonio en Ecuador: 
modernizando los catastros, ampliando la base del impuesto sobre el 
patrimonio –con la reducción de exenciones y de tratamientos espe-
ciales–, e incrementando sus alícuotas marginales.

7.	Priorizar en las reformas tributarias el cumplimiento de los prin-
cipios de equidad vertical (tratar de forma diferente a las situacio-
nes distintas, a través de la aplicación de gastos fiscales: mínimos 
exentos, reducciones de bases imponibles, y deducciones de la 
cuota) y equidad horizontal (que situaciones iguales reciban el 
mismo trato fiscal), con especial atención a corregir la tradicional 
debilidad del IRP. 



256

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

8.	Profundizar en la compensación de la regresividad del IVA en Ecua-
dor, promoviendo que sea un impuesto más personalizado, y com-
pensando a los sectores económicos de menor nivel de renta, a la vez 
que se refuerce su cumplimiento impositivo (contra la informalidad 
laboral y económica), y se mantenga la amplitud de sus bases impo-
nibles para salvaguardar su capacidad recaudatoria.

9.	Respecto a los gobiernos subnacionales (locales), aumentar sus ca-
pacidades de gestión tributaria y fiscal, y garantizar su suficiencia 
financiera, en un contexto de gradual traspaso de competencias de 
gasto desde el gobierno central. Para ello, se requiere intensificar los 
programas de formación y capacitación en los gobiernos subnacio-
nales, aumentar sus recursos tributarios propios (por ejemplo, con la 
asignación de nuevas potestades tributarias en la imposición sobre el 
patrimonio, que derivaría en un deseable aumento de la corresponsa-
bilidad fiscal de estos gobiernos), y garantizar la transferencia de su-
ficientes recursos financieros adicionales desde el gobierno central.

10.	Continuar con el proceso de incremento de la eficiencia de gestión 
tributaria de la Administración Tributaria ecuatoriana, con el desa-
rrollo de nuevos programas de mejora de sus capacidades de gestión 
y de fortalecimiento de sus capacidades de inspección y sanción en 
la lucha contra el fraude y la evasión fiscal.

11.	Reforzar el aparato estadístico y facilitar el acceso a la información 
bancaria para lograr una mayor eficacia en el combate a la evasión 
fiscal, y tomar medidas que conduzcan a la progresiva incorporación 
del sector informal en el sistema tributario ecuatoriano.

12.	Reducir la diversidad de cambios en la regulación de la política fis-
cal en Ecuador, de cara a promover una mayor estabilidad normativa 
y una menor incertidumbre, a la par que se incrementan las cam-
pañas de información fiscal a la ciudadanía (especialmente, en el 
ámbito universitario).

13.	Mejorar la coordinación de las distintas agencias de recaudación tri-
butaria. En particular, en materia de información –más allá de que 
se intercambie, que se comparta– y logar una mayor eficacia en la 
recaudación impositiva. Esto es necesario no solo a nivel interno de 
Ecuador, sino también en la relación entre las AT de distintos países. 
Este incremento en el intercambio de información entre las AT en 
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el ámbito internacional (CIAT; OCDE) es condición necesaria para 
alcanzar un consenso en la aplicación de criterios en la lucha contra 
los paraísos fiscales.

14.	Promover la creación de un “Pacto Fiscal” en Ecuador como resul-
tado de un complejo proceso de negociación política y amplio con-
senso social para posibilitar la aceptación de las reformas tributarias 
pendientes. Así, el “Pacto Fiscal” entre el Estado y los ciudadanos 
ecuatorianos se ha de contemplar como una ruta de navegación a 
medio y largo plazo que define el papel del Estado a favor del desa-
rrollo, incluyendo su papel fundamental para reducir la desigualdad-, 
y como un marco de consenso social sobre una base de reciprocidad 
–contribución al pago de impuestos, y cobertura de servicios públi-
cos mínimamente de calidad–, y de consolidación y fortalecimiento 
de las instituciones en Ecuador.





XI

BIBLIOGRAFÍA





261

BIBLIOGRAFÍA

AECID (2012): IV Plan Director de la Cooperación Española, apro-
bado en el Consejo de Ministros de 21 de Diciembre de 2012.

Alkire, S. & J.E. Foster (2011): “Counting and Multidimensional 
Poverty Measurement”, Journal of Public Economics, 95(7-8): 476-487.

Alonso, J.A. (Dir) (2013): “Compromiso global por un desarrollo 
incluyente y sostenible: Consideraciones sobre la agenda Post 2015”. 
Secretaría General de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Alonso, J.A. (2013): “Middle-income countries in the new interna-
tional landscape: challenges for aid policy”, paper for the Global Eco-
nomic Governance Seminar, ECLAC and Initiative for Policy Dialo-
gue, 11 and 12 March.

Alonso, J.A. y Ocampo J.A. (2012): Development cooperation in 
times of crisis, Columbia University Press, New York.

Alonso, J.A. y Valpy Fitz Gerald (Eds.) (2003): Financiación del de-
sarrollo y coherencia en las políticas de los donantes Catarata, Madrid.

Arriola, S; Garranzo, R; Ruiz Jiménez, L (coords) (2013): “La reno-
vación de la cooperación americana. Transformaciones para una agen-
da Post 2015”. Madrid: Secretaría General Iberoamericana (SEGIB), 
AECID.

Banco Mundial, (2013): Comunicado del Comité para el Desarrollo 
(GMB), Washington.

Banco Mundial (2013): http://datos.bancomundial.org/

Barreix, B., Bès, M., Díaz de Sarralde, S. y Velayos, F. (2013): “El 
impuesto al valor agregado: que sea lo que es” en en A. Corbacho, V. 
Fretes y E. Lora: Recaudar no basta. Los impuestos como instrumento de 
desarrollo. Banco Interamericano de Desarrollo. Washington, D.C.

Barreix, A., Bes, M. y Roca, J. (2009): Equidad fiscal en Centroa-
mérica, república Dominicana y Panamá. BID, IMF, Washington, D.C.

Barrientos, J. (2012): “Reformas tributarias recientes en Centroa-
mérica”. Presentación en p.p, CEPAL et al. (2012): Seminario: Tributa-
ción con equidad. Santiago, agosto 2012.



262

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

BID (2013.a): “Recaudar no basta: los impuestos como instrumen-
to de desarrollo”. Editores: Ana Corbacho, Vicente Fretes Cibils, y 
Eduardo Lora.

BID, CIAT (2013.b): “Estado de la administración tributaria en 
América Latina : 2006-2010”- Banco Interamericano de Desarrollo, 
Centro Regional de Asistencia Técnica para Centroamérica, Panamá 
y República Dominicana, Centro Interamericano de Administraciones 
Tributarias (CIAT).

BID (1998): “La experiencia del BID en programas de moderniza-
ción de las administraciones tributarias de los países latinoamericanos”, 
Washington, D.C. Manuscript, Fiscal Division.

CAD-OCDE (2013): Development Co-operation Report 2013: 
Ending Poverty http://www.oecd.org/dac/dcr2013.htm

CE (2013a): Programa global de “Financiación para el Desarrollo”.

CE (2013b): Informe anual de 2012 sobre las políticas de la Unión 
Europea en materia de desarrollo y ayuda exterior y su aplicación en 
2011. http://ec.europa.eu/europeaid/how/ensure-aideffectiveness/docu-
mentos / informe-joint multi-anual-programming_en.pdf

CE (2012): Programa global de “Financiación para el Desarrollo”.

CE (2011a): Noveno informe anual 2011 “Mejora de Rendición de 
Cuentas de la UE sobre la Financiación para el Desarrollo”.

CE (2011b): Programa global de “Financiación para el Desarrollo”.

CE (2010): Programa global de “Financiación para el Desarrollo”.

CE (2010a): Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, 
al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo de 21 de abril de 
2010 «Fiscalidad y desarrollo: Cooperación con países en desarrollo 
para promover la buena gobernanza en asuntos fiscales» [COM(2010) 
163 final – no publicada en el Diario Oficial].

CE (2005): Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamen-
to Europeo, «Una asociación reforzada entre la Unión Europea y Amé-
rica Latina» [COM (2005) 636 final - no publicada en el Diario Oficial].



263

BIBLIOGRAFÍA

CEPAL (2012); Panorama Social de América Latina.

CEPAL (2013) “Panorama Fiscal de América Latina, Reformas Tri-
butarias y renovación del pacto fiscal”.

CEPAL (2013): Estudio Económico de América Latina y el Caribe. 
Editorial: Naciones Unidas, CEPAL Santiago de Chile.

Cetrángolo, O. (2011): “Desafíos para mejorar la solvencia y equi-
dad de los Sistemas Tributarios Latinoamericanos”. Unión Europea y 
Ministerio de Hacienda de Paraguay (2011): La reforma tributaria en 
los estados modernos. Asunción (Paraguay).

CIAT, BID y CAPTAC (2012): Estado de la Administración Tribu-
taria en América Latina 2006-2010. CIAT, 2012.

Cooperación Internacional al Desarrollo (SGCID). Documento Tra-
bajo Nº 2 de la Cooperación Española – AECID.

Domínguez, R. (2013): Más allá de la ayuda: una nueva métrica de 
la ayuda oficial al desarrollo post-2015, ÍCONOS 47 • 2013 • pp. 31-45.

Fedesarrollo (2013): Coyuntura Macroeconómica, N133, 30 de sep-
tiembre de 2013.

Garcimartin, C. (2012): Potencial del impuesto a la renta personal en 
América Latina. Estudio macro y micro. BID, mimeo.

Gómez Sabaini (2012): “Informalidad y tributación en América La-
tina: Explorando los nexos para mejorar la equidad”. Presentación p.p. 
en Seminario de CEPAL et al. (2012): Tributación con equidad. San-
tiago, agosto 2012.

González, D., Martinoli, C.; Pedraza, L. (2009): “Sistemas tribu-
tarios de América Latina: situación actual, reformas y políticas para 
promover la cohesión social”. 

González, D; Martolini, C.; Pedraza, L. (2009): Fiscalidad y Cohe-
sión Social. Sistemas Tributarios de América Latina: situación actual, 
reformas y políticas para promover la cohesión social. Madrid. Euroso-
cial, Instituto de Estudios Fiscales. 



264

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

Gupta, S., Clements, B., Pivovarsky, A. y Tiongson, E. R (2003): 
“Foreign Aid and Revenue Response: Does the Composition of Aid 
Matter?”, IMF Working Paper, WP/03/176, IMF, Washington, D.C.

Heller, P.S. (1975): “A Model of Public Fiscal Behaviour in Deve-
loping Countries: Aid, Investment and Taxation”, American Economic 
Review, vol. 65 (3), pp. 429-445.

Keen, M. y Simone, A. (2004): “Tax Policy in Developing Coun-
tries, Some Lessons from the 1990, and Some Challenges Ahead”, en 
Gupta, S., Clemente B. y Inchauste G. (Eds) Helping Countries Deve-
lop: The Role of Fiscal Policy, FMI, Washington.

Khan, H.A. y Hoshino, E. (1992): “Impact of Foreign Aid on the 
Fiscal Behaviour of LDC Governments”, World Development, Vol. 20, 
No. 10, pp. 1481-1488.

MAEC (2013): Datos agregados sobre ejecución AOD española 2012.

MAEC (2013a): Marcos de Asociación País y documentos comple-
mentarios de los países: El Salvador, Guatemala, Nicaragua, Honduras, 
Colombia, Ecuador; Paraguay y Bolivia. Página web del MAEC.

Marx, C (Dir) (2012): Una nueva política fiscal para el buen vivir. La 
equidad como soporte del pacto fiscal. Quito: Servicio de Rentas Internas. 

Mosley, P. y Lenton, P. (2012): Financial exclusión ando poverty 
trap: Overcoming Deprivation in the Inner City Abingdon, Oxon ; New 
York : Routledge, 2012.

NNUU (2011): IV Conferencia de las Naciones Unidas sobre los 
Países Menos Adelantados (PMA), Turquía.

NNUU (2011a): Programa de acción sobre los países menos ade-
lantados. Declaración de Estambul, Turquía. http://www.ldcwatch.org/
attachments/198_Istanbul%20Programme%20of%20Action.pdf

NNUU (2009): Conferencia de seguimiento sobre la crisis financie-
ra y económica mundial y sus efectos en el desarrollo. Doha.

NNUU (2008): Declaración de Doha sobre la financiación para el 
desarrollo, Doha.



265

BIBLIOGRAFÍA

NNUU (2006): Conferencia Ministerial sobre Mecanismos Innova-
dores de Financiación para el Desarrollo, convocada por el presidente 
francés Jacques Chirac, Paris.

OCDE (2007): Principios para el compromiso internacional en esta-
dos frágiles y en situaciones de fragilidad, Paris.

OIT (2012): Panorama Laboral Mundial.

Olivié, I. (2012): “De la coherencia de políticas a la financiación 
global para el desarrollo: cómo superar el trabalenguas de la agenda 
política (DT)”.

Olivié, I. y Sorroza A. (2006): “Coherencia para el desarrollo: reco-
mendaciones para España en materia económica”, Informes Elcano, nº 5, 
Real Instituto Elcano, Madrid, junio.

Onrubia, J. (2012): “La reforma de la administración tributaria: mi-
tos y realidades”. IEB. Barcelona.

Ouattara, B. (2006): “Foreign Aid and Government Fiscal Behaviour 
in Developing Countries: Panel Data Evidence”, Economic Modelling, 
vol. 23 (3), May, 506-514.

Parlamento Europeo (2011): Intervención de Fokion Fotiadis, direc-
tor general de DEVCO, ante la Comisión de Desarrollo del Parlamento 
Europeo del 25 de mayo. http://www.europarl.europa.eu/wps-europarl-
internet/frd/

Pecho, M.E. (2012): “Regímenes simplificados de tributación para 
pequeños contribuyentes en América Latina” Presentación p.p. en 
CEPAL (2012): tributación con equidad. Santiago, agosto 2012.

PNUD (2013): Informe de Desarrollo Humano (http://www.undp.org/)

Sánchez, M; Sauma, P (coord) (2011): Vulnerabilidad económica 
externa, protección social y pobreza en América Latina; Quito: CEPAL, 
FLACSO, UN-DESA.

Schneider, F. (2012): “The Shadow Economy and Work in the Sha-
dow: What Do We (Not) Know?” IZA Discussion Paper No. 6423, 2012.



266

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...

Servicio de Rentas Internas de Ecuador (SRI) (2013): “Una nueva 
política fiscal para el buen vivir, la equidad como soporte del pacto 
fiscal”, Quito.

Stotsky, J. y WoldeMariam, A. (2002): “Central American Tax Te-
form: Trends and Possibilities”. IMF Working Paper WP/02/227. Fon-
do Monetario Internacional. Washington, D.C., Diciembre 202.

Summer, A. (2013): Where Will the World’s Poor Live? An Update 
on Global Poverty and the New Bottom Billion. Working Paper 305 
9/13/12.

The World Factbook (2013): https://www.cia.gov/librarypublica-
tions/the-world-factbook/

UNTAD (2013): Informe sobre las Inversiones en el Mundo 2013: 
Las cadenas de valor mundiales: inversión y comercio para el desarro-
llo, Suiza.

UNTAD (2009): “Making South-South trade an engine for inclusive 
growth”, Policy Brief No. 8, November de 2009 http://unctad.org/en/
docs/presspb20093_en.pdf

USAID (2005): Estrategia para Estados frágiles desarrollada por la 
Agencia Internacional de Cooperación estadounidense. Washington.

Fuentes estadísticas: 

Banco Mundial, Indicadores de Desarrollo Mundial: http://data-
bank.worldbank.org

OCDE, Datos estadísticos de la Ayuda Oficial al Desarrollo: http://
www.oecd.org/centrodemexico/estadisticas/

MAEC, Indicadores de ejecución presupuestaria y programática de 
la AOD española http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/PoliticaExte-
riorCooperacion/CooperacionAlDesarrollo/Paginas/Inicio.aspx

CIAT, Centro Interamericano de Administraciones Tributarias: http://
www.ciat.org/



267

INTRODUCCIÓN



268

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...



269

INTRODUCCIÓN



270

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...



271

INTRODUCCIÓN



272

FISCALIDAD Y FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO EN LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN...



273

INTRODUCCIÓN








